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SENTENCIA DE FECHA 1 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 11 de diciembre de 1957. 

Ilateria: Civil. 

Recurrente: Francisco Galileo Alcántara. 
Abogados: Doctores Rafael Valera Benítez y Francisco R. Carva-

jal M. 

Recurrido: La Curacao Trading Company, S.A. 
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Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H, 

Menem. Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, 
Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día primero del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Inde-
pendencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Galileo Aleá.ntara, dominicano, mayor de edad, soltero, abo-
gado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 5037, se-
rie 14, sello 86096, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones 
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SENTENCIA DE FECHA 1 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 11 de diciembre de 1957. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Francisco Galileo Alcántara. 

Abogados: Doctores Rafael Valera Benítez y Francisco R. Carva- 

.. 

 

jai M. 

Recurrido: La Curacao Trading Company, S.A. 

Abogados: Dr. José María González Machado y Lic. Polibio Díaz 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema 'Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, 
Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 'Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día primero del mes de octubre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Inde-
pendencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Galileo Alcántara, dominicano, mayor de edad, soltero, abo-
gado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 5037, se-
rie 14, sello 86096, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones 
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civiles, en fecha once de diciembre de mil novecientos cin 
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Valera Benítez, cédula 50139, serit 

1, sello 52189, por sí y por el Dr. Francisco R. Carvajal M., 
cédula 56709, serie 1, sello 50930, abogados del recurrente. 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. José M. González Machado, cédula 43262, 
serie 1, sello 12607, por sí y por el Lic. Polibio Díaz, cédula 
329, serie 18, sello 1064, abogados de la recurrida, la Cu-
racao Trading Company, S.A., compañía comercial, con su 
domicilio social en esta ciudad, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el catorce de 
febrero del corriente año, suscrito por los abogados del re-
currente, en el cual se invocan los medios que luego se 
indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los abogados 
de la recurrida y notificado a los abogados de la parte recu-
rrente por acto de fecha trece de marzo de mil novecientos 
cincuenta y ocho; 

Visto el memorial de ampliación de los abogados del 
recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del 
berado, y vistos los artículos 1642 y 1648 del Código Civii; 
49 y 58 del Código de Procedimiento Civil, 1 del Código de 
Comercio, y 1, 20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
diez de agosto de mil novecientos cincuen a y seis, la Cura-
cao cao Trading Company, S.A. y Francisco Galileo Alcántara, 
suscribieron un contrato bajo firma privada, mediante e] 
cual la primera vendió al segundo, de acuerdo con la Ley  

1\1' 1608, sobre Ventas Condicionales de Muebles, una má-
quina usada, industrial de talabartería, marca "Triumph" 
Cod. 10.0108, serie N' 3289843, por la suma de RD$160.00; 
b) que en fecha veintiocho de septiembre del mismo año el 
comprador notificó un acto a la compañía vendedora me-
diante el cual le intimó y puso en mora para que le cam• 
biara dicha máquina por otra nueva, por encortrarse "en 
malas condiciones de funcionamiento y con desperfectos de 
tal manera que es inutilizable para la labor de su propia 
naturaleza"; c) que en fecha veintidós de octubre siguiente 
el comprador citó en conciliación a la Curacao Trading Com-
pany S.A., por ante el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, exponiendo en dicho acto 
los siguientes motivos: "Atendido: a que entre mi requerien-
te y mi requerida intervino un contrato de venta condicional 
firmado el día 10 de agosto de 1956, marcado con el N9  1248 
(ord. 7423), por el cual mi requeriente compró una máquina 
marca Triumph, modelo industrial de Talabartería, número 
de serie 328943 a la Curacao Trading Co. S.A., estipulándose 
como precio la suma de RD$160.00 pagadera en la forma 
siguiente: pago inicial de RD$25.00 y once (11 pagarés de 
RD$12.00 cada uno, y pagaré de RD$3.00; Atendido: a que 
dicha máquina marca Triumph estaba en malas condiciones 
de funcionamiento y no era utilizable en labores de su propia 
naturaleza, desde antes que mi requeriente la adquiriera 
por compra a la mencionada compañía; que, en efecto, al 
momento de realizarse dicha venta, la compañía no hizo en-
trega de dicha máquina a mi requeriente, sino que tuvo que 
enviarla a sus talleres para hacerle las reparaciones nece-
sarias para su normal funcionamiento; que quince (15) días 
después de la venta se hizo entrega de dicha máquina a mi 
requeriente, y que no obstante ulteriores reparaciones he- , 
chas a dicha máquina, ésta continúa en malas condiciones, 
al extremo que mi requeriente no la ha podido utilizar en 
sus labores normales; que este hecho fué comunicado al Sr. 
García, empleado de dicha compañía, quien ordenó una nue- 
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cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Valera Benítez, cédula 50139, serie 

1, sello 52189, por sí y por el Dr. Francisco R. Carvajal M., 
cédula 56709, serie 1, sello 50930, abogados del recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. José M. González Machado, cédula 43262, 
serie 1, sello 12607, por sí y por el Lic. Polibio Díaz, cédula 
329, serie 18, sello 1064, abogados de la recurrida, la Cu-
racao Trading Company, S.A., compañía comercial, con su 
domicilio social en esta ciudad, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el catorce de 
febrero del corriente año, suscrito por los abogados del re-
currente, en el cual se invocan los medios que luego se 
indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los abogados 
de la recurrida y notificado a los abogados de la parte recu-
rrente por acto de fecha trece de marzo de mil novecientos 
cincuenta y ocho; 

Visto el memorial de ampliación de los abogados del 
recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de!i-
berado, y vistos los artículos 1642 y 1648 del Código Civil; 
49 y 58 del Código de Procedimiento Civil, 1 del Código de 
Comercio, y 1, 20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta:a—) que en fecha 
diez de agosto de mil novecientos cincuen a y seis, la Cura- 

[... 

cao Trading Company, S.A. y Francisco Galileo Alcántara, 
suscribieron un contrato bajo firma privada, mediante el 
cual la primera vendió al segundo, de acuerdo con la Ley 

N" 1608, sobre Ventas Condicionales de Muebles, una má-
quina usada, industrial de talabartería, marca "Triumph" 
Cod. 10.0108, serie N 9  3289843, por la suma de RD$160.00; 
b) que en fecha veintiocho de septiembre del mismo año el 
comprador notificó un acto a la compañía vendedora me-
diante el cual le intimó y puso en mora para que le cam-
biara dicha máquina por otra nueva, por encontrarse "en 
malas condiciones de funcionamiento y con desperfectos de 
tal manera que es inutilizable para la labor de su propia 
naturaleza"; c) que en fecha veintidós de octubre siguiente 
el comprador citó en conciliación a la Curasao Trading Corn-

pany S.A., por ante el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, exponiendo en dicho acto 
los siguientes motivos: "Atendido: a que entre mi requerien-
te y mi requerida intervino un contrato de venta condicional 
firmado el día 10 de agosto de 1956, marcado con el N9  1248 
(ord. 7423), por el cual mi requeriente compró una máquina 
marca Triumph, modelo industrial de Talabartería, número 
de serie 328943 a la Curaca() Trading Co. S.A., estipulándose 
como precio la suma de RD$160.00 pagadera en la forma 
siguiente: pago inicial de RDS25.00 y once (11 pagarés de 
RD$12.00 cada uno, y pagaré de RD$3.00; Atendido: a que 
dicha máquina marca Triumph estaba en malas condiciones 
de funcionamiento y no era utilizable en labores de su propia 
naturaleza, desde antes que mi requeriente la adquiriera 
por compra a la mencionada compañía; que, en efecto, al 
momento de realizarse dicha venta, la compañía no hizo en-
trega de dicha máquina a mi requeriente, sino que tuvo que 
enviarla a sus talleres para hacerle las reparaciones nece-
sarias para su normal funcionamiento; que quince (15) días 
después de la venta se hizo entrega de dicha máquina a mi 
requeriente, y que no obstante ulteriores reparaciones he- , 
chas a dicha máquina, ésta continúa en malas condiciones, 
al extremo que mi requeriente no la ha podido utilizar en 
sus labores normales; que este hecho fué comunicado al Sr. 
García, empleado de dicha compañía, quien ordenó una nue- 
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va reparación a la máquink la cual resultó inútil puesto que 
ésta continúa en malas condiciones y sin poderla utilizar 
mi requeriente: Atendido: a que a pesar de que mi reque-
riente por la vía amistosa ha solicitado el arreglo de dicha 
máquina, mi requerida no ha obtemperado a dicha solicitud; 
Atendido: a que en fecha 28 de septiembre del año en curso 
mi requeriente, por acto instrumentado por el ministerial 
Miguel Angel Rodrigo, intimó formalmente a mi requerida 
a efectuar el cambio de la máquina vendida, que está inser-
vible, por una nueva y en buenas condiciones de funciona-
miento; que mi dicha requerida ha guardado silencio respec-
to a dicha intimación; Atendido: a que el original del contra-
to de fecha 10 de agosto de 1956, que se le entregó a mi 
requeriente no está firmado por la Curacao Trading Co. S. 
A., lo que además constituye otra violación al mismo, según 
sus propias cláusulas; Atendido: a que estos hechos consti-
tuyen una violación, por parte de mi requerida, del contrato 
de venta condicional de fecha 10 de agosto del año en curso; 
y los cuales han causado serios perjuicios a mi requeriente; 
Atendido: a que mi requeriente manifestó a la Curacao Tra-
ding Co. S.A., mediante el acto de intimación citado fechado 
28 de septiembre del año en curso 1956, que si no cumplía 
con las obligaciones puestas a su cargo por el contrato de 
referencia, daría por rescindido el contrato a partir de la 
moratoria de tres (3) días otorgada por dicha intimación; 
etc. etc."; d) que en fecha diecisiete del mismo mes de octu-
bre, la compañía vendedora intimó al comprador para que le 
pagara en el término de diez días la suma de RD$24.00 por 
concepto de dos mensualidades vencidas, y le advertía que 
si no obtemperaba a esa intimación en el plazo indicado la 
venta de la máquina quedaría resuelta de pleno derecho sin 
intervención judicial ni procedimiento alguno; e) que por 
acto del quince de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
seis, el comprador Alcántara emplazó a la Curacao Tra-
ding Company S.A. por ante la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional.  

en sus atribuciones civiles, en cuyo emplazamiento expuso 
nuevamente los mismos motivos de la demanda en concilia-
ción; f) que en la audiencia del veintiocho de febrero de mil 
novecientos cincuenta y siete, ante el tribunal de primer 
grado, el demandante Francisco Galileo Alcántara conclu-
yó de la siguiente manera: "Primero: Que previamente al 
conocimiento del fondo de la presente demanda incoada por 
dicho señor Francisco Galileo Alcántara contra la Curacao 
Trading Co. S.A., ordenéis por sentencia un informativo para 
establecer los siguientes hechos y circunstancias: que la 
máquina TriCtmph estaba en malas condiciones de funcio-
namiento y no era utilizable en las labores de su propia na-
turaleza, desde antes de suscribirse el contrato que nos ocu-
pa; que esas irregularidades o defectos en el funcionamiento 
interno de dicha máquina restrictivos de una posesión útil 
de la cosa, no eran del conocimiento del comprador al mo-
mento de formalizarse dicho contrato; Que la Curacao Tra-
ding Co. S.A. si tenía conomiento pleno de los vicios a que 
hemos hecho referencia, por lo cual no procedió de buena fé; 
que nuestro representado ha sufrido serios daños y per-
juicios por el proceder de la Curacao Trading Co. S.A., al 
no dar fiel cumplimiento a la obligación puesta a su cargo en 
el contrato de referencia; Segundo: que ordenéis la compa-
recencia personal de la Curacao Trading Co. S.A.; Tercero: 
Que condenéis a dicha Curacao Trading Co. S.A. al pago 
de las costas; y Cuarto: que nos concedáis un plazo de quince 
días para dar contestación al escrito de réplica de la contra-
parte y efectuar el depósito de los documentos pertinentes"; 
g) que en la misma audiencia la compañía demandada con-
cluyó en la siguiente forma: "Primero: Principalmente, que 
rechacéis de plano la demanda interpuesta por el Sr. Fran-
cisco Galileo Alcántara, declarando que tanto en el caso de 
la demanda fundada en el vicio de la irregularidad de la cos-
tura de la máquina, que es un vicio aparente, como en el ca-
so de que se trate de otros alegados vicios, la demanda en 
daños y perjuicios es inadmisible por estar basada en alega- 
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va reparación a la máquink la cual resultó inútil puesto que 
ésta continúa en malas condiciones y sin poderla utilizar 
mi requeriente: Atendido: a que a pesar de que mi reque-
riente por la vía amistosa ha solicitado el arreglo de dicha 
máquina, mi requerida no ha obtemperado a dicha solicitud; 
Atendido: a que en fecha 28 de septiembre del año en curso 
mi requeriente, por acto instrumentado por el ministerial 
Miguel Angel Rodrigo, intimó formalmente a mi requerida 
a efectuar el cambio de la máquina vendida, que está inser-
vible, por una nueva y en buenas condiciones de funciona-
miento; que mi dicha requerida ha guardado silencio respec-
to a dicha intimación; Atendido: a que el original del contra-
to de fecha 10 de agosto de 1956, que se le entregó a mi 
requeriente no está firmado por la Curacao Trading Co. S. 
A., lo que además constituye otra violación al mismo, según 
sus propias cláusulas; Atendido: a que estos hechos consti-
tuyen una violación, por parte de mi requerida, del contrato 
de venta condicional de fecha 10 de agosto del año en curso; 
y los cuales han causado serios perjuicios a mi requeriente; 
Atendido: a que mi requeriente manifestó a la Curacao Tra-
ding Co. S.A., mediante el acto de intimación citado fechado 
28 de septiembre del año en curso 1956, que si no cumplía 
con las obligaciones puestas a su cargo por el contrato de 
referencia, daría por rescindido el contrato a partir de la 
moratoria de tres (3) días otorgada por dicha intimación; 
etc. etc."; d) que en fecha diecisiete del mismo'mes de octu-
bre, la compañía vendedora intimó al comprador para que le 
pagara en el término de diez días la suma de RD$24.00 por 
concepto de dos mensualidades vencidas, y le advertía que 
si no obtemperaba a esa intimación en el plazo indicado la 
venta de la máquina quedaría resuelta de pleno derecho sin 
intervención judicial ni procedimiento alguno; e) que por 
acto del quince de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
seis, el comprador Alcántara emplazó a la Curacao Tra-
ding Company S.A. por ante la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional.  

en sus atribuciones civiles, en cuyo emplazamiento expuso 
nuevamente los mismos motivos de la demanda en concilia-
ción; f) que en la audiencia del veintiocho de febrero de mil 
novecientos cincuenta y siete, ante el tribunal de primer 
grado, el demandante Francisco Galileo Alcántara conclu-
yó de la siguiente manera: "Primero: Que previamente al 
conocimiento del fondo de la presente demanda incoada por 
dicho señor Francisco Galileo Alcántara contra la Curacao 
Trading Co. S.A., ordenéis por sentencia un informativo para 
establecer los siguientes hechos y circunstancias: que la 
máquina Triümph estaba en malas condiciones de funcio-
namiento y no era utilizable en las labores de su propia na-
turaleza, desde antes de suscribirse el contrato que nos ocu-
pa; que esas irregularidades o defectos en el funcionamiento 
interno de dicha máquina restrictivos de una posesión útil 
de la cosa, no eran del conocimiento del comprador al mo-
mento de formalizarse dicho contrato; Que la Curacao Tra-
ding Co. S.A. si tenía conomiento pleno de los vicios a que 
hemos hecho referencia, por lo cual no procedió de buena fé; 
que nuestro representado ha sufrido serios daños y per-
juicios por el proceder de la .Curacao Trading Co. S.A., al 
no dar fiel cumplimiento a la obligación puesta a su cargo en 
el contrato de referencia; Segundo: que ordenéis la compa-
recencia personal de la Curacao Trading Co. S.A.; Tercero: 
Que condenéis a dicha Curacao Trading Co. S.A. al pago 
de las costas; y Cuarto: que nos concedáis un plazo de quince 
días para dar contestación al escrito de réplica de la contra-
parte y efectuar el depósito de los documentos pertinentes"; 
g) que en la misma audiencia la compañía demandada con-
cluyó en la siguiente forma: "Primero: Principalmente, que 
rechacéis de plano la demanda interpuesta por el Sr. Fran-
cisco Galileo Alcántara, declarando que tanto en el caso de 
la demanda fundada en el vicio de la irregularidad de la cos-
tura de la máquina, que es un vicio aparente, como en el ca-
so de que se trate de otros alegados vicios, la demanda en 
daños y perjuicios es inadmisible por estar basada en alega- 
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das violaciones de un contrato que fué resuelto de pleno de-
recho antes, de que la demanda en daños y perjuicios fuera 
introducida; y en consecuencia de esa inadmisibilidad, decla-
réis frustratorias e inútiles las medidas de instrucción que 
solicita el demandante; Segundo: Subsidiariamente, que para 
el caso improbable de que rechacéis la petición anterior, re-
chacéis de plano la referida demanda en tanto que se basa 
en el vicio consistente en que la costura de la máquina era de-
fectuosa, declarando que ese alegado vicio es un vicio apa-
rente y que de acuerdo con el artículo 1642 del Código Civil, 
no es responsable el vendedor de los vicios o defectos mani-
fiestos de los cuales pudo convencerse el comprador; y re-
chacéis la misma demanda en tanto que se basa en otros vi-
cios que se alegan ser ocultos por haber sido interpuesta la 
demanda después de vencido el término de noventa (90) 
días establecido en el artículo 1648 del Código Civil; y que 
en consecuencia de esos dos medios de inadmisión rechacéis 
por inútiles frustratorias las medidas de instrucción solicita-
das por el demandante. Tercero: que en todo caso condenéis 
al señor Francisco Galileo Alcántara al pago de las costas 
distrayéndolas en provecho del infrascrito abogado quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; h) que en 
fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, la 
Cámara de lo Civil y Comercial ya mencionada, dictó una 
sentencia interlocutoria con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Ordena, antes de hacer derecho sobre el fondo que 
la parte demandante haga la prueba, mediante informativo 
legal, de los hechos articulados en sus conclusiones; Reser-
vando la prueba contraria a la otra parte; Segundo: ordena 
además, la comparecencia personal de dichas partes en cau-
sa, la cual tendrá efecto el mismo día y audiencia en que 
tenga lugar la información testimonial; Tercero: Designa al 
Magistrado Juez Presidente de este Tribunal como Juez 
Comisario a los fines precedentes; Cuarto: Reserva las cos-
tas de esa sentencia etc. '; i) que contra esta sentencia 

interpuso la Curacao Trading Co. S.A., recurso de apelación, 
en fecha once de agosto de mil novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que la sentencia ahora I mpugnada e,n ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular y válida la apelación interpuesta por la Cu-
racao Trading Co. S.A., contra sentencia dictada en fecha 
2 de mayo de 1957, por la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se copia al comienzo de este fallo; Segundo: 
Revoca la sentencia antes mencionada, y avocando el fondo, 
rechaza, por los medios de derecho desenvueltos precedente-
mente, la demanda intentada en fecha 15 de septiembre de 
1955 por Francisco Galileo Alcántara contra la Curacao 
Trading Company S.A., según acto del Alguacil Ordinario de 
la Suprema Corte de Justicia, Miguel A. Rodrigo; Tercero: 
Condena a Francisco Galileo Alcántara al pago de las costas 
causadas en la presente litis, distrayéndolas en provecho del 
doctor Enrique Peynado, quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte";l 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios siguientes: "Primer Medio: Violación 
del derecho de defensa. Desnaturalización de los hechos de 
la causa y violación, por falsa aplicación, del artículo 1642 del 
Código Civil. Contradicción de motivos; Segundo Medio: Vio-
lación del derecho de defensa (segundo aspecto). Contradic-
ción de motivos (segundo aspecto). Violación del artículo 
2244 del Código Civil. Violación por falsa aplicación del ar-
tículo 49 del Código de Procedimiento Civil y violación por 
desconocimiento del artículo 57 del mismo Código. Falsa 
aplicación del artículo 1648 del Código Civil. Violación del 
artículo 1 del Código de Comercio y desnaturalización de 
los hechos de la causa (segundo aspecto). Tercer Medio: 
Violación del derecho de defensa (tercer aspecto) por omi-
sión de estatuir respecto de un alegato, hecho y circunstan-
cia decisivo en la litis y presentado mediante conclusiones 
formales. Falta de base legal. Violación de los artículos 1109.  
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das violaciones de un contrato que fué resuelto de pleno de-
recho antes, de que la demanda en daños y perjuicios fuera 
introducida; y en consecuencia de esa inadmisibilidad, decla-
réis frustratorias e inútiles las medidas de instrucción que 
solicita el demandante; Segundo: Subsidiariamente, que para 
el caso improbable de que rechacéis la petición anterior, re-
chacéis de plano la referida demanda en tanto que se basa 
en el vicio consistente en que la costura de la máquina era de-
fectuosa, declarando que ese alegado vicio es un vicio apa-
rente y que de acuerdo con el artículo 1642 del Código Civil, 
no es responsable el vendedor de los vicios o defectos mani-
fiestos de los cuales pudo convencerse el comprador; y re-
chacéis la misma demanda en tanto que se basa en otros vi-
cios que se alegan ser ocultos por haber sido interpuesta la 
demanda después de vencido el término de noventa (90) 
días establecido en el artículo 1648 del Código Civil; y que 
en consecuencia de esos dos medios de inadmisión rechacéis 
por inútiles frustratorias las medidas de instrucción solicita-
das por el demandante. Tercero: que en todo caso condenéis 
al señor Francisco Galileo Alcántara al pago de las costas 
distrayéndolas en provecho del infrascrito abogado quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; h) que en 
fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, la 
Cámara de lo Civil y Comercial ya mencionada, dictó una 
sentencia interlocutoria con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Ordena, antes de hacer derecho sobre el fondo que 
la parte demandante haga la prueba, mediante informativo 
legal, de los hechos articulados en sus conclusiones; Reser-
vando la prueba contraria a la otra parte; Segundo: ordena 
además, la comparecencia personal de dichas partes en cau-
sa, la cual tendrá efecto el mismo día y audiencia en que 
tenga lugar la información testimonial; Tercero: Designa al 
Magistrado Juez Presidente de este Tribunal como Juez 
Comisario a los fines precedentes; Cuarto: Reserva las cos-
tas de esa sentencia etc. '; i) que contra esta sentencia 
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interpuso la Curacao Trading Co. S.A., recurso de apelación, 
ni fecha once de agosto de mil novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que la sentencia ahora irpugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara regular y válida la apelación interpuesta por la Cu-
racao Trading Co. S.A., contra sentencia dictada en fecha 
2 de mayo de 1957, por la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
cuyo dispositivo se copia al comienzo de este fallo; Segundo: 
Revoca la sentencia antes mencionada, y avocando el fondo, 
rechaza, por los medios de derecho desenvueltos precedente-
mente, la demanda intentada en fecha 15 de septiembre de 
1955 por Francisco Galileo Alcántara contra la Curacao 
Trading Company S.A., según acto del Alguacil Ordinario de 
la Suprema Corte de Justicia, Miguel A. Rodrigo; Tercero: 
Condena a Francisco Galileo Alcántara al pago de las costas 
causadas en la presente litis, distrayéndolas en provecho del 
doctor Enrique Peynado, quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte";l 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios siguientes: "Primer Medio: Violación 
del derecho de defensa. Desnaturalización de los hechos de 
la causa y violación, por falsa aplicación, del artículo 1642 del 
Código Civil. Contradicción de motivos; Segundo Medio: Vio-
lación del derecho de defensa (segundo aspecto). Contradic-
ción de motivos (segundo aspecto). Violación del artículo 
2244 del Código Civil. Violación por falsa aplicación del ar-
tículo 49 del Código de Procedimiento Civil y violación por 
desconocimiento del artículo 57 del mismo Código. Falsa 
aplicación del artículo 1648 del Código Civil. Violación del 
artículo 1 del Código de Comercio y desnaturalización de 
los hechos de la causa (segundo aspecto). Tercer Medio: 
Violación del derecho de defensa (tercer aspecto) por omi-
sión de estatuir respecto de un alegato, hecho y circunstan-
cia decisivo en la litis y presentado mediante conclusiones 
formales. Falta de base legal. Violación de los artículos 1109. 
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1116, 1117, 1304 del Código Civil. Falsa apreciación del a• 
título 1648 del Código Civil (segundo aspecto). Cuarto Me-
dio: Violación del artículo 173 del Código de Procedimien-
to Civil. Contradicción de motivos"; 

Considerando que en el desarrollo del memorial de ca-
sación se alega, entre otros argumentos, que la Corte a qua, 
para declarar la demanda improcedente, por estar fundada 
en vicios aparentes desnaturaliza el acto del veintiocho de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, al deducir 
de él que el recurrente reconoció de una manera implícita o 
expresa, que el vicio de la máquina era aparente y no oculto; 
que asimismo, dicha Corte, cuando prosigue su estudio en el 
fallo y examina la litis desde el punto de vista de los vicios 
ocultos, que fué el verdadero fundamento que se le dió a la 
demanda, incurre en otra desnaturalización, al atribuirle 
a dicho recurrente la condición de comerciante, lo cual tuvo 
como consecuencia, que se declarara indebidamente la pres-
cripción de la acción redhibitoria de que se trata; 

Considerando, en cuanto a los vicios aparentes, que en 
el fallo impugnado la Corte a qua afirma "que los defectos 
que le atribuye el comprador a la preindicada máquina, cons-
tituyen vicios aparentes o manifiestos de los cuales no es 
responsable el vendedor al tenor del artículo 1642 del Có-
digo Civil"; porque "según lo manifiesta el comprador en el 
acto notificado, a su requerimiento, en fecha veintiocho de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, al firmar 
el contrato del diez de agosto de mil novecientos cincuenta 
y seis y las correspondientes al precio de la venta 'inmediata-
mente procedió a probar la máquina, la cual dió la costura 
defectuosa"; y que "el vendedor no está obligado a responder 
de los vicios aparentes que puedan ser apreciados y conoci-
dos por el comprador o de los cuales éste ha podido con-
vencerse por sí mismo" pero, 

Considerando que para fijar el contenido del mencio-
nado acto del veintiocho de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, es preciso tomar en cuenta todo su contex- 

BOLETIN JUDICIAL 	 2159 

to y no solamente una frase aislada; que dicho acto está con-
cebido en estos términos: que al momento de firmarse el 
contrato, "mi requeriente — Alcántara — inmediatamente 
procedió a probar la máquina, la cual dió la costura defec-
tuosa, razón por la cual fué llevada de la sala tienda de ex-
hibiciones al taller de la Curacao Trading ,Co. C. por A., antes 
de que se le hiciera la entrega de la máquina a mi requerien-
te; que mi requeriente al probar la máquina observó que 
continuaba con el desperfecto, quien inmediatamente se lo 
reportó al vendedor señor García, manifestándole que dado a 
que dicha máquina no se le había podido corregir el desper-
fecto, le suplicaba que se la cambiara por otra máquina del 
mismo tipo; que la Curacao Trading insistió en dejarle la 
máquina a mi requeriente, enviándole otro mecánico a repa-
rarla no pudiendo lograr su corrección; que mi requeriente 
insistió nuevamente que se llevara la máquina y la Curacao 
se produjo morosa en procurarla"; 

Considerando que lo antes transcrito pone de manifies-
to que el comprador lo que alegaba fundamentalmente en ese 
acto era que el desperfecto de la costura tenía por causa 
un vicio oculto, y que ese vicio era de tal naturaleza y gra-
vedad que no se había podido corregir; que la demanda en 
conciliación, la demanda al tribunal y las conclusiones del 
demandante en audiencia, son claras y precisas, al respecto; 
que, por consiguiente, la Corte a qua, al decidir lo contrario, 
desnaturaliza el contenido de dicho acto, privándolo así de 
las consecuencias jurídicas que es necesario atribuirle; 

Considerando, en cuanto a los vicios ocultos, que la Cor-
te a qua, admite que aún cuando la demanda del recurrente 
se fundara en los vicios ocultos de la máquina, dicha deman-
da estaría prescrita por haber sido intentada fuera del plazo 
de 90 días establecido por el artículo 1648 del Código Civil, 
fundándose para ello: 19 en que dicho plazo tuvo como punto 
de partida el diez de agosto de mil novecientos cincuenta y 
seis, y la acción redhibitoria que se discute que incoada en 
fecha quince de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
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1116, 1117, 1304 del Código Civil. Falsa apreciación del a• 
título 1648 del Código Civil (segundo aspecto). Cuarto Me-
dio: Violación del artículo 173 del Código de Procedimien-
to Civil. Contradicción de motivos"; 

Considerando que en el desarrollo del memorial de ca-
sación se alega, entre otros argumentos, que la Corte a qua, 
para declarar la demanda improcedente, por estar fundada 
en vicios aparentes desnaturaliza el acto del veintiocho de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, al deducir 
de él que el recurrente reconoció de una manera implícita o 
expresa, que el vicio de la máquina era aparente y no oculto; 
que asimismo, dicha Corte, cuando prosigue su estudio en el 
fallo y examina la litis desde el punto de vista de los vicios 
ocultos, que fué el verdadero fundamento que se le dió a la 
demanda, incurre en otra desnaturalización, al atribuirle 
a dicho recurrente la condición de comerciante, lo cual tuvo 
como consecuencia, que se declarara indebidamente la pres-
cripción de la acción redhibitoria de que se trata; 

Considerando, en cuanto a los vicios aparentes, que en 
el fallo impugnado la Corte a qua afirma "que los defectos 
que le atribuye el comprador a la preindicada máquina, cons-
tituyen vicios aparentes o manifiestos de los cuales no es 
responsable el vendedor al tenor del artículo 1642 del Có-
digo Civil"; porque "según lo manifiesta el comprador en el 
acto notificado, a su requerimiento, en fecha veintiocho de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, al firmar 
el contrato del diez de agosto de mil novecientos cincuenta 
y seis y las correspondientes al precio de la venta 'inmediata-
mente procedió a probar la máquina, la cual dió la costura 
defectuosa"; y que "el vendedor no está obligado a responder 
de los vicios aparentes que puedan ser apreciados y conoci-
dos por el comprador o de los cuales éste ha podido con-
vencerse por sí mismo" pero, 

Considerando que para fijar el contenido del mencio-
nado acto del veintiocho de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, es preciso tomar en cuenta todo su contex- 

to y no solamente una frase aislada; que dicho acto está con-
cebido en estos términos: que al momento de 'firmarse el 
contrato, "mi requeriente — Alcántara — inmediatamente 
procedió a probar la máquina, la cual dió la costura defec-
tuosa, razón por la cual fué llevada de la sala tienda de ex-
hibiciones al taller de la Curacao Trading Co. C. por A., antes 
de que se le hiciera la entrega de la máquina a mi requerien-
te; que mi requeriente al probar la máquina observó que 
continuaba con el desperfecto, quien inmediatamente se lo 
reportó al vendedor señor García, manifestándole que dado a 
que dicha máquina no se le había podido corregir el desper-
fecto, le suplicaba que se la cambiara por otra máquina del 
mismo tipo; que la Curacao Trading insistió en dejarle la 
máquina a mi requeriente, enviándole otro mecánico a repa-
rarla no pudiendo lograr su corrección; que mi requeriente 
insistió nuevamente que se llevara la máquina y la Curacao 
se produjo morosa en procurarla"; 

Considerando que lo antes transcrito pone de manifies-
to que el comprador lo que alegaba fundamentalmente en ese 
acto era que el desperfecto de la costura tenía por causa 
un vicio oculto, y que ese vicio era de tal naturaleza y gra-
vedad que no se había podido corregir; que la demanda en 
conciliación, la demanda al tribunal y las conclusiones del 
demandante en audiencia, son claras y precisas, al respecto; 
que, por consiguiente, la Corte a qua, al decidir lo contrario, 
desnaturaliza el contenido de dicho acto, privándolo así de 
las consecuencias jurídicas que es necesario atribuirle; 

Considerando, en cuánto a los vicios ocultos, que la Cor-
te a qua, admite que aún cuando la demanda del recurrente 
se fundara en los vicios ocultos de la máquina, dicha deman-
da estaría prescrita por haber sido intentada fuera del plazo 
de 90 días establecido por el artículo 1648 del Código Civil, 
fundándose para ello: 19 en que dicho plazo tuvo como punto 
de partida el diez de agosto de mil novecientos cincuenta y 
seis, y la acción redhibitoria que se discute que incoada en 
fecha quince de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
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seis o sea, cinco días después de vencido el plazo; 2 .  en que 
la demanda en conciliación únicamente puede interrumpir la 
prescripción cuando ha sido lanzada en un caso en que el 
preliminar de conciliación es obligatorio, y en la especie, el 
litigio tenía un carácter comercial, con respecto de las dos 
partes, por lo cual no estaba sometido a preliminar de conci-
liación, al tenor del artículo 49 del Código de Procedimiento 
Civil; 

Considerando que la Corte a qua, en relación con la co-
mercialidad de la operación intervenida entre las partes, ex-
presa lo siguiente: "que la litis que sostienen las partes tiene 
un carácter comercial, porque tanto el intimante como el 
intimado realizaron un acto propio de sus actividades co-
merciales cuando formalizaron el contrato del 10 de agosto 
de 1956; que la calidad de comerciante de la Curacao Tra-
ding ,Company S. A., es evidente, puesto de que se trata de 
una sociedad comercial constituida legalmente, y la de Fran-
cisco Galileo Alcántara se infiere de los actos notificados a 
su requerimiento en el curso del proceso, entre los cuales 
figura el de fecha 28 de septiembre de 1956, que en su última 
parte expresa: 'que la Curacao Trading Company S.A., ha 
causado a mi requeriente daños y perjuicios con conocimien-
to de causa, en relación con sus labores de carácter indus-
trial y pérdida de más de veinte pesos oro diarios"; pero, 

Considerando que, como se advierte, la Corte a qua de-
duce la condición de comerciante del actual recurrente de la 
circunstancia de que éste declaró en varios de los actos noti-
ficados a su requerimiento que la actuación de la compañía 
vendedora de la máquina, le había ocasionado a él perjui-
cios en "sus labores de carácter industrial", expresión que 
por sí misma resulta vaga e imprecisa y que no permite veri-
ficar si dicho comprador, que indica en esos mismos actos 
que su profesión es la de abogado, era dueño de una empre-
sa de manufactura, en el sentido del artículo 632 del Código 
de Comercio, que le diera la condición de comerciante que se 
le atribuye; que, a falta de estas precisiones, la sentencia  

impugnada no está legalmente justificada sobre este aspecto 
esencial del litigio, porque de ello depende que el asunto sea 
de la competencia del tribunal civil y de que, por consiguien-
te, la demanda en conciliación que se intentó produzca su 
efecto interruptivo y pueda aniquilar la prescripción de la 
acción redhibitoria quemase acogió en dicha sentencia; 

Por tales motivos, primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha 
once de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete y en 
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las 
costasi 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin 
Aybar.— 'Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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seis o sea, cinco días después de vencido el plazo; 2 en que 
la demanda en conciliación únicamente puede interrumpir la 
prescripción cuando ha sido lanzada en un caso en que el 
preliminar de conciliación es obligatorio, y en la especie, el 
litigio tenía un carácter comercial, con respecto de las dos 
partes, por io cual no estaba sometido a preliminar de conci-
liación, al tenor del artículo 49 del Código de Procedimiento 
Civil; 

Considerando que la Corte a qua, en relación con la co-
mercialidad de la operación intervenida entre las partes, ex-
presa lo siguiente: "que la litis que sostienen las partes tiene 
un carácter comercial, porque tanto el intimante como el 
intimado realizaron un acto propio de sus actividades co-
merciales cuando formalizaron el contrato del 10 de agosto 
de 1956; que la calidad de comerciante de la Curacao Tra-
ding .Company S. A., es evidente, puesto de que se trata de 
una sociedad comercial constituida legalmente, y la de Fran-
cisco Galileo Alcántara se infiere de los actos notificados a 
su requerimiento en el curso del proceso, entre los cuales 
figura el de fecha 28 de septiembre de 1956, que en su última 
parte expresa: 'que la Curacao Trading Company S.A., ha 
causado a mi requeriente daños y perjuicios con conocimien-
to de causa, en relación con sus labores de carácter indus-
trial y pérdida de más de veinte pesos oro diarios"; pero, 

Considerando que, como se advierte, la Corte a qua de-
duce la condición de comerciante del actual recurrente de la 
circunstancia de que éste declaró en varios de los actos noti-
ficados a su requerimiento que la actuación de la compañía 
vendedora de la máquina, le había ocasionado a él perjui-
cios en "sus labores de carácter industrial", expresión que 
por sí misma resulta vaga e imprecisa y que no permite veri-
ficar si dicho comprador, que indica en esas mismos actos 
que su profesión es la de abogado, era dueño de una empre-
sa de manufactura, en el sentido del artículo 632 del Código 
de Comercio, que le diera la condición de comerciante que se 
le atribuye; que, a falta de estas precisiones, la sentencia  

impugnada no está legalmente justificada sobre este aspecto 
esencial del litigio, porque de ello depende que el asunto sea 
de la competencia del tribunal civil y de que, por consiguien-
te, la demanda en conciliación que se intentó produzca su 
efecto interruptivo y pueda aniquilar la prescripción de la 
acción redhibitoria que se acogió en dicha sentencia; 

Por tales motivos,LPrimero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha 
once de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete y en 
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las 
costas 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Damián Báez B — Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin 
Aybar.— 'Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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1 
SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1958 

 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintitrés de junio del 
mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha vein-
tisiete de agosto del mil novecientos cincuentiocho, suscrito 
por el Lic. Milcíades Duluc C., cédula 3805, serie P, sello 
59128, abogado del recurrente, en el cual se invocan los si-
guientes medios:' "Violación de los Arts. en cuanto a la 
prueba, 154, 155 y 156 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, y el 184 del Código Penal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 154, 155 y 156 del Código de 
Procedimiento Criminal, 184, última parte, del Código Pe-
nal; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo, 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
Fernando Rosa Cruz fué sometido en fecha siete de enero 
de mil novecientos cincuentiocho a la acción de la justicia 
prevenido de los delitos de violación de domicilio, golpes, vio-
lencias y vías de hecho en perjuicio de Reina Bretón Ureña; 
y b) que apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, lo de-
cidió por su sentencia del siete de marzo del año en curso, 
cuyo dispositivo se transcribe en el de la sentencia impug-
nada; 

Considerando que sobre recurso de apelación del Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Duarte, la 
Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal 

 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma-

corís de fecha 16 de junio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fernando Rosa Cruz. 

Abogado: Lic. Milcíades Duluc C. 

  

      

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
tres del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando 
Rosa Cruz, dominicano, casado, negociante, domiciliado y 
residente en Pimentel, cédula 961, serie 5, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, pronuncia-
da en atribuciones correccionales, en fecha dieciséis de ju-
nio de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

          



Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
tres del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fernando 
Rosa Cruz, dominicano, casado, negociante, domiciliado y 
residente en Pimentel, cédula 961, serie 5, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, pronuncia-
da en atribuciones correccionales, en fecha dieciséis de ju-
nio de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintitrés de junio del 
mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha vein-
tisiete de agosto del mil novecientos cincuentiocho, suscrito 
por el Lic. Milcíades Duluc C., cédula 3805, serie 1", sello 
59128, abogado del recurrente, en el cual se invocan los si-
guientes medios: 4"Violación de los Arts. en cuanto a la 
prueba, 154, 155 y 156 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, y el 184 del Código Penal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 154, 155 y 156 del Código de 
Procedimiento Criminal, 184, última parte, del Código Pe-
nal; y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
Fernando Rosa Cruz fué sometido en fecha siete de enero 
de mil novecientos cincuentiocho a la acción de la justicia 
prevenido de los delitos de violación de domicilio, golpes, vio-
lencias y vías de hecho en perjuicio de Reina Bretón Urefia; 
y b) que apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, lo de-
cidió por su sentencia del siete de marzo del año en curso, 
cuyo dispositivo se transcribe en el de la sentencia impug-
nada; 

Considerando que sobre recurso de apelación del Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Duarte, la 
Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma-

corís de fecha 16 de junio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fernando Rosa Cruz. 

Abogado: Lic. Milcíades Duluc C. 
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contra sentencia dictada en fecha siete (7) de marzo del 
año en curso (1958) por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en lo qué 
se refiere a la violación de domicilio e Inadmisible en lo con-
cerniente a los delitos de golpes, violencias y vías de hecho, 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que 
debe Descargar como al efecto Descarga, al nombrado Fer-
nando Rosa Cruz, de generales anotadas, de violación de do-
micilio, golpes, violencias y vías de hecho en perjuicio de 
Reina Bretón Ureña, por insuficiencia de pruebas. SEGUN-
DO: Que debe Declarar y Declara, regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por la señora Reina Bretón Ure-
ña, y contra el prevenido, por haberla realizado de acuerdo 
con la ley y admite el desistimiento hecho por dicha parte 
civil. TERCERO: Que debe Condenar y Condena, a Reina 
Bretón Ureña, al pago de las costas civiles causadas hasta 
el momento de su desistimiento y se declaran las costas pe-
nales de oficio'; SEGUNDO: Revoca la expresada sentencia 
y obrando por propia autoridad Condena al prevenido Fer-
nando Rosa Cruz al pago de una multa de cincuenta pesos 
oro (RD$50.00) por el delito de violación de domicilio en 
perjuicio de la señora Reina Bretón de Ureña, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Rechaza el 
pedimento del abogado doctor Manuel María Mora Serrano, 
defensor del inculpado, tendiente a la confirmación de la va-
lidez del desistimiento que se dice declaró la querellante en 
Primera Instancia, de su constitución en parte civil; CUAR-
TO: Pronuncia el defecto contra la parte civil constituida 
señora Reina Bretón de Ureña por falta de concluir; QUIN-
TO: Descarga a los señores Agustina Polanco, Benigno Ta-
veras, Bienvenido Hernández, Juan Ramón Serrano, Pedro 
Ureña y Basilio Antonio Rosario de las multas de diez pesos 
oro (RD$10.00) a que fueron condenados cada uno de ellos, 
por sentencia de esta Corte de fecha treinta (30) de abril del 
presente año, como testigos no comparecientes, por haber 

justificado su inasistencia; y SEXTO: Condena al inculpado 
al pago de las costas de esta instancia"; 

En cuanto a la admisibilidad del recurso: 

Considerando que es de principio que la apelación del 
ministerio público sólo se refiere a la acción pública, y no 
tiene, por tanto, ningún efecto sobre los intereses civiles 
juzgados en primera instancia; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua apode-
rada exclusivamente de un recurso del Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de Duarte, pronunció, indebidamente, en la 
sentencia impugnada, "el defecto contra la parte civil cons-
tituida señora Reina Bretón de Ureña por falta de concluir"; 
que, en tales condiciones, es obvio que la Corte a qua al esta-
tuir así violó las reglas que rigen el efecto devolutivo de la 
apelación del ministerio público, por lo cual el ordinal cuarto 
de su sentencia debe ser anulado por vía de supresión y sin 
envio; que, como consecuencia de esta anulación, la senten-
cia impugnada resulta contradictoria para todas las partes 
y puede ser objeto de un recurso en casación; 

En cuanto al fondo del recurso: 

Considerando que en el único medio de su recurso, el pre-
venido alega, en síntesis, que de los hechos y circunstancias, 
ni de la querella presentada, ni de las declaraciones de los 
testigos y la agraviada la Corte a qua no puede inferir la 
violación de domicilio puesta a cargo del recurrente; que, 
consecuentemente, se han violado los artículos 154 y siguien-
tes del Código de Procedimiento Criminal; que las aprecia-
ciones hechas por la Corte a qua, "han sido insuficientes para 
establecer la infracción", porque "no han caracterizado el 
delito de violación de domicilio", al no comprobar la con-
currencia de sus elementos constitutivos, por lo cual se ha 
violado, también, el artículo 184 del Código Penal; que, co-
mo consecuencia. la  sentencia carece de motivos y se viola 
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contra sentencia dictada en fecha siete (7) de marzo del 
año en curso (1958) por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en lo qué 
se refiere a la violación de domicilio e Inadmisible en lo con-
cerniente a los delitos de golpes, violencias y vías de hecho, 
cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que 
debe Descargar como al efecto Descarga, al nombrado Fer-
nando Rosa Cruz, de generales anotadas, de violación de do-
micilio, golpes, violencias y vías de hecho en perjuicio de 
Reina Bretón Ureña, por insuficiencia de pruebas. SEGUN-
DO: Que debe Declarar y Declara, regular y válida la cons-
titución en parte civil hecha por la señora Reina Bretón Ure-
ña, y contra el prevenido, por haberla realizado de acuerdo 
con la ley y admite el desistimiento hecho por dicha parte 
civil. TERCERO: Que debe Condenar y Condena, a Reina 
Bretón Ureña, al pago de las costas civiles causadas hasta 
el momento de su desistimiento y se declaran las costas pe-
nales de oficio'; SEGUNDO: Revoca la expresada sentencia 
y obrando por propia autoridad Condena al prevenido Fer-
nando Rosa Cruz al pago de una multa de cincuenta pesos 
oro (RD$50.00) por el delito de violación de domicilio en 
perjuicio de la señora Reina Bretón de Ureña, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Rechaza el 
pedimento del abogado doctor Manuel María Mora Serrano, 
defensor del inculpado, tendiente a la confirmación de la va-
lidez del desistimiento que se dice declaró la querellante en 
Primera Instancia, de su constitución en parte civil; CUAR-
TO: Pronuncia el defecto contra la parte civil constituida 
señora Reina Bretón de Ureña por falta de concluir; QUIN-
TO: Descarga a los señores Agustina Polanco, Benigno Ta-
veras, Bienvenido Hernández, Juan Ramón Serrano, Pedro 
Ureña y Basilio Antonio Rosario de las multas de diez pesos 
oro (RD$10.00) a que fueron condenados cada uno de ellos, 
por sentencia de esta Corte de fecha treinta (30) de abril del 
presente año, como testigos no comparecientes, por haber 

Justificado su inasistencia; y SEXTO: Condena al inculpado 
al pago de las costas de esta instancia"; 

En cuanto a la admisibilidad del recurso: 

Considerando que es de principio que la apelación del 
ministerio público sólo se refiere a la acción pública, y no 
tiene, por tanto, ningún efecto sobre los intereses civiles 
juzgados en primera instancia; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua apode-
rada exclusivamente de un recurso del Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de Duarte, pronunció, indebidamente, en la 
sentencia impugnada, "el defecto contra la parte civil cons-
tituida señora Reina Bretón de Ureña por falta de concluir"; 
que, en tales condiciones, es obvio que la Corte a qua al esta-
tuir así violó las reglas que rigen el efecto devolutivo de la 
apelación del ministerio público, por lo cual el ordinal cuarto 
de su sentencia debe ser anulado por vía de supresión y sin 
envio; que, como consecuencia de esta anulación, la senten-
cia impugnada resulta contradictoria para todas las partes 
y puede ser objeto de un recurso en casación; 

En cuanto al fondo del recurso: 

Considerando que en el único medio de su recurso, el pre-
venido alega, en síntesis, que de los hechos y circunstancias, 
ni de la querella presentada, ni de las declaraciones de los 
testigos y la agraviada la Corte a qua no puede inferir la 
violación de domicilio puesta a cargo del recurrente; que, 
consecuentemente, se han violado los artículos 154 y siguien-
tes del Código de Prócedimiento Criminal; que las aprecia-
ciones hechas por la Corte a qua, "han sido insuficientes para 
establecer la infracción", porque "no han caracterizado el 
delito de violación de domicilio", al no comprobar la con-
currencia de sus elementos constitutivos, por lo cual se ha 
violado, también, el artículo 184 del Código Penal; que, co-
mo consecuencia. la  sentencia carece de motivos y se viola 
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en ella, además, el artículo 163 del Código de Procedimiento 
Criminal"; pero 

Considerando que en virtud del principio de la íntima 
convicción que gobierna el sistema de la prueba en materia 
represiva, los jueces del fondo pueden formar libremente su 
convicción de todos los elementos de la causa, con la única 
condición de que éstos hayan sido sometidos a un debate pú-
blico, oral y contradictorio; 

Considerando que, en la especie, en la sentencia impug-
nada los jueces del fondo hacen constar lo siguiente: a) "que 
el prevenido ha negado la comisión de los hechos puestos a su 
cargo, pero por las declaraciones de los testigos de la causa, 
se ha establecido, que él requería en (de) amores a la seño-
ra Reina Bretón Ureña a lo que ésta jamás correspondió; 
que en la tarde de los héchos, él, acompañado de otros amigos 
y dos sobrinos suyos fué a la casa de la agraviada a tomar 
bebidas alcohólicas, lo que pudo hacer en su propia casa, sin 
poder justificar este hecho, revelador del interés que lo in-
clinaba hacia dicha señora Bretón de Ureña, casada y repu-
tada por todos como una mujer seria, en todas las fases del 
proceso, esa noche a eso de las once a las doce se presentó 
a su casa golpeándole una puerta el prevenido con un hierro, 
lo que dió lugar a que ella se levantara, se pusiera un panta-
lón y al hacer luz, ya él estaba en la sala, lo que consiguió 
rompiendo iuna tabla por donde entró la mano y abrió la 
puerta"; b) que "ya dentro, el prevenido la quiso violentar, 
ella cruzó las piernas y le decía: "Fernando si lo que quieres 
es matarme, mátame" entonces le rompió los pantalones le 
le dió una patada y la agarró por el cuello y la estaba ex-
trangulando cuando se apersonaron a la casa los dos sobri-
nos de él, que lo acompañaron allí, cuando en la tarde, él 
tomaba tragos y lo buscaban, la dejó y se evitó así la con-
sumación de lo que pretendía el prevenido, declaración ésta 
que está robustecida por la de la testigo Agustina Polanco, 
vecina de la agraviada, la cual afirma, que al oir el ruido 
de la ocurrencia y la voz desesperada de ésta cuando decía: 
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"Fernando si lo que quieres es matarme, mátame", abrió una 
ventana de su casa y vió lo que ocurría, circunstancias todas, 
que unidas a un certificado médico que obra en el expediente, 
en el cual se comprueba que días después de los hechos, la 
agraviada, a consecuencia de la lucha sostenida con el pre-
venido, sufría de la amígdala derecha y de fuerte equimosis 
de la parte interna de la rodilla derecha, curable dentro de 
los diez días, salvo complicaciones, lleva al ánimo de los 
jueces la convicción de que el prevenido, entró violenta-
mente a la casa de la señora Reina Bretón de Ureña y que, 
por lo tanto, es autor del delito de violación de domicilio 
puesto a su cargo"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias ante-
riormente transcritos, los cuales dió por establecidos la 
Corte a qua, mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, está caracterizado el delito de violación 
de domicilio puesto a cargo del prevenido, previsto y penado 
por el artículo 184, última parte, del Código Penal con pri-
sión de seis días a seis meses, y multa de diez a cincuenta 
pesos oro; que, en consecuencia, al condenar al prevenido 
Fernando Rosa Cruz, después de declararlo culpable del re-
ferido delito y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro, la Corte 
a qua atribuyó a los hechos de la prevención la calificación 
legal que les corresponde según su propia naturaleza, y le 
impuso al prevenido una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que por todo cuanto se acaba de expresar 
se pone de manifiesto que en la sentencia impugnada no se 
han cometido las violaciones de Ley señalados por el preve-
nido en el único medio de su recurso, y que, por otra parte, 
dicha decisión contiene motivos, suficientes y pertinentes que 
justifican su dispositivo; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 
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en ella, además, el artículo 163 del Código de Procedimiento 
Criminal"; pero 

Considerando que en virtud del principio de la íntima 
convicción que gobierna el sistema de la prueba en materia 
represiva, los jueces del fondo pueden formar libremente su 
convicción de todos los elementos de la causa, con la única 
condición de que éstos hayan sido sometidos a un debate pú-
blico, oral y contradictorio; 

Considerando que, en la especie, en la sentencia impug-
nada los jueces del fondo hacen constar lo siguiente: a) "que 
el prevenido ha negado la comisión de los hechos puestos a su 
cargo, pero por las declaraciones de los testigos de la causa, 
se ha establecido, que él requería en (de) amores a la seño-
ra Reina Bretón Ureña a lo que ésta jamás correspondió; 
que en la tarde de los hechos, él, acompañado de otros amigos 
y dos sobrinos suyos fué a la casa de la agraviada a tomar 
bebidas alcohólicas, lo que pudo hacer en su propia casa, sin 
poder justificar este hecho, revelador del interés que lo in-
clinaba hacia dicha señora Bretón de Ureña, casada y repu-
tada por todos como una mujer seria, en todas las fases del 
proceso, esa noche a eso de las once a las doce se presentó 
a su casa golpeándole una puerta el prevenido con un hierro, 
lo que dió lugar a que ella se levantara, se pusiera un panta-
lón y al hacer luz, ya él estaba en la sala, lo que consiguió 
rompiendo Una tabla por donde entró la mano y abrió la 
puerta"; b) que "ya dentro, el prevenido la quiso violentar, 
ella cruzó las piernas y le decía: "Fernando si lo que quieres 
es matarme, mátame" entonces le rompió los pantalones le 
le dió una patada y la agarró por el cuello y la estaba ex-
trangulando cuando se apersonaron a la casa los dos sobri-
nos de él, que lo acompañaron allí, cuando en la tarde, él 
tomaba tragos y lo buscaban, la dejó y se evitó así la con-
sumación de lo que pretendía el prevenido, declaración ésta 
que está robustecida por la de la testigo Agustina Polanco, 
vecina de la agraviada, la cual afirma, que al oir el ruido 
de la ocurrencia y la voz desesperada de ésta cuando decía: 
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"Fernando si lo que quieres es matarme, mátame", abrió una 
ventana de su casa y vió lo que ocurría, circunstancias todas, 
que unidas a un certificado médico que obra en el expediente, 
en el cual se comprueba que días después de los hechos, la 
agraviada, a consecuencia de la lucha sostenida con el pre-
venido, sufría de la amígdala derecha y de fuerte equimosis 
de la parte interna de la rodilla derecha, curable dentro de 
los diez días, salvo complicaciones, lleva al ánimo de los 
jueces la convicción de que el prevenido, entró violenta-
mente a la casa de la señora Reina Bretón de Ureña y que, 
por lo tanto, es autor del delito de violación de domicilio 
puesto a su cargo"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias ante-
riormente transcritos, los cuales dió por establecidos la 
Corte a qua, mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, está caracterizado el delito de violación 
de domicilio puesto a cargo del prevenido, previsto y penado 
por el artículo 184, última parte, del Código Penal con pri-
sión de seis días a seis meses, y multa de diez a cincuenta 
pesos oro; que, en consecuencia, al condenar al prevenido 
Fernando Rosa Cruz, después de declararlo culpable del re-
ferido delito y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro, la Corte 
a qua atribuyó a los hechos de la prevención la calificación 
legal que les corresponde según su propia naturaleza, y le 
impuso al prevenido una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que por todo cuanto se acaba de expresar 
se pone de manifiesto que en la sentencia impugnada no se 
han cometido las violaciones de Ley señalados por el preve-
nido en el único medio de su recurso, y que, por otra parte, 
dicha decisión contiene motivos, suficientes y pertinentes que 
justifican su dispositivo; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 
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Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión y 
sin envío, el ordinal cuarto de la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en atribu-
ciones correccionales, en fecha dieciséis de junió del mil no-
vecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recur-
so de casación interpuesto por Fernando Rosa Cruz contra 
esa misma sentencia en los demás aspectos que conciernen 
a su interés; y Tercero: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.-- Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fer-
nández.— Manuel A. Amiama. —Manuel Ramón Ruiz Teja-
da.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 11 de junio 

de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: NiPolás Infante Rosario. 
Abogados: Dres. Rafael Valera Benítez y Francisco A. Mendoza 

Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día tres del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 

• ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nicolás 
Infante Rosario, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 368405, se-
rie 23, sello 256432, y Armando Antonio Almonte López, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y re-
sidente en esta ciudad, cédula 71029, serie 1 4, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia dic-
tada por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones 
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Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión y 
sin envío, el ordinal cuarto de la sentencia dictada por la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en atribu-
ciones correccionales, en fecha dieciséis de junio del mil no-
vecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el recur-
so de casación interpuesto por Fernando Rosa Cruz contra 
esa misma sentencia en los demás aspectos que conciernen 
a su interés; y Tercero: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Néstor Confin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fer-
nández.— Manuel A. Amiama. —Manuel Ramón Ruiz Teja-
da.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencie impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional de fecha 11 de junio 

de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ni)lás Infante Rosario. 

Abogados: Dres. Rafael Valera Benítez y Francisco A. Mendoza 

Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrero. Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día tres del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 

• ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Nicolás 
Infante Rosario, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 368405, se-
rie 23, sello 256432, y Armando Antonio Almonte López, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y re-
sidente en esta ciudad, cédula 71029, serie 1 4, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia dic-
tada por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones 
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correccionales y como tribunal de segundo grado, en fecha 
once de junio del mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: 'FALLA: PRIMERO: 
Que debe DECLARAR, como en efecto DECLARA, regular 
y válido, en cuanto a la forma, los Recursos de Apelación, 
interpuestos por los nombrados Armando Almonte López 
y Nicolás Infante Rosario, de generales anotadas, contra 
la sentencia de fecha 13 del mes de marzo año 1958, 
dictada por el Juzgado de Paz de los Asuntos Penales de este 
Distrito Nacional, que los Condenó, a cada uno, al 
pago de una multa de cinco pesos oro dominicanos (RD 
$5.00) y costas penales por el delito de violación al artículo 
101 de la ley N" 4809 (sobre tránsito de vehículo de motor); 
SEGUNDO: Que debe CONFIRMAR, como en efecto CON-
FIRMA, en todas sus partes, en cuanto al fondo, la senten-
cia recurrida; TERCERO: Que debe CONDENAR, como en 
efecto CONDENA, a los mencionados prevenidos al pago 
solidario de las costas penales causadas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Valera Benítez, cédula 50139, serie 

la , sello 52189, por sí y en representación del Dr. Francisco 
A. Mendoza Castillo, cédula 10178, serie 37, sello 52202, 
abogados del recurrente Nicolás Infante Rosario, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha dieciséis de junio 
del mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento de los 
Doctores Rafael Valera Benítez y Francisco A. Mendoza 
Castillo, abogados del recurrente Nicolás Infante Rosario, 
en la cual se hace constar que "el alcance del presente re-
curso es de orden general y que especialmente se hacen 
valer contra la sentencia los siguientes agravios a reserva de 
invocar otros medios que no sean los señalados en su opor-
tunidad, a saber: falta de base legal, desnaturalización de 

 

los hechos y circunstancias de la causa y violación consi-
guiente al artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
contradicción entre los motivos y el dispositivo de la sen-
tencia, violación por falsa aplicación y desnaturalización de 
los artículos 101 y 102 sobre la Ley de Tránsito de Vehícu-
los de Motor, a reserva se agrega de invocar nuevos medios"; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinte de junio del 
mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento del Dr. Ob-
dulio Ogando, cédula 32350, serie 1 1, cuYo sello de renova-
ción no consta en el expediente, abogado del recurrente Ar-
mando Antonio Almonte López, en la cual se hace constar 
"que el alcance del presente recurso es de orden absoluta-
mente general y especialmente se hacen valer contra la 
sentencia los siguientes agravios a reserva de invocar otros 
medios que no sean los señalados en su oportunidad a saber: 
falta de base legal, desnaturalización de los hechos y cir-
cunstancias de la causa y violación consiguiente al artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, contradicción de los 
motivos y el dispositivo de la sentencia, violación por falsa 
aplicación y. desnaturalización de los artículos 101 y 102 
sobre la Ley de Tránsito de Vehículo de Motor, violación del 
derecho de defensa, cuando el Tribunal falló sin ser oídos 
los testigos propuestos por Almonte y solamente oyendo los 
testigos de la otra parte a reserva se agrega de invocar nue-
vos medios"; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha vein-
ticinco de agosto del mil novecientos cincuentiocho, suscrito 
por los Doctores Francisco A. Mendoza Castillo y Rafael 
Valera Benítez, abogados del recurrente Nicolás Infante Ro-
sario, en el cual se invocan los siguientes medios: "Primer 
Medio: Falta de base legal; Segundo Medio: Desconocimien-
to absoluto de las reglas de la prueba, de los hechos y cir-
cunstancias de la causa y violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Violación de los 
artículos 101, 102 y 105 de la Ley N° 4809 sobre Tránsito 
de Vehículos"; 

     

     

     

     

     

     

     

     

     

           

           



correccionales y como tribunal de segundo grado, en fecha 
once de junio del mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: 'FALLA: PRIMERO: 
Que debe DECLARAR, como en efecto DECLARA, regular 
y válido, en cuanto a la forma, los Recursos de Apelación, 
interpuestos por los nombrados Armando Almonte López 
y Nicolás Infante Rosario, de generales anotadas, contra 
la sentencia de fecha 13 del mes de marzo dZl año 1958, 
dictada por el Juzgado de Paz de los Asuntos Penales de este 
Distrito Nacional, que los Condenó, a cada uno, al 
pago de una multa de cinco pesos oro dominicanos (RD 
$5.00) y costas penales por el delito de violación al artículo 
101 de la ley N" 4809 (sobre tránsito de vehículo de motor); 
SEGUNDO: Que debe CONFIRMAR, como en efecto CON-
FIRMA, en todas sus partes, en cuanto al fondo, la senten-
cia recurrida; TERCERO: Que debe CONDENAR, como en 
efecto CONDENA, a los mencionados prevenidos al pago 
solidario de las costas penales causadas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Valera Benítez, cédula 50139, serie 

1d, sello 52189, por sí y en representación del Dr. Francisco 
A. Mendoza Castillo, cédula 10178, serie 37, sello 52202, 
abogados del recurrente Nicolás Infante Rosario, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal 'a quo, en fecha dieciséis de junio 
del mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento de los 
Doctores Rafael Valera Benítez y Francisco A. Mendoza 
Castillo, abogados del recurrente Nicolás Infante Rosario, 
en la cual se hace constar que "el alcance del presente re-
curso es de orden general y que especialmente se hacen 
valer contra la sentencia los siguientes agravios a reserva de 
invocar otros medios que no sean los señalados en su opor-
tunidad, a saber: falta de base legal, desnaturalización de  

los hechos y circunstancias de la causa y violación consi-
guiente al artículo 141 del .Código de Procedimiento Civil, 
contradicción entre los motivos y el dispositivo de la sen-
tencia, violación por falsa aplicación y desnaturalización de 
los artículos 101 y 102 sobre la Ley de Tránsito de Vehícu-
los de Motor, a reserva se agrega de invocar nuevos medios"; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinte de junio del 
mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento del Dr. Ob-
dulio Ogando, cédula 32350, serie la , cuYo sello de renova-
ción no consta en el expediente, abogado del recurrente Ar-
mando Antonio Almonte López, en la cual se hace constar 
"que el alcance del presente recurso es de orden absoluta-
mente general y especialmente se hacen valer contra la 
sentencia los siguientes agravios a reserva de invocar otros 
medios que no sean los señalados en su oportunidad a saber: 
falta de base legal, desnaturalización de los hechos y cir-
cunstancias de la causa y violación consiguiente al artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, contradicción de los 
motivos y el dispositivo de la sentencia, violación por falsa 
aplicación y. desnaturalización de los artículos 101 y 102 
sobre la Ley de Tránsito de Vehículo de Motor, violación del 
derecho de defensa, cuando el Tribunal falló sin ser oídos 
los testigos propuestos por Almonte y solamente oyendo los 
testigos de la otra parte a reserva se agrega de invocar nue-
vos medios"; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha vein-
ticinco de agosto del mil novecientos cincuentiocho, suscrito 
por los Doctores Francisco A. Mendoza Castillo y Rafael 
Valera Benítez, abogados del recurrente Nicolás Infante Ro-
sario, en el cual se invocan los siguientes medios: "Primer 
Medio: Falta de base legal; Segundo Medio: Desconocimien-
to absoluto de las reglas de la prueba, de los hechos y cir-
cunstancias de la causa y violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Violación de los 
artículos 101, 102 y 105 de la Ley Nid 4809 sobre Tránsito 
de Vehículos"; 
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La Supremá Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 186 del Código de Procedimiento 
Criminal; 1, 29, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un choque de vehículos de motor, ocurrido 
en Ciudad Trujillo en fecha trece de marzo del ario en 
curso (1958), fueron sometidos a la acción de la justicia 
Armando Antonio Almonte López y Nicolás Infante Rosa-
rio, prevenidos del delito de violación del artículo 101 de 
la Ley NP 4809, del 1957, sobre Tránsito de Vehículos de 
Motor; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz de los 
Asuntos Penales del Distrito Nacional, dictó en fecha trece 
de marzo del mil novecientos cincuentiocho una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar 
culpables a los prevenidos Armando Antonio Almonte López 
y Nicolás Infante Rosario, de los hechos puestos a su cargo, 
es decir violación al artículo 101 de la Ley de Tránsito, y 
los condena a RD$5.00 (Cinco Pesos Oro) de multa cada 
uno y al pago de las costas"; c) que contra esa sentencia 
recurrieron en apelación los prevenidos Armando Antonio 
Almonte López y Nicolás Infante Rosario; d) que en la au-
diencia celebrada por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha once de junio del mil novecientos cincuentiocho, para 
conocer de dichos recursos, el Dr. Obdulio Ogando, abogado 
defensor de Armando Antonio Almonte López, al serle con-
cedida la palabra para que presentara conclusiones expresó: 
"Nos reservamos las conclusiones"; e) que dicha Cámara 
dictó sentencia en la misma fecha con el dispositivo que ha 
sido ya transcrito; 

En cuanto al recurso interpuesto por Armando Antonio 
Almonte López: 

Considerando que las sentencias pronunciadas en de- 
fecto en última instancia no son susceptibles de casación 

mientras esté abierto el plazb de la oposición el cual em-
pieza a correr a partir de la notificación de la sentencia;•
que, por consiguiente, el recurso de casación no puede ser 
admitido cuando se ha interpuesto contra una sentencia que 
no ha sido notificada a la parte que hizo defecto; 

Considerando que, en la especie, la sentencia impugna-

da fué pronunciada en defecto contra el prevenido recu-
rrente Armando Antonio Almonte López, por falta de con-
cluir su abogado, aún cuando no se haya hecho constar así 
en su dispositivo, tal como resulta del examen de la misma 
y del acta de audiencia correspondiente, pues en ambos se 
expresa que al serle concedida la palabra al abogado del 
prevenido para concluir al fondo, éste se abstuvo de ha- 
cerlo; 

Considerando que en el expediente no hay constancia de 
que la sentencia impugnada, dictada el once de junio del 
mil novecientos cincuentiocho, fuera notificada al referido 
recurrente; que, por consiguiente, el día en que éste interpu-
so el recurso de casación, o sea el veinte de julio del mil 
novecientos cincuentiocho, estaba aún abierto el plazo de 
cinco días que le acuerda para la oposición el artículo 186 
del Código de Procedimiento Criminal, por lo cual el recurso 
interpuesto por el prevenido recurrente del cual se trata 
es prematuro, por háber sido interpuesto en una fecha en 
que el fallo impugnado no había adquirido carácter contra-
dictorio respecto de él; 

En cuanto al recurso interpuesto por Nicolás Infante 
Rosario; 

Considerando que la imposibilidad de interponer recur-
sos de casación contra las sentencias en defecto dictadas en 
última instancia, se extiende hasta aquellas partes respecto 
de quienes la sentencia es contradictoria; que por tanto, 
cuando un prevenido o su abogado hacen defecto, un co-
prevenido, para quien la sentencia impugnada es contradic- 
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La Supremá Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los (3.rtículos 186 del Código de Procedimiento 
Criminal; 1, 29, 3(9 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un choque de vehículos de motor, ocurrido 
en Ciudad Trujillo en fecha trece de marzo del año en 
curso (1958), fueron sometidos a la acción de la justicia 
Armando Antonio Almonte López y Nicolás Infante Rosa-
rio, prevenidos del delito de violación del artículo 101 de 
la Ley N9 4809, del 1957, sobre Tránsito de Vehículos de 
Motor; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz de los 
Asuntos Penales del Distrito Nacional, dictó en fecha trece 
de marzo del mil novecientos cincuentiocho una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar 
culpables a los prevenidos Armando Antonio Almonte López 
y Nicolás Infante Rosario, de los hechos puestos a su cargo, 
es decir violación al artículo 101 de la Ley de Tránsito, y 
los condena a RD$5.00 (Cinco Pesos Oro) de multa cada 
uno y al pago de las costas"; e) que contra esa sentencia 
recurrieron en apelación los prevenidos Armando Antonio 
Almonte López y Nicolás Infante Rosario; d) que en la au-
diencia celebrada por la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha once de junio del mil novecientos cincuentiocho, para 
conocer de dichos recursos, el Dr. Obdulio Ogando, abogado 
defensor de Armando Antonio Almonte López, al serle con-
cedida la palabra para que presentara conclusiones expresó: 
"Nos reservamos las conclusiones"; e) que dicha Cámara 
dictó sentencia en la misma fecha con el dispositivo que ha 
sido ya transcrito; 

En cuanto al recurso interpuesto por Armando Antonio 
Almonte López: 

Considerando que las sentencias pronunciadas en de-
fecto en última instancia no son susceptibles de casación  

mientras esté abierto el plazb de la oposición el cual em-
pieza a correr a partir de la notificación de la sentencia; 
que, por consiguiente, el recurso de casación no puede ser 
admitido cuando se ha interpuesto contra una sentencia que 
no ha sido notificada a la parte que hizo defecto; 

Considerando que, en la especie, la sentencia impugna-
da fué pronunciada en defecto contra el prevenido recu-
rrente Armando Antonio Almonte López, por falta de con-
cluir su abogado, aún cuando no se haya hecho constar así 
en su dispositivo, tal como resulta del examen de la misma 
y del acta de audiencia correspondiente, pues en ambos se 
expresa que al serle concedida la palabra al abogado del 
prevenido para concluir al fondo, éste se abstuvo de ha- 
cerlo; 

Considerando que en el expediente no hay constancia de 
que la sentencia impugnada, dictada el once de junio del 
mil novecientos cincuentiocho, fuera notificada al referido 
recurrente; que, por consiguiente, el día en que éste interpu-
so el recurso de casación, o sea el veinte de julio del mil 
novecientos cincuentiocho, estaba aún abierto el plazo de 
cinco días que le acuerda para la oposición el artículo 186 
del Código de Procedimiento Criminal, por lo cual el recurso 
interpdesto por el prevenido recurrente del cual se trata 
es prematuro, por haber sido interpuesto en una fecha en 
que el fallo impugnado no había adquirido carácter contra-
dictorio respecto de él; 

Zn cuanto al recurso interpuesto por Nicolás Infante 
Rosario; 

Considerando que la imposibilidad de interponer recur-
sos de casación contra las sentencias en defecto dictadas en 
última instancia, se extiende hasta aquellas partes respecto 
de quienes la sentencia es contradictoria; que por tanto, 
cuando un prevenido o su abogado hacen defecto, un co-
prevenido, para quien la sentencia impugnada es contradic- 
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toria, no puede recurrir en casación, sino después de vencido 
el plazo de la oposición, el cual sólo empieza a correr a par-
tir de la notificación de la sentencia, y si este recurso es in-
tentado, el de casación no es posible sino después que se esta-
tuya sobre la oposición; que, en tales casos, es obvio que por 
aplicación del artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación el plazo de la casación comenzará a correr, respec-
to de todas las partes, a partir del vencimiento del plazo de 
la oposición, y cuando este recurso sea intentado dicho plazo 
tendrá por punto de partida el día en que intervenga senten-
cia sobre la oposición; 

Considerando_ que en la especie, tal como ya ha sido ex-
presado, la sentencia impugnada fué dictada en defecto con-
tra el coprevenido Armando Antonio Almonte López, z .s.  
falta de concluir  su abogadoi que el recurso de casación dei 
cual se trata fué nterpuesto por el prevenido Nicolás Infan-
te Rosario en fecha dieciséis de junio del mil novecientos cin-
cuentiocho, sin que haya constancia de haberle sido notifica-
da la sentencia en defecto al coprevenido Armando Antonio 
Almonte López; que, en tales condiciones, el recurso de ca-
sación del cual se trata es prematuro por haber sido inter-
puesto en una fecha en que el fallo impugnado no había ad-
quirido carácter contradictorio respecto de todas las partes 
en causa, por estar aún abierta, en provecho del coprevenido 
Armando Antonio Almonte López, la vía de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los re-
cursos interpuestos por Nicolás Infante Rosario y Armando 
Antonio Almonte López, contra sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales y como 
tribunal de segundo grado, en fecha once de junio del mil 
novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de  

la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fer
-

nández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
seriares Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au

, 

 diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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toria, no puede recurrir en casación, sino después de vencido 
el plazo de la opósición, el cual sólo empieza a correr a par-
tir de la notificación de la sentencia, y si este recurso es in-
tentado, el de casación no es posible sino después que se esta-
tuya sobre la oposición; que, en tales casos, es obvio que por 
aplicación del artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación el plazo de la casación comenzará a correr, respec-
to de todas las partes, a partir del vencimiento del plazo de 
la oposición, y cuando este recurso sea intentado dicho plazo 
tendrá por punto de partida el día en que intervenga senten-
cia sobre la oposición; 

Considerando, que en la especie, tal como ya ha sido ex-
presado, la sentencia impugnada fué dictada en defecto con-
tra el coprevenido Armando Antonio Almonte López, z.L.• 
falta de concluir su abogado• que el recurso de casación del 
cual se trata fué interpuesto por el prevenido Nicolás Infan-
te Rosario en fecha dieciséis de junio del mil novecientos cin-
cuentiocho, sin que haya constancia de haberle sido notifica-
da la sentencia en defecto al coprevenido Armando Antonio 
Almonte López; que, en tales condiciones, el recurso de ca-
sación del cual se trata es prematuro por haber sido inter-
puesto en una fecha en que el fallo impugnado no había ad-
quirido carácter contradictorio respecto de todas las partes 
en causa, por estar aún abierta, en provecho del coprevenido 
Armando Antonio Almonte López, la vía de la oposición; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisibles los re-
cursos interpuestos por Nicolás Infante Rosario y Armando 
Antonio Almonte López, contra sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en sus atribuciones correccionales y como 
tribunal de segundo grado, en fecha once de junio del mil 
novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de  

la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fer
-

nández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la att

, 

 diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1958 

  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua en fecha diecinueve de mayo del 
mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, vistos los artículos 1 de la Ley N9 43, del 15 de di-
ciembre de 1930; 445, 455, 458 y 463, escala 6ta. del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha cuatro de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y siete, Gilberto Félix presentó querella por ante el Co-
mandante del Destacamento del Ejército Nacional de Enri-
quillo, contra Bienvenido de la Paz, por los delitos de viola-
ción de propiedad, destrucción de árboles frutales e incen-
dio involuntario, realizados en perjuicio del querellante, he-
cho ocurrido en el Paraje "Bejuquero", alr..xledor del veinte 
de febrero del mismo año; 2) que apoderado del caso el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bara-
hona, dictó una sentencia en fecha cinco de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo figura 
copiado en el de la sentencia impugnada en casación, que 
se copia más adelante; 

Considerando que sobre el recurso interpuesto por el 
prevenido, la Corte de Apelación de Barahona pronunció la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma en to-
das sus partes la sentencia ápelada, cuya parte dispositiva, 
copiada textualmente dice: 'PRIMERO: que debe declarar 
y al efecto declara al nombrado Bienvenido de la Paz, de 
generales anotadas, culpable de los delitos de violación de 
propiedad, destrucción de árboles frutales e incendio invo-
luntario, en perjuicio de Gilberto Félix, y, en consecuencia, 

    

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 15 
de abril de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bienvenido de la Paz. . 

  

            

     

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

       

    

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sal 
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día tres del mes de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y .b9' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienveni-
do de la Paz, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en "Bejuquero", municipio de Enri-
quillo, cédula 3405, serie 18, (ó 21), cuyo sello de renova-
ción no se menciona en el expediente, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Barahona, dictada en atribucio-
nes correccionales, en fecha quince de abril del mil nove-
cientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copla más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 19'58 

  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua en fecha diecinueve de mayo del 
mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, vistos los artículos 1 de la Ley N9 43, del 15 de di-
ciembre de 1930; 445, 455, 458 y 463, escala Eta. del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha cuatro de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y siete, Gilberto Félix presentó querella por ante el Co-
mandante del Destacamento del Ejército Nacional de Enri-
quillo, contra Bienvenido de la Paz, por los delitos de viola-
ción de propiedad, destrucción de árboles frutales e incen-
dio involuntario, realizados en perjuicio del querellante, he-
cho ocurrido en el Paraje "Bejuquero", alrzIdedor del veinte 
de febrero del mismo año; 2) que apoderado del caso el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bara-
hona, dictó una sentencia en fecha cinco de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo figura 
copiado en el de la sentencia impugnada en casación, que 
se copia más adelante; 

Considerando que sobre el recurso interpuesto por el 
prevenido, la Corte de Apelación de Barahona pronunció la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma en to-
das sus partes la sentencia apelada, cuya parte dispositiva, 
copiada textualmente dice: 'PRIMERO: que debe declarar 
y al efecto declara al nombrado Bienvenido de la Paz, de 
generales anotadas, culpable de los delitos de violación de 
propiedad, destrucción de árboles frutales e incendio invo-
luntario, en perjuicio de Gilberto Félix, y, en consecuencia, 

   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 15 
de abril de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bienvenido de la Paz.. 

  

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

   

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sal 
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día tres del mes de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y19' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bienveni-
do de la Paz, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
domiciliado y residente en "Bejuquero", municipio de Enri-
quillo, cédula 3405, serie 18, (ó 21), cuyo sello de renova-
ción no se menciona en el expediente, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Barahona, dictada en atribi4cio-
nes correccionales, en fecha quince de abril del mil nove-
cientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copla más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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lo condena, aplicando el principio del no cúmulo de penas y 
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, a sufrir 
dos meses de prisión correccional en la Cárcel Pública de 
esta ciudad; SEGUNDO: qué debe condenar y condena 4al 
referido procesado al pago de las tostas'; TERCERO: Se 
dá acta al prevenido de que en el expediente no figura el ac-
ta de comprobación, que dice haber levantado Manuel Ma-
ría Carrasco en su condición de Alcalde Pedáneo de la Sec-
ción de Los Patos, para comprobar los hechos puestos a car-
go del procesado; CUARTO: Desestima los demás pedi-
mentos de que se le de acta de las circunstancias proptiestas 
en los ordinales Tercero, Cuarto y Quinto de las conclusio-
nes presentadas por el abogado de la defensa, por ser im-
procedentes; QUINTO: Descarga a los testigos Gilberta Fé-
lix, Fernando Adolfo Medina, Manuel María Carrasco y 
Juan Francisco Félix (a) Jimaquén, de la multa de diez 
pesos oro (RD$10.00) que ]e fuera impuesta a cada uno, por 
sentencia de esta Corte de fecha 24 de febrero de 1958, por 
haber presentado excusas aceptables; SEXTO: Condena al 
apelante, Bienvenido de la Paz, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa, 

' lo siguiente: a) que mientras el querellante Gilberto Félix 
se encontraba enfermo en Ciudad Trujillo, Bienvenido de la 
Paz se introdujo en la heredad del querellante, sin su *mi-
so, e hizo allí un conuco; b) que para hacer esa siembra 
el prevenido destruyó algunas matas de mango, aguacate, 
naranjas de china, palmas y café; c) que al incendiar la tum-
ba se quemaron otros árboles de dicha heredad; 

Considerando, en cuanto a los delitos de tumba de árbo-
les y de violación de propiedad, que en los hechos compro-
bados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran reuni-
dos los elementos constitutivos de dichos delitos, previstos 
y sancionados, respectivamente, por los artículos 445 del 
Código Penal y 1° de la Ley N° 43, de 19301, 

 

Considerando que en los hechos y circunstancias com-
probados y admilidoalhor la Corte a qua no se precisa, en 
cuanto al delito de incendio, si el prevenido dejó de obser-
var la distancia de cien vallas que señala el artículo 458 
del Código Penal entre el sitio en que encendió la hoguera 
y aquél en que se produjo el incendio de los otros árboles de 
la heredad, elemento necesario *para que ese delito quedase 
caracterizado; que, no obstant* como están caracterizados 
los delitos de tumba de árboles y de violación de propiedad, 
castigado el primero por el artículo 445 del Código Penal 
con prisión de seis días hasta seis meses por cada árbol que 
hubiese tumbado; y el segundo con prisión de tres a seis 
meses, y multa de cinco a cien pesos, la pena de dos meses 
impuesta al prevenido, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, resulta legalmente justificada, y por tanto,, 
no procede la casación de la sentencia impugnada; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bienvenido de la Paz contra sentencia 
de la Corte dg,Apelación de Barahona, dictada en sus atri-
buciones correccionales, en fecha quince de abril del mil nó-
vccientos cincuenta y ocho, cuyo dispositiva figura copiado 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan  A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohen.-- 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presénte sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Juetes que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública 'del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— £Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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lo condena, aplicando el principio del no cúmulo de penas y 
acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, a sufrir 
dos meses de prisión correccional en la Cárcel Pública de 
esta ciudad; SEGUNDO: qud debe condenar y condena4al 
referido procesado al pago de las tostas'; TERCERO: Se 
dá acta al prevenido de que en el expediente no figura el ac-
ta de comprobación, que dice haber levantado Manuel Ma-
ría Carrasco en su condición de Alcalde Pedáneo de la Sec-
ción de Los Patos, para comprobar los hechos puestos a car-
go del procesado; CUARTO: Desestima los demás pedi-
mentos de que se le de acta de las circunstancias propuestas 
en los ordinales Tercero, Cuarto y Quinto de las conclusio-
nes presentadas por el abogado de la defensa, por ser im-
procedentes; QUINTO: Descarga a los testigos Gilberto*Fé-
lix, Fernando Adolfo Medina, Manuel María Carrasco y 
Juan Francisco Félix (a) Jimaquén, de la multa de diez 
pesos oro (RD$10.00) que le fuera impuesta a cada uno, por 
sentencia de esta Corte de fecha 24 de febrero de 1958, por 
haber presentado excusas aceptables; SEXTO: Condena al 
apelante, Bienvenido de la Paz, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa, 
lo siguiente: a) que mientras el querellante Gilberto Félix 
se encontraba enfermo en Ciudad Trujillo, Bienvenido de la 
Paz se introdujo en la heredad del querellante, sin su *mi-
sa, e hizo allí un conuco; b) que para hacer esa siembra 
el prevenido destruyó algunas matas de mango, aguacate, 
naranjas de china, palmas y café; e) que al incendiar la tum-
ba se quemaron otros árboles de dicha heredad; 

Considerando, en cuanto a los delitos de tumba de árbo-
les y de violación de propiedad, que en los hechos compro-
bados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran reuni-
dos los elementos constitutivos de dichos delitos, previstos 
y sancionados, respectivamente, por los artículos 445 del 
Código Penal y 1° de la Ley N° 43, de 1930;,.  

 

Considerando que en los hechos y circunstancias com-
probados y admitidoltor la Corte a qua no se precisa, en 
cuanto al delito de incendio, si el prevenido dejó de obser-
var la distancia de cien vallas que señala el artículo 458 
del Código Penal entre el sitio en que encendió la hoguera 

y aquél en que se produjo el incendio de los otros árboles de 
la heredad, elemento necesario *para que ese delito quedase 
caracterizado; que, no obstanth como están caracterizados 
los delitos de tumba de árboles y de violación de propiedad, 
castigado el primero por el artículo 445 del Código Penal 
con prisión de seis días hasta seis meses por cada árbol que 
hubiese tumbado; y el segundo con prisión de tres a seis 
meses, y multa de cinco a cien pesos, la pena de dos meses 
impuesta al prevenido, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, resulta legalmente justificada, y por tanto,. 
no procede la casación de la sentencia impugnada; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interptiesto por Bienvenido de la Paz contra sentencia 
de la Cárte clq.,Apelación de Barahona, dictada en sus atri-
buciones correccionales, en fecha quince de abril del mil nó-
vecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo' figura copiado 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al re- 
currente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

„ Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohen.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto 
Curiel hijo:Secretario General. 

La presénte sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores JueCes que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— áFdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 21 de maycl de 19584.1 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Antonio Gabot. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licericiados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
tres del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Antonio Gabot, dominicano. mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 3946, se-
rie 41, sello 72109, contra sentencia pronunciada por la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha veintiuno de mayo del mil novecien-
tos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de mayo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determina- 
do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, apartado b) de la Ley 2022, 
de 1949, reformada por la Ley N9 3749, de 1954, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo-
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de octubre del mil novecientos cincuenta y sie-
te Rafael Antonio Gabot fué sometido a la acción de la jus-
ticia por el delito de violación de la Ley N° 2022, del 1949, 
sobre accidentes causados con el manejo de un vehículo de 
motor en perjuicio de José Luis Cossío y Maria Luisa de 
Cossío; b) que apoderada del asunto la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó sentencia en fecha veintiuno de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo figura en el 
de la sentencia impugnada, el cual se copia más adelante; 
c) que sobre el recurso interpuesto por el prevenido, la Cor-
te de apelación de Ciudad Trujillo, dictó en fecha veintiuno 
de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de oposición 
interpuesto por el prevenido Rafael Antonio Gabot, contra 
la sentencia dictada por esta Corte en fecha 10 de marzo de 
1958, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: Primero: Pronun-
cia el defecto contra el prevenido Rafael Antonio Gabot, por 
no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué lega' 
mente citado; Segundo Declara regular y válido, en la for-
ma, el presente recurso de apelación; Tercero: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DE 1958 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de mayo 

de mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determina- 

do de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 3, apartado b) de la Ley 2022, 
de 1949, reformada por la Ley N9 3749, de 1954, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lor: 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de octubre del mil novecientos cincuenta y sie-
te Rafael Antonio Gabot fué sometido a la acción de la jus-
ticia por el delito de violación de la Ley N° 2022, del 1949, 
sobre accidentes causados con el manejo de un vehículo de 
motor en perjuicio de José Luis Cossío y Maria Luisa de 
Cossio; b) que apoderada del asunto la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó sentencia en fecha veintiuno de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo figura en el 
de la sentencia impugnada, el cual se copia más adelante: 
c) que sobre el recurso interpuesto por el prevenido, la Cor-
te de apelación de Ciudad Trujillo, dictó en fecha veintiuno 
de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de oposición 
interpuesto por el prevenido Rafael Antonio Gabot, contra 
la sentencia dictada por esta Corte en fecha 10 de marzo de 
1958, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: Primero: Pronun-
cia el defecto contra el prevenido Rafael Antonio Gabot, por 
no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué lega' 
mente citado; Segundo Declara regular y válido, en la for-
ma, el presente recurso de apelación; Tercero: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 

   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 21 de mayd de 1958". 

   

Materia: Penal. 

      

   

Recurrente: Rafael Antonio Gabot. 

     

             

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licefIciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
tres del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Antonio Gabot, dominicano. mayor de edad, soltero, chófer, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 3946, se-
rie 41, sello 72109, contra sentencia pronunciada por la Cor-
te de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha veintiuno de mayo del mil novecien-
tos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha veintiuno del mes de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: Que 
debe declarar, como en efecto declara, al nombrado Rafael 
Antonio Gabot, de generales anotadas, culpable del delito 
de violación a la Ley N° 2022, reformada (golpes involun-
tarios), en perjuicio de José Luis de Cossio (en observación) 
y María Luisa de Cossío (que curarán después de 10 días 
y antes de 20), y, en consecuencia, se le condena a sufrir 
la pena de tres (3) meses de prisión correccional, y al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro dominicanos (RD$50.- 
00), multa que en caso de insolvencia compensará con un 
día de prisión por cada peso dejado de pagar; Segundo: Que 
debe ordenar, como en efecto ordena, la cancelación de su 
licencia para manejo de vehículo de motor, por un período 
de tres (3) meses a partir de la extinción de la pena impues-
ta; Tercero: Que debe condenar, como en efecto condena, al 
mencionado prevenido al pago de las costas penales causa-
das"; Cuarto: Condena al prevenido Rafael Antonio Gabot, 
al .pago de las costas'; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
recurrida en oposición, con excepción del ordinal segundo 
de la sentencia apelada en que se cancela la licencia del 
prevenido por tres meses, ordenando que lo sea por cuatro 
meses, a partir de la extinción de la pena; y TERCERO: 
Condena al prevenido Rafael Antonio Gabot, al pago de las 
costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
lo siguiente: 1) que "siendo aproximadamente las dos de la 
tarde del día 11 del mes de octubre del año 1957, mientras 
la guagua pública N9 6319, conducida por el prevenido Ra-
fael Antonio Gabot, transitaba Por la 'Avenida Bolívar' de 
esta ciudad en dirección Oeste a Este, al llegar cerca de la 
esquina con la 'Avenida Pasteur', en el momento de rebasar 
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a la camioneta placa NQ 1500 que se dirigía en la misma di. 

rección y la cual se encontraba parada, chocó con el auto-
móvil placa N9 270"; 2) que el referido automóvil transita. 
ba p9r la 'Avenida Pasteur' en dirección de Sur a Norte y 
cuando ya había recibido del agente de tránsito la serial 
para entrar a la "Avenida Bolívar" y seguir por la calle 
"Rosa Duarte', se produjo en esas circunstancias la colisión 
entre dichos dos vehículos; c) "que como resultado de este 
accidente recibieron golpes y heridas los señores José Luis 
Cossío y María Luis-.1. Cossío que curaron después de 10 y 
antes de 20 días, según consta en el certificado médico-legal 
expedido al efecto y el cual figura como pieza de este expe, 
dientc"; y d) que el accidente se debió a la "imprudencia del 
prevenido", al tratar de rebasar la camioneta placa N9 1500, 

que ya se había detenido delante de él al obedecer las seña-
les del tránsito; y que "si dicho prevenido hubiera tomado 
las debidas precauciones reduciendo la velocidad y detenién-
dose detrás de la camioneta en cuestión" se hubiera evitado 
el accidente y todas sus consecuencias; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de golpes y heridas por im-
prudencia, causados con el manejo de un vehículo de motor, 
curables después de diez y antes de veinte días, previsto y 
sancionado por el artículo 3, apartado b) de la Ley 2022, 
de 1949, reformada por la Ley 3749, de 1954, con la pena 
de tres meses a un ario de prisión y multa de cincuenta a 
trescientos pesos, puesto a cargo del prevenido Rafael Anto-
nio Gabot; que, por consiguiente, la Corte a qua atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que le 
corresponde, y al condenar a dicho prevenido a las penas 
de tres meses de prisión correccional y cincuenta pesos de 
multa y al disponer, en virtud del párrafo IV del citado texto 
legal, la cancelación de la licencia por el término de cuatro 
meses, la mencionada Corte ha hecho una correcta aplica-
ción de la ley; 
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por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional en fecha veintiuno del mes de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: Que 
debe declarar, como en efecto declara, al nombrado Rafael 
Antonio Gabot, de generales anotadas, culpable del delito 
de violación a la Ley Ne 2022, reformada (golpes involun-
tarios), en perjuicio de José Luis de Cossío (en observación) 
y María Luisa de Cossío (que curarán después de 10 días 
y antes de 20), y, en consecuencia, se le condena a sufrir 
la pena de tres (3) meses de prisión correccional, y al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro dominicanos (RD$50.- 
00), multa que en caso de insolvencia compensará con un 
día de prisión por cada peso dejado de pagar; Segundo: Que 
debe ordenar, como en efecto ordena, la cancelación de su 
licencia para manejo de vehículo de motor, por un período 
de tres (3) meses a partir de la extinción de la pena impues-
ta; Tercero: Que debe condenar, como en efecto condena, al 
mencionado prevenido al pago de las costas penales causa-
das"; Cuarto: Condena al prevenido Rafael Antonio Gabot, 
al .pago de las costas'; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
recurrida en oposición, con excepción del ordinal seg-undo 
de la sentencia apelada en que se cancela la licencia del 
prevenido por tres meses, ordenando que lo sea por cuatro 
meses, a partir de la extinción de la pena; y TERCERO: 
Condena al prevenido Rafael Antbnio Gabot, al pago de las 
costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
lo siguiente: 1) que "siendo aproximadamente las dos de la 
tarde del día 11 del mes de octubre del ario 1957, mientras 
la guagua pública N9 6319, conducida por el prevenido Ra-
fael Antonio Gabot, transitaba Por la 'Avenida Bolívar' de 
esta ciudad en dirección Oeste a Este, al llegar cerca de la 
esquina con la 'Avenida Pasteur', en el momento de rebasar 
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a la camioneta placa N° 1500 que se dirigía en la misma di. 

rección y la cual se encontraba parada, chocó con el auto-
móvil placa N9 270"; 2) que el referido automóvil transita. 
ba p9r la 'Avenida Pasteur' en dirección de Sur a Norte y 
cuando ya había recibido del agente de tránsito la señal 
para entrar a la "Avenida Bolívar" y seguir por la calle 
"Rosa Duarte', se produjo en esas circunstancias la colisión 
entre dichos dos vehículos; c) "que como resultado de este 
accidente recibieron golpes y heridas los señores José Luis 
Cossid y María Luis'r. Cossío que curaron después de 10 y 
antes de 20 días, según consta en el certificado médico-legal 
expedido al efecto y el cual figura como pieza de este expei 
diente"; y d) que el accidente se debió a la "imprudencia del 
prevenido", al tratar de rebasar la camioneta placa N9 1500, 

que ya se había detenido delante de él al obedecer las seña-
les del tránsito; y que "si dicho prevenido hubiera tomado 
las debidas precauciones reduciendo la velocidad y detenién-
dose detrás de la camioneta en cuestión" se hubiera evitado 
el accidente y todas sus consecuencias; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de golpes y heridas por im-
prudencia, causados con el manejo de un vehículo de motor, 
curables después de diez y antes de veinte días, previsto y 
sancionado por el artículo 3, apartado b) de la Ley 2022, 
de 1949, reformada por la Ley 3749, de 1954, con la pena 
de tres meses a un ario de prisión y multa de cincuenta a 
trescientos pesos, puesto a cargo del prevenido Rafael Anto-
nio Gabot; que, por consiguiente, la Corte a qua atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que le 
corresponde, y al condenar a dicho prevenido a las penas 
de tres meses de prisión correccional y cincuenta pesos de 
multa y al disponer, en virtud del párrafo IV del citado texto 
legal, la cancelación de la licencia por el término de cuatro 
meses, la mencionada Corte ha hecho una correcta aplica-
ción de la ley; 



Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Antonio Gabot contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en otra parte del presente fallo; 
y Segund8: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) II. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohen.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel 
Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia. ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,,que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia Impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 24 de fe- 

brero de 1958. 

Materia: Trabajo. 

RectuTente: Compañía Dominicana de Minerales, C. por A. 

Abogado: Dr. José Escuder. 

Recurrido: Rafael Bonilla. 
Abogado: Dr. Franciseo del Rosario Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrero. Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día ocho dei mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, arios 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Dominicana de Minerales, C. por A., sociedad comercial 
constituida de conformidad a las leyes de la República Do-
minicana, con domicilio social sito en el cuarto piso del edi-
ficio El Palacio, ubicado en la esquina de las calles El Conde 
y 19 de Marzo de esta ciudad, debidamente representada por 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Antonio Gabot contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en otra parte del presente fallo; 
y Segundb: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) 1-1. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén.— 
Carlos MI. Lamarche H,— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel 
Ramón Ruiz Tejada — Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia' ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General„que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

  

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DE 1958 

 

      

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 24 de fe- 

brero de 1958. 

      

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañia Dominicana de Minerales, C. por A. 

Abogado: Dr. José Escuder. 

 

      

Recurrido: Rafael Bonilla. 
Abogado: Dr. Francisco del Rosario Diaz. 

 

      

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Berrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuenie, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día ocho del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 

ocho, arios 115' de la Independencia, 96' de la Ftestauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Dominicana de Minerales, C. por A., sociedad comercial 
constituída de conformidad a las leyes de la República Do-
minicana, con domicilio social sito en el cuarto piso del edi-
ficio El Palacio, ubicado en la esquina de las calles El Conde 

y 19 de Marzo de esta ciudad, debidamente representada por 
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su administrador-General, señor V. G. McCurdy, canadiense, 
cédula 80660, serie la, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia pronunciada por la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha veinticuatro de febrero del corriente ario (1958), 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de tuno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
48, sello 12757, en representación del Dr. José Escuder, cédu- 
la 52718, serie la, sello 57593, abogado de la recurrente, en 
la lectura de Sus conclusiones; 

Oído el Dr. Francisco del Rosario Díaz, cédula 46666, 
serie la, sello 58644, abogado del recurrido Rafael Bonilla, 
dominicano, mayor de edad, obrero, domiciliado en esta ciu-
dad, en la casa N° 269 de la calle Julia Molina, cédula 1805, 
serie 44, sello 646348, casado, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veintiocho 
de abril del corriente año (1958), suscrito por el Dr. José Es- 
cticier, abogado de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Francis-
co del Rosario Díaz, abogado del recurrido, notificado al 
abogado del recurrente en Techa diez y seis de junio del co-
rriente año (1958) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81, 82 y 691 del Código de Tra- 
bajo, y 1, 2° y 65, inciso 3, de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Consid2rando que en la sentencia impugnada consta que 
con motivo de la demanda interpuesta por Rafael Bonilla 
contra la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., des- 

pués de agotado el preliminar de la conciliación, en pago de 
las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los tra-
bajadores despedidos sin causa justificada, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, en 
funciónes de Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en 
fecha veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y sie-
te, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara, injustificado, el despido del trabajador Ra-
fael Bonilla por parte de la Compañía Dominicana de Mine-

rales, C. por A.; SEGUNDO: Condena, a la Compañía Domi-
nicana de Minerales, C. por A., a pagarle al trabajador, los 
salarios correspondientes a preaviso, auxilio de cesantía y 
vacaciones proporcionales; a razón de RD$48.00 semanales; 
así como al pago de la suma de RD$35.00, que le adeuda di-
cha compañía; TERCERO: Condena, además a dicha com-
pañía a pagarle al trabajador Rafael Bonilla, una suma igual 
a los salarios que habría recibido éste, desde el día de su 
demanda, hasta la fecha de la sentencia definitiva, dictada 
en última instancia, sin exceder ésta de los salarios corres-
pondientes a tres meses; CUARTO: Condena al pago de las 

costas a ésta"; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por la Compañía Dominicana dé Minerales, C. por A., 

el Tribunal a quo, después de ordenar una información tes-
t timonial y la comparecencia personal de las partes, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: Primero: No acoge, sino en parte, con-

"..orrne se dirá más adelante el recurso de apelación inter-
puesto por la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción de este Distrito Nacional, de fecha 25 
de abril de 1957, dictada en favor de Rafael Bonilla y, por los 
motivos precedentemente expuestos Acoge, casi en su totali-
dad, las conclusiones de la parte intimada y, en consecuencia 
Confirma la sentencia recurrida modificándola tan solo en 
cuanto a sus disposiciones que condena al patrono a un pago 
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su administiador-General, señor V. G. McCurdy, canadiense, 
cédula 80660, serie 14, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia pronunciada por la Cámara 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha veinticuatro de febrero del corriente año (1958), 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de tuno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. A. Ballester Hernández, cédula 141, serie 
48, sello 12757, en representación del Dr. José Escuder, cédu- 
la 52718, serie la, sello 57593, abogado de la recurrente, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Francisco del Rosario Díaz, cédula 46666, 
serie la, sello 58644, abogado del recurrido Rafael Bonilla, 
dominicano, mayor de edad, obrero, domiciliado en esta ciu-
dad, en la casa N° 269 de la calle Julia Molina, cédula 1805, 
serie 44, sello 646348, casado, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veintiocho 
de abril del corriente año (1958), suscrito por el Dr. José Es- 
clader, abogado de la recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Francis-
co del Rosario Díaz, abogado del recurrido, notificado al 
abogado del recurrente en fecha diez y seis de junio del co-
rriente año (1958) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81, 82 y 691 del Código de Tra- 
bajo, y 1, 2° y 65, inciso 3, de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
con motivo de la demanda interpuesta por Rafael Bonilla 
contra la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., des- 

pués de agotado el preliminar de la conciliación, en pago de 
Las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los tra-
bajadores despedidos sin causa justificada, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, en 
funcidnes de Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en 
fecha veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y sie-
te, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Declara, injustificado, el despido del trabajador Ra-
fael Bonilla por parte de la Compañía Dominicana de Mine-
rales, C. por A.; SEGUNDO: Condena, a la Compañía Domi-
nicana de Minerales, C. por A., a pagarle al trabajador, los 
salarios correspondientes a preaviso, auxilio de cesantía y 
vacaciones proporcionales; a razón de RD$48.00 semanales; 
así como al pago de la suma de RD$35.00, que le adeuda di-
cha compañía; TERCERO: Condena, además a dicha com-
pañía a pagarle al trabajador Rafael Bonilla, una suma igual 
a los salarios que habría recibido éste, desde el día de su 
demanda, hasta la fecha de la sentencia definitiva, dictada 
en última instancia, sin exceder ésta de los salarios corres-
pondientes a tres meses; CUARTO: Condena al pago de las 

costas a ésta"; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 

el Tribunal a quo, después de ordenar una información tes-
, timonial y la comparecencia personal de las partes, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: Primero: No acoge, sino en parte, con-
2orrne se dirá más adelante el recurso de apelación inter-
puesto por la Compañía Dominicana de Minerales, C. por A., 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción de este Distrito Nacional, de fecha 25 
de abril de 1957, dictada en favor de Rafael Bonilla y, por los 
motivos precedentemente expuestos Acoge, casi en su totali-
dad, las conclusiones de la parte intimada y, en consecuencia 
Confirma la sentencia recurrida modificándola tan solo en 
cuanto a sus disposiciones que condena al patrono a un pago 
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adicional de RD$35.00 y al pago proporcional de las vacacio-
nes, por ser infundadas ambas condenaciones; y Segundo: 
Compensa los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación, errado entendimiento y 
falsa aplicación del artículo 82 del Código de Trabajo"; "Se-
gundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa"; 
Tercer Medio: Violación del artículo 1341 del Código Civil 
en su interpretación excepcional que tiene en materia labo-
ral"; y "Cuarto Medio: Falta suis géneris de base legal"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual se 
invoca la violación del artículo 82 del Código de Trabajo, que 
en la sentencia impugnada consta que la actual recurrente 
"afirmó que el despido fué comunicado en tiempo hábil al re-
presentante local (de trabajo) de Cotuí, en fecha 27 de agos-
to (de 1956) porque en dicho lugar era que figuraba en la 
planilla, y que, además, con su querella (el trabajador) cu-
brió la obligación correspondiente al patrono"; que, por otra 
parte, el Tribunal a quo ha proclamado en dicho fallo que 
"cuando el obrero o trabajador invoca la presunción de des-
pido injustificado en virtud del artículo 82 del Código de 
Trabajo, es al patrond a quien corresponde hacer la prueba 
de que hizo al departamento de trabajo la comunicación del 
susodicho despido, en el tiempo dispuesto por la ley; que, 
en el presente caso, el patrono no ha depositado documen-
to alguno comprobatorio de haber realizado esa obligación 
que le impone la ley, ni en ninguna otra forma ha hecho la 
prueba de dicho hecho, ni tampoco ha probado que el tra-
bajador cubriera su propia obligación con su querella; y 
que, para mayor abundancia, en el expediente existe una 
certificación Nn 165-56, expedida por el departamento de tra-
bajo en fecha 11 de septiembre de 1956, en la que consta que 
en sus archivos no figura ninguna correspondencia que se 
relacione con la Compañía Dominicana de Minerales, C. por 
A., y el señor Rafael Bonilla"; pero 

Considerando que al tenor del artículo 81 del Código de 
Trabajo, en las 48 horas subsiguientes al despido, el patrono 
lo comunicará, con indicación de la causa, al Departamento 
de Trabajo o a la autoridad local que ejerza sus funciones; 
que, además, de conformidad con el artículo 82, el despido 
que no haya sido comunicado a la autoridad de trabajo co-
rrespondiente en el término indicado en el artículo 81, se 
reputa que carece de justa causa; que, por otra parte, el 
voto de la ley se cumple en relación con la comunicación del 
despido, desde el momento en que el trabajador suple con 
sus diligencias, dentro del plazo legal, la participación que 
debía hacer el patrono, habida cuenta de que con tal fina-
lidad se persigue que tanto las autoridades laborales como 
el trabajador se enteren de la resolución del contrato de tra- 

bajo; 

Considerando que en presencia de la afirmación de la ac-
tual recurrente de que el despido fué comunicado útilmente 
a la autoridad local de trabajo en la ciudad de Cotuí el vein-
tisiete de agosto de mil novecientos cincuenta y seis y de que, 
por otra parte, el trabajador "cubrió con su querella la obli-
gación que corresponde al patrono", el Tribunal a quo ha 

debido precisar en su sentencia si el despido tuvo efecto el 
día veinticinco de agosto, como lo alega el patrono, especial-
mente si se tiene en cuenta que el propio trabajador, según 
consta en el acta levantada ante el Jefe de la Sección d0Que-

rellas y Conciliación del Departamento de Trabajo, en fecha 
diez de septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, que 
se copia en el encabezamiento del acto introductivo de ins-
tancia, admitió que la querella al Departamento de Tra-
bajo fué presentada por él el día veintisiete de agosto de 
mil novecientos cincuenta y seis; 

' Considerando que al no haber establecido el Tribunal 

a quo, con rigurosa exactitud, la 'fecha del despido, la senten-
cia impugnada no está legalmente justificada, pues en au-
sencia de esa comprobación de puro hecho, le es imposible 
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adicional de RD$35.00 y al pago proporcional de las vacacio-
nes, por ser infundadas ambas condenáciones; y Segundo: 
Compensa los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación, errado entendimiento y 
falsa aplicación del artículo 82 del Código de Trabajo"; "Se-
gundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa"; 
Tercer Medio: Violación del artículo 1341 del Código Civil 
en su interpretación excepcional que tiene en materia. labo-
ral"; y "Cuarto Medio: Falta suis géneris de base legal"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual se 
invoca la violación del artículo 82 del Código de Trabajo, qua 
en la sentencia impugnada consta que la actual recurrente 
"afirmó que el despido fué comunicado en tiempo hábil al re-
presentante local (de trabajo) de Cotuí, en fecha 27 de agos-
to (de 1956) porque en dicho lugar era que figuraba en la 
planilla, y que, además, can su querella (el trabajador) cu-
brió la obligación correspondiente al patrono"; que, por otra 
parte, el Tribunal a quo ha proclamado en dicho fallo que 
"cuando el obrero o trabajador invoca la presunción de des-
pido injustificado en virtud del artículo 82 del Código de 
Trabajo, es al patrona a quien corresponde hacer la prueba 

• de que hizo al departamento de trabajo la comunicación del 
susodicho despido, en el tiempo dispuesto por la ley; que, 
en el presente caso, el patrono no ha depositado documen-
to alguno comprobatorio de haber realizado esa obligación 
que le impone la ley, ni en ninguna otra forma ha hecho la 
prueba de dicho hecho, ni tampoco ha probado que el tra-
bajador cubriera su propia obligación con su querella; y 
que, para mayor abundancia, en el expediente existe una 
certificación N^ 165-56, expedida por el departamento de tra-
bajo en fecha 11 de septiembre de 1956, en la que consta que 
en sus archivos no figura ninguna correspondencia que se 
relacione con la Compañía Dominicana de Minerales, C. por 
A., y el señor Rafael Bonilla"; pero 

Considerando que al tenor del artículo 81 del Código de 
Trabajo, en las 48 horas subsiguientes al despido, el patrono 
lo comunicará, con indicación de la causa, al Departamento 
de Trabajo o a la autoridad local que ejerza sus funciones; 
que, además, de conformidad con el artículo 82, el despido 
que no haya sido comunicado a la autoridad de trabajo co-
rrespondiente en el término indicado en el artículo 81, se 
reputa que carece de justa causa; que, por otra parte, el 
voto de la ley se cumple en relación con la comunicación del 
despido, desde el momento en que el trabajador suple con 
sus diligencias, dentro del plazo legal, la participación que 
debía hacer el patrono, habida cuenta de que con tal fina-
lidad se persigue que tant,o las autoridades laborales como 
el trabajador se enteren de la resolución del contrato de tra- 

bajo; 

Considerando que en presencia de la afirmación de la ac-
tual recurrente de que el despido fué comunicado útilmente 
a la autoridad local de trabajo en la ciudad de Cotuí el vein-
tisiete de agosto de mil novecientos cincuenta y seis y de que, 
por otra parte, el trabajador "cubrió con su querella la obli-
gación que corresponde al patrono", el Tribunal a quo ha 

debido precisar en su sentencia si el despido tuvo efecto el 
día veinticinco de agosto, como lo alega el patrono, especial-
mente si se tiene en cuenta que el propio trabajador, según 
consta en el acta levantada ante el Jefe de la Sección diQue-
rellas y Conciliación del Departamento de Trabajo, en fecha 
diez de septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, que 
se copia en el encabezamiento del acto introductivo de ins-
tancia, admitió que la querella al Departamento de Tra-
bajo fué presentada por él el día veintisiete de agosto de 
mil novecientos cincuenta y seis; 

' Considerando que al no haber establecido el Tribunal 

a quo, con rigurosa exactitud, la Techa del despido, la senten-
cia impugnada no está legalmente justificada, pues en au-
sencia de esa comprobación de puro hecho, le es imposible 
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a esta jurisdicción verificar si los artículos 81 y 82 del Có-
digo de Trabajo han sido correctamente aplicados; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas podrán ser 
compensadas cuando la sentencia fuere casada por falta de 
base legal; 

Por tales motivos, Prbnero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Tra-
bajo de segundo grado, en fecha veinticuatro de febrero del 
corriente año (1958), cuyo dispositivo se copia en otra parte 
del presente fallo; y envía el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís; y Segando: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor •Contin 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 13 de febrero de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: La Antillana Comercial e Industrial, C. por A. 

Abogados: Licdos. Juan M. Contín y Pablo A. Pérez. 

Recurrido: Máxirno Guerrero. 

Abogados: Dres. E. Euclides García Aquino y Conrado E‘ange- 

lista M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constiyuída por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor 
Contín Aybar, Clodomiro Mateo - Fernández, Manuel A. 
Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día ocho del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Antillana 
Comercial e Industrial, C. por A., compañía organizada de 
acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio social 
en la casa N° 3 de la Avenida Tiradentes, de esta ciudad, re-
presentada por su apoderado Francisco Izquierdo, dominica-
no, mayor de edad, empleado de comercio, domiciliado y resi-
dente en esta Ciudad Trujillo, cédula 37442, serie 11, sello 
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a esta jurisdicción verificar si los artículos 81 y 82 del Có-
digo de Trabajo han sido correctamente aplicados; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas podrán ser 
compensadas cuando la sentencia fuere casada por falta de 
base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Tra-
bajo de segundo grado, en fecha veinticuatro de febrero del 
corriente año (1958), cuyo dispositivo se copia en otra parte 
del presente fallo; y envía el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 'Contín 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. •  

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 13 de febrero de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: La Antillana Comercial e Industrial, C. por A. 

Abogados: Licdos. Juan M. Contin y Pablo A. Pérez. 

Recurrido: Máximo Guerrero. 
Abogados: Dres. E. Euclides García Aquino y Conrado Evange- 

lista M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor 
Contin Aybar, Clodomiro Mateo - Fernández, Manuel A. 
Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día ocho del mes 
de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación' interpuesto por la Antillana 
Comercial e Industrial, C. por A., compañía organizada de 
acuerdo con las leyes de la República, con su domicilio social 
en la casa 1\19  3 de la Avenida Tiradentes, de esta ciudad, re-
presentada por su apoderado Francisco Izquierdo, dominica-
no, mayor de edad, empleado de comercio, domiciliado y resi-
dente en esta Ciudad Trujillo, cédula 37442, serie P, sello 
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3858, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
drudad Trujillo, en sus atribuciones comerciales, de fecha 
trece de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Juan M. Contín, cédula 2992, serie 54, sello 

3892, por sí y por el Lic. Pablo A. Pérez, cédula 3662, serie 
31, sello 13107, abogados de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. E. Euclides García Aquino, cédula 3893, se-
rie 11, sello 599967, por sí y por el Dr. Conrado Evangelista 
M., cédula 45755, serie 1 1, sello 57612, abogados del recu-
rrido Máximo Guerrero, mayor de edad, soltero, comercian-
te, domiciliado y residente en esta 'Ciudad Trujillo, cédula 
5028, serie 11, sello 24504, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha dos 
de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
los Licdos. Juan M. Contín y Pablo A. Pérez, abogados de la 
recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintinueve de 
mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de amplia-
ción de 'fecha dos de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, suscritos por los Dres. E. Euclides García 
Aquino y Conrado Evangelista M., abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65, inciso 3 9  de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veintitrés de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
fué demandada la Antillana Comercial e Industrial, C. por 
A., por Máximo Guerrero con motivo de la entrega que él 
había hecho a dicha Compañíá• de un camión marca interna-
cional, modelo 1951, y cuya devolución requería, a fin de  

que compareciera a la audiencia del día dieciséis de enero de 
mil novecientos cincuentá y seis, de -la Cámara Civil y(Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
para que oyera pedir a dicho Tribunal, y a éste fallar lo si-
guiente: "PRIMERO: Condenando a pagar a mi requeriente 
la cantidad de tres mil sesenta y cinco pesos oro con cuatro 
centavos (RD$3,065.04) valor del indicado camión; SEGUN-
DO: Condenando asimismo a mi requerida pagar a mi reque-
riente la cantidad de veinte mil pesos oro (RD$20.000.00) 
como justa reparación del daño sufrido por mi requeriente 
con la privación del uso del repetido camión 'Internacional' 
modelo 1951-L-160, motor EP-210-20420, chásis N9  17510 
durante veinte (20) meses; TERCERO: Condenando a ml 
requerida al pago de los intereses legales de estas sumas, a 
partir del día de la demanda; CUARTO: Condenando a mi 
requerida al pago de las costas causadas y por causarse dis-
trayéndolas en favor de los abogados constituidos y apodera-
dos especiales, por haberlas avanzado en su totalidad. Todo 
bajo las más amplias y expresas reservas de derecho, espe-
cialmente las de pedir mayores daños y perjuicios"; b) que 
dicha audiencia tuvo efecto en el día indicado, y en ella, la 
parte demandada solicitó que se ordenara al demandante la 
presentación de sus documentos, disponiendo el juez por sen-
tencia de esa misma fecha la comunicación recíproca de los 
documentos de las partes; e) que sobre recurso interpuesto 
por la compañía demandada, la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, dictó sentencia en fecha veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y seis, declarando irrecibible dicho re-
curso; d) que comunicados recíprocamente los documentos 
por las partes en causa, en acatamiento a esta última sen-
cia, se celebró nueva audiencia ante la Cámara Civil y Co-
mercial en fecha veinte de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y seis; e) que dicha Cámara dictó sentencia en fecha 
cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, 
ordenando la comparecencia personal de las partes en causa 
y fijando para ello la audiencia del ocho de noviembre de 
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3858, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
drudad Trujillo, en sus atribuciones comerciales, de fecha 
trece de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Juan M. Contín, cédula 2992, serie 54, sello 

3892, por sí y por el Lic. Pablo A. Pérez, cédula 3662, serie 
31, sello 13107, abogados de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. E. Euclides García Aquino, cédula 3893, se-
rie 11, sello 599967, por sí y por el Dr. Conrado Evangelista 
M., cédula 45755, serie 1 1, sello 57612, abogados del recu-
rrido Máximo Guerrero, mayor de edad, soltero, comercian-
te, domiciliado y residente en esta Ciudad Trujillo, cédula 
5028, serie 11, sello 24504, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha dos 
de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
los Licdos. Juan M. Contín y Pablo A. Pérez, abogados de la 
recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintinueve de 
mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de amplia-
ción de 'fecha dos de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, suscritos por los Dres. E. Euclides García 
Aquino y Conrado Evangelista M., abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65, inciso 3 9  de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veintitrés de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
fué demandada la Antillana Comercial e Industrial, C. por 
A., por Máximo Guerrero con motivo de la entrega que él 
había hecho a dicha Compañía' de un camión marca interna-
cional, modelo 1951, y cuya devolución requería, a fin de 
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que compareciera a la audiencia del día dieciséis de enero de 
mil novecientos cincuenta y seis, de -la Cámara Civil yr  Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
para que oyera pedir a dicho Tribunal, y a éste fallar lo si-
guiente: "PRIMERO: Condenando a pagar a mi requeriente 
la cantidad de tres mil sesenta y cinco pesos oro con cuatro 
centavos (RD$3,065.04) valor del indicado camión; SEGUN-
DO: Condenando asimismo a mi requerida pagar a mi reque-
riente la cantidad de veinte mil pesos oro (RD$20.000.00) 
como justa reparación del daño sufrido por mi requeriente 
con la privación del uso del repetido camión 'Internacional' 
modelo 1951-L-160, motor EP-210-20420, chásis N 9  17510 
durante veinte (20) meses; TERCERO: Condenando a mt 
requerida al pago de los intereses legales de estas sumas, a 
partir del día de la demanda; CUARTO: Condenando a mi 
requerida al pago de las costas causadas y por causarse dis-
trayéndolas en favor de los abogados constituidos y apodera-
dos especiales, por haberlas avanzado en su totalidad. Todo 
bajo las más amplias y expresas reservas de derecho, espe-
cialmente las de pedir mayores daños y perjuicios"; b) que 
dicha audiencia tuvo efecto en el día indicado, y en ella, la 
parte demandada solicitó que se ordenara al demandante la 
presentación de sus documentos, disponiendo el juez por sen-
tencia de esa misma fecha la comunicación recíproca de los 
documentos de las partes; c) que sobre recurso interpuesto 
por la compañía demandada, la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, dictó sentencia en fecha veinte de junio de mil nove-
cientos cincuenta y seis, declarando irrecibible dicho re-
curso; d) que comunicados recíprocamente los documentos 
por las partes en causa, en acatamiento a esta última sen-
cia, se celebró nueva audiencia ante la Cámara Civil y Co-
mercial en fecha veinte de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y seis; e) que dicha Cámara dictó sentencia en fecha 
cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, 
ordenando la comparecencia personal de las partes en causa 
y fijando para ello la audiencia del ocho de noviembre de 
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mil novecientos cincuenta y seis, a la cual comparecieron 
las partes y produjeron sus conclusiones; f) que en fecha 
seis de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis la citada 
Cámara de lo Civil y Comercial dictó sentencia cuyo dispo-
sitivo figura inserto, en el de la sentencia recurrida, el cual 
se copia más adelante; g) que en fecha veintiuno de marzo 
de mil novecientos cincuenta y siete, la Antillana Comercial 
e Industrial, C. por A., interpuso recurso de apelación; h) 
que ante la Corte de Apelación la apelante pidió que se 
ordenara la comunicación recíproca de los documentos, lo que 
fué dispuesto por sentencia del cuatro de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete, celebrándose la audiencia al 'fondo 
el diecinueve de septiembre del mismo año; 1) que el veinti-
ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, la Cor-
te de Apelación dictó una sentencia por cuyo dispositivo or-
dena la exhibición de los libros de las partes y un informati-
vo, medida que se celebró el día doce de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que sobre el recurso interpuesto por la 
Antillana Comercial e Industrial, C. por A., la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, dictó en fecha trece de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora recurri-
da en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válido en 
la forma el recurso de apelación interpuesto por 'La Antilla-
na Comercial e Industrial, C. por A." de generales anotadas 
en el expediente, contra sentencia comercial de la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha seis (6) de diciembre, de 
mil novecientos cincuenta y seis; SEGUNDO: Que debe con-
firmar y confirma la predicha sentencia del seis (6) de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, del disposi-
tivo de la cual resulta: 'FALLA: PRIMERO: Acoge, por ser 
justa y reposar sobre prueba legal, la Demanda Comercial en 
devolución de un camión y reparación de daños y perjuicios, 
interpuesta por Máximo Guerrero contra la Antillana Co- 

inercial e Industrial, C. por A., cuyas conclusiones desesti-

ma por infundadas, y en consecuencia, según los motivos pre-
cedentemente expuestos ordena que la parte demandada de-
vuelva y entregue al demandante el camión Marca Interna-
cional Modelo L-160 Motor N" BP-210-20410, o que pague a 
dicho demandado (sic) la suma de RD$3,065.04' (tres mil 
sesenta y cinco pesos oro con cuatro centavos), valor de di-
cho camión; SEGUNDO: Condena también a dicha parte de-
mandada a pagarle una indemnización por concepto de da-
ños y perjuicios, que deberá ser justificada por estado; TER-
CERO: Condena igualmente a esa parte que sucumbe al 
pago de las costas las cuales deben ser distraídas en favor 
de los abogados Dr. E. Euclides García Aquino y Dr. Con-
rado Evangelista M., quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad'; rechazando, consecuentemente, las conclusio-
nes de la parte intimante; TERCERO: Que debe condenar 
a la Antillana Comercial e Industrial, C. por A., parte que 
sucumbe, al pago de las costas; distrayéndolas en provecho 
de los doctores E. Euclides García Aquino y Conrado Evan-
gelista M., quienes declaran que las han avanzado en su to- 

talidad"; 
Considerando que la recurrente invoca los siguientes 

medios: 1^ Violación de los artículos 1315 del Código Civil y 
109 del Código de Comercio; 2' Desnaturalización de los li-
bros exhibidos por la recurrente, del talonario de servicio de 
taller del 19 de abril de 1954, y del resultado del informativo 
de fecha 12 de diciembre de 1957, y violación, además, del 
artículo 1315 del Código Civil; 3er. Falta de base legal y fal- 

sos motivos; 
Considerando que en el desarrollo del segundo 

medio la recurrente ha alegado desnaturalización de los 
testimonios que fueron oídos con motivo del informativo 
efectuado por la Corte a qua en fecha doce de abril de mil 
novecientos cincuenta y siete, y de los libros que fueron ex-
hibidos, sobre el fundamento de qúe "con los documentos 
acabados de mencionar y con las declaraciones de los testi- 
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mil novecientos cincuenta y seis, a la cual comparecieron 
las partes y produjeron sus conclusiones; f) que en fecha 
seis de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis la citada 
Cámara de lo Civil y Comercial dictó sentencia cuyo dispo-
sitivo figura inserto .  en el de la sentencia recurrida, el cual 
se copia más adelante; g) que en fecha veintiuno de marzo 
de mil novecientos cincuenta y siete, la Antillana Comercial 
e Industria], C. por A., interpuso recurso de apelación; h) 
que ante la Corte de Apelación la apelante pidió que se 
ordenara la comunicación recíproca de los documentos, lo que 
fué dispuesto por sentencia del cuatro de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete, celebrándose la audiencia al 'fondo 
el diecinueve de septiembre del mismo año; 1) que el veinti-
ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, la Cor-
te de Apelación dictó una sentencia por cuyo dispositivo or-
dena la exhibición de los libros de las partes y un informati-
vo, medida que se celebró el día doce de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que sobre el recurso interpuesto por la 
Antillana Comercial e Industrial, C. por A., la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, dictó en fecha trece de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora recurri-
da en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara regular y válido en 
la forma el recurso de apelación interpuesto por 'La Antilla-
na Comercial e Industrial, C. por A." de generales anotadas 
en el expediente, contra sentencia comercial de la Cámara 
de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha seis (6) de diciembre, de 
mil novecientos cincuenta y seis; SEGUNDO: Que debe con-
firmar y confirma la predicha sentencia del seis (6) de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, del disposi-
tivo de la cual resulta: 'FALLA: PRIMERO: Acoge, por ser 
justa y reposar sobre prueba legal, la Demanda Comercial en 
devolución de un camión y reparación de daños y perjuicios, 
interpuesta por Máximo Guerrero contra la Antillana Co- 
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mercial e Industrial, C. por A., cuyas conclusiones desesti-
ma por infundadas, y en consecuencia, según los motivos pre-
cedentemente expuestos ordena que la parte demandada de-
vuelva y entregue al demandante el camión Marca Interna-
cional Modelo L-160 Motor N" BP-210-20410, o que pague a 
dicho demandado (sic) la suma de RD$3,065.04 (tres mil 
sesenta y cinco pesos oro con cuatro centavos), valor de di-
cho camión; SEGUNDO: Condena también a dicha parte de-
mandada a pagarle una indemnización por concepto de da-
ños y perjuicios, que deberá ser justificada por estado; TER-
CERO: Condena igualmente a esa parte que sucumbe al 
pago de las costas las cuales deben ser distraídas en favor 
de los abogados Dr. E. Euclides García Aquino y Dr. Con-
rado Evangelista M., quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad'; rechazando, consecuentemente, las conclusio-
nes de la parte intimante; TERCERO: Que debe condenar 
a la Antillana Comercial e Industrial, C. por A., parte que 
sucumbe, al pago de las costas; distrayéndolas en provecho 
de los doctores E. Euclides García Aquino y Conrado Evan-
gelista M., quienes declaran que las han avanzado en su to- 

talidad"; 
Considerando que la recurrente invoca los siguientes 

medios: 1" Violación de los artículos 1315 del Código Civil y 
109 del Código de Comercio; 2' Desnaturalización de los li-
bros exhibidos por la recurrente, del talonario de servicio de 
taller del 19 de abril de 1954, y del resultado del informativo 
de fecha 12 de diciembre de 1957, y violación, además, del 
artículo 1315 del Código Civil; 3er. Falta de base legal y fal- 

sos motivos; 
Considerando que en el desarrollo del segundo 

medio la recurrente ha alegado desnaturalización de los 
testimonios que fueron oídos con motivo del informativo 
efectuado por la Corte a qua en fecha doce de abril de mil 
novecientos cincuenta y siete, y de los libros que fueron ex-
hibidos, sobre el fundamento de qúe "con los documentos 
acabados de mencionar y con las declaraciones de los testi- 
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gos del informativo quedó probado que la recurrente fué au-
torizada por Máximo Guerrero a vender a Juan Pérez Tapia 
el camión que ha dado origen a este litigio"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que la Corte a qua descartó la declaración 
del testigo Ramón E. Vásquez sobre esta afirmación: "que 
frente a la vaguedad de la declaración del testigo Ramón E. 
Vásquez, es forzoso no reconocerle valor probatorio y man- 
tener que continuaba entre las partes el efecto jurídico de 
la entrega del camión a la Compañía, por el señor Máximo 
Guerrero, para fines de reparación"; que, sin embargo, en 
la página 4 del acta levantada el doce de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y siete con motivo de las medidas de 
instrucción que habían sido ordenadas, se lee la siguiente 
respuesta que dió el testigo Ramón E. Vásquez; "Encontrán-
dome en la Antillana Comercial e Industrial, C. por A., a 
mediado de abril del año 1954 oí una conversación entre 
el señor Máximo Guerrero y un señor de apellido Llopart y 
otro de apellido Tapia en la que el señor Guerrero autorizaba 
a la compañía a traspasar al señor Tapia un camión que 
era de su propiedad"; y luego agregó: (pág. 6 de la minuta), 
"Solamente oí la conversación de la autorización que le daba 
Guerrero a Llopart para que hiciera el traspaso"; que evi-
dentemente como el punto esencial a decidir por los jueces 
del fondo era si el camión había sido entregado para fines 
de reparación o para ser vendido, es obvio que sobre ese pun-
to el testigo depuso con precisión; que si incurrió en vaguedad 
lo fué con respecto a la identidad del camión cuando dijo 
que no sabía "a qué camión se refería"; pero, la identidad del 
camión no estaba en discusión entre las partes; que, en tales 
condiciones lo que procedía era decidir si carecía o nó de 
valor probatorio ese testimonio, pero no descartarlo como 
vago, puesto que había sido preciso sobre el punto esencial 
de la litis, por lo cual, los jueces del fondo al proclamar "su 
vaguedad" incurrieron en el alegado vicio de desnaturali-

• ción de la declaración que acaba de ser examinada; 

Considerando que, por otra parte, los datos resultantes 
de la exhibición de los libros fueron descartados en la sen-
tencia que se examina sobre el fundamento de "irregulari-
dad. . . sobre los puntos discutidos por las partes", llegando 

la Corte a qua a la conclusión de que esa forma irregular ha-
bía impedido "que se pudiese obtener un dato claro y serio 
de los puntos que motivaron la exhibición de los mencionados 
libros de comercio de la intimante"; pero, 

Considerando que en el acta de fecha doce de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, levantada en ocasión 
de esa medida de instrucción, se lee en la página 18, que la 

Corte a qua tuvo a la vista los siguientes datos: "3Q Copia 
de una nota de crédito hecha a Máximo Guerrero en la que 
consta que se ha acreditado a su cuenta el 'importe del paga-

ré N9  1, a cargo del señor Juan Pérez Tapia que fué pagado 
por este señor. Este crédito se hace conforme al convenio con 
Ud. referente al camión en poder del señor Pérez Tapia: 
RD$155.55'; 4" Una hoja del mayor de cuentas a cobrar en 
la que consta que se le abonó a la cuenta de Máximo Guerre-
ro en noviembre 10 de 1954 la suma de RD$155.55"; 

Considerando que al afirmar la Corte a qua que no ha-

bía "un dato claro y serio" en los libros exhibidos sobre el 
punto en discusión, cuando precisamente existía la citada 
"Nota de Crédito", que había sido llevada al libro "Mayor 
de Cuentas a Cobrar", y acerca de cuyo valor probatorio o 
nó, debía pronunciarse, se incurrió también en la sentencia 
impugnada. en una desnaturalización de ese medio de prue- . 
ba, por todo lo cual el segundo medio del recurso debe ser 
acogido, y la sentencia debe ser casada, sin necesidad de 
examinar los otros medios del recurso; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 65, inciso 
tercero, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las cos-
tas podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere ca-
sada por desnaturalización de los hechos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
riada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
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gos del informativo quedó probado que la recurrente fué au-
torizada por Máximo Guerrero a vender a Juan Pérez Tapia 
el camión que ha dado origen a este litigio"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
pone de manifiesto que la Corte a qua descartó la declaración 
del testigo Ramón E. Vásquez sobre esta afirmación: "que 
frente a la vaguedad de la declaración del testigo Ramón E. 
Vásquez, es forzoso no reconocerle valor probatorio y man- 
tener que continuaba entre las partes el efecto jurídico de 
la entrega del camión a la Compañía, por el señor Máximo 
Guerrero, para fines de reparación"; que, sin embargo, en 
la página 4 del acta levantada el doce de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y siete con motivo de las medidas de 
instrucción que habían sido ordenadas, se lee la siguiente 
respuesta que dió el testigo Ramón E. Vásquez; "Encontrán-
dome en la Antillana Comercial e Industrial, C. por A., a 
mediado de abril del año 1954 oí una conversación entre 
el señor Máximo Guerrero y un señor de apellido Llopart y 
otro de apellido Tapia en la que el señor Guerrero autorizaba 
a la compañía a traspasar al señor Tapia un camión que 
era de su propiedad"; y luego agregó: (pág. 6 de la minuta), 
"Solamente oí la conversación de la autorización que le daba 
Guerrero a Llopart para que hiciera el traspaso"; que evi-
dentemente como el punto esencial a decidir por los jueces 
del fondo era si el camión había sido entregado para fines 
de reparación o para ser vendido, es obvio que sobre ese pun-
to el testigo depuso con precisión; que si incurrió en vaguedad 
lo fué con respecto a la identidad del camión cuando dijo 
que no sabía "a qué camión se refería"; pero, la identidad del 
camión no estaba en discusión entre las partes; que, en tales 
condiciones lo que procedía era decidir si carecía o nó de 
valor probatorio ese 'testimonio, pero no descartarlo como 
vago, puesto que había sido preciso sobre el punto esencial 
de la litis, por lo cual, los jueces del fondo al proclamar "su 
vaguedad" incurrieron en el alegado vicio de desnaturali-
ción de la declaración que acaba de ser examinada; 

Considerando que, por otra parte, los datos resultantes 
de la exhibición de los libros fueron descartados en la sen-
tencia que se examina sobre el fundamento de "irregulari-
dad. . . sobre los puntos discutidos por las partes", llegando 

la Corte a qua a la conclusión de que esa 'forma irregular ha-
bía impedido "que se pudiese obtener un dato claro y serio 
de los puntos que motivaron la exhibición de los mencionados 
libros de comercio de la intimante"; pero, 

Considerando que en el acta de fecha doce de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, levantada en ocasión 
de esa medida de instrucción, se lee en la página 18, que la 

Corte a qua tuvo a la vista los siguientes datos: "3Q Copia 
de una nota de crédito hecha a Máximo Guerrero en la que 
constó que se ha acreditado a su cuenta el 'importe del paga-
ré N" 1, a cargo del señor Juan Pérez Tapia que fué pagado 
por este señor. Este crédito se hace conforme al oonvenio con 
Ud. referente al camión en poder del señor Pérez Tapia: 
RD$155.55'; 4" Una hoja del mayor de cuentas a cobrar en 
la que consta que se le abonó a la cuenta de Máximo Guerre-
ro en noviembre 10 de 1954 la suma de RD$155.55"; 

Considerando que al afirmar la Corte a qua que no ha-

bía "un dato claro y serio" en los libros exhibidos sobre el 
punto en discusión, cuando precisamente existía la citada 
"Nota de Crédito", que había sido llevada al libro "Mayor 
de Cuentas a Cobrar", y acerca de cuyo valor probatorio o 
nó, debía pronunciarse, se incurrió también en la sentencia 
impugnada. en una desnaturalización de ese medio de prue- . 
ba, por todo lo cual el segundo medio del recurso debe ser 
acogido, y la sentencia debe ser casada, sin necesidad de 
examinar los otros medios del recurso; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 65, inciso 
tercero, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las cos-
tas podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere ca-
sada por desnaturalización de los hechos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
(.iada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 
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fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho 
y en sus atribuciones comerciales, cuyo dispositivo ha sido 
transcrito en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.—Carlos Ml. Lamarche H.—. F.E. Ravelo de la 
Fuente.— Néstor Confin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fer-
nández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís de fecha 6 de junio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Bello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Ma-
teo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra SLIS audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Na-
cional, hoy día ocho del mes de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Bello, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en la sección de Las Gordas, del munici-
pio de Julia Molina, cédula 16022, serie 56, sello 91539, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís del seis de junio de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Fuente.— Néstor Confin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fer-
nández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Bello, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domi-
ciliado y residente en la sección de Las Gordas, del munici-
pio de Julia Molina, cédula 16022, serie 56, sello 91539, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís del seis de junio de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secretaría • de la Corte a qua el once de junio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del prevenido Ra-
món Bello, en la cual no se invoca ningún medio determi- 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382 del Código Civil, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentas a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
siete compareció por ante la Policía Nacional destacada en 
la villa de Julia Molina, Francisco Reynoso (a) Panchito 
y presentó querella contra Ramón Bello, por el hecho de ha-
bez• encontrado en su poder un torete que se le había des-
aparecido desde hacía algunos meses y que éste se negó a 
entregárselo alegando que era-de su propiedad; b) que apo-
derado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Samaná, en fecha diecisiete de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho dictó una sentencia, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se encuentra 
inserto en el de la sentencia ahora impugnada; 

• Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Ramón Bello, la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís dictó el seis de junio de mil 
novecientos cincuenta y ocho una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, Ramón Bello contra sentencia dic-
tada en fecha diez y siete (17) de febrero del año en curso 
(1958) por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Samaná, cuya ,parte dispositiva es la siguiente: 
`FALLA: PRIMERO: que debe declarar y declara buena y 
válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil 
hecha en audiencia por el señor Francisco Reynoso, repre-
sentado por el Dr. Marino Vinicio Castillo R., por ser ajus- 
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tada a la Ley; SEGUNDO: que debe declarar y declara al 
nombrado Ramón Bello, cuyas generales constan, no culpa-
ble del delito que se le imputa, de robo de un torete en per-
juicio del señor Francisco Reynoso; y en consecuencia se 
descarga de toda responsabilidad penal, por falta de inten-
ción delictuosa; TERCERO: que debe condenar y condena al 
nombrado Ramón Bello, al pago de una indemnización de 
doscientos pesos oro (RD$200.00), en favor de la parte civil 
constituida, por estimar este Tribunal que el torete litigioso 
es propiedad del señor Francisco Reynoso y que el preve-
nido al retenerlo como suyo y señalarlo como tal, cometió 
una falta que compromete su responsabilidad civil; CUAR-
TO: se ordena la entrega del torete en cuestión, al señor 
Francisco Reynoso, por ser su legítimo dueño; QUINTO: 
se declaran las costas penales de oficio, y se condena al 
nombrado Ramón Bello, al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho del Dr. Marino Vini-
cio Castillo R., abogado de la parte civil constituida, por ha-
berlas avanzado en su totalidad"; SEGUNDO: Modifica la 
sentencia apelada en cuanto a la indemnización acordada 
la cual rebaia a RD$100.00 (cien pesos oro); y TERCERO: 
Compensa las costas civiles de ambas instancias en la pro-
porción de dos (2) terceras (3ras ) partes a cargo del pre-
venido Ramón Bello y de una tercera (3ra.) parte a cargo 
de la parte civil constituida señor Francisco Reynoso, decla-
rando distraídas las primeras en favor del doctor Marino 
Vinicio Castillo Rodríguez, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad"; 

Considerando que al haber sido descargado el recurren-
te en apelación del delito de robo que se le imputó, por falta 
de intención delictuosa, su recurso sólo puede referirse a las 
condenaciones civiles que le han sido impuestas, para lo 
cual, pero únicamente con este propósito, se hará un examen 
general del fallo impugnado; 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría .  de la Corte a qua el once de junio de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del prevenido Ra-
món Bello, en la cual no se invoca ningún medio determi- 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382 del Código Civil, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de 'Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
siete compareció por ante la Policía Nacional destacada en 
la villa de Julia Molina, Francisco Reynoso (a) Panchito 
y presentó querella contra Ramón Bello, por el hecho de ha-
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entregárselo alegando que era.de 
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puesto por el prevenido, Ramón Bello contra sentencia dic-
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válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil 
hecha en audiencia por el señor Francisco Reynoso, repre-
sentado por el Dr. Marino Vinicio Castillo R., por ser ajus- 

tada a la Ley; SEGUNDO: que debe declarar y declara al 
nombrado Ramón Bello, cuyas generales constan, no culpa-
ble del delito que se le imputa, de robo de un torete en per-
juicio del señor Francisco Reynoso; y en consecuencia se 
descarga de toda responsabilidad penal, por falta de inten-
ción delictuosa; TERCERO: que debe condenar y condena al 
nombrado Ramón Bello, al pago de una indemnización de 
doscientos pesos oro (RD$200.00), en favor de la parte civil 
constituida, por estimar este Tribunal que el torete litigioso 
es propiedad del señor Francisco Reynoso y que el preve-
nido al retenerlo como suyo y señalarlo como tal, cometió 
una falta que compromete su responsabilidad civil; CUAR-
TO: se ordena la entrega del torete en cuestión, al señor 
Francisco Reynoso, por ser su legítimo dueño; QUINTO: 
se declaran las costas penales de oficio, y se condena al 
nombrado Ramón Bello, al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas en provecho del Dr. Marino Vini-
cio Castillo R., abogado de la parte civil constituída, por ha-
berlas avanzado en su totalidad"; SEGUNDO: Modifica la 
sentencia apelada en cuanto a la indemnización acordada 
la cual rebaja a RD$100.00 (cien pesos oro) ; y TERCERO: 
Compensa las costas civiles de ambas instancias en la pro-
porción de dos (2) terceras (3ras ) partes a cargo del pre-
venido Ramón Bello y de una tercera (3ra.) parte a cargo 
de la parte civil constituida señor Francisco Reynoso, decla-
rando distraídas las primeras en favor del doctor Marino 
Vinicio Castillo Rodríguez, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad"; 

Considerando que al haber sido descargado el recurren-
te en apelación del delito de robo que se le imputó, por falta 
de intención delictuosa, su recurso sólo puede referirse a las 
condenaciones civiles que le han sido impuestas, para lo 
cual, pero únicamente con este propósito, se hará un examen 
general del fallo impugnado; 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 



aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
los siguientes hechos: a) que al querellante Francisco Rey-
noso (a) Panchito se le extraviaron de sw propiedad situada 
en la sección de "Las Gordas" del Municlio de Julia Molina, 
dos toretes, uno color negro y el otro berrendo de negro, 
ambos orejanos; b) que al ser informado el querellante don-
de se encontraban los animales, envió dos personas a bus-
carlos, y al ser conducidos se encontraron en el camino con 
el menor Rafael Bello, quien le reclamó como de su padre 
Ramón Bello el torete negro, por lo cual lo entregaron a di-
cho menor y éste lo condujo a la finca de su padre, ubicada 
en la misma sección; c) que al ser reclamado el mencionado 
torete por Reynoso a Ramón Bello éste alegó habérselo com-
prado en el año 1955 a Pedro Paredes, quien aseguró ser 
cierto que se lo vendió en enero de 1955, cuando tenía como 
un año de nacido con otros dos becerros; d) que encontrán-
dose en la finca de Ramón Bello, Pedro Nicolás Bonilla ven-
dedor del torete en discusión, Antonio Hernández, ganade-
ros, y otras personas más, conocedores del indicado animal, 
"todos reconocieron que ese torete que Ramón Bello tenía 
como suyo en su finca era el mismo vendídole por Bonilla a 
Reynoso en abril de 1957"; e) "que Ramón Bello se negó a 
entregar el torete referido a Fr ancisco Reynoso, no obstante 
los consejos del Alcalde Pedáneo Chaljub y de algunos ami-
gos"; 

Considerando que, por otra parte, la mencionada Corte 
apreció correctamente que Ramón Bello cometió una falta al 
retener indebidamente como suyo, por espacio de varios 
meses, un torete propiedad del querellante Francisco Reyno-
so (a) Panchito, privándolo no sólo de su posesión sino tam-
bién de la posibilidad de mejorarlo; 

' Considerando que la Corte a qua, después de descargar 
penalmente al procesado del delito de robo por falta de 
intención delictuosa, a causa de que no se pudo determinar 
que él se apropiara el torete "con ánimo pecaminoso" sino 
que lo confundió "de buena fé con el que en 1955, en enero,  

compró a Pedro Paredes" declara que en los hechos com-
probados por ella subsiste a cargo del procesado una falta 
civil, consistente erkpaber retenido indebidamente dicho ani-
mal como suyo durante varios meses; 

Considerando que la calificación de la falta es una cues-
tión de derecho, sujeta al control de la casación; que, según 
resulta de los hechos comprobados por los jueces del fonao, 
la falta del procesado consiste en éste no haberse cerciorad) 
desde el primer momento si él tenía buenas razones para 
retener como retuvo el torete en cuestión y tratar de hacer- 1 
se justicia por sí mismo, o, en otros términos, dicho preve-
nido haber adoptado en el caso una actitud irreflexiva e 
imprudente que lo hace autor de un cuasidelito civil, lo cual 
le da competencia al tribunal correccional para conocer de la 
demanda de la parte civil; 

Considerando, por otra parte, que como consecuencia 
de la falta cometida por el procesado, la Corte a qua ha es-
tablecido que la parte civil constituida Francisco Reynoso 
(a) Panchito, ha sufrido daños morales y materiales cuyo 
monto ha fijado soberanamente en la suma de cien pesos 
oro, haciendo así una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Considerando que la restitución del torete a la persona 
constituida en parte civil, está también justificada, por ha-
berse establecido que ella era la propietaria del animal en 
disputa; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos, el 
tallo impugnado no contiene ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Bello, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, en fecha seis de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 
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aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
los siguientes hechos: a) que al querellante Francisco Rey-
noso (a) Panchito se le extraviaron de sz propiedad situada 
en la sección de "Las Gordas" del Municipio de Julia Molina, 
dos toretes, uno color negro y el otro berrendo de negro, 
ambos orejanos; b) que al ser informado el querellante don-
de se encontraban los animales, envió dos personas a bus-
carlos, y al ser conducidos se encontraron en el camino con 
el menor Rafael Bello, quien le reclamó como de su padre 
Ramón Bello el torete negro, por lo cual lo entregaron a di-
cho menor y éste lo condujo a la finca de su padre, ubicada 
en la misma sección; c) que al ser reclamado el mencionado 
torete por Reynoso a Ramón Bello éste alegó habérselo com-
prado en el año 1955 a Pedro Paredes, quien aseguró ser 
cierto que se lo vendió en enero de 1955, cuando tenía como 
un año de nacido con otros dos becerros; d) que encontrán-
dose en la finca de Ramón Bello, Pedro Nicolás Bonilla ven-
dedor del torete en discusión, Antonio Hernández, ganade-
ros, y otras personas más, conocedores del indicado animal, 
"todos reconocieron que ese torete que Ramón Bello tenía 
como suyo en su finca era el mismo vendídole por Bonilla a 
Reynoso en abril de 1957"; e) "que Ramón Bello se negó a 
entregar el torete referido a Fr ancisco Reynoso, no obstante 
los consejos del Alcalde Pedáneo Chaljub y de algunos ami-
gos"; 

Considerando que, por otra parte, la mencionada Corte 
apreció correctamente que Ramón Bello cometió una falta a! 
retener indebidamente como suyo, por espacio de varios . 
meses, un torete propiedad del querellante Francisco Reyno-S. 
so  (a) Panchito, privándolo no sólo de su posesión sino tam-
bién de la posibilidad de mejorarlo; 

' Considerando que la Corte a qua, después de descargar 
penalmente al procesado del delito de robo por falta de 
intención delictuosa, a causa de que no se pudo determinar 
que él se apropiara el torete "con ánimo pecaminoso" sino 
quo lo confundió "de buena fé con el que en 1955, en enero, 
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compró a Pedro Paredes" declara que en los hechos com-
probados por ella subsiste a cargo del procesado una falta 
civil, consistente erbilaber retenido indebidamente dicho ani-
mal como suyo durante varios meses; 

Considerando que la calificación de la falta es una cues-
tión de derecho, sujeta al control de la casación; que, según 
resulta de los hechos comprobados por los jueces del fonao, 
la falta del procesado consiste en éste no haberse cerciorad) 
desde el primer momento si él tenía buenas razones para 
retener como retuvo el torete en cuestión y tratar de hacer- 1 
se justicia por sí mismo, o, en otros términos, dicho preve-
nido haber adoptado en el caso una actitud irreflexiva e 
imprudente que lo hace autor de un cuasidelito civil, lo cual 
le da competencia al tribunal correccional para conocer de la 
demanda de la parte civil; 

Considerando, por otra parte, que como consecuencia 
de la falta cometida por el procesado, la Corte a qua ha es-

tablecido que la parte civil constituida Francisco Reynoso 
(a) Panchito, ha sufrido daños morales y materiales cuyo 
monto ha fijado soberanamente en la suma de cien pesos 
oro, haciendo así una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Considerando que la restitución del torete a la persona 
constituida en parte civil, está también justificada, por ha-
berse establecido que ella era la propietaria del animal en 
disputa; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos, el. 
fallo impugnado no contiene ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Bello, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, en fecha seis de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 

al recurrente al pago de las costas. 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén.-- 
Carlos MI. Lamarche H.— F.. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— 'Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. , 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 'os 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qw -, 

 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 28 de julio de 1958. 

Materia: Libertad Provisional bajo fianza. 

Recurrente: Rafael Duarte Pepín. 

Abogados: Dres. Daniel Osvaldo García R., Ramón Pina Acevedo y 
Martínez y Rafael Aníbal Solimán Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día nueve del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Duarte Pepín, dominicano, soltero, abogado, domiciliado y 

sidente en esta ciudad, cédula 23362, serie P, sello 43674, 
nutra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
n materia de libertad provisional bajo fianza, de fecha vein-

I, ocho de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
-.positivo se copia más adelante; 

1 
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de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, 'Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día nueve del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Duarte Pepín, dominicano, soltero, abogado, domiciliado y 
residente en esta ciudad, cédula 23362, serie 1 4, sello 43674, 
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en materia de libertad provisional bajo fianza, de fecha vein-
tiocho de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Angel S. •Canó Pelletier, cédula 334, serie 10, 

sello 3743, en representación de los doctores Daniel Osvaldo 
García R., cédula 56218, serie 11 , sello 60036, Ramón Pina 
Acevedo y Martínez, cédula 43139, serie 1 1, sello 4700 y Ra-
fael Aníbal Solimán Pérez, cédula 6067, serie 28, sello 52166, 
abogados constituidos por el recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera i 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de *julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Dr. 
Ramón Pina Acevedo y Martínez, en nombre y representa-
ción del recurrente; 

Visto el memorial de casación de fecha doce de agosto 
de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por los aboga» 
dos del recurrente, en el cual se invocan los medios que lue-
go se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, modificado sucesivamente 
por la Ley 197, de 1931, y 3774, de 1954, y 6 de la Ley sobre 
Libertad Provisional bajo Fianza, de 1915, y 1, 20 y 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
veintitrés de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
procesado Rafael Duarte Pepín dirigió una instancia al Juez 
Presidente de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo sus-
crita por el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, mediante 
la cual solicitó su libertad provisional bajo fianza, por en 
contrarse detenido en la Penitenciaría Nacional de La Victo-
ria, en virtud de la sentencia dictada en fecha veintitrés de 
julio del presente año (1958), por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, que 
lo condenó a las penas de seis meses de prisión correccional 
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y a una multa de RD$100.00 y costas, por el delito de estafa; 

b) que el Magistrado Presidente de dicha Corte, dictó en 
fecha veinticuatro de ese mismo mes de julio, un auto dene-
gando la libertad provisional bajo fianza solicitada, cuyo 
dispositivo se encuentra transcrito en el de la sentencia im-
pugnada, que se copia más adelante; c) que contra esta de-
cisión interpuso recurso de apelación el peticionario Duarte 
Pepín; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se transcribe en seguida: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Con-
firma el Auto apelado dictado por el Magistrado Juez- Presi-
dente de esta Corte de Apelación, en fecha veinticuatro 
(24) del mes de julio del año en curso, mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo dice así: 'RESOLVEMOS: 
PRIMERO: Que no ha lugar al otorgamiento de la libertad 
provisional bajo fianza solicitada por el condenado Dr. Ra-
fael Duarte Pepín, porque a nuestro juicio, no existen, ni 
han sido invocadas, razones poderosas en 'favor del pedi-
mento; y SEGUNDO: Ordenar que el presente auto sea ane-
xado al proceso, notificado al Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación, y a la parte civil, si la hu; 
biere'; TERCERO: Ordena que la presente decisión sea ane 
xada al proceso, notificada al Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación, y a la parte civil, si la hu-
biere"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: "1 
Violación del inciso 3 artículo 66 de la Constitución de la 
República, violación por falsa aplicación del artículo 10 de 
la Ley N^ 5439 del 11 de diciembre de 1951 (G. 0. 2668) 
reformado por la Ley N^ 643 del del 20 de diciembre del 
1941 y violación del principio general sobre el apareamiento 
de los tribunales y el doble grado de jurisdicción; 2.— Vio-
lación de los derechos de defensa y muy especialmente de los 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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procesado Rafael Duarte Pepin dirigió una instancia al Juez 
Presidente de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo sus-
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y a una multa de RD$100.00 y costas, por el delito de estafa; 

b) que el Magistrado Presidente de dicha Corte, dictó en 
fecha veinticuatro de ese mismo mes de julio, un auto dene-
gando la libertad provisional bajo fianza solicitada, cuyo 
dispositivo se encuentra transcrito en el de la sentencia im-
pugnada, que se copia más adelante; c) que contra esta de-
cisión interpuso recurso de apelación el peticionario Duarte 
Pepín; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se transcribe en seguida: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Con-
firma el Auto apelado dictado por el Magistrado Juez- Presi-
dente de esta Corte de Apelación, en fecha veinticuatro 
(24) del mes de julio del año en curso, mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo dice así: 'RESOLVEMOS: 
PRIMERO: Que no ha lugar al otorgamiento de la libertad 
provisional bajó fianza solicitada por el condenado Dr. Ra-
fael Duarte Pepín, porque a nuestro juicio, no existen, ni 
han sido invocadas, razones poderosas en 'favor del pedi-
mento; y SEGUNDO: Ordenar que el presente auto sea ane-
xado al proceso, notificado al Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación, y a la parte civil, si la hu-
biere'; TERCERO: Ordena que la presente decisión sea anee  
xada al proceso, notificada al Magistrado Procurador Gene-
ral de esta Corte de Apelación, y a la parte civil, si la hu-
biere"; 
. 	Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: "1 
Violación del inciso 3 artículo 66 de la Constitución de la 
República, violación por falsa aplicación del artículo 10 de 
la Ley N^ 5439 del 11 de diciembre de 1951 (G. 0. 2668) 
reformado por la Ley NQ 643 del del 20 de diciembre del 
1941 y violación del principio general sobre el apareamiento 
de los tribunales y el doble grado de jurisdicción; 2.— Vio-
lación de los derechos de defensa y muy especialmente de los 



consagrados además en el art. 8 de la Constitución de la 
República, los consagrados en el artículo 3 de la Ley N° 
1014, G.O. N" 4840, del 11 de octubre de 1935 que modifica 
los procedimientos correccional y criminal; 3.— Violación 
del Art. 1 reformado de la Ley N9  5439 sobre Libertad Pro-
visional Bajo Fianza, del 11 de diciembre de 1915; 4.—Des-
naturalización de los hechos y falta de base legal; —5.—Au-
sencia absoluta de motivos en la sentencia impugnada"; 

Considerando que en apoyo de lo enunciado en el primer 
medio de casación, el recurrente alega en síntesis, que la de-
cisión del Presidente de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo dictada en el caso, era apelable ante la Suprema 
Corte de Justicia y no ante la misma Corte de Apelación, 
porque "la Suprema Corte de Justicia . . . es el organismo 
instituido por la misma Constitución y es lo natural para 
conocer de las apelaciones contra las decisiones de las Cor-
tes de Apelación o que emanen de éstas, como jurisdicciones 
u organismos en última instancia o en única instancia"; pero 

Considerando que el artículo 6 de la Ley sobre Libertad 
Provisional bajo Fianza dispone que "los fallos en materia 
de libertad provisional bajo fianza son impugnables en ape-
lación, en caso de que conlleven pena de muerte, por ante la 
Suprema Corte de Justicia; los demás, por ante la Corte de 
Apelación correspondiente"; que, en virtud de esta última 
disposición legal es obvio que la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo era la competente para conocer como lo hizo. 
del recurso de apelación interpuesto por el actual recurrente. 
contra la decisión del Presidente de la mismá; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 1 de 
la Ley sobre Libertad Provisional bajo Fianza, denunciada 
en el tercer medio, que los jueces del .fondo han denegado 
la libertad provisional bajo fianza del actual recurrente, so-
bre el fundamento esencial de que él "no ha justificado la 
existencia de razones poderosas en favor de su pedimento": 
pero, 

Considerando que si al tenor de las disposiciones de la 
antigua Ley 197, de 1931, que modificaba el artículo 1 de 
la Ley sobre Libertad Provisional bajo Fianza de 1915, el 
ejercicio de la facultad que tienen las Cortes de Apelación 
para conceder dicha libertad en materia criminal, estaba 
subordinada entonces a la circunstancia de que hubiese "ra-
zones poderosas en favor del pedimento", la Ley 3774, de 
1954, que modificó de nuevo el citado artículo 1, disponiendo 
que, tanto en materia criminal como en materia correccio-
nal, la libertad provisional bajo fianza será siempre faculta-
tiva, no ha condicionado esta facultad a ningún criterio le-
gal, sino que la ha dejado a la prudencia y discreción del ma-
gistrado; 

Considerando que, por consiguiente, exigir del inculpa-
do que solicita su libertad provisional bajo fianza, como lo 
han exigido los jueces del fondo, la prueba de que existen 
razones poderosas que justifiquen su pedimento, sería intro-
ducir un elemento nuevo en la interpretación y aplicación 
del citado artículo 1 de la Ley sobre Libertad Provisional ba-
jo Fianza, tal como ha sido finalmente modificado en su 
parte capital por la nueva Ley 3774, de 1954; 

Considerando que, en tales condiciones, la Corte a qua 
ha violado dicho texto legal, por lo cual el medio de que se 
trata debe ser acogido, y sin que sea necesario examinar los 
demás medios del recurso, el fallo impugnado debe ser anu-
lado con todas sus consecuencias subsiguientes; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en ma-
teria de libertad provisional bajo fianza, en fecha veintiocho 
de julio del mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor Confin 

sir 
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del Art. 1 reformado de la Ley N" 5439 sobre Libertad Pro-
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naturalización de los hechos y falta de base legal; —5.—Au-
sencia absoluta de motivos en la sentencia impugnada"; 

Considerando que en apoyo de lo enunciado en el primer 
medio de casación, el recurrente alega en síntesis, que la de-
cisión del Presidente de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo dictada en el caso, era apelable ante la Suprema 
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porque "la Suprema Corte de Justicia . . . es el organismo 
instituido por la misma Constitución y es lo natural para 
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Considerando que el artículo 6 de la Ley sobre Libertad 
Provisional bajo Fianza dispone que "los fallos en materia 
de libertad provisional bajo fianza son impugnables en ape-
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Suprema Corte de Justicia; los demás, por ante la Corte de 
Apelación correspondiente"; que, en virtud de esta última 
disposición legal es obvio que la Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo era la competente para conocer como lo hizo. 
del recurso de apelación interpuesto por el actual recurrente. 
contra la decisión del Presidente de la misma; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 1 de 
la Ley sobre Libertad Provisional bajo Fianza, denunciada 
en el tercer medio, que los jueces del ,fondo han denegado 
la libertad provisional bajo fianza del actual recurrente, so-
bre el fundamento esencial de que él "no ha justificado la 
existencia de razones poderosas en favor de su pedimento": 
pero, 

Considerando que si al tenor de las disposiciones de la 
antigua Ley 197, de 1931, que modificaba el artículo 1 de 
la Ley sobre Libertad Provisional bajo Fianza de 1915, el 
ejercicio de la facultad que tienen las Cortes de Apelación 
para conceder dicha libertad en materia criminal, estaba 
subordinada entonces a la circunstancia de que hubiese "ra-
zones poderosas en favor del pedimento", la Ley 3774, de 
1954, que modificó de nuevo el citado artículo 1, disponiendo 
que, tanto en materia criminal como en materia correccio-
nal, la libertad provisional bajo fianza será siempre faculta-
tiva, no ha condicionado esta facultad a ningún criterio le-
gal, sino que la ha dejado a la prudencia y discreción del ma-
gistrado; 

Considerando que, por consiguiente, exigir del inculpa-
do que solicita su libertad provisional bajo fianza, como lo 
han exigido los jueces del fondo, la prueba de que existen 
razones poderosas que justifiquen su pedimento, sería intro-
ducir un elemento nuevo en la interpretación y aplicación 
del citado artículo 1 de la Ley sobre Libertad Provisional ba-
jo Fianza, tal como ha sido finalmente modificado en su 
parte capital por la nueva Ley 3774, de 1954; 

Considerando que, en tales condiciones, la Corte a qua 
ha violado dicho texto legal, por lo cual el medio de que se 
trata debe ser acogido, y sin que sea necesario examinar los 
demás medios del recurso, el fallo impugnado debe ser anu-
lado con todas sus consecuencias subsiguientes; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en ma-
teria de libertad provisional bajo fianza, en fecha veintiocho 
de julio del mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo; Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor Contín 
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Aybar.— •Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 10 de 

marzo de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Manuel A. Koury. 
Abogados: Dres. Juan Manuel Pellerano y L. Arnaldo Roa del Ro-

sario. 

Recurrido: Francisco Ramos. 

Abogados: Dres. Rafael Antonio Acosta y J. Amadeo Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto de Presidente en 
'funciones de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
nueve del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencias pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto' por Manuel A. 
Koury, dominicano, mayor de edad, comerciante, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, cédula 46769, serie 18, se-
llo 59313, contra sentencia dictada en grado de apelación por 



Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia Impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 10 de 

marzo de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Manuel A. Koury. 
Abogados: Dres. Juan Manuel Pellerano y L. Arnaldo Roa del Ro-

sario. 

Recurrido: Francisco Ramos. 

Abogados: Dres. Rafael Antonio Acosta y J. Amadeo Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana,. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto de Presidente en 
funciones de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
nueve del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencias pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuest6 por Manuel A. 
Koury, dominicano, mayor de edad, comerciante, domicilia-
do y residente en Ciudad Trujillo, cédula 46769, serie 18, se-
llo 59313, contra sentencia dictada en grado de apelación por 
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la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, de fecha diez de marzo del año de 
mil novecientos cincuentiocho en curso, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Juan Manuel Pellerano, cédula 49307, serie 
11, sello 29539, por sí y en representación del Dr. L. Arnaldo 
Roa del Rosario, cédula 49571, serie 1 4, sello 59983, aboga-
dos del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Antonio Acosta, cédula 12452, serie 
12, sello 59929, por sí y en representación del Dr. José Ama-
deo Rodríguez, cédula 1899, serie 55, sello 6032, abogados dr 
la parte recurrida, Francisco Ramos, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha sie-
te de mayo de mil novecientos cincuentiocho, suscrito por los 
doctores Juan Manuel Pellerano G., y L. Arnaldo Roa del Ro-
sario, abogados del recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que más adelante se expresarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los doctores 
Rafael Antonio Acosta y José Amadeo Rodríguez, abogados 
de la recurrida, notificado a los abogados de la recurrente en 
fecha ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho; 

Visto el memorial de ampliación suscrito por los docto-
res Juan Manuel Pellerano y L. Arnaldo Roa del Rosario, 
abogados de la recurrente, notificado en fecha veintiuno de 
agosto del año en curso (1958) ; 

Visto el memorial de ampliación suscrito por los abo-
gados del recurrido, notificado én fecha ocho de septiembre 
del año de mil novecientos cincuenta y ocho en curso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 82 de la Ley de Organización 
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Judicial, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que por acto 
instrumentado por el ministerial Manuel MI Mendoza, de los e 

 Estrados del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional, actuando a requerimiento de Francisco 
Ramos, éste intentó una demanda a fines de resiliación de 
contrato, desalojo y cobro de pesos, contra su inquiltno Ma-
nuel A. Koury; b) que el Juzgado apoderado de la demanda, 
que lo fué el de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional, dictó en fecha tres de octubre de mil novecientos 
cincuenta y siete una sentencia en defecto cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: Primero: Ratifica el defecto pronunciado 
en la audiencia contra la parte demandada á Manuel A. Kou-
ry, por no comparecer; Segundo: Pronuncia, la rescisión del 
contrato de inquilinato intervenido entre éste y la parte de-
mandante Francisco Ramos, sobre la casa N9  25 de la calle 
Dr. Salk, de esta ciudad; Tercero: Condena a Manuel A. 
Koury, a pagarle a Francisco Ramos, la suma de RD$225.00, 
Doscientos veinticinco pesos oro, por concepto de tres meses 
de alquiler de la casa mencionada; Cuarto: Ordena, el des-
alojo inmediato de Manuel A. Koury de la casa N 9  25 de la 
calle Dr. Salk, de está ciudad; Quinto: Condena al pago de 
las costas a éste; Sexto: Ordena, la ejecución provisional y 
sin fianza de la presente sentencia, no obstante oposición o 
apelación"; c) que recurrida en apelación dicha sentencia, 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo dice lo siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: No acoge, por infundado, y según los motivos pre-
cedentemente expuestos, el pedimento de la parte recurrente 
sobre inexistencia de acto de emplazamiento, Rechazando, 
consecuencialmente, el mencionado recurso de apelación, in-
terpuesto por Manuel A. Koury, contra la sentencia del Juz-

. gado de Paz de la Primera. Circunscripción de este Distrito 
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la Cámara Civil y Comercial, del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, de' fecha diez de marzo del año de 
mil novecientos cincuentiocho en curso, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Juan Manuel Pellerano, cédula 49307, serie 
13, sello 29539, por sí y en representación del Dr. L. Arnaldo 
Roa del Rosario, cédula 49571, serie 1 3, sello 59983, aboga-
dos del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Antonio Acosta, cédula 12452, serie 
12, sello 59929, por sí y en representación del Dr. José Ama-
deo Rodríguez, cédula 1899, serie 55, sello 6032, abogados de 
la parte recurrida, Francisco Ramos, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha sie-
te de mayo de mil novecientos cincuentiocho, suscrito por los 
doctores Juan Manuel Pellerano G., y L. Arnaldo Roa del Ro-
sario, abogados del recurrente, en el cual se invocan los me-
dios que más adelante se expresarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los doctores 
Rafael Antonio Acosta y José Amadeo Rodríguez, abogados 
de la recurrida, notificado a los abogados de la recurrente en 
fecha ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho; 

Visto el memorial de ampliación suscrito por los docto-
res Juan Manuel Pellerano y L. Arnaldo Roa del Rosario, 
abogados de la recurrente, notificado en fecha veintiuno de 
agosto del año en curso (1958) ; 

Visto el memorial de ampliación suscrito por los abo-
gados del recurrido, notificado én fecha ocho de septiembre 
del año de mil novecientos cincuenta y ocho en curso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 82 de la Ley de Organización 

Judicial, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que por acto 
instrumentado por el ministerial Manuel MI Mendoza, de los e 

 Estrados del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
del Distrito Nacional, actuando a requerimiento de Francisco 
Ramos, éste intentó una demanda a fines de resiliación de 
contrato, desalojo y cobro de pesos, contra su inquilino Ma-
nuel A. Koury; b) que el Juzgado apoderado de la demanda, 
que lo fué el de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional, dictó en fecha tres de octubre de mil novecientos 
cincuenta y siete una sentencia en defecto cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: Primero: Ratifica el defecto pronunciado 
en la audiencia contra la parte demandada á Manuel A. Kou-
ry, por no comparecer; Segundo: Pronuncia, la rescisión del 
contrato de inquilinato intervenido entre éste y la parte de-
mandante Francisco Ramos, sobre la casa N9  25 de la calle 
Dr. Salk, de esta ciudad; Tercero: Condena a Manuel A. 
Koury, a pagarle a Francisco Ramos, la suma de RD$225.00, 
Doscientos veinticinco pesos oro, por concepto de tres meses 
de alquiler de la casa mencionada; Cuarto: Ordena, el des-
alojo inmediato de Manuel A. Koury de la casa N 9  25 de la 

calle Dr. Salk, de está ciudad; Quinto: Condena al pago de 
las costas a éste; Sexto: Ordena, la ejecución provisional y 
sin fianza de la presente sentencia, no obstante oposición o 
apelación"; c) que recurrida en apelación dicha sentencia, 
la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo dice lo siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: No acoge, por infundado, y según los motivos pre-
cedentemente expuestos, el pedimento de la parte recurrente 
sobre inexistencia de acto de emplazamiento, Rechazando, 
consecuencialmente, el mencionado recurso de apelación, in-
terpuesto por Manuel A. Koury, contra la sentencia del Juz-
gado de Paz de la Primera. Circunscripción de este Distrito 
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Nacional, de fecha 3 de octubre de 1957, dictada en favor 
de Francisco Ramos; SEGUNDO: Acoge, por bien fundadas, 
las conclusiones de dicha parte intimada y, en consecuencia, 
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena a la parte recurrente que sucumbe al pago 
de las costas, distrayéndolas en favor de los Doctores Rafael 
A. Acosta y José Amadeo Rodríguez, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Cónsiderando que la parte recurrente invoca, como me- 
, dio único de su recurso, la violación del artículo 82 de la Ley 

821, sobre Organización Judicial, y la falsa aplicación la 
máxima no hay nulidad sin agravios; que en apoyo de su 
alegación sostiene, en síntesis, que cuando un alguacil actúa 
fuera de los límites territoriales de la jurisdicción del tribu-
nal al cual pertenece, realiza un acto jurídicamerite nulo, 
no habiendo lugar, en la especie, para cubrir la nulidad in-
currida, a la aplicación de la máxima no hay nulidad sin 
agravio, por tener dicha nulidad, carácter de orden público; 

Considerando que la competencia de los alguaciles para 
el ejercicio de los actos de su ministerio es estrictamente te-
rritorial; esto es, que ella queda circunscrita al territorio 
mismo en que el tribunal a que pertenezcan ejerce sus pode-
Tes de jurisdicción; que, en consecuencia, tratándose de al-
guaciles adscritos a un juzgado de paz, su competencia terri-
torial para actuar abarca todo el territorio del Municipio, si 
existe un solo juzgado; que cuando existe más de un juzgado 
de paz dentro de una misma demarcación municipal, la com-
petencia de los alguaciles para sus actuaciones es la misma 
que la ley ha atribuído a los juzgados de que dependen; 

Considerando que el tribunal a quo se fundó para dictar 
su decisión en que "en primer término, el Juzgado de Paz 
que conoció y falló la demanda de que se trata fué el de la 
Primera Circunscripción de este Distrito, en donde se reco-
noce que tenía su domicilio el demandado; que, en segundo 
término, el mencionado acto instroductivo de la demanda  

mencionada, que culminó con la sentencia recurrida, fué he-

cha personalmente a dicho demandado el día once de sep-

tiembre para que compareciera el día 18 de dicho mes al 
Juzgado de Paz aludido y que, según se desprende del caso, 
el mencionado demandado dispuso del tiempo y medios que 
juzgare necesarios para proponer cualquier excepción, y que 
de acuerdo con la máxima jurídica de no hay nulidad sin " 
agravio cubre cualquier afectación como la invocada en la 
especie puesto que, aún considerada hipotéticamente, ella no 
conllevaba ningún agravio al demandado citado ante el Tri-
bunal competente, en razón de que nada le privó de la opor-
tunidad de defenderse de la ya dicha demanda en rescisión de 
contrato, desalojo, y cobro de alquileres, ni sufrió en manera 
alguna, perjuicios respecto de los intereses de su defensa; 
que, en tercer término, y para mayor abundancia, aún con-
siderada hipotéticamente la excepción propuesta contra el 
acto de emplazamiento susodicho, ha sido juzgado que, aún 
en tal hipótesis, no es nulo tal acto"; pero 

Considerando que si bien es cierto que la máxima no 
hay nulidad sin agravio constituye en el estado actual de 
nuestra legislación la expresión de un principio general que 
el legislador ha consagrado ya cuantas veces ha tenido opor-
tunidad de hacerlo, y que ella se opone al pronunciamiento 
de la nulidad de los actos de procedimiento viciados de algu-
na irregularidad, si ésta no ha perjudicado a los intereses de 
la defensa, sin que haya que distinguir que el vicio de que 
adolece el acto sea relativo o no a una formalidad substancial, 
no es menos cierto que el carácter de orden público recono-
cido a la regla que haya sido violada o desconocida, se opo-
ne a la aplicación de dicha máxima, tal como ocurre con >el 
artículo 82 de la Ley de Organización Judicial, que regula la 
competencia territorial de los alguaciles, y que, por concu-
rrir al establecimiento de una buena administración de justi-
cia, tiene un carácter de orden público manifiesto; que, en 
estas condiciones, al rechazar el tribunal a quo la excepción 
de nulidad propuesta por la parte intimada, y fallar el fondo 

• 
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Nacional, de fecha 3 de octubre de 1957, dictada en favor 
de Francisco Ramos; SEGUNDO: Acoge, por bien fundadas, 
las conclusiones de dicha parte intimada y, en consecuencia, 
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena a la parte recurrente que sucumbe al pago 
de las costas, distrayéndolas en favor de los Doctores Rafael 
A. Acosta y José Amadeo Rodríguez, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la parte recurrente invoca, como me- 
, dio único de su recurso, la violación del artículo 82 de la Ley 

821, sobre Organización Judicial, y la falsa aplicación la 
máxima no hay nulidad sin agravios; que en apoyo de su 
alegación sostiene, en síntesis, que cuando un alguacil actúa 
fuera de los límites territoriales de la jurisdicción del tribu-
nal al cual pertenece, realiza un acto jurídicamente nulo, 
no habiendo lugar, en la especie, para cubrir la nulidad in-
currida, a la aplicación de la máxima no hay nulidad sin 
agravio, por tener dicha nulidad, carácter de orden público; 

Considerando que la competencia de los alguaciles para 
el ejercicio de los actos de su ministerio es estrictamente te-
rritorial; esto es, que ella queda circunscrita al territorio 
mismo en que el tribunal a que pertenezcan ejerce sus pode-
Tes de jurisdicción; que, en consecuencia, tratándose de al-
guaciles adscritos a un juzgado de paz, su competencia terri-
torial para actuar abarca todo el territorio del Municipio, si 
existe un solo juzgado; que cuando existe más de un juzgado 
de paz dentro de una misma demarcación municipal, la com-
petencia de los alguaciles para sus actuaciones es la misma 
que la ley ha atribuído a los juzgados de que dependen: .  

Considerando que el tribunal a quo se fundó para dictar 
su decisión en que "en primer término, el Juzgado de Paz 
que conoció y falló la demanda de que se trata fué el de la 
Primera Circunscripción de este Distrito, en donde se reco-
noce que tenía su domicilio el demandado; que, en segundo 
término, el mencionado acto instroductivo de la demanda 
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mencionada, que culminó con la sentencia recurrida, fué he-

cha personalmente a dicho demandado el día once de sep-
tiembre para que compareciera el día 18 de dicho mes al 
juzgado de Paz aludido y que, según se desprende del caso, 
el mencionado demandado dispuso del tiempo y medios que 
juzgare necesarios para proponer cualquier excepción, y que 
de acuerdo con la máxima jurídica de no hay nulidad sin - 

agravio cubre cualquier afectación como la invocada en la 
especie puesto que, aún considerada hipotéticamente, ella no 
conllevaba ningún agravio al demandado citado ante el Tri-
bunal competente, en razón de que nada le privó de la opor-
tunidad de defenderse de la ya dicha demanda en rescisión de 
contrato, desalojo, y cobro de alquileres, ni sufrió en manera 
alguna, perjuicios respecto de los intereses de su defensa; 
que, en tercer término, y para mayor abundancia, aún con-
siderada hipotéticamente la excepción propuesta contra el 
acto de emplazamiento susodicho, ha sido juzgado que, aún 
en tal hipótesis, no es nulo tal acto"; pero 

Considerando que si bien es cierto que la máxima no 
hay nulidad sin agravio constituye en el estado actual de 
nuestra legislación la expresión de un principio general que 
el legislador ha consagrado ya cuantas veces ha tenido opor-
tunidad de hacerlo, y que ella se opone al pronunciamiento 
de la nulidad de los actos de procedimiento viciados de algu-
na irregularidad, si ésta no ha perjudicado a los intereses de 
la defensa, sin que haya que distinguir que el vicio de que 
adolece el acto sea relativo o no a una formalidad substancial, 
no es menos cierto que el carácter de orden público recono-
cido a la regla que haya sido violada o desconocida, se opo-
ne a la aplicación de dicha máxima, tal como ocurre con >el 
artículo 82 de la Ley de Organización Judicial, que regula la 
competencia territorial de los alguaciles, y que, por concu-
rrir al establecimiento de una buena administración de justi-
cia, tiene un carácter de orden público manifiesto; que, en 
estas condiciones, al rechazar el tribunal a quo la excepción 
de nulidad propuesta por la parte intimada, y fallar el fondo 
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del recurso, ha incurrido en los vicios invocados en su me-
morial por la parte recurrente, por lo que la sentencia im-
pugnada debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en 
grado de apelación por la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
diez de marzo de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto por ante el Juzgado de . Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo; y Segundo: Condena a Francisco Ramos, 
parte recurrida, al pago de las costas, cuya distracción se or-
dena en provecho de los doctores Juan Manuel Pellerano y 
L. Arnaldo Roa del Rosario, abogados del recurrente, quienes 
afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) Francisco Elpidio Beras.— Juan A. Morel. 
—Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.—F.E. Ra-
velo de la Fuente. Néstor .Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-
Fernández. —, Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1958 

sent :nwia impugnada: Tes cera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del D.s:rito Judicial de Santiago de fecha 

17 de abril d..! 1958. 

Mate. -ia: Penal. 

izeeurrente: Luis Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de. Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
nueve del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis B3hz, 
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, residente en 
el Cruce de Copeyito Sibila, del Municipio de Valverde, Pro-
vincia de Santiago, cédula 7910, serie 46, sello 3496101, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales y en 
grado de apelación por la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
de fecha diecisiete del mes de abril del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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del recurso, ha incurrido en los vicios invocados en su me-
morial por la parte recurrente, por lo que la sentencia im-
pugnada debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en 
grado de apelación por la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
diez de marzo de mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto por ante el Juzgado de, Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo; y Segundo: Condena a Francisco Ramos, 
parte recurrida, al pago de las costas, cuya distracción se or-
dena en provecho de los doctores Juan Manuel Pellerano y 
L. A•naldo Roa del Rosario, abogados del recurrente, quienes 
afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) Francisco Elpidio Beras.— Juan A. Morel. 
—Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.—F.E. Ra-
velo de la Fuente. Néstor .Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-
Fernández.—, Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 1958 

sentnic impugnada: Tei cera Cámara Penal del Juzgado de Pri-ia 
111011 Instancia del D.strito Judicial de Santiago de fecha 

17 de abril d .! 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luis Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
nueve del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Bátéz, 
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, residente en 
el Cruce de Copeyito Sibila, del Municipio de Valverde, Pro-
vincia de Santiago, cédula 7910, serie 46, sello 3496101, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales y en 
grado de apelación por la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
de fecha diecisiete del mes de abril del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del recurren-
te Luis Báez, en fecha veintiocho de abril de mil novecientos 
cincuenta y ocho, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 y 311 del Código Penal y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de enero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, el Oficial Comandante del Ejército Nacional, en Val-
verde, sometió a la acción de la justicia a Luis Báez, por 
haberle dado golpes a José Antonio Santos y Núñez en fecha 
veintidós de enero de mil novecientos cincuenta y ocho en el 
bar El Bombillo; b) que apoderado del caso el Juzgado de 
Paz de Valverde, dictó en fecha veintitrés de enero de mil 
novecientos cincuenta y ocho una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Primero: Condena al nombrado Luis Báez, de 
generales que constan, a sufrir Diez Días de prisión correc-
cional y al pago de una multa de Cinco Pesos Oro; Segundo: 
Al pago de las costas. del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de Apelación, interpuesto por el preve-
nido Luis Báez, contra sentencia N 9  33 dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de Valverde, en fecha 23-1-58, 
que lo condenó a sufrir la pena de Diez días de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de Cinco pesos oro (RD 
$5.00), por el delito de Violencias con vías de hechos, en 
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perjuicio de José Antonio Sánchez Núñez por haber sido 
intentado dentro del plazo legal; SEGUNDO: Anula los or-
dinales 2 ., 30 y 4, de la sentencia N' .  262 dictada por esta 
Tercera Cámara Penal en fecha 10 de marzo de 1958, orde-
nando medidas de Instrucción, por improcedente; TERCE-
RO: Confirma en todas sus partes la sentencia N 9  33 objeto 

de este recurso; CUARTO: Condena al prevenido al pago 
de las costas"; 

Considerando que la Cámara a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: a) que una noche del mes de enero (día 
veintidós) del año en curso (1958), mientras Luis Báez y 
José Antonio Santos Núñez se encontraban en un restaurant 
de la población de Valverde. sostuvieron una ligera discu-
sión, la cual más tarde culminó con un pleito entre ambos, 
resultando el segundo con ligeros golpes en el cuerpo y en 
un dedo de la mano derecha; b) que las heridas inferidas a 
José Antonio Santos Núñez curaron después de veinte días; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Cámara Penal a qua está 
caracterizado el delito de heridas, que causaron al agravia-
do una enfermedad o imposibilidad de dedicarse al trabajo 
durante más de veinte días, previsto por el artículo 309 del 
Código Penal, y castigado con la pena de prisión de seis 
meses a dos años, y multa de diez a cien pesos; 

Considerando que como de la sentencia pronunciada en 
fecha veintitrés de enero de mil novecientos cincuenta y ocho 
por el Juzgado de Paz del Municipio de Valverde, que conde-
nó por aplicación del artículo 311, inciso 1, del Código Penal 
al provenido "a sufrir diez días de prisión correccional y al 
pago de una multa de cinco pesos oro", apeló solamente di-
cho prevenido, la Cámara Penal a qua. no podía, por aplica-
ción de los principios que rigen la apelación, declarar la in-
competencia del Juzgado de Paz del Municipio de Valverde, 
ni tampoco imponerle una pena mayor al prevenido; 



Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a quo, a requerimiento del recurren-
te Luis Báez, en fecha veintiocho de abril de mil novecientos 
cincuenta y ocho, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 y 311 del Código Penal y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de enero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, el Oficial Comandante del Ejército Nacional, en Val-
verde, sometió a la acción de la justicia a Luis Báez, por-
haberle dado golpes a José Antonio Santos y Núñez en fecha 
veintidós de enero de mil novecientos cincuenta y ocho en el 
bar El Bombillo; b) que apoderado del caso el Juzgado de 
Paz de Valverde, dictó en fecha veintitrés de enero de mil 
novecientos cincuenta y ocho una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Primero: Condena al nombrado Luis Báez, de 
generales que constan, a sufrir Diez Días de prisión correc-
cional y al pago de una multa de Cinco Pesos Oro; Segundo: 
Al pago de las costas• del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de Apelación, interpuesto por el preve-
nido Luis Báez, contra sentencia N 9  33 dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de Valverde, en fecha 23-1-58, 
que lo condenó a sufrir la pena de Diez días de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de Cinco pesos oro (RD 
$5.00), por el delito de Violencias con vías de hechos, en  

perjuicio de José Antonio Sánchez Núñez por haber sido 
intentado dentro del plazo legal; SEGUNDO: Anula los or-
dinales 2', 3" y 4", de la sentencia N' .  262 dictada por esta 

Tercera Cámara Penal en fecha 10 de marzo de 1958, orde-
nando medidas de Instrucción, por improcedente; TERCE-
RO: Confirma en todas sus partes la sentencia N 9  33 objeto 
de este recurso; CUARTO: Condena al prevenido al pago 
de las costas"; 

Considerando que la Cámara a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: a) que una noche del mes de enero (día 
veintidós) del año en curso (1958), mientras Luis Báez y 
José Antonio Santos Núñez se encontraban en un restaurant 
de la población de Valverde. sostuvieron una ligera discu-
sión, la cual más tarde culminó con un pleito entre ambos, 
resultando el segundo con ligeros golpes en el cuerpo y en 
un dedo de la mano derecha; b) que las heridas inferidas a 
José Antonio Santos Núñez curaron después de veinte días; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Cámara Penal a qua está 
caracterizado el delito do heridas, que causaron al agravia-
do una enfermedad o imposibilidad de dedicarse al trabajo 
durante más de veinte días, previsto por el artículo 309 del 
Código Penal, y castigado con la pena de prisión de seis 
meses a dos años, y multa de diez a cien pesos; 

Considerando que como de la sentencia pronunciada en 
fecha veintitrés de enero de mil novecientos cincuenta y ocho 
por el Juzgado de Paz del Municipio de Valverde, que conde-
nó por aplicación del artículo 311, inciso 1, del Código Penal 
al provenido "a sufrir diez días de prisión correccional y al 
pago de una multa de cinco pesos oro", apeló solamente di-
cho prevenido, la Cámara Penal a qua no podía, por aplica-
ción de los principios que rigen la apelación, declarar la in-
competencia del Juzgado de Paz del Municipio de Valverde, 
ni tampoco imponerle una pena mayor al prevenido; 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Báez, contra sentencia pronun-
ciada en atribuciones correccionales y en grado de apela-
ción por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago en fecha diecisie-
te de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín 
Aybar.— 'Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia públiqa del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí; Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito, 

Judicial de Azua de fecha 28 de abril de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Armando Tejeda Peña. 

abogados: Dres. Jovino Herrera Amó y Julio César Montolío R. 

Dios, Patria y Ilbertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
trece del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Armando 
Tejeda Peña, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado y residente en la casa N' 1 de la calle Presi-
dente Trujillo, de la Ciudad de Baní, Provincia Trujillo Val-
dez, cédula 446, serie 3, sello 1994, contra sentencia dictada 
en grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, en 'Techa veintiocho de abril 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DE 1958 Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Báez, contra sentencia pronun-
ciada en atribuciones correccionales y en grado de apela-
ción por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago en fecha diecisie-
te de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos MI. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-

,ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia públiga del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí; Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Azua de fecha 28 de abril de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Armando Tejeda Peña. 

Abogados: Dres. Jovino Herrera Arnó y Julio César Montolio R. 

Dios, Patria y Dibertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
trece del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Armando 
Tejeda Peña, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado y residente en la casa N° 1 de la calle Presi-
dente Trujillo, de la Ciudad de Baní, Provincia Trujillo Val-
dez, cédula 446, serie 3, sello 1994, contra sentencia dictada 
en grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia 
dc'l Distrito Judicial de Azua, en 'Techa veintiocho de abril 
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de mil novecientos cincuenta y ocho, en sus atribuciones co 
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

• 	
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera! 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinte de junio del 
corriente año, a requerimiento del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiuno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por los 
abogados del recurrente, Dres. Jovino Herrera Arnó, cédula 
8376, serie 12, sello 59853, y Julio César Montolío R., cédula 
37299, serie 1, sello 12546, en el cual se alegan contra la 
sentencia impugnada los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 182 y 183 del Código de Proce-
dimiento 'Criminal, y 1 9, 20, 43, y 63 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós de marzo de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, Lilí Báez suscribió como prestatario en favor de 
Armando Tejeda Peña un contrato de préstamo con prenda 
sin desapoderamiento ante el Juzgado de Paz 1:1 -2 Azua mar-
cado con el N 9  385 por un valor de RD$400.00 con venci-
miento el 30 de diciembre de 1954, garantizando dicha suma 
con diez quintales de café en pergamino; b) que en fecha 
veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis Ar-
mando Tejeda Peña solicitó y obtuvo del Juez de Paz de 
Azua la ordenanza N9  84, mediante la cual se requería del 
prestatario Lilí Báez poner a disposición del Juzgado de Paz 
en un término de cinco días la suma de RD$400.00, valor 
adeudado a Tejeda Peña, o la garantía de dicho préstamo;  

c ) que en fecha diez de enero de mil novecientos cincuenta 
y siete el ministerial Elio E. Cuevas notificó la ordenanzza 
precitada a Lilí Báez; d) que, en vista de la inacción de Lilí 
Báez, el Juzgado de Paz de Azua. después de citado el pres-
tador, parte actora, y al prestatario, y oídas las conclusiones 
del primero, dictó en defecto del prestatario en fecha cuatro 
de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Que debe pronunciar 
y Pronuncia el defecto contra el nombrado Lilí Báez, por 
no haber comparecido a esta audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado y en consecuencia lo condena a su-
frir Tres meses de prisión correccional, a pagar una multa 
de Doscientos Pesos Oro (RD$200.00), pago de la suma adeu-
dada en principal, accesorios y gastos, así como al pago de 
las costas, por el hecho de violación a la ley número 1841 
ref., en perjuicio del señor Armando Tejeda Peña"; e) que, 
sobre apelación de Lilí Báez, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, después de varios reen-
víos de la causa a fecha indefinida, resolvió el caso por sen-
tencia del veintiocho de abril de mil novecientos cincuenta y 
ocho, que es la ahora recurrida en casación, y cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara regular y válido en cuanto a la forma el pre-
sente recurso de apelación interpuesto por el nombrado Lilí 
Báez, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de este 
Municipio en fecha 4 de febrero de 1958, que lo condenó a 
RD$200.00 de multa y 3 meses de prisión correccional, por 
violación a la Ley N^ 1841, en perjuicio del señor Armando 
Tejeda; SEGUNDO: En cuanto al fondo, Descarga al recu-
rrente Lilí Báez del hecho que se le imputa, por insuficiencia 
de pruebas; TERCERO: Que debe declarar y declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que, contra la sentencia impugnada, el 
recurrente alega los siguientes medios: 1"— Violación de los 
artículos 14 y 20 de la Ley N° 1841. Violación del derecho 
de defensa y violación de la regla de las pruebas; 2 9— Viola- 
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de mil novecientos cincuenta y ocho, en sus atribuciones co 
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

• 	
Oído el alguacil de turno en la lectura del i ol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo, en fecha veinte de junio del 
corriente año, a requerimiento del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiuno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por los 
abogados del recurrente, Dres. Jovino Herrera Arnó, cédula 
8376, serie 12, sello 59853, y Julio César Montolío R., cédula 
37299, serie 1, sello 12546, en el cual se alegan contra la 
sentencia impugnada los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 182 y 183 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1 9, 20, 43, y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós de marzo de mil novecientos cincuenta 
y cuatro, Lilí Báez suscribió como prestatario en favor de 
Armando Tejeda Peña un contrato de préstamo con prenda 
sin desapoderamiento ante el Juzgado de Paz de Azua mar-
cado con el N9  385 por un valor de RD$400.00 con venci-
miento el 30 de diciembre de 1954, garantizando dicha suma 
con diez quintales de café en pergamino; b) que en fecha 
veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis Ar-
mando Tejeda Peña solicitó y obtuvo del Juez de Paz de 
Azua la ordenanza N9  84, mediante la cual se requería del 
prestatario Lilí Báez poner a disposición del Juzgado de Paz 
en un término de cinco días la suma de RD$400.00, valor 
adeudado a Tejeda Peña, o ]a garantía de dicho préstamo; 
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c ) que en fecha diez de enero de mil novecientos cincuenta 
y siete el ministerial Elio E. Cuevas notificó la ordenanzza 
precitada a Lilí Báez; d) que, en vista de la inacción de Lilí 
Báez, el Juzgado de Paz de Azua. después de citado el pres-
tador, parte actora, y al prestatario, y oídas las conclusiones 
del primero, dictó en defecto del prestatario en fecha cuatro 
de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Que debe pronunciar 
y Pronuncia el defecto contra el nombrado Lilí Báez, por 
no haber comparecido a esta audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado y en consecuencia lo condena a su-
frir Tres meses de prisión correccional, a pagar una multa 
de Doscientos Pesos Oro (RD$200.00), pago de la suma adeu-
dada en principal, accesorios y gastos, así como al pago de 
las costas, por el hecho de violación a la ley número 1841 
ref., en perjuicio del señor Armando Tejeda Peña"; e) que, 
sobre apelación de Lilí Báez, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, después de varios reen-
víos de la causa a fecha indefinida, resolvió el caso por sen-
tencia del veintiocho de abril de mil novecientos cincuenta y 
ocho, que es la ahora recurrida en casación, y cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara regular y válido en cuanto a la forma el pre-
sente recurso de apelación interpuesto por el nombrado Liii 
Báez, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de este 
Municipio en fecha 4 de febrero de 1958, que lo condenó a 
RDS200.00 de multa y 3 meses de prisión correccional, por 
violación a la Ley N^ 1841, en perjuicio del señor Armando 
Tejeda; SEGUNDO: En cuanto al fondo, Descarga al recu-
rrente Lilí Báez del hecho que se le imputa, por insuficiencia 
de pruebas; TERCERO: Que debe declarar y declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que, contra la sentencia impugnada, el 
recurrente alega los siguientes medios: 1°— Violación de los 
artículos 14 y 20 de la Ley N° 1841. Violación del dereehe 
de defensa y violación de la regla de las pruebas; 2 9— Viola- 

* 
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ción del artículo 182 del Código de Procedimiento Criminal; 
falta de motivos y de base legal; 

Considerando que por el segundo medio del recurso, el 
cual se examina primero por ser de orden procesal, el recu-
rrente sostiene que fué citado para comparecer a la audien-
cia en que se conoció finalmente del caso, el veintiuno de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho, encontrándose en 
su domicilio de la ciudad de Baní, para comparecer a la au-
diencia que debía celebrar el Juzgado de Pi imera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua el 25 de abril (1958), y que 
por tanto, y no habiendo podido el recurrente asistir a dicha 
audiencia, al celebrar ésta sin su asistencia la sentencia que 
resultó de la audiencia, o sea la ahora impugnada, ha viola-
do el artículo 182 del Código de Procedimiento Criminal, se-
gún el cual entre la citación de las partes de todo proceso 
penal y la sentencia debe haber un plazo de tres días, más 
el que requiera la distancia; 

'Considerando que, en efecto, el examen del expediente 
muestra que la citación al recurrente le fué hecha el vein-
tiuno de abril de mil novecientos cincuenta y ocho en la ciu- - 

 dad de Baní por el ministerial Camilo Landestoy Lluberes; 
que la audiencia correspondiente a esa citación se efectuó el 
veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y ocho; 
que, por tanto, al no haberse dejado entre el día de la cita-
ción y el de la audiencia el plazo de tres días, más el de la 
distancia entre las ciudades de Azua y Baní, exigidos como 
garantía de los justiciables por el artículo 182 del Código de 
Procedimiento Criminal, dicho texto ha sido violado; que, el 
hecho de que el recurrente no presentara la excepción ante 
el Juzgado a quo conforme a la regla del artículo 183 del 
mismo Código, no cubre dicha violación, ya que precisamen-
te la brevedad del tiempo que se le dió para la comparecencia 
le impidió llegar oportunamente al Juzgado de Primera Ins-
tancia de Azua para presentarla; que tampoco se cubre la 
violación por el hecho de que el Juzgado dictara la sentencia 
impugnada el 28 de abril, ya que, según debe razonablemente 
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admitirse, lo que quiere decir el artículo 182 del Código de 
Procedimiento Criminal no es rectamente que debe haber el 
plazo que él fija entre la citación y la sentencia, sino entre 
la citación y la audiencia de que resulta la sentencia; que, por 
tales razones, procede acoger el segundo medio del recurso 
y anular la sentencia recurrida, sin necesidad de ponderar 
el otro medio invocado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en 
grado de apelación y atribuciones correccionales en fecha 
veintiocho de abril de mil novecientos cincuenta y ocho por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana; y 
Segundo: Condena al prevenido al pago de las costas, con 
distracción de las mismas en provecho de los doctores Jovi-
no Herrera Arnó y Julio César Montolío R., abogados de la 
parte recurrente, quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Ay-
bar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ción del artículo 182 del Código de Procedimiento Criminal; 
falta de motivos y de base legal; 

Considerando que por el segundo medio del recurso, er 
cual se examina primero por ser de orden procesal, el recu-
rrente sostiene que fué Citado para comparecer a la audien-
cia en que se conoció finalmente del caso, el veintiuno de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho, encontrándose en' 
su domicilio de la ciudad de Baní, para comparecer a la au-
diencia que debía celebrar el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua el 25 de abril (1958), y que 
por tanto, y no habiendo podido el recurrente asistir a dicha 
audiencia, al celebrar ésta sin su asistencia la sentencia que 
resultó de la audiencia, o sea la ahora impugnada, ha viola-
do el artículo 182 del Código de Procedimiento Criminal, se-
gún el cual entre la citación de las partes de todo proceso 
penal y la sentencia debe haber un plazo de tres días, más 
el que requiera la distancia; 

Considerando que, en efecto, el examen del expediente 
muestra que la citación al recurrente le fué hecha el vein-
tiuno de abril de mil novecientos cincuenta y ocho en la ciu- . 

 dad de Baní por el ministerial Camilo Landestoy Lluberes; 
que la audiencia correspondiente a esa citación se efectuó el 
veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y ocho; 
que, por tanto, al no haberse dejado entre el día de la cita-
ción y el de la audiencia el plazo de tres días, más el de la 
distancia entre las ciudades de Azua y Baní, exigidos como 
garantía de los justiciables por el artículo 182 del Código de 
Procedimiento Criminal, dicho texto ha sido violado; que, el 
hecho de que el recurrente no presentara la excepción ante 
el Juzgado a quo conforme a la regla del artículo 183 del 
mismo Código. no cubre dicha violación, ya que precisamen-
te la brevedad del tiempo que se le dió para la comparecencia 
le impidió llegar oportunamente al Juzgado de Primera Ins-
tancia de Azua para presentarla; que tampoco se cubre la 
violación por el hecho de que el Juzgado dictara la sentencia 1 
impugnada el 28 de abril, ya que, según debe razonablemente  

admitirse, lo que quiere decir el artículo 182 del Código de 
procedimiento Criminal no es rectamente que debe haber el 
plazo que él fija entre la citación y la sentencia, sino entre 

la citación y la audiencia de que resulta la sentencia; que, por 
tales razones, procede acoger el segundo medio del recurso 
y anular la sentencia recurrida, sin necesidad de ponderar 
el otro medio invocado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en 
grado de apelación y atribuciones correccionales en fecha 
veintiocho de abril de mil novecientos cincuenta y ocho por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana; y 
Segundo: Condena al prevenido al pago de las costas, con 
distracción de las mismas en provecho de los doctores Jovi-
no Herrera Arnó y Julio César Montolío R., abogados de la 
parte recurrente, quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Ay-
bar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



2226 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 
	

2227 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 12 

de junio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan de Dios Marte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día catorce del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan de 
Dios Marte, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado 
y residente en el municipio de Altamira, cédula 1455, serie 
38, sello 26721, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de Santiago en fecha doce de junio del corrien-
te año, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales, en fecha diecisiete del mes de diciembre  

del año mil novecientos cincuenta y siete, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, me-
diante la cual condenó en defecto al nombrado Juan de Dios. 
Marte, a la pena de dos años de prisión correccional y a las 
costas, por el delito de violación a la Ley N° 2402, en perjuicio 
de la menor Dulce María, procreada con la señora Manuela 
Francisco; fijó en la cantidad de ocho pesos oro mensuales, 
la pensión que dicho procesado debía pasar a la madre que-
rellante, para atender a las necesidades de la expresada me-
nor, y ordenó la ejecución provisional de la sentencia; en el 
sentido de rebajar dicha pensión a la cantidad de seis pesos 
oro mensuales, confirmando dicha sentencia en sus demás 
aspectos; TERCERO: Condena al procesado al pago de las 
costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
(le la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en .la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha tres de julio del corriente año, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950, y 
1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional, no pctdrán 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en libertad 
provisional bajo fianza; 

Considerando que la ejecución de la pena impuesta al 
Prevenido culpable del delito previsto por el artículo 1 de la 
Ley 2402, queda suspendida, según los términos ci l artículo 
7, cuando aquél consienta en cumplir sus deberes de padre; 
Que para el efecto, el artículo 8 dispone que el condenado 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 12 

de junio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Juan de Dios Marte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
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Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha tres de julio del corriente año, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950, y 
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Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
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La presente sentencia ha sido dada y firm-  ada por lo:: 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dienciá pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 	t 
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hará una petición formal al representante del ministerio pú-
blico ante el tribunal que haya dictado la sentencia, compro-
metiéndose a cumplir con sus obligaciones de padre, de todo 
lo cual se levantará acta que se anexará al expediente; 

Considerando que el actual recurrente fué condenado a 
la pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión ni tampoco 
que haya obtenido su liberad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, al tenor de los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402; 

Considerando. que, por otra parte, en el acta levantada 
con motivo del recurso de casación de que se trata, se ex-
presa que el recurrente "mostó un recibo de fecha 1° de 
julio de 1958, expedido por la señora Manuela Francisco, en 
el cual consta que recibió del señor Juan de Dios Marte, la 
cantidad de seis pesos oro, por la pensión acordada a su 
hija Dulce María, por el mes de junio de 1958"; que esta 
circunstancia no es suficiente, por sí sola, para suspender la 
ejecución de la pena; que, en efecto, según se ha -expresado 
ya, el artículo 7 de la Ley 2402 subordina" esta suspensión al 
cumplimiento de un procedimiento especial, lo cual no ha 
sido observado en el presente caso; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juan de Dios Marte, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San-
tiago, en fecha doce de junio del corriente año (1958), cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio B2rab 
—Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén. 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel A. Amiama. —Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

!OIL, 
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hará una petición formal al representante del ministerio pú-
blico ante el tribunal que haya dictado la sentencia, compro-
metiéndose a cumplir con sus obligaciones de padre, de todo 
lo cual se levantará acta que se anexará al expediente; 

Considerando que el actual recurrente fué condenado a 
la pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión ni tampoco 
que haya obtenido su liberad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, al tenor de los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402; és  

Considerando que, por otra parte, en el acta levantada 
con motivo del recurso de casación de que se trata, se ex-
presa que el recurrente "mostó un recibo de fecha 19 de 
julio de 1958, expedido por la señora Manuela Francisco, en 
el cual consta que recibió del señor Juan de Dios Marte, la 
cantidad de seis pesos oro, por la pensión acordada a su 
hija Dulce María, por el mes de junio de 1958"; que esta 
circunstancia no es suficiente, por sí sola, para suspender la 
ejecución de la pena; que, en efecto, según se ha -expresado 
ya, el artículo 7 de la Ley 2402 subordina" esta suspensión al 
cumplimiento de un procedimiento especial, lo cual no ha 
sido observado en el presente caso; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juan de Dios Marte, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San-
tiago, en fecha doce de junio del corriente año (1958), cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras . 
—Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén. 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma -
nuel A. Amiama. —Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firm.  ada por loe 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Monte Cristy de fecha 28 de marzo de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: la Grenada Company. 

Abogados: Licdos. Federico C. Alvarez, Manuel de Js. Viñas y Dr. 
Jacobo D. Helú B. 

Recurrido: Alejandro Aquino Marte. 

Abogado: Lic. Joaquín Díaz Belliard. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
catorce del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de .  Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Grena-
da Company, corporación agrícola legalmente establecida en 
la República Dominicana y con asiento principal para los ne-
gocios que en la misma ejerce en la población de Pepillo Sal-
cedo, municipio del mismo nombre, Provincia de Monte Cris-
ty, contra los ordinales segundo, tercero y cuarto de la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 

trito Judicial de Monte Cristy, en funciones de tribunal de 
trabajo de segundo grado, en fecha veintiocho de marzo del 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. José Joaquín Pérez Páez, cédula 59, serie 

47, sello 11606, en representación de los Licenciados Federi-
co C. Alvarez, cédula 4041, serie 1v, sello 399, y Manuel de 
Jesús Viñas hijo, cédula 9, serie 47, sello 4193 y del Dr. Jaco-
bo D. Helú B., cédula 18501, serie 31, sello 1859, abogados 
de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Joaquín Díaz Belliard, cédula 190, serie 41, 
sello 47022, abogado del recurrido Alejandro Aquino Marte, 
dominicano, mayor de edad, soltero, empleado particular, do-
miciliado y residente en el Batey Maguaca, jurisdicción del 
municipio de Monte Cristy, provincia de Monté Cristy, cédu-
la 21338, serie 54, sello 107675, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el nueve de 
abril de mil novecientos cincuentiocho, suscrito por el Dr. 
Jacobo D. Helú B., y los Licenciados Federico C. Alvarez y 
Manuel de Jesús Viñas H., abogados de la recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 50 y 57 de la Ley 637, del 1944, 
sobre Contratos de Trabajo; 78, incisos 3 9, 199  y 219  del Có-
digo de Trabajo y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sehtencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: que con 
motivo de la demanda en pago de las prestaciones que el Có-
digo de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos sin 
causa justificada, intentada por Alejandro Aquino Marte con- 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Monte Cristy de fecha 28 de marzo de 1958. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: la Grenada Company. 
Abogados: Licdos. Federico C. Alvarez, Manuel de Js. Viñas y Dr. 

Jacobo D. Helú B. 

Recurrido: Alejandro Aquino Marte. 
Abogado: Lic. Joaquín Díaz Belliard. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
catorce del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de . Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Grena-
da Company, corporación agrícola legalmente establecida en 
la República Dominicana y con asiento principal para los ne-
gocios que en la misma ejerce en la población de Pepillo Sal-
cedo, municipio del mismo nombre, Provincia de Monte Cris-
ty, contra los ordinales segundo, tercero y cuarto de la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 

trito Judicial de Monte Cristy, en funciones de tribunal de 
trabajo de segundo grado, en fecha veintiocho de marzo del 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. José Joaquín Pérez Páez, cédula 59, serie 

47, sello 11606, en representación de los Licenciados Federi-
co C. Alvarez, cédula 4041, serie 1 4 , sello 399, y Manuel de 
Jesús Viñas hijo, cédula 9, serie 47, sello 4193 y del Dr. Jaco-
bo D. Helú B., cédula 18501, serie 31, sello 1859, abogados 
de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Joaquín Díaz Belliard, cédula 190, serie 41, 
sello 47022, abogado del recurrido Alejandro Aquino Marte, 
dominicano, mayor de edad, soltero, empleado particular, do-
miciliado y residente en el Batey Maguaca, jurisdicción del 
municipio de Monte Cristy, provincia de Monte' Cristy, cédu-
la 21338, serie 54, sello 107675, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

'Visto el memorial de casación depositado el nueve de 
abril de mil novecientos cincuentiocho, suscrito por el Dr. 
Jacobo D. Helú B., y los Licenciados Federico C. Alvarez y 
Manuel de Jesús Viñas H., abogados de la recurrente, en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 50 y 57 de la Ley 637, del 1944, 
sobre Contratos de Trabajo; 78, incisos 3°, 19 9  y 219  del Có-
digo de Trabajo y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la seritencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: que con 
motivo de la demanda en pago de las prestaciones que el Có-
digo de Trabajo acuerda a los trabajadores despedidos sin 
causa justificada, intentada por Alejandro Aquino Marte con- 
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tra la Grenada Company, después de agotado el preliminar 
de la conciliación, el Juzgado de Paz del Municipio de Pepillo 
Salcedo dictó, en Mecha veintitrés de diciembre del mil nove-
cientos cincuentisiete, como Tribunal de Trabajo de primer 
grado, una sentencia cuyo dispositivo se inserta en el de la 
sentencia impugnada en casación, el cual se copia más ade-
lante; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Alejandro Aquino Marte, el Tribunal a quo dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y al 
efecto Declara, bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el señor Alejandro Aquino Marte, contra senten-
cia de fecha Veintitrés (23) del mes de diciembre del año 
de mil novecientos cincuentisiete (1957), dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de Pepillo Salcedo, en funciones 
de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, cuyo dispositivo 
dice de la manera siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que debe 
rechazar y Rechaza por improcedente y mal fundada la de-
manda en cobro de prestaciones intentada por el señor Ale-
jandro Aquino Marte contra la Grenada Company; SEGUN-
DO: Que debe condenar y Condena al demandante Alejandro 
Aquino Marte al pago de las costas del procedimiento"; SE-
GUNDO: Que debe acoger como en efecto Acoge, por ser 
justas y reposar en prueba legal, las conclusiones de la parte 
apelante señor Alejandro Aquino Marte; Rechazando, por 
infundadas, las de la parte demandada Grenada Company; 
y En Consecuencia, Revoca en todas sus partes, por los 
motivos ya expuestos, la mencionada sentencia; TERCERO: 
Que debe declarar y en efecto Declara, injustificado el despi-
do del señor Alejandro Aquino Marte, por parte de su patro-
no la Granada Company, y condena a dicho patrono a pagar 
al señor Alejandro Aquino Marte, inmediatamente, los valo-
res siguientes: a) la suma de Ochenta y Ocho Pesos con 
Noventicuatro Centavos (RD$88.94) por concepto de Ven-
ticuatro (24) días de pre-aviso; b) la duma de Seiscientos 

Sesenta y Siete Pesos con Diez y Ocho Centavos (RD$667.- 
8) por concepto de 180 días de auxilio de cesantía; y c) la 

suma de Tres Cientos Veinte y Nueve Pesos con Cuarenta 
/ Centavos (RD$329.40) moneda nacional de curso legal, por 

concepto de Tres (3) meses de salario desde la fecha de la 
demanda hasta que intervenga sentencia definitiva, de con-
formidad con el artículo 84 del Código de Trabajo; CUARTO: 
Condenar y en efecto Condona a la Grenada Company, al 
pago de las costas de ambas instancias"; 

4110- Considerando que la recurrente invoca los siguientes me-
dios: "Primer Medio de Casación.— Violación del artículo 
78,, en sus incisos 39  19° y 21^ del Código de Trabajo; falta 

.de base legal y falta o insuficiencia de motivos y violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; "Segundo 
Medio de 'Casación.— Violación del artículo 29 del Código de 
Trabajo y del artículo 57 de la Ley N9  637 sobre Contratos 
de Trabajo; falta o insuficiencia de motivos, contradicción de 
motivos entre sí y con los documentos de la causa, falta de 
base legal y desnaturalización de los hechos claros y precisos 
de la causa, con violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil"; 

Considerando que en el primer medio la recurrente ale-
ga, en síntesis, que el juez a quo limitó "su investigación al 
punto de determinar si la compañía recurrente había reci-
bido,un perjuicio cierto y real y si se había comprobado que 
el dinero que apareció en la caja de la bodega al efectuarse 
el segundo inventario había sido introducido por el empleado 
Alejandro Aquino Marte, en vez de examinar los hechos que 
se revelaron al efectuarse la inspección de dicha bodega en 
relación con la conducta observada por dicho empleado en 
la ejecución de las obligaciones que le imponía su contrato de 
trabajo, de acuerdo con la naturaleza de los servicios que 
prestaba y de las normas de probidad y de honradez"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 78, in-
cisos 3^, 19° y 21° del Código de Trabajo, el patrono puede 
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tra la Grenada Company, después de agotado el preliminar 
de la conciliación, el Juzgado de Paz del Municipio de Pepillo 
Salcedo dictó, en Mecha veintitrés de diciembre del mil nove-
cientos cincuentisiete, como Tribunal de Trabajo de primer 
grado, una sentencia cuyo dispositivo se inserta en el de la 
sentencia impugnada en casación, el cual se copia más ade-
lante; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Alejandro Aquino Marte, el Tribunal a quo dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y al 
efecto Declara, bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el señor Alejandro Aquino Marte, contra senten-
cia de fecha Veintitrés (23) del mes de diciembre del año 
de mil novecientos cincuentisiete (1957), dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de Pepillo Salcedo, en funciones 
de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, cuyo dispositivo 
dice de la manera siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que debe 
rechazar y Rechaza por improcedente y mal fundada la de-
manda en cobro de prestaciones intentada por el señor Ale-
jandro Aquino Marte contra la Grenada Company; SEGUN-
DO: Que debe condenar y Condena al demandante Alejandro 
Aquino Marte al pago de las costas del procedimiento"; SE-
GUNDO: Que debe acoger como en efecto Acoge, por ser 
justas y reposar en prueba legal, las conclusiones de la parte 
apelante señor Alejandro Aquino Marte; Rechazando, por 
infundadas, las de la parte demandada Grenada Company; 
y En Consecut ncia, Revoca en todas sus partes, por los 
motivos ya expuestos, la mencionada sentencia; TERCERO: 
Que debe declarar y en efecto Declara, injustificado el despi-
do del señor Alejandro Aquino Marte, por parte de su patro-
no la Ganada Company, y condena a dicho patrono a pagar 
al señor Alejandro Aquino Marte, inmediatamente, los valo-
res siguientes: a) la suma de Ochenta y Ocho Pesos con 
Noventicuatro Centavos (RD$88.94) por concepto de Ven-
ticuatro (24) días de pre-aviso; b) la suma de Seiscientos 

esenta y Siete Pesos con Diez y Ocho Centavos (RD$667.- 
8) por concepto de 180 días de auxilio de cesantía; y c) la 

suma de Tres Cientos Veinte y Nueve Pesos con Cuarenta 
entavos (RD$329.40) moneda nacional de curso legal, por 

concepto de Tres (3) meses de salario desde la fecha de la 
demanda hasta que intervenga sentencia definitiva, de con-
ormidad con el artículo 84 del Código de Trabajo; CUARTO: 
ondenar y en efecto Condena a la Grenada Company, al 
ago de las costas de ambas instancias"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes me-
dios: "Primor Medio de Casación.— Violación del artículo 
78,, en sus incisos 39  19° y 21° del Código de Trabajo; falta 

.de base legal y falta o insuficiencia de motivos y violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; "Segundo 
Medio de Casación.— Violación del artículo 29 del Código de 
Trabajo y del artículo 57 de la Ley 1\1 9  637 sobre Contratos 
de Trabajo; falta o insuficiencia de motivos, contradicción de 
motivos entre sí y con los documentos de la causa, falta de 
base legal y desnaturalización de los hechos claros y precisos 
de la causa, con violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil"; 

Considerando que en el primer medio la recurrente ale-
ga, en síntesis, que el juez a quo limitó "su investigación al 
punto de determinar si la compañía recurrente había reci-
bido,un perjuicio cierto y real y si se había comprobado que 
el dinero que apareció en la caja de la bodega al efectuarse 
el segundo inventario había sido introducido por el empleado 
Alejandro Aquino Marte, en vez de examinar los hechos que 
se revelaron al efectuarse la inspección de dicha bodega en 
relación con la conducta observada por dicho empleado en 
la ejecución de las obligaciones que le imponía su contrato de 
trabajo, de acuerdo con la naturaleza de los servicios que 
prestaba y de las normas de probidad y de honradez"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 78, in-
cisos 3°, 19^ y 21° del Código de Trabajo, el patrono puede 
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dar por terminado el contrato de trabajo, despidiendo al tra-
bajador . . . "por incurrir el trabajador durante sus labores 
en faltas de probidad o de honradez". . . "por cualquier cau-
sa prevista en el contrato, siempre que entrañe una falta 
del trabajador sancionada por leyes represivas o que sea de 
importancia para la adecuada ejecución del contrato de tra-
bajo". . . o "por cualquiera otra falta grave a las obligacio-
nes que el contrato imponga al trabajador"; 

Considerando que entre los hechos establecidos por los 
jueces del fondo en la sentencia impugnada constan los si-
guientes: "a) que el nombrado Alejandro Aquino Marte ce-
lebró contrato verbal de trabajo en el año 1947 con la Grena-
da Company, para prestar sus servicios en el departamento 
de mercadería, desempeñando el cargo de administrador de 
la bodega del Batey "Maguaca" mediante un salario de Vein-
tidós Pesos Semanales"; b) que el día 6 de agosto del año 
1957, el señor Selby W. Thompson, Superintendente del de-
partamento de mercaderías ordenó una revisión o inventario 
a la bodega bajo la administración del señor Aquino; c) que 
los señores Manuel Wispe, José David Grisanty Fernández, 
Eligio Rodríguez y Angel Morrobel, practicaron un inventa-
rio que arrojó un déficit de setecientos pesos con veinticinco 
centavos (RD$700.25) ; 

Considerando que frente a tales comprobaciones el Juez 
a quo debió establecer en su decisión, para determinar si el 
despido del trabajador era o no justificado, ya que se impu-
taban a éste faltas fundadas, principalmente, en las causas 
señaladas por los referidos incisos 3 9, 19° y 21°, del artículo 
78 del Código de Trabajo, si tales hechos constituían o no 
"faltas de probidad u honradez", independientemente de que 
un nuevo inventario practicado no arrojara "déficit que jus-
tifique un perjuicio cierto y real para la Grenada Company"; 
que, además, el Juez a quo debió establecer cuáles eran las 
obligaciones que en el contrato existente entre las partes, aun-
que no fuera escrito, ponía a cargo del trabajador, para de-
ducir de ahí si los hechos establecidos constituían o no una 
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falta que le fuera imputable a aquél y que estuviera "san-
cionada por leyes represivas", o que fuera "de importancia 
para la adecuada ejecución del contrato de trabajo"; 

Considerando que, es evidente, tal como lo alega la re-
currente, que el Juez a quo no ha "descrito la situación liti-
giosa con todas sus circunstancias esenciales", lo cual no ha 
permitido a esta Corte ejercer su facultad de control en re-
lación con la buena o mala aplicación de la ley; que, por tan-
to, dicho Juez no ha justificIdo legalmente su fallo, por lo 
cual la sentencia impugnada debe ser anulada, en sus ordi-
nales segundo, tercero y cuarto, sin necesidad de examinar 
el otro medio del recurso; 

Considerando que de conformidad con el artículo 65, in-
ciso 3° de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando 
una sentencia fuere casada por falta de base legal, las costas 
podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en sus ordinales se-
gundo, tercero y cuarto, la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy, 
en funciones de tribunal de trabajo de segundo grado, en fe-
cha veintiocho de marzo del mil novecientos cincuentiocho, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Libertador, en funciones de 
Tribunal de Trabajo de segundo grado; y Segundo: Compen-
sa las codas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Ay-
bar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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dar por terminado el contrato de trabajo, despidiendo al tra-
bajador . . . "por incurrir el trabajador durante sus labores 
en faltas de probidad o de honradez". .. "por cualquier cau-
sa prevista en el contrato, siempre que entrañe una 'falta 
del trabajador sancionada por leyes represivas o que sea de 
importancia para la adecuada ejecución del contrato de tra-
bajo". .. o "por cualquiera otra falta grave a las obligacio-
nes que el contrato imponga al trabajador"; 

Considerando que entre los hechos establecidos por los 
jueces del fondo en la sentencia impugnada constan los si-
guientes: "a) que el nombrado Alejandro Aquino Marte ce-
lebró contrato verbal de trabajo en el año 1947 con la Grena-
da Company, para prestar sus servicios en el departamento 
de mercadería, desempeñando el cargo de administrador de 
la bodega del Batey "Maguaca" mediante un salario de Vein-
tidós Pesos Semanales"; b) que el día 6 de agosto del año 
1957, el señor Selby W. Thompson, Superintendente del de-
partamento de mercaderías ordenó una revisión o inventario 
a la bodega bajo la administración del señor Aquino; c) que 
los señores Manuel Wispe, José David Grisanty Fernández, 
Eligio Rodríguez y Angel Morrobel, practicaron un inventa-
rio que arrojó un déficit de setecientos pesos con veinticinco 
centavos (RD$700.25) ; 

Considerando que frente a tales comprobaciones el Juez 
a quo debió establecer en su decisión, para determinar si el 
despido del trabajador era o no justificado, ya que se impu-
taban a éste faltas fundadas, principalmente, en las causas 
señaladas por los referidos incisos 3 9, 19^ y 21°, del artículo 
78 del Código de Trabajo, si tales hechos constituían o no 
"faltas de probidad u honradez", independientemente de que 
un nuevo inventario practicado no arrojara "déficit que jus-
tifique un perjuicio cierto y real para la Grenada Company"; 
que, además, el Juez a quo debió establecer cuáles eran las 
obligaciones que en el contrato existente entre las partes, aun-
que no fuera escrito, ponía a cargo del trabajador, para de-
ducir de ahí si los hechos establecidos constituían o no una  

falta que le fuera imputable a aquél y que estuviera "san-
cionada por leyes represivas", o que fuera "de importancia 
para la adecuada ejecución del contrato de trabajo"; 

Considerando que, es evidente, tal como lo alega la re-
currente, que el Juez a quo no ha "descrito la situación liti-
giosa con todas sus circunstancias esenciales", lo cual no ha 
permitido a esta Corte ejercer su facultad de control en re-
lación con la buena o mala aplicación de la ley; que, por tan-
to, dicho Juez no ha justificIdo legalmente su fallo, por lo 
cual la sentencia impugnada debe ser anulada, en sus ordi-
nales segundo, tercero y cuarto, sin necesidad de examinar 
el otro medio del recurso; 

Considerando que de conformidad con el artículo 65, in-
ciso 3" de la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando 
una sentencia fuere casada por falta de base legal, las costas 
podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa en sus ordinales se-
gundo, tercero y cuarto, la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy, 
en 'funciones de tribunal de trabajo de segundo grado, en fe-
cha veintiocho de marzo del mil novecientos cincuentiocho, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Libertador, en funciones de 
Tribunal de Trabajo de segundo grado; y Segundo: Compen-
sa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Ay-
bar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.

rn  —Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 4 de 
febrero de 1958. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Tomás Eligio Sofié. 
Abogados: Licdos. Gregorio Soné Nolasco y Manuel Horacio Cas-

tillo Guerrero. 

Recurrido: Adolfo de los Santos. 
Abogado: Lic. Manuel E. de los Santos L. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, én la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día quince del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpupsto por Tomás Eli-
gio Soñé, dominicano, mayor de edad, agrimensor, casado, 
domiciliado y residente en San Pedro de Macorís, cédula 
3752, serie 23, sello 241, contra la Decisión N 9 1 del Tribunal 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2237 

Superior de Tierras, dictada en fecha cuatro de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, en relación con las por-
ciones 5, 12 y 14 de la Parcela 141 del Distrito Catastral 
N. 39/7, Sitio de "Haití Mejía"; Municipio de Bayaguana, 
Provincia Trujillo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Gregorio Soñé Nolasco, cédula 3498, serie 

23, sedlo 9228, por sí y por el Lic. Manuel H. Castillo G., 
cédula 6607, serie 1 1, sello 11824, abogados del recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Manuel E. de los Santos L. cédula 3976, se-
rie P, sello 59809, 2.1)ogado del recurrido Adolfo de los San-
tos, dominicano, mayor de edad, hacendado, domiciliado y 
residente en Ciudad Trujillo, cédula 2999, serie 1a , sello 949, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha vein-
tisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, y el 
de ampliación tle fecha primero de septiembre del mismo 
año, suscritos por los licenciados Gregorio Soñé Nolasco y 
Manuel H. Castillo G.; • 

Visto el memorial de defensa de fecha cuatro de julio 
de mil novecientos cincuenta y ocho, sometido por el Lic. 
Manuel E. de los Santos L.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de habe.r deli-
berado, y vistos los artículos 62 de la Ley de Registro de 
Tierras y 1, 20 y 65, inciso 3", de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de agosto de'mil novecientos cincuenta y siete 
el Lic. Manuel E. de los Santos L., actuando en representa-
ción de Adolfo de los Santos sometió al Tribunal Superior de 
Tierras, una instancia contra Tomás Eligio Soñé, en relación 
con las Porciones 5, 12 y 14 de la Parcela N 9  141 del Distrito 
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República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
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diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpupsto por Tomás Eli-
gio Soñé, dominicano, mayor de edad, agrimensor, casado, 
domiciliado y residente en San Pedro de Macorís, cédula 
3752, serie 23, sello 241, contra la Decisión N 9 1 del Tribunal 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2237 

Superior de Tierras, dictada en fecha cuatro de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, en relación con las por-
ciones 5, 12 y 14 de la Parcela 141 del Distrito Catastral 
N. 39 '7, Sitio de "Haití Mejía"; Municipio de Bayaguana, 
Provincia Trujillo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Gregorio Soñé Nolasco, cédula 3498, serie 
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en la lectura de sus conclusiones; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
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Catastral N" 39/7, la cual así concluye: "Que pgr tales ra-
zones se os pide que ordenéis la paralización total de aper-
turas de trochas o de cualquier trabajo realizado en esta 
parcela"; b) que en fecha nueve de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, Tomás Eligio Soñé sometió al 
mismo Tribunal una instancia que así concluye: "PRIME-
RO: Aceptar al infrascrito como demandante reconvencional 
frente ál señor Adolfo de los Santos; SEGUNDO: para el 
caso en que ese Tribunal considere pertinente la acción in-
coada p9r el señor Adolfo de los Santos, referente a que 
se ordene la paralización total de apertura de trochas o de 
cualquier trabajo realizado dentro de la parcela 141 del 
D. C. ya mencionado, acoger como conclusión del infrascrito, 
que ordenéis la suspensión total de trabajo tanto al infras-
crito como al señor Adolfo de los Santos, dentro del sitio 
de Haití Mejía, sin que estas conclusiones constituyan una 
aceptación de las pretensiones de suspensión de trabajo del 
señor Adolfo de los Santos, la cual será oportunamente re-
batida en audiencia"; c) que discutido el caso ante el Tri-
bunal Superior de Tierras, en instancia única, éste dictó en 
fecha cuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, 
la sentencia ahora recurrida en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: 1 9—Se Acoge la instancia diri-
gida al Tribunal de Tierras en fecha 12 de agosto de 1957 
por el Lic. Manuel E. de los Santos L., en representación 
del señor Adolfo de los Santos, y, consecuentemente, se or-
dena al agrimensor Tomás Eligio Soñé Nolasco la inmediata 
suspensión de los trabajos de apertura de trochas y levan-
tamiento de cercas que realiza dentro de las porciones 5, 
12 y 14 de la Parcela N9 141 del Distrito Catastral N 9  39/7, 
parte, del Municipio de Bayaguana; Advirtiéndole que la 
violación de la presente orden será perseguida como desaca-
to.— 29— Se rechaza la instancia dirigida al Tribunal Su-
perior de Tierras por el Agrimensor Tomás Eligio Soñé No-
lasco en fecha 9 de octubre de 1957, contra el señor Adolfo 
de los Santos, por improcedente"; ^ 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: 1° Violación del derecho 
de defensa; 2° Violación del artículo 62 de la Ley de Regis-
tro de Tierras y 3° Violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil y falta de base legal; 

Considerando que el artículo 62 de la Ley de Registro 
de Tierras establece lo siguiente: "El Tribunal Superior de 

•Tierras podrá dictar, a petición de parte interesada, del 
Abogado del Estado o del Director General de Mensuras 
Catastrales, después de citadas las partes interesadas, las 
órdenes que fueren necesarias para evitar que se realicen 
en un terreno en el cual se efectúa una mensura catastral, 
hasta la aprobación por la Dirección General de Mensuras 
Catastrales de los planos sometidos, trabajos de cualquier 
naturaleza con los cuales se trate de crear indebidamente 
ventajas". . ; que ésto significa que la capacidad del Tribu- 
nal Superior de Tierras de decidir en instancia única una 
demanda a fines de suspensión de trabajos en un terreno 
bajo mensura catastral, es sólo hasta el momento de "la 
aprobación por la Dirección General de Mensuras Catastra- 
les de los planos sometidos"; que la derogación pór el legis- 
lador de la regla del doble grado se explica en ese caso, por- 
que hasta ese momento no hay un juez apoderado del sanea- 
miento; pero, una vez aprobados los planos, el Abogado del 
Estado lanza el requerimiento a que se refiere el artículo 61 
de la Ley de Registro de Tierras, y el Presidente del Tribu- 
nal designa, en acatamiento a lo que dispone el articulo 63 
de la misma ley "el Juez que ha de conocer del expediente 
del saneamiento"; que a partir de ese instante cualquiera 

• demanda, aunque tenga un carácter puramente provisional, 
como sería una suspensión de trabajos, deberá ser sometida 
a dicho juez para que la decida, a fin de que recorra los 
grados de jurisdicción, lo que, por otra parte, está previsto, 
en cuanto a las demandas que no causen perjuicio al fondo, 
en el articulo 9 de la Ley de Registro de Tierras; que el 
hecho de que el juez de Jurisdicción Original haya dado 
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Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: 19 Violación del derecho 
de defensa; 2 9  Violación del artículo 62 de la Ley de Regis-
tro de Tierras y 3 9  Violación del artículo 141 del Código 
do Procedimiento Civil y falta de base legal; 

Considerando que el artículo 62 de la Ley de Registro 
de Tierras establece lo siguiente: "El Tribunal Superior de 
Tierras podrá dictar, a petición de parte interesada, del 
Abogado del Estado o del Director General de Mensuras 
Catastrales, después de citadas las partes interesadas, las 
órdenes que fueren necesarias para evitar que se realicen 
en un terreno en el cual se efectúa una mensura catastral, 
hasta la aprobación por la Dirección General de Mensuras 
Catastrales de los planos sometidos, trabajos de cualquier 
naturaleza con los cuales se trate de crear indebidamente 
ventajas". .. ; que ésto significa que la capacidad del Tribu-
nal Superior de Tierras de decidir en instancia única una 
demanda a fines de suspensión de trabajos en un terreno 
bajo mensura catastral, es sólo hasta el momento de "la 
aprobación por la Dirección General de Mensuras Catastra-
les de los planos sometidos"; que la derogación pór el legis-
lador de la regla del doble grado se explica en ese caso, por-
que hasta ese momento no hay un juez apoderado del sanea-
miento; pero, una vez aprobados los planos, el Abogado del 
Estado lanza el requerimiento a que se refiere el artículo 61 
de la Ley de Registro de Tierras, y el Presidente del Tribu-
nal designa, en acatamiento a lo que dispone el artículo 63 
de la misma ley "el Juez que ha de conocer del expediente 
del saneamiento"; que a partir de ese instante cualquiera 
demanda, aunque tenga un carácter puramente provisional, 
como sería una suspensión de trabajos, deberá ser sometida 
a dicho juez para que la decida, a fin de que recorra los 
grados de jurisdicción, lo que, por otra parte, está previsto, 
en cuanto a las demandas que no causen perjuicio al fondo, 
en el artículo 9 de la Ley de Registro de Tierras; que el 
hecho de que el juez de Jurisdicción Original haya dado 
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una sentencia declarando el terreno comunero, y ésta haya 
sido confirmada, lo que significa que aún no hay sobre el 
caso una sentencia definitiva de adjudicación, no autoriza a 
privar de un grado a la litis que pueda surgir, ya que es de 
principio que para que un asunto civil y contencioso sea re-
suelto en instancia única, es necesario que la ley lo haya 
dispuesto expresamente; 

Considerando que el examen de la sentencia objeto del 
presente recurso pone de manifiesto que la Parcela N" 141 
del Distrito Catastral N 9  39/7, fué mensurada catastral-
mente y los planos aprobados, y que "hasta la fecha no ha 
sido objeto de adjudicación en favor de persona determina-
da", por haber sido declarada comunera; que, por tanto, y 
como el Tribunal Superior de Tierras según el artícu'o 62, 
arriba copiado, sólo puede resolver en instancia única el 
pedimento de suspensión de trabajos "hasta la aprobación 
por la Dirección General de Mensuras Catastrales de los 
planos sometidos", es obvio que al decidir después de ese 
momento las instancias que le fueron sometidas, incurrió 
en la violación de la regla del doble grado de jurisdicción, por 
lo cual el fallo impugnado debe ser casado, sin que sea pre-
ciso examinar los medios invocados por el recurrente; 

Considerando que aún cuando no ha sido invocado por 
el recurrente, procede suscitar de oficio, por ser de orden 
público, el medio que se acaba de analizar, relativo a la vio-
lación de la regla del doble grado de jurisdicción; 

Considerando que en virtud del artículo 65, inciso 3', 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas po-
drán ser compensadas cuando la sentencia sea, casada por 
violación de reglas procesales, cuyo cumplimiento esté a 
cargo de los jueces; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha cuatro de 
febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, en relación 
con las Porciones 5, 12 y 14 de la Parcela 141 del Catastral 
N^ 39/7, sitio de "Haití Mejía", Municipio de Bayaguana. 
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Provincia Trujillo, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante 
el mismo Tribunal Superior de Tierras; y Segundo: Com-

pensa las costas. 
(Firmados) H. I-Irrera Billini.— Francisco Elpidio Be-

ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño 
Cohén.— Carlos Manuel Lamarche H.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clodomiro Mateo-Fernán-
dez.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

11 .  
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 29 
de mayo de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Paz Berdomas. 
Abogado: Lic. Ramón B. García G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor 'Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día quince del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre, el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Paz Berdomas, español, mayor de edad, soltero, conductor 
y motorista, del domicilio y residencia de la población de 
Constanza, cédula 3468, serie 53, sello 319531, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribu-
ciones correccionales, de fecha veintinueve de mayo de mi! 
novecientos cincuenta y ocho, cuy_o dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Ramón B. García G., cédula 979, serie 47. 
sello 27652, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada el día treinta de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y ocho, en la Secretaría de la 
Corte a qua, a requerimiento del Lic. Ramón B. García G., 
en nombre y representación del recurrente, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha dos de 
agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, por el Lic. Ra-
món B. García G., abogado del recurrente; 

Visto el memorial ampliativo suscrito por el mismo 
Lic. Ramón B. García G., y el Dr. Ramón Pina Acevedo y 
Martínez, cédula 43139, serie 1, sello 4700, en fecha veinti-
uno de agosto del corriente año (1958) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafos I y II, de la Ley N' 
2022, del año 1949, modificada por la Ley NI' 3749, del año 
1954; 5 de la Ley N 9  4809, del año 1957, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: "a) quia 
en fecha 31 de diciembre, 1957, en el kilómetro 3 de la carre-
tera que conduce de La Vega a Jarabacoa (sección de Ca-
ñada Seca, Palero), el nombrado Antonio Paz Berdomas, 
arrolló con el carro placa privada N 9  12661, el cual maneja-
ba, a la 'señora Georgina Mateo Rosado causándole la muer-
te instantáneamente; b) que apoderada del caso la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, conoció de él en la audiencia pública del 6 de fe-
brero, 1958, y en la misma fecha dictó sentencia con el dis-
positivo siguiente: 'PRIMERO: Declara al nombrado Antonio 
Paz Berdomas no culpable del delito de homicidio involunta-
rio en perjuicio de Georgina Mateo-Rosado, puesto a su cargo 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 29 
de mayo de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Antonio Paz Berdomas. 
Abogado: Lic. Ramón B. García G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor 'Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día oince del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre, el recurso de casación interpuesto por Antonio 
Paz Berdomas, español, mayor de edad, soltero, conductor 
y motorista, del domicilio y residencia de la población de 
Constanza, cédula 3468, serie 53, sello 319531, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribu-
ciones correccionales, de fecha veintinueve de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuy_o dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Ramón B. García G., cédula 979, serie 47. 
sello 27652, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada el día treinta de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y ocho, en la Secretaría de la 
Corte a qua, a requerimiento del Lic. Ramón B. García G., 
en nombre y representación del recurrente, en la cual no 
se expone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito en fecha dos de 
agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, por el Lic. Ra-
món B. García G., abogado del recurrente; 

Visto el memorial ampliativo suscrito por el mismo 
Lic. Ramón B. García G., y el Dr. Ramón Pina Acevedo y 
Martínez, cédula 43139, serie 1, sello 4700, en fecha veinti-
uno de agosto del corriente año (1958) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafos I y II, de la Ley N' 
2022, del año 1949, modificada por la Ley NQ 3749, del año 
1954; 5 de la Ley 1\1 9  4809, del año 1957, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: "a) qw 
en fecha 31 de diciembre, 1957, en el kilómetro 3 de la carre-
tera que conduce de La Vega a Jarabacoa (sección de Ca-
ñada Seca, Palero), el nombrado Antonio Paz Berdomas, 
arrolló con el carro placa privada N 9  12661, el cual maneja-
ba, a la 'señora Georgina Mateo Rosado causándole la muer-
te instantáneamente; b) que apoderada del caso la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial • 
de La Vega, conoció de él en la audiencia pública del 6 de fe-
brero, 1958, y en la misma fecha dictó sentencia con el dis-
positivo siguiente: 'PRIMERO: Declara al nombrado Antonio 
Paz Berdomas no culpable del delito de homicidio involunta-
rio en perjuicio de Georgina Mateo-Rosado, puesto a su cargo 
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y en consecuencia descarga a dicho acusado de toda respon-
sabilidad penal, por haber obedecido el accidente a la falta 
exclusiva de la víctima; SEGUNDO: Rechaza por improce-
dente e infundada la demanda en daños y perjuicios inter-
puesta por el señor José Ortiz Araujo por sí, como cónyuge • 
superviviente de la esposa-fallecida señora Georgina Mateo-
Rosado y como tutor legal de los menores Mercedes, Oscar, 
Israel, Lorenza y Argentina, hijos del señor Ortiz Araujo y la 
víctima contra la Kettle Sánchez y Co., C. por A., y contra 
el acusado; TERCERO: Condena al señor José Ortiz Araujo 
parte civil constituida al pago de las costas civiles; CUARTO: 
Declara las costas penales de oficio'; c) que no conformes 
con el anterior fallo, la parte civil constituida y el Magistra-
do Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, inter-
pusieron sendos recursos de apelación y de éstos conoció 
dicha Corte de Apelación en fecha 26 de mayo, en audiencia 
pública"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación por el prevenido contiene el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en sus formas 
respectivas, los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Revoca la sentencia dictada en fecha seis de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga y en consecuencia, condena al prevenido Antonio Paz Ber-
domas, 

 
 de generales conocidas, como autor del delito de ho-

micidio involuntario causado con el manejo de un vehículo 
de motor, en perjuicio de la señora Georgina Mateo-Rosado, 
a sufrir la pena de un año de prisión correccional y al pago 
de una multa de doscientos cincuenta pesos oro, reconocien-
do de parte de la víctima la comisión de una falta; TERCE-
RO: Rechaza, por improcedente, la demanda en solicitud de 
indemnización formulada por el señor José Ortiz Araujo, 
parte civil constituida, por sí y como tutor legal de sus hijos 
menores Mercedes, Oscar, Israel, Lorenza y Argentina, pro-
creados con la víctima; CUARTO: Condena al señor José 

Ortiz Araujo, al pago de las costas civiles; QUINTO: Con-
dena al prevenido Antonio Paz Berdomas al pago de las 
costas penales de esta instancia"; 

Considerando que los medios y agraidos expuestos por 
el recurrente en su memorial de casación los formula de esta 
manera en su memorial ampliativo: "a) Violación y falsa 
aplicación de los artículos 3 párrafo 1", y párrafo 2" de la 
Ley N" 2022 publicada en la Gaceta Oficial 1\1 9  6948 del 15 
de junio de 1949; b) Violación por falsa aplicación del articu-
lo 5 de la Ley N" 4809, sobre Tránsito de Vehículos del 28 
de noviembre de 1957, publicada en la Gaceta Oficial N" 
8192, del de diciembre de 1957; c) Desnaturalización ae 
los hechos y pruebas del proceso. Falta de Base Legal. d) Au-

sencia absoluta de motivos en la sentencia impugnada en 
diversos aspectos de la misma, muy especialmente en lo que 
toca a la determinación de la falta y la relación de causali-
dad entre ésta y el daño o las lesiones"; 

Considerando que por el primer medio se alega que la 
sentencia impugnada condena al actual recurrente sin indi-
car cual de las faltas previstas por la ley le es imputable; que 
según se desprende de la misma sentencia el accidente fub 
debido a la falta exclusiva de la víctima, porque ésta se arro-
jó sobre el vehículo y el prevenido tocó bocina e hizo todo 
lo que pudo para evitarlo; pero 

Considerando que la Corte a qua mediante los elemen-
tos de prueba que fueron regularmente sometidos al debate 
dió por establecidos los siguientes hechos: "que el día 31 de 
de diciembre del año 1957, como a la una de la tarde, Anto-
nio Paz BIrdomas, conduciendo el carro marca `Oper, cha-
pado con el N" 12661, propiedad de Víctor Santiago Infante, 
mientras se dirigía de Jarabacoa hacia .Constanza, marchan-
do a velocidad inmoderada, golpeó a Georgina Rosado Ma-
teo, en la sección de Palero, causándole la muerte, en el 
momento que la víctima trataba de cruzar la carretera en 
dirección a una camioneta que estaba estacionada en el lado 
opuesto de la carretera al que dicha víctima se encontraba; 



2244 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 2245 

y en consecuencia descarga a dicho acusado de toda respon-
sabilidad penal, por haber obedecido el accidente a la falta 
exclusiva de la víctima; SEGUNDO: Rechaza por improce-
dente e infundada la demanda en daños y perjuicios inter-
puesta por el señor José Ortiz Araujo por sí, como cónyuge • 
superviviente de la esposa-fallecida señora Georgina Mateo-
Rosado y como tutor legal de los menores Mercedes, Oscar, 
Israel, Lorenza y Argentina, hijos del señor Ortiz Araujo y la 
víctima contra la Kettle Sánchez y Co., C. por A., y contra 
el acusado; TERCERO: Condena al señor José Ortiz Araujo 
parte civil constituida al pago de las costas civiles; CUARTO: 
Declara las costas penales de oficio'; c) que no conformes 
con el anterior fallo, la parte civil constituida y el Magistra-
do Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, inter-
pusieron sendos recursos de apelación y de éstos conoció 
dicha Corte de Apelación en fecha 26 de mayo, en audiencia 
pública"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación por el prevenido contiene el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos, en sus formas 
respectivas, los presentes recursos de apelación; SEGUNDO: 
Revoca la sentencia dictada en fecha seis de febrero del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve-
ga y en consecuencia, condena al prevenido Antonio Paz Ber- • 
domas, de generales conocidas, como autor del delito de ho-
micidio involuntario causado con el manejo de un vehículo 
de motor, en perjuicio de la señora Georgina Mateo-Rosado, 
a sufrir la pena de un año de prisión correccional y al pago 
de una multa de doscientos cincuenta pesos oro, reconocien-
do de parte de la víctima la comisión de una falta; TERCE-
RO: Rechaza, por improcedente, la demanda en solicitud de 
indemnización formulada por el señor José Ortiz Araujo, 
parte civil constituida, por sí y como tutor legal de sus hijos 
menores Mercedes, Oscar, Israel, Lorenza y Argentina, pro-
creados con la víctima; CUARTO: Condena al señor José 

Ortiz Araujo, al pago de las costas civiles; QUINTO: Con-
dena al prevenido Antonio Paz Berdomas al pago de las 
castas penales de esta instancia"; 

Considerando que los medios y agraVios expuestos por 
el recurrente en su memorial de casación los formula de esta 
manera en su memorial ampliativo: "a) Violación y falsa 
aplicación de los artículos 3 párrafo 1", y párrafo 2" de la 

Ley N" 2022 publicada en la Gaceta Oficial N 9  6948 del 15 
de junio de 1949; b) Violación por falsa aplicación del articu-
lo 5 de la Ley N" 4809, sobre Tránsito de Vehículos del 28 
de noviembre de 1957, publicada en la Gaceta Oficial 1\i" 
8192, del 1" de diciembre de 1957; c) Desnaturalización cte 
los hechos y pruebas del proceso. Falta de Base Legal. d) Au-
scncia absoluta de motivos en la sentencia impugnada en 
diversos aspectos de la misma, muy especialmente en lo que 
toca a la determinación de la falta y la relación de causali-
dad entre ésta y el daño o las lesiones"; 

Considerando que por el primer medio se alega que la 
sentencia impugnada condena al actual recurrente sin indi-
car cual de las faltas previstas por la ley le es imputable; que 
según se desprende de la misma sentencia el accidente fué 
debido a la falta exclusiva de la víctima, porque ésta se arro-
jó sobre el vehículo y el prevenido tocó bocina e hizo todo 
lo que pudo para evitarlo; pero 

Considerando que la Corte a qua mediarte los elemen-
tos de prueba que fueron regularmente sometidos al debate 
dió por establecidos los siguientes hechos: "que el día 31 de 
de diciembre del año 1957, como a la una de la tarde, Anto-
nio Paz BIrdomas, conduciendo el carro marca 'Opel', cha-
pado con el N" 12661, propiedad de Víctor Santiago Infante, 
mientras se dirigía de Jarabacoa hacia Constanza, marchan-
do a velocidad inmoderada, golpeó a Georgina Rosado Ma-
teo, en la sección de Palero, causándole la muerte, en el 
momento que la víctima trataba de cruzar la carretera en 
dirección a una camioneta que estaba estacionada en el lado 
opuesto de la carretera al que dicha víctima se encontraba; 
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que el hecho ocurrió en una recta, inmediatamente al auto-
móvil realizar el rebase de la camioneta estacionada; que 
después del suceso el carro vadeó una zanja no profunda y 
corrió más o menos 15 metros fuera de la carretera entre 
el terreno accidentado que la circunda; que el automóvil 
golpe0 a la víctima con la parte delantera media del bómper; 
que dicha víctima fué vista por el chófer diez metros antes 
de golpearla y alcanzada por el vehículo cuando después de 
haber tratado de cruzar hacia la camioneta, al percatarse 
de la presencia del carro, se devolvió hacia el lado de la ca-
rretera de donde había partido"; 

Considerando que el análisis de esos hechos demuestra, 
tal y como lo hace la Corte a qua, que el accidente fué debi-
do tanto al exceso de velocidad del carro del prevenido como 
al hecho de la víctima haber tratado de cruzar la carretera 
sin antes tomar las precauciones que aconseja la prudencia 
en esos casos, esto es, a las faltas concurrentes de ambos, 
puesto que la víctima no se lanzó sobre el vehículo en el 
momento en que pasaba éste, como lo afirma el recurrente, 
sino que ella entró a la carretera, para cruzarla, con tiempo 
suficiente para que se hubiera podido evitar el accidente, 
de haber ido el conductor a una velocidad moderada; que, 
por tanto, el presente medio carece de fundamento; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
se invoca que el fallo impugnado no expresa con claridad 
que el exceso dé velocidad es la falta imputable al prevenido 
en la realización del accidente; y agrega, que este exceso de 
velocidad no existió jamás según resulta de las pruebas 
aportadas al plenario; pero, • 

Considerando que contrariamente a esta afirmación del 
recurrente en la sentencia impugnada se expresa de una 
manera clara y prIcisa que el hecho de que el carro mane-
jado por el prevenido corría a una velocidad superior a la 
señalada por la ley fué una de las causas del accidente en 
cuestión, fundándose para ello lo expresado por el propio pre-
venido ante el juez a quo y en los testimonios y demás ele- 
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mentos de prueba que fueron sometidos al debate; que 
además, en dicho fallo se pone de manifiesto que el men-
cionado carro iba en ese momento a una velocidad que no 
era la indicada por la prudencia, dadas las circunstancias, 
lo cual constituye en todo caso una falta a cargo del preve-
nido, que compromete igualmente su responsabilidad penal, 
de conformidad con el artículo 3 de la citada Ley N° 2022; 
que, por consiguiente, este otro medio carece de fundamento; 

Considerando que por los medios tercero y cuarto el 
recurrente denuncia, en esencia, que el fallo impugnado des-
naturaliza los hechos de la causa porque no reconoció que la 
falta de la víctima fué la causa única y exclusiva del acci-
dente; que dicho fallo contiene una motivación insuficiente 
que no permite verificar la calificación que se dieron a las 
faltas tanto del prevenido como a la de la víctima, especial-
mente en cuanto a la determinación de la falta y a la rela-
ción de causalidad entre ésta y el daño, lo que deja a la 
sentencia, por otra parte, sin base legal; pero, 

Considerando que lo expresado en el examen de los me-
dios que preceden pone de manifiesto que la Corte a qua 
no ha desnaturalizado los hechos de la causa, y que, asimis-
mo, para declarar que el prevenido es culpable del delito de 
homicidio involuntario de que se trata, dió en su fallo los 
motivos que tuvo tanto para establecer y calificar las faltas 
que concurrieron en la realización del accidente como sobre 
la relación de causalidad que existe entre ambas faltas y la 
muerte de la víctima, todo lo cual le ha permitido a la Supre-
ma Corte de Justicia verificar que en la sentencia impugna-
da se hizo una correcta aplicación de la ley a los hechos rete-
nidos como constantes; que, por consiguiente, estos dos me-
dios del recurso carecen también de fundamento; 

Considerando que examinada la sentencia en sus demás 
aspectos se comprueba que dicho prevenido, al ser condena-
do por el delito de homicidio involuntario causado con el 
manejo de un vehículo de motor, en perjuicio de Georgina 
Mateo Rosado, a las penas de un año de prisión correccio- 
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que el hecho ocurrió en una recta, inmediatamente al auto. 
móvil realizar el rebase de la camioneta estacionada; que 
después del suceso el carro vadeó una zanja no profunda y 
corrió más o menos 15 metros fuera de la carretera entre 
el terreno accidentado que la circunda; que el automóvil 
golpeó a la víctima con la parte delantera media del bómper; 
que dicha víctima fué vista por el chófer diez metros antes 
de golpearla y alcanzada por el vehículo cuando después de 
haber tratado de cruzar hacia la camioneta, al percatarse 
de la presencia del carro, se devolvió hacia el lado de la ca-
rretera de donde había partido"; 

Considerando que el análisis de esos hechos demuestra, 
tal y como lo hace la Corte a qua, que el accidente fué debi-
do tanto al exceso de velocidad del carro del prevenido como 
al hecho de la víctima haber tratado de cruzar la carretera 
sin antes tomar las precauciones que aconseja la prudencia 
en esos casos, esto es, a las faltas concurrentes de ambos, 
puesto que la víctima no se lanzó sobre el vehículo en el 
momento en que pasaba éste, como lo afirma el recurrente, 
sino que ella entró a la carretera, para cruzarla, con tiempo 
suficiente para que se hubiera podido evitar el accidente, 
de haber ido el conductor a una velocidad moderada; que, 
por tanto, el presente medio carece de fundamento; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
se invoca que el fallo impugnado no expresa con claridad 
que el exceso dé velocidad es la falta imputable al prevenido 
en la realización del accidente; y agrega, que este exceso de 
velocidad no existió jamás según resulta de las pruebas 
aportadas al plenario; pero, • 

Considerando que contrariamente a esta afirmación del 
recurrente en la sentencia impugnada se expresa de una 
manera clara y prqcisa que el hecho de que el carro mane-
jado por el prevenido corría a una velocidad superior a la 
señalada por la ley fué una de las causas del accidente en 
cuestión, fundándose para ello lo expresado por el propio pre-
venido ante el juez a quo y en los testimonios y demás ele- 

/Tientos de prueba que fueron sometidos al debate; que 
además, en dicho fallo se pone de manifiesto que el men-
cionado carro iba en ese momento a una velocidad que no 
era la indicada por la prudencia, dadas las circunstancias, 
lo cual constituye en todo caso una falta a cargo del preve-
nido, que compromete igualmente su responsabilidad penal, 
de conformidad con el artículo 3 de la citada Ley N9  2022; 
que, por consiguiente, este otro medio carece de fundamento; 

Considerando que por los medios tercero y cuarto el 
recurrente denuncia, en esencia, que el fallo impugnado des-
naturaliza los hechos de la causa porque no reconoció que la 
falta de la víctima fué la causa única y exclusiva del acci-
dente; que dicho fallo contiene una motivación insuficiente 
que no permite verificar la calificación que se dieron a las 
faltas tanto del prevenido como a la de la víctima, especial-
mente en cuanto a la determinación de la falta y a la rela-
ción de causalidad entre ésta y el daño, lo que deja a la 
sentencia, por otra parte, sin base legal; pero, 

Considerando que lo expresado en el examen de los me-
dios que preceden pone de manifiesto que la Corte a qua 
no ha desnaturalizado los hechos de la causa, y que, asimis-
mo, para declarar que el prevenido es culpable del delito de 
homicidio involuntario de que se trata, dió en su fallo los 
motivos que tuvo tanto para establecer y calificar las faltas 
que concurrieron en la realización del accidente como sobre 
la relación de causalidad que existe entre ambas faltas y la 
muerte de la víctima, todo lo cual le ha permitido a la Supre-
ma Corte de Justicia verificar que en la sentencia impugna-
da se hizo una correcta aplicación de la ley a los hechos rete-
nidos como constantes; que, por consiguiente, estos dos me-
dios del recurso carecen también de fundamento; 

Considerando que examinada la sentencia en sus demás 
aspectos se comprueba que dicho prevenido, al ser condena-
do por el delito de homicidio involuntario causado con el 
manejo de un vehículo de motor, en perjuicio de Georgina 
Mateo Rosado, a las penas de un año de prisión correccio- 
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nal y a una multa de doscientos cincuenta pesos, tomando 
en cuenta la incidencia de la falta de la víctima, se le im-
puso una sanción que está ajustada a las disposiciones del 
artículo 3, párrafos I y II, de la Ley N" 2022, reformada 
por la Ley N9  3749; que, finalmente, dicha sentencia no ha 
incurrido en ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Paz Berdomas, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en sus atribuciones correccionales y en fecha veintinueve 
de mayo del mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costaQ 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Foo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.—Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.-- Clo-
domiro Mateo-Fernández.-- Manuel A. Amiama.— Manuel 
Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curio] hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu¿ 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 9 de 
diciembre de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A. 
Abogado: Dr. Luis R. del Castillo M. 

Recurrido: Ramón Liz. (Defecto): 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Ma-
teo-Fernández y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus auu 
iencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinte 

del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
e la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
e casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Sacos y 
ejidos Dominicanos, C. por A., compañía comercial consti-

tuida de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
con su domicilio social y asiento principal en esta ciudad, 
en la casa N" 48 de la ,Avenida Tiradentes, contra sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri- 
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nal y a una multa de doscientos cincuenta pesos, tomando 
en cuenta la incidencia de la falta de la víctima, se le im-
puso una sanción que está ajustada a las disposiciones del 
artículo 3, párrafos I y II, de la Ley N" 2022, reformada 
por la Ley NQ 3749; que, finalmente, dicha sentencia no ha 
incurrido en ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Paz Berdomas, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en sus atribuciones correccionales y en fecha veintinueve 
de mayo del mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costa ,: 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.—Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clo-
domiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto 'Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 9 de 
diciembre de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: La Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A. 
Abogado: Dr. Luis R. del Castillo M. 

Recurrido: Ramón Liz. (Defecto): 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Ma-
teo-Fernández y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinte 
del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Sacos y 
Tejidos Dominicanos, C. por A., compañía comercial consti-
tuida de acuerdo con las leyes de la República Dominicana, 
con su domicilio social y asiento principal en esta ciudad, 
en la casa N" 48 de la .Avenida Tiradentes, contra sentencia 
dictada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri- 
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mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, en fecha nueve de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-

te de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. Luis R. del Castillo M., cédula 46583, serie 
13, sello 49755, abogado de la recurrente, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican; 

Vista la sentencia dictada en fecha siete de marzo del 
corriente año (1958), por la cual se declara el defecto contra 
el recurrido Ramón Liz, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, obrero, cédula 7680, serie 35, sello 96500, domiciliado y 
residente en la casa N^ 42 de la calle N 9  31 de esta ciudad, 
por no haber constituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el principio III del Código de Trabajo, los 
artículos 81, 82 y 691 del mismo Código; 1033 del Código de 
Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que con motivo de la demanda intentada 
por Ramón Liz contra la Sacos y Tejidos Dominicanos, C. 
por A., después de agotado el preliminar de conciliación, en 
pago de las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda 
a los trabajadores despedidos sin causa justificada, el Juz-
gado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha siete de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, como Tribunal de Trabajo de primer grado, 
una sentencia que contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara bueno y válido el acto de la demanda 
intervenida; SEGUNDO: Declara y Ordena, la disolución y 
rescisión del contrato de trabajo intervenido entre el señor 
Ramón Liz, y la Cía. Sacos y Tejidos Dominicanos, C. Dor  

por tiempo indefinido, con responsabilidad para la Cía., 
por el despido injusto del obrero Ramón Liz; TERCERO: 
Condena a la Cía. Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A., 
a pagarle al obrero señor Ramón Liz, las sumas siguientes: 
13,D$30.48 (Treinta Pesos Cuarentiocho Centavos Oro) por 
concepto de desahucio correspondiente a (24) Veinticuatro 
días; RD$76.00 (Setentiséis Pesos Oro) por concepto de 
(60) Sesenta días de auxilio de cesantía; RD$114.00 (Ciento 
Catorce Pesos Oro) por concepto de (90) Noventa Días de 
salarios como justa indemnización, por haberlo despedido in-
justamente desde el día de la demanda hasta la sentencia de-
finitiva; y CUARTO: Condena a la Cía. Sacos y Tejidos Do-

*nicanos, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, 
o obstante cualquier recurso que se interponga contra la 
ntencia que intervenga. Y por esta nuestra sentencia a 
rgo de apelación así se pronuncia, ordena, manda y firma"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
uesto por la actual recurrente, el Tribunal a quo dictó la 
entencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-

uación: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por los motivos 
recedentemente expuestos el Recurso de Apelación inter-
uesto por la ¡Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A., contra 

la sentencia del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, de fecha 7 de julio de 1957, dicta-
da en favor de Ramón Liz, cuyas conclusiones acoge por ser 
justas y reposar sobre prueba legal y, en consecuencia, de-
clara el despido injustificado y resuelto el contrato por cul-
pa del patrono; y, por tanto, Confirma la sentencia recurrida; 
SEGUNDO: Condena a dicho patrono apelante que sucumbe 
al pago de tan solo los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
edios: "Primer Medio: Violación a los artículos 81 y 82 del 
ódigo de Trabajo del principio II del mismo Código y del 

ículo 1033 del Código de Procedimiento Civil. Motivos 
rróneos"; "Segundo Medio: Violación del artículo 141 del 

Código de Procedimiento Civil.— Omisión de estatuir"; 
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mera Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, en fecha nueve de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el algúacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-

te de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. Luis R. del Castillo M., cédula 46583, serie 
11, sello 49755, abogado de la recurrente, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican; 

Vista la sentencia dictada en fecha siete de marzo del 
corriente año (1958), por la cual se declara el defecto contra 
el recurrido Ramón Liz, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, obrero, cédula 7680, serie 35, sello 96500, domiciliado y 
residente en la casa N0 42 de la calle N 9  31 de esta ciudad, 
por no haber constituido abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos el principio III del Código de Trabajo, los 
artículos 81. 82 y 691 del mismo Código; 1033 del Código de 
Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que con motivo de la demanda intentada 
por Ramón Liz contra la Sacos y Tejidos Dominicanos, C. 
por A., después de agotado el preliminar de conciliación, en 
pago de las prestaciones que el Código de Trabajo acuerda 
a los trabajadores despedidos sin causa justificada, el Juz-
gado de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha siete de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, como Tribunal de Trabajo de primer grado, 
una sentencia que contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara bueno y válido el acto de la demanda 
intervenida; SEGUNDO: Declara y Ordena, la disolución y 
rescisión del contrato de trabajo intervenido entre el señor 
Ramón Liz, y la Cía. Sacos y Tejidos Dominicanos, C. nor 
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A., por tiempo indefinido, con responsabilidad para la Cía., 
por el despido injusto del obrero Ramón Liz; TERCERO: 
Condena a la Cía. Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A., 
a  pagarle al obrero señor Ramón Liz, las sumas siguientes: 
gD$30.48 (Treinta Pesos Cuarentiocho Centavos Oro) por 
concepto de desahucio correspondiente a (24) Veinticuatro 
días; RD$76.00 (Setentiséis Pesos Oro) por concepto de 
(60) Sesenta días de auxilio de cesantía; RD$114.00 (Ciento 
Catorce Pesos Oro) por concepto de (90) Noventa Días de 
salarios como justa indemnización, por haberlo despedido in-
justamente desde el día de la demanda hasta la sentencia de-
finitiva; y CUARTO: Condena a la Cía. Sacos y Tejidos Do-
minicanos, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, 
no obstante cualquier recurso que se interponga contra la 
sentencia que intervenga. Y por esta nuestra sentencia a 
cargo de apelación así se pronuncia, ordena, manda y firma"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la actual recurrente, el Tribunal a quo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por los motivos 
precedentemente expuestos el Recurso de Apelación inter-
uesto por la Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A., contra 

sentencia del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscrip-
ón del Distrito Nacional, de fecha 7 de julio de 1957, dicta-

en favor de Ramón Liz, cuyas conclusiones acoge por ser 
justas y reposar sobre prueba legal y, en consecuencia. de-

ara el despido injustificado y resuelto el contrato por cul-
del patrono; y, por tanto, Confirma la sentencia recurrida; 

EGUNDO: Condena a dicho patrono apelante que sucumbe 
al pago de tan solo los costos"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
edios: "Primer Medio: Violación a los artículos 81 y 82 del 

Código de Trabajo del principio II del mismo Código y del 
rtículo 1033 del Código de Procedimiento Civil. Motivos 

róneos"; "Segundo Medio: Violación del artículo 141 del 
ódigo de Procedimiento Civil.— Omisión de estatuir"; 
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Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente sostiene que "la querella presentada por el señor Ra 
món Liz ante el Departamento del Trabajo, que obra en 
cabeza del acto introductivo de instancia y según lo recono-
ce la sentencia atacada, el despido cl2 que él fué objeto tuvo 
lugar el día 8 de febrero de 1957"; que "si se examina un 
calendario se verá que el día 8 fué viernes y que, por con-
siguiente, los días y 10 fueron sábado y domingo respecti-
vamente, y que, por tanto, el día 11 de febrero de 1957 cayó 
lunes"; y que por aplicación del artículo 1033 del Código di 
Procedimiento Civil, según el cual, cuando un plazo vence 
un día feriado o no laborable se prorroga hasta el siguiente 
día, el día once de febrero de mil novecientos cincuenta y ' mi 

 siete, era un día útil para que el trabajador pudiera suplir 
con sus diligencias la obligación que incumbe al patrono de 
participar el despido dentro del plazo establecido en el ar-
tículo 81 del Código de Trabajo; 

Considerando que el Tribunal a quo ha admitido en el 
fallo impugnado que el despido del trabajador Ramón Liz 
es injustificado, en virtud de las disposiciones del artículo 
82 del Código de Trabajo, sobre el fundamento de que "es 
ineficaz el argumento presentado por el apelante de que el 
día 11 de ese mes el trabajador presentó su querella al de-
partamento correspondiente, puesto que para que la acción 
del trabajador pueda cubrir la falta del patrono de hacer la 
comunicación del despido, obligación que pesa sobre él, debe 
ser hecha, como expresa la ley en las cuarentiocho horas 
subsiguientes al despido' y de que "habiendo ocurrido el des-
pido el día ocho y habiéndose querellado el trabajador el 
día once, resulta ostensiblemente fuera del plazo legal, y 
por lo tanto las diligencias hechas por dicho trabajador no 
han podido válidamente suplir la obligación legal que pesaba, 
en el caso, sobre el patrono"; pero 

1111 	Considerando que el principio III del Código de Trabajo 
establece que "en las relaciones entre particulares, la falta 
de disposiciones especiales es suplida por el derecho común"; 

Considerando que, en tal virtud, la disposición final 
del artículo 1033 del Código de Procedimiento Civil, que es-
tablece que cuando fuere feriado el último día del plazo, 
éste será prorrogado hasta el día siguiente, se aplica al plazo 
de cuarenta y ocho horas fijado por el artículo 81 del Código 
(le Trabajo;    

Considerando 
 

 que, por otra parte, el voto de la ley se 
cumple en relación con la comunicación del despido al De-
partamento de Trabajo desde el momento en que el trabaja-
dor suple con sus diligencias, dentro del plazo legal, la parti-
cipación que debía hacer el patrono, habida cuenta de que 
lo que con ello se persigue es que tanto las autoridades labo-
rales como el trabajador se enteren de la resolución del con-
1 rato de trabajo; 

.r 	Considerando que para determinar si la querella del tra- 
bajador ha sido formulada al Departamento de Trabajo den-
ro del plazo señalado por el artículo 81 del Código de Tra-

bajo, se debe tener en cuenta la disposición final del artículo 
1033 del Código de Procedimiento Civil, aplicable —como se 
ha expresado ya— del plazo de 48 horas a que se refiere el 
citado texto legal; 

Considerando que en el presáte caso el Tribunal a quo 
ha comprobado y admitido en hecho que el despido del tra- 
bajador tuvo lugar el día ocho de febrero de mil noveciento: 
cincuenta y siete, y que éste se querelló ante el Departamento 
de Trabajo el día once del mismo mes y año; que, por consi- 
guiente, como el día diez de febrero de mil novecientos cin- 
cuenta y siete, fecha en que venció el plazo legal de 48 horas 
establecido para la comunicación del despido cayó domingo, 
dicho plazo quedaba prorrogado hasta el día siguiente, o sea 
hasta el once de febrero de mil novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que, en tales condiciones, como el traba- 
jador demandante presentó su querella en esa última fecha, 
es obvio que él suplió con sus diligencias, dentro del plazo 
legal, la obligación que era de la incumbencia del patrono, 
por lo cual, el Tribunal a quo, al declarar injustificado. de 

1  
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Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente sostiene que "la querella presentada por el señor Ra-
món món Liz ante el Departamento del Trabajo, que obra en 
cabeza del acto introductivo de instancia y según lo recono-
ce la sentencia atacada, el despido do que él fué objeto tuvo 
lugar el día 8 de febrero de 1957"; que "si se examina un 
calendario se verá que el día 8 fué viernes y que, por con-
siguiente, los días y  10 fueron sábado y domingo respecti-
vamente, y que, por tanto, el día 11 de febrero de 1957 cayó 
lunes"; y que por aplicación del artículo 1033 del Código de 
Procedimiento Civil, según el cual, cuando un plazo vence 
un día feriado o no laborable se prorroga hasta el siguiente 
día, el día once de febrero de mil novecientos cincuenta 
siete, era un día útil para que el trabajador pudiera suplir 
con sus diligencias la obligación que incumbe al patrono de 
participar el despido dentro del plazo establecido en el ar-
tículo 81 del Código de Trabajo; 

Considerando que el Tribunal a quo ha admitido en el 
fallo impugnado que el despido del trabajador Ramón Liz 
es injustificado, en virtud de las disposiciones del artículo 
82 del Código de Trabajo, sobre el fundamento de que "es 
ineficaz el argumento presentado por el apelante de que el 
día 11 de ese mes el trabajador presentó su querella al de-
partamento correspondiente, puesto que para que la acción 
del trabajador pueda cubrir la falta del patrono de hacer la 
comunicación del despido, obligación que pesa sobre él, debe 
ser hecha, como expresa la ley en las cuarentiocho horas 
subsiguientes al despido' y de que "habiendo ocurrido el des-
pido el día ocho y habiéndose querellado el trabajador el 
día once, resulta ostensiblemente fuera del plazo legal, y 
por lo tanto las diligencias hechas por dicho trabajador no 
han podido válidamente suplir la obligación legal que pesaba, 
en el caso, sobre el patrono"; pero 

Considerando que el principio III del Código de Trabajo 
establece que "en las relaciones entre particulares, la falta 
de disposiciones especiales es suplida por el derecho común"; 

Considerando que, en tal virtud, la disposición final 
del artículo 1033 del Código de Procedimiento Civil, que es-
tablece que cuando fuere feriado el último día del plazo, 
éste será prorrogado hasta el día siguiente, se aplica al plazo 
de cuarenta y ocho horas fijado por el artículo 81 del Código 

Trabajo; 
Ce

ons id 
ando que, por otra parte, el voto de la ley se 

cumple en relación con la comunicación del despido al De- 
partamento de Trabajo desde el momento en que el trabaja-
dor suple con sus diligencias, dentro del plazo legal, la parti-
cipación que debía hacer el patrono, habida cuenta de que 
lo que con ello se persigue es que tanto las autoridades labo-
rales como el trabajador se enteren de la resolución del con-
1 rato de trabajo; 

Considerando que para determinar si la querella del tra-
bajador ha sido formulada al Departamento de Trabajo den-
t ro del plazo señalado por el artículo 81 del Código de Tra-
bajo, se debe tener en cuenta la disposición final del artículo 
1033 del Código de Procedimiento Civil, aplicable —como se 
ha expresado ya— del plazo de 48 horas a que se refiere el 

4"- citado texto legal; 
Considerando que en el presente caso el Tribunal a quo 

ha comprobado y admitido en hecho que el despido del tra- 
bajador tuvo lugar el día ocho de febrero de mil noveciento. - 

 cincuenta y siete, y que éste se querelló ante el Departamento 
de Trabajo el día once del mismo mes y año; que, por consi- 
guiente, como el día diez de febrero de mil novecientos cin- 
cuenta y siete, fecha en que venció el plazo legal de 48 horas 
establecido para la comunicación del despido cayó domingo, 
dicho plazo quedaba prorrogado hasta el día siguiente, o sea 
hasta el once de febrero de mil novecientos cincuenta y siete; 

Considerando que, en tales condiciones, como el traba- 
jador demandante presentó su querella en esa última fecha, 
es obvio que él suplió con sus diligencias, dentro del plazo 
legal, la obligación que era de la incumbencia fiel patrono, 
por lo cual, el Tribunal a quo, al declarar injustificado. de 
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pleno derecho, el despido de que se trata, hizo una errónea 
interpretación del artículo 82 del mismo Código, y descono- 
ció, además, la parte final del artículo 1033 del Código de 
Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha nueve de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís; y Segundo: Condena al recurrido al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Co-
hén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. 
—Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.- 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 30 
de junio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel de Jesús Suárez. 

Abogado: Lic. Francisco José Alvarez. 

Interviniente: Flor María de los Santos. 

Abogado: Lic. Ramón B. García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

• En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrrea Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamar-
che Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel 
A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinti-
uno del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Suárez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en Río Verde, del municipio 
de La Vega, cédula 26656, serie 47, sello 3116180, contra 
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pleno derecho, el despido de que se trata, hizo una errónea 
interpretación del artículo 82 del mismo Código, y descono- 
ció, además, la parte final del artículo 1033 del Código de 
Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, como Tribunal de Trabajo 
de segundo grado, en fecha nueve de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís; y Segundo: Condena al recurrido al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Co-
hén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. 
—Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.- 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 30 
de junio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel de Jesús Suárez. 

Abogado: Lic. Francisco José Alvarez. 

Int•viniente: Flor María de los Santos. 

Abogado: Lic. Ramón B. García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrrea Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamar-
che Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel 
A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinti-
uno del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Suárez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en Río Verde, del municipio 
de La Vega, cédula 26656, serie 47, sello 3116180, contra 
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sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega 
en fecha treinta de junio del corriente año (1958), cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Francisco José Alvarez, cédula 160, serie 

47, sello 4532, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Lic. Ramón B. García, cédula 926, serie 47, sello 
27652, abogado de la parte interviniente Flor María de los 
Santos, dominicana, mayor de edad, soltera, ocupada en los 
quehaceres domésticos, domiciliada en Río Verde, del muni-
cipio de La Vega, cédula 14604, serie 47, sello 1979894, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha treintiuno de junio 
de mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Lic. 
Francisco José Alvarez, abogado del recurrente; 

Visto el memorial de casación de fecha dieciocho de 
agosto del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Francisco José Alvarez, abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los siguientes medios: "Primer Medio: Vio-
lación del Art. 1382 del Código Civil"; "Segundo Medio: Vio-
lación del art. 1153 del Código Civil"; Tercer Medio: Falta de 
motivo. Violación del art. 141 del Código Civil"; 

Visto el escrito de intervención de fecha primero de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Lic. Ramón B. García B., abogado de Flor María de los 
Santos, parte civil constituída; 

Le: Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 3 y 273 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 1382 y 1383 del Código Civil, y 1, 20, 43 y 
65, inciso 2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 1) qu ,  
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n fecha ocho de julio de mil novecientos cincuenta y siete, 
r ante el oficial del Día de la 8va. Compañía de la Policía 
acional, presentó querella Flor María de los Santos contra 

1 prevenido Manuel de Jesús Suárez, "en razón de que•"éste 
e tomó prestada la suma de RD$1,200,00 (Un mil doscientos 

sos oro N" 100) y que no obstante haberle reclamado di-
a suma en varias ocasiones se ha negado a pagársela, sien- 

o testigo de este hecho, el señor Felipe Abreu, residente en 
a sección Río Verde Arriba, del mismo Municipio; que posee 
además dos cartas dirigídales por el susodicho Manuel de Je-
ús Suárez, que son documentos comprobatorios del caso"; 
) "que apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cono-
ció de él en la audiencia pública del 12 de noviembre dei 
año 1957, dictándose en la misma fecha sentencia con el 
siguiente dispositivo: 'PRIMERO: Varía la calificación del 
hecho puesto a cargo del nombrado Manuel de Jesús Suárez 
de abuso de confianza por el delito de estafa en perjuicio de 
Flor María Santos; SEGUNDO: Declara al nombrado Ma-
nuel de Jesús Suárez culpable del hecho puesto a su cargo, 
conforme a la nueva calificación dada por este Tribunal, y 
en consecuencia de su reconocida culpabilidad, acogiendo 
circunstancias atenuantes lo condena a sufrir Dos Años de 
prisión correccional; TERCERO: Admite la constitución en 
parte civil de la señorita Flor María Santos y en consecuen-
cia condena al nombrado Manuel de Jesús Suárez al pago, 
en provecho de aquella, de una indemnización de RD$1,000.- 
00 (Mil pesos oro) por los daños morales y materiales por 
ella experimentados con los hechos del acusado Manuel de 
Jesús Suárez; CUARTO: Condena a Manuel de Jesús Suárez 
a la restitución de la suma de RD$700.00 (Setecientos Pesos 
oro) valor estafado a la señorita Flor María Santos; QUIN-
TO: Ordena que, en caso de ihsolvencia, tanto la indemniza-
ción impuesta como la restitución de RD$700.00 sea perse-
guible con prisión correccional, cuya duración se fija en Dos 
Meses; SEXTO: Condena a Manuel de Jesús Suárez al pago 
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sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega 
en fecha treinta de junio del corriente año (1958), cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Francisco José Alvarez, cédula 160, serie 

47, sello 4532, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Lic. Ramón B. García, cédula 926, serie 47, sello 
27652, abogado de la parte interviniente Flor María de los 
Santos, dominicana, mayor de edad, soltera, ocupada en los 
quehaceres domésticos, domiciliada en Río Verde, del muni-
cipio de La Vega, cédula 14604, serie 47, sello 1979894, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha treintiuno de junio 
de mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Lic. 
Francisco José Alvarez, abogado del recurrente; 

Visto el memorial de casación de fecha dieciocho de 
agosto del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Francisco José Alvarez, abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los siguientes medios: "Primer Medio: Vio-
lación del Art. 1382 del Código Civil"; "Segundo Medio: Vio-
lación del art. 1153 del Código Civil"; Tercer Medio: Falta de 
motivo. Violación del art. 141 del Código Civil"; 

Visto el escrito de intervención de fecha primero de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Lic. Ramón B. García B., abogado de Flor María de los 
Santos, parte civil constituida; 

Le Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 3 y 273 del Código de Proce 
dimiento Criminal; 1382 y 1383 del Código Civil, y 1, 20, 43 y 
65, inciso 2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo: - 
 documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 1) que 
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n fecha ocho de julio de mil novecientos cincuenta y siete. 
r ante el oficial del Día de la 8va. Compañía de la Policía 
acional, presentó querella Flor María de los Santos contra 

1 prevenido Manuel de Jesús Suárez, "en razón de que•"éste 

e tomó prestada la suma de RD$1,200,00 (Un mil doscientos 

sos oro N9  100) y que no obstante haberle reclamado di-
a suma en varias ocasiones se ha negado a pagársela, sien- 

o testigo de este hecho, el señor Felipe Abreu, residente en 

a sección Río Verde Arriba, del mismo Municipio; que posee 
demás dos cartas dirigídales por el susodicho Manuel de Je-
ús Suárez, que son documentos comprobatorios del caso"; 
) "que apoderada del caso la Cámara Penal del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cono-
ció de él en la audiencia pública del 12 de noviembre dei 
año 1957, dictándose en la misma fecha sentencia con el 
siguiente dispositivo: 'PRIMERO: Varía la calificación del 
hecho puesto a cargo del nombrado Manuel de Jesús Suárez 
de abuso de confianza por el delito de estafa en perjuicio de 
Flor María Santos; SEGUNDO: Declara al nombrado Ma-
nuel de Jesús Suárez culpable del hecho puesto a su cargo, 
conforme a la nueva calificación dada por este Tribunal, y 
en consecuencia de su reconocida culpabilidad, acogiendo 
circunstancias atenuantes lo condena a sufrir Dos Años de 
prisión correccional; TERCERO: Admite la constitución en 
parte civil de la señorita Flor María Santos y en consecuen-
cia condena al nombrado Manuel de Jesús Suárez al pago, 
en provecho de aquella, de una indemnización de RD$1,000.- 
00 (Mil pesos oro) por los daños morales y materiales por 
ella experimentados con los hechos del acusado Manuel de 
Jesús Suárez; CUARTO: Condena a Manuel de Jesús Suárez 
a la restitución de la suma de RD$700.00 (Setecientos Pesos 
oro) valor estafado a la señorita Flor María Santos; QUIN-
TO: Ordena que, en caso de insolvencia, tanto la indemniza-
ción impuesta como la restitución de RD$700.00 sea perse-
guible con prisión correccional, cuya duración se fija en Dos 
Meses; SEXTO: Condena a Manuel de Jesús Suárez al pago 
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de las costas penales y civiles, con distracción de las últimas 
en provecho del Lic. Ramón B. García G., y del Dr. Marco 
A. González H., quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte"; y 3) que sobre el recurso de apelación inte, • 
puesto por el prevenido, actual recurrente, la Corte a qua 
dictó el fallo impugnado, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SEGUN-
DO: Descarga al nombrado Manuel de Je ssús Suárez, —de ge-
nerales conocidas—, como autor del delito de estafa en per-
juicio de Flor María Santos, por no haberlo cometido; TER-
CERO: Condena a dicho inculpado Manuel de Jesús Suárez 
al pago de una indemnización de Setecientos Pesos Oro en 
favor de la parte civil constituida Flor María Santos, por sub-
sistir falta imputable a cargo del prevenido, no obstante su 
descargo; CUARTO: Declara de oficio las costas penales de 
esta instancia; QUINTO: Condena al nombrado Manuel de 
Jesús Suárez al pago de las costas civilds de esta instancia, 
distrayéndolas en provecho de los abogados Dr. Ulises R. 
Rutinel y Lic. Ramón B. García G., quienes afirmaron ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que las reglas de la competencia en mat£'- 
teria penal son de orden público y, por tanto, la excepción de 
incompetencia puede ser propuesta por,  yrimera vez en ca-
sación y aún ser suplida de oficio; 

Considerando que en la especie procede examinar pre-
viamente la competencia de los jueces del fondo para estatuir 
sobre la acción civil intentada accesoriamente a la acción pú-
blica, por la parte civil constituída; 

Considerando que los tribunales apoderados de un hecho / 

/
calificado infracción penal pueden condenar al inculpado des-
cargado a daños y perjuicios en favor de la parte civil, a con-

. dición de que el daño tenga su fuente en los hechos que han 
sido objeto de la acusación o la prevención, y de que tales 
hechos constituyan un delito o un cuasidelito civil, en el sen-
tido de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 

Considerando que esta regla, consagrada expresamente 
en materia criminal por el artículo 273 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, ha sido aplicada por nuestra jurispru-
dencia en materia correccional y de simple policía, pues las 

consideraciones mismas que han hecho descartar la incom-
petencia de los tribunales criminales para estatuir sobre Ios 
intereses civiles en caso de descargo del acusado, deben im-
poner, en consonancia con nuestro sistema de organización 
judicial, una solución idéntica en los tribunales correcciona-
les y de simple policía, en caso de descargo del prevenido; 

Considerando que para evitar el abuso de llevar a la ju-
risdicción represiva asuntos puramente civiles, y para simpli-
ficar las complicaciones que resultan del ejercicio simultáneo 
de la acción pública y la acción civil, es conveniente limitar 
esta competencia excepcional de los tribunales penales, al 
caso en que los daños y perjuicios tengan su fuente en un 
delito o un cuasidelito civil, con exclusión de cualquiera otra 
demanda a fines civiles que, aunque fundada en un hecho 
de la acusación o la prevención, ponga en causa la ejecución 
o la inejecución de una obligación contractual; 

Considerando que la Corte a qua, después de haber re-
conocido que el delito de estafa puesto a cargo del prevenido 
Manuel de Jesús Suárez no estaba caracterizado, admitió 
que "subsistía un delito civil que le es imputable, consistente 
en el hecho de no haber devuelto a Flor María de los Santos 
la suma de RD$700.00 que le prestó", y sobre este fundamen-
to lo condenó a pagar a Flor María Santos, constituida en 
parte civil, la antes mencionada suma; pero, 

Considerando que el incumplimiento de una obligación 
contractual no constituye un delito civil en el sentido del ar-
tículo 1382 del Código Civil; que, por consiguiente, como en 
la especie no se trata de una demanda en daños y perjuicios 
fundada en un delito civil, pues lo que estaba en causa era 
una cuestión contractual, o sea la obligación que resulta de 
un préstamo de dinero, la Corte a qua ha debido, al descargar 
al Prevenido, declarar su incompetencia para estatuir, acce- 
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de las costas penales y civiles, con distracción de las últimas 
en provecho del Lic. Ramón B. García G., y del Dr. Marco 
A. González H., quienes afirman haberlas avanzado en 
mayor parte"; y 3) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, actual recurrente, la Corte a qua 
dictó el fallo impugnado, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SEGUN-
DO: Descarga al nombrado Manuel de Je'sús Suárez, —de ge. 
nerales conocidas—, como autor del delito de estafa en per-
juicio de Flor María Santos, por no haberlo cometido; TER-
CERO: Condena a dicho inculpado Manuel de Jesús Suárez 
al pago de una indemnización de Setecientos Pesos Oro en 
favor de la parte civil constituida Flor María Santos, por sub-
sistir falta imputable a cargo del prevenido, no obstante su 
descargo; CUARTO: Declara de oficio las costas penales de 
esta instancia; QUINTO: Condena al nombrado Manuel de 
Jesús Suárez al pago de las costas civilds de esta instancia, 
distrayéndolas en provecho de los abogados Dr. Ulises R. 
Rutinel y Lic. Ramón B. García G., quienes afirmaron ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que las reglas de la competencia en mate-
teria penal son de orden público y, por tanto, la excepción de 
incompetencia puede ser propuesta por 4rimera vez en ez, 
sación y aún ser suplida de oficio; 

Considerando que en la especie procede examinar pre-
viamente la competencia de los jueces del fondo para estatuir 
sobre la acción civil intentada accesoriamente a la acción pú-
blica, por la parte civil constituida; 

Considerando que los tribunales apoderados de un hecho 
/ • 

calificado infracción penal pueden condenar al inculpado des-
cargado a daños y perjuicios en favor de la parte civil, a con- 
dición de que el daño tenga su fuente en los hechos que han 
sido objeto de la acusación o la prevención, y de que tales 
hechos constituyan un delito o un cuasidelito civil, en el sen-
tido de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 

Considerando que esta regla, consagrada expresamente 

en materia criminal por el artículo 273 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, ha sido aplicada por nuestra jurispru-
dencia en materia correccional y de simple policía, pues las 
consideraciones mismas que han hecho descartar la incom-
petencia de los tribunales criminales para estatuir sobre los 
intereses civiles en caso de descargo del acusado, deben im-
poner, en consonancia con nuestro sistema de organización 
judicial, una solución idéntica en los tribunales correcciona-
les y de simple policía, en caso de descargo del prevenido; 

Considerando que para evitar el abuso de llevar a la ju-
risdicción represiva asuntos puramente civiles, y para simpli-
ficar las complicaciones que resultan del ejercicio simultáneo 
de la acción pública y la acción civil, es conveniente limitar 
esta competencia excepcional de los tribunales penales, al 
caso en que los daños y perjuicios tengan su fuente en un 
delito o un cuasidelito civil, con exclusión de cualquiera otra 
demanda a fines civiles que, aunque fundada en un hecho 
de la acusación o la prevención, ponga en causa la ejecución 
o la inejecución de una obligación contractual; 

Considerando que la Corte a qua, después de haber re-
conocido que el delito de estafa puesto a cargo del prevenido 
Manuel de Jesús Suárez no estaba caracterizado, admitió 
que "subsistía un delito civil que le es imputable, consistente 
en el hecho de no haber devuelto a Flor María de los Santos 
la suma de RD$700.00 que le prestó", y sobre este fundamen-
to lo condenó a pagar a Flor María Santos, constituida en 
parte civil, la antes mencionada suma; pero, 

Considerando que el incumplimiento de una obligación 
contractual no constituye un delito civil en el sentido del ar-
tículo 1382 del Código Civil; que, por consiguiente, como en 
la especie no se trata de una demanda en daños y perjuicios 
fundada en un delito civil, pues lo que estaba en causa era 
una cuestión contractual, o sea la obligación que resulta de 
un préstamo de dinero, la Corte a qua ha debido, al descargar 
al prevenido, declarar su incompetencia para estatuir, acce- 
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soriamente a .1a acción pública, sobre los intereses privados 
de la parte civil; que al decidir lo contrario, dicha Corte des-
conoció las reglas de su propia competencia, por lo cual sin 
que sea necesario examinar los medios del recurso, procede 
anular el fallo impugnado; 

Considerando que de conformidad con el artículo 65, 
2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las cos-

tas podrán ser compensadas si la sentencia fuere casada por 
un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Flor María Santos, parte civil constituida; Segundo: Casa 
la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha treinta de junio del corriente año (1958), cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de Santiago; 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clo-
domiro Mateo-Fernández.--- Manuel A. Amiama. ,--- Manuel 
Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y .año en él expresados, y fué 
firmáda, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1958 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marché Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández. 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 1.15' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública. 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

4111 	Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcibíades 
Agramonte, dominicano, mayor de edad, casado, negociante 
y maestro constructor de carreteras, cédula 12516, serie 1, 
sello 34196, y Miguel A. Germán, dominicano, mayor de 
edad, casado, negociante y maestro constructor de carrete-
ras, cédula 16925, serie 1, cuyo sello de renovación no consta 
en el expediente, ambos domiciliados y residentes en esta 
ciudad, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo en fecha veintidós de mayo del 
Corriente año (1958), notificada a los recurrentes el día on- 



SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1958 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en 

fecha 22 de mayo de 1958. 

Materia: Penal. 

urrentes: Alcibiades Agramonte y Miguel A. Germán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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soriamente a •1a acción pública, sobre los intereses privados 
de la parte civil; que al decidir lo contrario, dicha Corte des-
conoció las reglas de su propia competencia, por lo cual sin 
que sea necesario examinar los medios del recurso, procede 
anular el fallo impugnado; 

Considerando que de conformidad con el artículo 65, in-
ciso 2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las cos-
tas podrán ser compensadas si la sentencia fuere casada por 
un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Flor María Santos, parte civil constituida; Segundo: Casa 
la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha treinta de junio del corriente año (1958), cu-
yo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de Santiago; 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.--
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clo-
domiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama. ,--- Manuel 
Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmáda, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto d2 Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández. 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: - 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcibiades 
Agramonte, dominicano, mayor de edad, casado, negociante 
y maestro constructor de carreteras, cédula 12516, serie 1, 
sello 34196, y Miguel A. Germán, dominicano, mayor de 
edad, casado, negociante y maestro constructor de carrete-
ras, cédula 16925, serie 1, cuyo sello de renovación no consta 
en el expediente, ambos domiciliados y residentes en esta 
ciudad, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo en fecha veintidós de mayo del 
corriente año (1958), notificada a los recurrentes el día on- 
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ce del siguiente mes de junio, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua en fecha once de junio del co-
rriente año, a requerimiento del Dr. Bienvenido Canto Ro-
lado, cédula 16776, serie 47, sello 59998, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 3 y 273 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 1382 y 1383 del Código Civil, y 1:20 
y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que con motivo de la querella presentada en 
fecha tres de octubre de mil novecientos cincuenta y siete 
por Francisco A. Silverio G., al Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, en contra de Alcibíades Agramonte 
y Miguel A. Germán, en la cual les imputaba el delito de es-
tafa, el Magistrado Procurador Fiscal apoderó del hecho a la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, la cual dictó en fecha dieciséis de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que debe de-
clarar, como en efecto declaramos, la incompetencia de este 
Tribunal, para conocer y fallar la causa seguida a los nom-
brados Alcibíades Agramonte y Miguel Angel Germán, de 
generales anotadas, prevenidos del delito de estafa, en per-
juicio de Francisco A. Silverio G., por tratarse en el caso de 
la especie, de un asunto puramente civil; Segundo: Que debe 
reservar, como en efecto reservamos, las costas"; y 2) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por Francisco A 
Silverio, constituido en parte civil, la Corte a qua dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válida  

en  la forma la presente apelación;— SEGUNDO: Anula la 
sentencia apelada, y avocando el fondo, descarga a los pre-
venidos Alcibíades Agramonte y Miguel A. Germán del deli-
to de estafa que se les imputa, en perjuicio de Francisco A. 
Silverio, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Acoge en 
parte las conclusiones de la parte civil, y, en consecuencia, 
condena a Alcibíades Agramonte y Miguel A. Germán a pa-
gar a Francisco A. Silverio la suma de trescientos pesos oro 
dominicanos (RD$300.00) que se obligaron a devolverle; 
CUARTO: Declara de oficio las costas de la acción pública; 
QUINTO: Condena a Alcibíades Agramonte y Miguel A. Ger-
mán al pago de las costas derivadas de la acción civil"; 

Considerando que los tribunales apoderados de un hecho 
calificado infracción penal pueden condenar al inculpado des-
cargado a daños y perjuicios en favor de la parte civil, a 
condición de que el daño tenga su fuente en los hechos que 
han sido objeto de la acusación o la prevención, y de que ta-
les hechos constituyan un delito o un cuasidelito civil, en el 
sentido de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 

Considerando que esta regla, consagrada expresamente 
en materia criminal por el artículo 273 del Código de Proce-
dimiento Criminal, ha sido aplicada por nuestra jurispru-
dencia en materia correccional y de simple policía, pues las 
consideraciones mismas que han hecho descartar la incom-
petencia de los tribunales criminales para estatuir sobre los 
intereses civiles en caso de descargo del acusado, deben im-
poner, en consonancia con nuestro sistema de organización 
judicial, una solución idéntica en los tribunales coi recelo-
nales y de simple policía, en caso de descargo del prevenido; 

Considerando que para evitar el abuso de llevar a la 
jurisdicción represiva asuntos puramente civiles, y para sim-
plificar las complicaciones que resultan del ejercicio simultá-
neo de la acción pública y la acción civil, es conveniente limi-
tar esta competencia excepcional de los tribunales penales, 
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ce del siguiente mes de junio, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua en fecha once de junio del co-
rriente año, a requerimiento del Dr. Bienvenido Canto Ro-
bario, cédula 16776, serie 47, sello 59998, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 3 y 273 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 1382 y 1383 del Código Civil, y 1:20 
y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que con motivo de la querella presentada en 
fecha tres de octubre de mil novecientos cincuenta y siete 
por Francisco A. Silverio G., al Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, en contra de Alcibíades Agramonte 
y Miguel A. Germán, en la cual les imputaba el delito de es-
tafa, el Magistrado Procurador Fiscal apoderó del hecho a la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, la cual dictó en fecha dieciséis de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, una sentencia con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que debe de-
clarar, como en efecto declaramos, la incompetencia de este 
Tribunal, para conocer y fallar la causa seguida a los nom-
brados Alcibíades Agramonte y Miguel Angel Germán, 
generales anotadas, prevenidos del delito de estafa, en per-
juicio de Francisco A. Silverio G., por tratarse en el caso de 
la especie, de un asunto puramente civil; Segundo: Que debe 
reservar, como en efecto reservamos, las costas"; y 2) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por Francisco A 
Silverio, constituido en parte civil, la Corte a qua dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válida  

en la forma la presente apelación;— SEGUNDO: Anula la 
sentencia apelada, y avocando el fondo, descarga a los pre-
venidos Alcibíades Agramonte y Miguel A. Germán del deli-
to de estafa que se les imputa, en perjuicio de Francisco A. 
Silverio, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Acoge en 
parte las conclusiones de la parte civil, y, en consecuencia, 
condena a Alcibíades Agramonte y Miguel A. Germán a pa-
gar a Francisco A. Silverio la suma de trescientos pesos oro 
dominicanos (RD$300.00) que se obligaron a devolverle; 
CUARTO: Declara de oficio las costas de la acción pública; 
QUINTO: Condena a Alcibíades Agramonte y Miguel A. Ger-
mán al pago de las costas derivadas de la acción civil"; 

Considerando que los tribunales apoderados de un hecho 
calificado infracción penal pueden condenar al inculpado des-
cargado a daños y perjuicios en favor de la parte civil, a 
condición de que el daño tenga su fuente en los hechos que 
han sido objeto de la acusación o la prevención, y de que ta-
les hechos constituyan un delito o un cuasidelito civil, en el 
sentido de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil; 

Considerando que esta regla, consagrada expresamente 
en materia criminal por el artículo 273 del Código de Proce-
dimiento Criminal, ha sido aplicada por nuestra jurispru-
dencia en materia correccional y de simple policía, pues las 
consideraciones mismas que han hecho descartar la incom-
petencia de los tribunales criminales para estatuir sobre los 
intereses civiles en caso de descargo del acusado, deben im-
poner, en consonancia con nuestro sistema de organización 
judicial, una solución idéntica en los tribunales coi recelo-
nales y de simple policía, en caso de descargo del prevenido; 

Considerando que para evitar el abuso de llevar a la 
jurisdicción represiva asuntos puramente civiles, y para sim-
plificar las complicaciones que resultan del ejercicio simultá-
neo de la acción pública y la acción civil, es conveniente limi-
tar esta competencia excepcional de los tribunales penales, 



al caso en que los daños y perjuicios tengan su fuente en 
un delito o un cuasidelito civil, con exclusión de cualquiera 
otra demanda a fines civiles que, aunque fundada en un 
hecho de la acusación o la prevención, ponga en causa la 
ejecución o la inejecución de una obligación contractual; 

Considerando que la Corte a qua, después de haber des-
cargado a los prevenidos Alcibíades Agramente y Miguel A. 
Germán, del delito de estafa en perjuicio de Francisco A. 
Silverio, parte civil constituida, que se les imputaba, y luego 
de haber admitido que dichol prevenidos no habían cometi-
do ninguna falta delictuosa ni cuasi delictuosa, los condenó 
a pagar a la parte civil constituida la suma de trescientos 
pesos oro (RD$300.00), por haber consentido ellos en devol-
verle este valor; 

Considerando que como en la especie se trataba de una 
cuestión puramente contractual y no subsistía, no obstante 
el descargo, como lo admitió la Corte a qua, ningún delito o 
cuasi-delito civil fundado en los mismos elementos de hecho 
que constituyen el objeto de la prevención, dicha Corte ha 
debido, como lo hizo la jurisdicción de primer grado, decla-
rarse incompetente para estatuir, accesoriamente a la acción 
pública, sobre los intereses privados de la parte civil; que 
al decidir lo contrario, dicha Corte desconoció las reglas de 
su propia competencia; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha 
veintidós de mayo del corriente año (1958), cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; y SP-
°lindo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor Contín Aybar.-- 
C,Iodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Ma- 

nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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al caso en que los daños y perjuicios tengan su fuente en 
un delito o un cuasidelito civil, con exclusión de cualquiera 
otra demanda a fines civiles que, aunque fundada en un 
hecho de la acusación o la prevención; ponga en causa la 
ejecución o la inejecución de una obligación contractual; 

'Considerando que la Corte a qua, después de haber des-
cargado a los prevenidos Alcibíades Agramente y Miguel A. 
Germán, del delito de estafa en perjuicio de Francisco A. 
Silverio, parte civil constituida, que se les imputaba, y luego 
de haber admitido que dicho prevenidos no habían cometi-
do ninguna falta delictuosa ni cuasi delictuosa, los condenó 
a pagar a la parte civil constituida la suma de trescientos 
pesos oro (RD$300.00), por haber consentido ellos en devol-
verle este valor; 

Considerando que como en la especie se trataba de una 
cuestión puramente contractual y no subsistía, no obstante 
el descargo, como lo admitió la Corte a qua, ningún delito o 
cuasi-delito civil fundado en los mismos elementos de hecho 
que constituyen el objeto de la prevención, dicha Corte ha 
debido, como lo hizo la jurisdicción de primer grado, decla-
rarse incompetente para estatuir, accesoriamente a la acción 
pública, sobre los intereses privados de la parte civil; que 
al decidir lo contrario, dicha Corte desconoció las reglas de 
su propia competencia; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha 
veintidós de mayo del corriente año (1958), cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; y SP-
g,tindo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Néstor 'Contín Aybar.-- 
C,lodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Ma  

nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
' 	guapa de fecha 23 de abril de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Durán. 
Abogado: Lic. Angel Salvador Canó Pelletier. 

IntervIniente: Pedro Suero. 
Abogado: Dr. Vetilio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras,.Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo . Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la, siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Durán, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Barahona, cédula 1563, 
serie 12, sello 167175, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, en sus atribuciones co- 
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rreccionales, de fecha veintitrés de abril de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, cédula 334, 

serie 10, sello 3743, abogado de la parte recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Vetilio Valenzuela, cédula 8208, serie 12, 
sello 29197, abogado de la parte interviniente Pedro Suero, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domici-
liado y residente en la ciudad de San Juan de la Maguana, 
cédula 1374, serie 12, sello 1654, en la lectura de sus con-
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría 
de la Corte a qua, el día veinticinco de abril de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Lic. Angel 
Salvador Canó Pelletier, actuando en nombre y representa-
ción del recurrente, en la cual se indican algunos de los 
medios de casación que hace valer en su memorial de ca-
sación; 

Visto el memorial de casación presentado por el aboga-
do del recurrente, el día de la audiencia de la causa del die-
ciocho de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho; 

Visto el escrito de intervención y de ampliación pre-
sentados por el abogado de la parte interviniente; 

La Suprema Corte •  de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 155, 189, 195, 215 del Código 
de Procedimiento Criminal; 3 de la Ley N' 2022, del año 
1949, modificada por la Ley N9  3749, del año 1954; 1, 35, 

I, 62, y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación: 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

clnnumentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
1 , '1 accidente sufrido por el camión placa N" 19014, propie- 



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 23 de abril de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Durán. 

Abogado: Lic. Angel Salvador Canó Pelletier. 

Interviniente: Pedro Suero. 
Abogado: Dr. Vetílio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras,, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo'Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henriquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública. 
como corte de casación, la ,  siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Durán, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Barahona, cédula 1563, 
serie 12, sello 167175, contra sentencia de la Corte de. Ape-
lación de San Juan de la Maguana, en sus atribuciones co- 
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rreccionales, de fecha veintitrés de abril de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, cédula 334, 

serie 10, sello 3743, abogado de la parte recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Vetilio Valenzuela, cédula 8208, serie 12, 
sello 29197, abogado de la parte interviniente Pedro Suero, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domici-
liado y residente en la ciudad de San Juan de la Maguana, 
cédula 1374, serie 12, sello 1654, en la lectura de sus con-
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría 
'de la Corte a qua, el día veinticinco de abril de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del Lic. Angel 
Salvador Canó Pelletier, actuando en nombre y representa-
ción del recurrente, en la cual se indican algunos de los 
medios de casación que hace valer en su memorial de ca-
sación; 

Visto el memorial de casación presentado por el aboga-
do del recurrente, el día de la audiencia de la causa del die-
ciocho de agosto de mil novecientos cincuenta y ocho; 

Visto el escrito de intervención y de ampliación pre-
sentados por el abogado de la parte interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 155, 189, 195, 215 del Código 
de Procedimiento Criminal; 3 de la Ley N^ 2022, del año 

1....

1949, modificada por la Ley N 9  3749, del año 1954; 1, 35, 
62, y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación: 

11 	Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
r1c,1 accidente sufrido por el camión placa N(' 19014, propie- 
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dad de Pedro Suero, fué sometido a la acción de la justicia 
el chófer del mismo vehículo, Fabio Sánchez (a) Negrito, 
inculpado del delito de golpes y heridas involuntarios a va-
rias personas de las que ocupaban dicho vehículo en el mo-
mento de la ocurrencia; b) que apoderado del caso, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor, en sus atribuciones correccionales, pronunció su sen-
tencia en fecha veintiséis de julio de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la cual contiene el dispositivo que se trans-
cribe en el de la sentencia impugnada en casación, que se 
copia más adelante; c) que contra este fallo interpusieron 
recurso de apelación tanto la parte civil constituida, Ra-
món Durán, como el Magistrado Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en la forma 
y en los plazos indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: De,plara regulares y válidos en cuanto a la forma, por 
haber sido interpuestos en los plazos y mediante el cumpli-
miento de los demás requisitos legales los recursos de ape-
lación intentados en fecha 29 de julio y 2 de agosto del 
año 1957 por Ramón Durán, parte civil constituida y el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
San Juan de la Maguana contra sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor dicta-
dictada en atribuciones correccionales en fecha 29 del mes 
de julio del año indicado, cuyo dispositivo es como sigue: 
—PRIMERO: Declera que el accidente ocurrido la noche 
del día 10 de febrero de 1957, en el kilómetro 11 de la ca-
rretera Sánchez, saliendo de esta ciudad, con un camión 
placa N^ 19014, manejado por el inculpado Fabio Sánchez 
(a) Negrito en que resultaron con golpes y heridas Ramón 
Durán, Arturo Ramírez, Benigno Sánchez y Silvano Pania-
gua, se debió a un caso fortuito o imprevisible y en conse-
cuencia, descarga a dicho prevenido por no estar en falta; 
SEGUNDO: Declara regular y válida en la forma la constitu- 

Sión en parte civil hecha por Ramón Durán por medio de 

su abogado constituido Angel S. Canó P., contra el señor 
Pedro Suero y Moquete y la Compañía de Seguro La Cale-
donian Insurance Company, como civilmente responsable de 
ios hechos delictuosos cometidos por Fabio Sánchez; TER-
CERO: Rechaza por improcedentes y mal fundadas las con-
clusiones de la parte civil constituida, Señor Ramón Durán, 

y lo condena al pago de las costas civiles, con distracción de 
las que corresponden a la Caledonian Insurance Company, 
en favor del Lic. Manuel Emilio Perelló, quien afirmó estar-
las avanzando; CUARTO: Declara que el inculpado Fabio 
Sánchez (a) Negrito ha violado el artículo N 9  11 de la Ley 

N'. 4017 al transportar pasajeros mientras conducía el ca-
mión placa N" 19014, y por este delito lo condena a pagar 
una multa de Veinticinco pesos y al pago de las costas'; SE-
GUNDO: Confirma la sentencia recurrida en cuanto des-
carga al prevenido Fabio Sánchez (a) Negrito, del delito de 
violación a la ley N" 2022; TERCERO: Da acta de que la 
compañía de Seguros Caledonian Insurance Company ha 
sido excluída de la presente causa como consecuencia de la 
limitación que de su recurso ha hecho la parte civil cons-
tituida, Ramón Durán; CUARTO: Confirma el fallo impug-
nado en sus demás aspectos; QUINTO: Condena a la parte 
civil constituida Ramón Durán al pago de las costas de la 

alzada"; 
Considerando que el recurrente invoca en su memorial 

de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Violación 
de los artículos 155 y 189 del Código de Procedimiento Cri-
minal y de los apartados 2", 3 9, 4" y 5^ de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación: Segundo Medio: Violación de los 
artículos 190 y 195 del Código de Procedimiento Criminal; 
Tercer Medio: Violación del Art. 195 del Código de Proce- 
dimiento Criminal y en consecuencia ausencia de base legal; 

" Cuarto Medio: Desnaturalización de los hechos, circunstan- 
cias y testimonios de la causa y en consecuencia violación 
del Art. 3 de la Ley 2022 del 10 de junio de 1949";. 
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Considerando que, a su vez la parte interviniente pre-
senta un medio de inadmisión del recurso, que será exami-
nado en primer lugar; 

En cuanto al medio de inadmisión del recurso:.  

Considerando que a este respecto el interviniente sos-
tiene que el recurso interpuesto por Ramón Suero, en su ca-
lidad de parte civil constituida, es inadmisible, porque de 
conformidad con el artículo 35 de la Ley sobre Procedi-
miento de 'Casación la parte civil que interponga casación, 
está obligada a unir a los datos o documentos en apoyo de 
su recurso, una copia auténtica de la sentencia, y dicho re-
currente no ha cumplido con esa obligación legal; pero, 

Considerando que la obligación que impone el artículo 
35 a la parte civil, de remitir en apoyo de su recurso una co-
pia auténtica de la sentencia impugnada tiene por objeto 
poner a los jueces en condiciones de conocer el fallo que se 
ataca; que, por tanto, esa formalidad queda cubierta cuan-
do, como en el presente caso, dicha copia se encuentra en 
el expediente que ha enviado el Secretario de la Corte a qua, 
en virtud del artículo 38 de la referida ley; que este medio 
de inadmisión carece pues de fundamento y debe ser re- 
chazado; 

En cuanto a los medios del recurso: 

Considerando que por el primer medio se alega que el 
recurrente pidió a la Corte a qua que anulara la sentencia 
de primer grado, por vicios de procedimiento; que este pedi-
mento no fué tomado en consideración, porque el fallo im-
pugnado se limita a confirmar la sentencia apelada, y que 
fué más tarde, al motivarse dicho fallo, cuando se quiso 
reparar la omisión de que se trata; pero, 

Considerando que la Corte a qua, después de anular en 
los motivos de su fallo la sentencia apelada, porque los tes- 

tigos no prestaron el juramento del artículo 155 del Código 
de Procedimiento Criminal, acogiendo en este sentido el 
pedimento del actual recurrente, declara que conoce del fon-
do del asunto en virtud de la avocación; que los tribunales 
en materia penal puedan dictar sus sentencias en dispositivo, 
a reserva de ser motivadas después; que si bien es cierto, 
que en el dispositivo del fallo impugnado no se habla de 
avocación y que en él se "confirma" la sentencia apelada, 
no es menos cierto que no por ello esta última sentencia 
ha dejado de ser anulada, puesto que la sentencia de 
la Corte de Apelación así lo proclama en sus motivos y 
que éstos, lejos de ser contradictorios con el dispositivo vie-
nen a aclarar y a precisar en la especie su verdadero sig-
nificado; que, en consecuencia, este medio carece de 'fun- 

damento; 
Considerando que por el segundo medio se denuncia que 

si los motivos que se refieren a la nulidad del fallo apelado 
y a la avocación constituyen una sentencia, ésta es nula, 
por no haber sido pronunciada en audiencia pública; pero, 

Considerando que como se acaba de comprobar en el 
examen del medio anterior, los motivos dados en la senten-
cia impugnada vienen a aclarar y a precisar el verdadero sig-
nificado del dispositivo de la misma; que, por consiguiente, 
habiendo sido pronunciado el dispositivo que se discute en 
audiencia pública, lo alegado por el recurrente en este medio 
carece también de fundamento; 

Considerando que por el tercer medio se invoca que en 
la sentencia impugnada no se menciona el artículo 215, lo 
cual constituye una violación del artículo 195 del Código de 
Procedimiento Criminal que dispone, a pena de nulidad, que 
los jueces deben dar lectura en alta voz al texto aplicado e 
insertarlo en el fallo; pero 

Considerando que en la sentencia impugnada se trans-
criben los artículos 215 del Código de Procedimiento Cri-
minal y 171 de la Ley N9  4017, que fué el texto penal aplica-
do al prevenido, y en ella consta también que dichos textos 
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fueron leídos en la audiencia; que, por otra parte, las dispo-
siciones del artículo 195 no están prescritas a pena de nuli- 
dad, sino bajo la sanción de una multa contra el secretario; 
que, por tanto, este otro medio carece de fundamento; 

Considerando que por el cuarto medio el recurrente sos-
tiene que la sentencia impugnada ha desnaturalizado los 
hechos y testimonios de la causa porque han calificado el 
accidente como imprevisible, cuando no lo es; que el chófer 
realizó una maniobra torpe al presentársele la vaca "en ra-
zón de que guiando a 15 kilómetros por hora y ascendiendo 
una cuesta, pudo haber parado su vehículo instantánea-
mente haciendo uso de los frenos o de la emergencia del 
mismo"; y agrega: que "un pequeño viraje a la izquierda y 
luego otro pequeño viraje a la derecha, no tenían porque 
producir el vuelco de un camión que iba a una marcha mo-
derada"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido me-
diante la ponderáción de los elementos de prueba sometidos 
regularmente al debate, lo siguiente: "1.— que el día 10 de 
febrero del ppdo. año 1957, en el kilómetro 13 1/2 de la ca-
rretera Sánchez, mientras el camión placa N^ 19014, pro-
piedad del señor Pedro Suero, manejado por Fabio Sánchez 
(a) Negrito, chófer con licencia para manejar vehículos de 
motor, transitaba por dicha carretera de oeste a este con 
destino a Ciudad Trujillo, cargado de maíz, habichuelas y 
guandules, sufrió una .volcadura y en el accidente Ramón 
Durán, el peón Silvano Paniagua, Benigno Santana y Artu-
ro Ramírez sufrieron lesiones" "que de acuerdo con la ver-
sión dada por el prevenido, el accidente se produjo a conse-
cuencia de una vaca que se le atravesó en la carretera re-
pentinamente, de manera tan imprevisible que se vió obliga-
do a dar un viraje con objeto de no chocar con el animal pro-
duciéndose la volcadura; que en el sitio donde se volcó el 
camión, la carretera no estaba firme, por estarse reparando. 
que vió la vaca como a dos metros de distancia; que los' 
hechos así relatados por el iriculpado han sido robustecidos  

por las declaraciones de los testigos Manuel José Báez Lu-
ciano y Silvano Suazo de los Santos quienes iban sentados 
al lado del chófer, vieron y se dieron cuenta exacta de la. 
manera como se produjo el accidente en el sentido de no 
serle imputable faltas al chófer; que esencialmente, del exa-
men de estos testimonios, apreciados como la expresión de 
la verdad y por los elementos y demás circunstancias de la 
causa, la Corte ha formado su convicción de que el prevenido 
no ha cometido ninguna de las faltas limitativamente ex•• 
puestas en el Art. 3^ de la Ley N 9  2022"; 

Considerando que la Corte a qua examina luego la falta 
cometida por el prevenido de transportar pasajeros en el 
camión, en violación del artículo 11 de la Ley N" 4017 y 
establece que esta falta no fué la causa eficiente del suceso, 
sino que el accidente tuvo lugar por haberse atravesado, 
inesperadamente, de manera imprevisible, la vaca en cues- 

tión; 
Considerando que los jueces del fondo establecen sobe-

ranamente los hechos que sirven de base a la calificación 
de la falta, bien que esta calificación, como cuestión de dere-
cho que es, está sujeta al control de la casación; 

Considerando que, en la especie, los jueces del fondo no 
incurrieron en desnaturalización alguna al establecer los 
hecl-los de la causa y procedieron correctamente al admi-
tir que el accidente fué debido a un caso de fuerza mayor; 
que, en efecto, según se desprende de esos mismos hechos, 
la irrupción del animal que interceptó la marcha del vehículo 
era en la especie un suceso imprevisible y la maniobra rea-
lizada por el prevenido para evitar el accidente, desviándolo 
de su trayectoria, no puede serle repróchada ya que en de-
finitiva el fracaso de esta maniobra se debió a la poca fir-
meza del terreno; que, por consiguiente, lo alegado en este 
medio carece de fundamento; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio ,  el 

recurrente alega también que la sentencia impugnada carece 
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al lado del chófer, vieron y se dieron cuenta exacta de la, 
manera como se produjo el accidente en el sentido de no 
serle imputable faltas al chófer; que esencialmente, del exa-
men de estos testimonios, apreciados como la expresión de 
la verdad y por los elementos y demás circunstancias de la 
causa, la Corte ha formado su convicción de que el prevenido 
no ha cometido ninguna de las faltas limitativamente ex•. 
puestas en el Art. 3^ de la Ley 19 .9  2022"; 

Considerando que la Corte a qua examina luego la falta 
cometida por el prevenido de transportar pasajeros en d 
camión, en violación del artículo 11 de la Ley N" 4017 y 

establece que esta falta no fué la causa eficiente del suceso, 
sino que el accidente tuvo lugar por haberse atravesado, 
inesperadamente, de manera imprevisible, la vaca en cues- 

tión; 
Considerando que los jueces del fondo establecen sobe-

ranamente los hechos que sirven de base a la calificación 
de la falta, bien que esta calificación, como cuestión de dere-
cho que es, está sujeta al control de la casación; 

Considerando que, en la especie, los jueces del fondo no 
incurrieron en desnaturalización alguna al establecer los 
hect os de la causa y procedieron correctamente al admi-
tir que el accidente fué debido a un caso de fuerza mayor; 
que, en efecto, según se desprende de esos mismos hechos, 
la irrupción del animal que interceptó la marcha del vehículo 
era en la especie un suceso imprevisible y la maniobra rea-
lizada por el prevenido para evitar el accidente, desviándolo 
de su trayectoria, no puede serle repnichada ya que en de-
finitiva el fracaso de esta maniobra se debió a la poca fir-
meza del terreno; que, por consiguiente, lo alegado en este 
medio carece de fundamento; 

Considerando que en el desarrollo del tercer media el 
recurrente alega también que la sentencia impugnada carece 
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de motivos y de base legal, porque no dice nada sobro 
"carga humana" que llevaba el camión; ni sobre el exce 
de carga; ni sobre la borrachera imputada al chófer, corn o 

 causa eficiente del accidente; ni sobre la torpeza y negligen. 
cia de este mismo chófer que dieron lugar al accidente ; 

 pero, 

Considerando que en el desarrollo del medio que se aca-
ba de examinar se pone de manifiesto que en el fallo 
pugnado se dan motivos acerca de todas las cuestiones ano. 
tadas, expresa o implícitamente, excepto en cuanto a la 
borrachera del chófer; pero a este respecto debe decirse que 
ante la Corte a qua el único que habló de bebidas alcohólicas 
fué el propio agraviado Ramón Durán cuando dijo: "parece 
que iba tomando (el chófer); en el hospital le dije a mi es-
posa que el chófer tenía tufo de ron", expresión ésta que es 
dubitativa y vaga, que descartaba la idea ded borrachera y 
por consiguiente la necesidad de que los jueces se refirieran 
a ella; que, por tanto, la sentencia impugnada no contiene 
ninguno de los vicios, ni violaciones que se le atribuyen en 
estos medios; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Pedro Suero parte civil constituída; Segundo: Rechaza el 
recurso de casación interpuesto por Ramón Durán, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, en sus atribuciones correccionales, y 
en fecha veintitrés de abril del mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior 
del presente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curio] hijo, 
Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
Firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
et tífico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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recurso de casación interpuesto por Ramón Durán, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, en sus atribuciones correccionales, y 
en fecha veintitrés de abril del mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior 
del presente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al pago 
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ras.— Juan A. Morel.— DaMián Báez B.— 'Carlos MI. La-
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

Recurridos: Martina Benjamín de Schephard, Luis Fourchue, Ele-
na Forchue (a) Tina y José Forchue. 

410 Abogado: Lic. Milcíades Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández y Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día vein-
titrés del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elías J. 
Bezi, dominicano, comerciante, domiciliado y residente en ta 
Ciudad de Santa Bárbara de Samaná, cédula 4, serie 65, sello 
1778, contra la Decisión N° 1 del Tribunal Superior de Tie-
rras dictada en fecha veinte de diciembre de mil novecientos  

cincuenta y siete, en relación con la Parcela 2571 del Distrito 
Catastral N° 7 del Municipio de Samaná; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Vetilio A. Matos, cédula 3972, serie P, sello 

4455, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie 19, sello 

59128, abogado de los recurridos, Martina Benjamín de 
Schephard, dominicana, agricultora, de la sección de Nor-
oeste, cédula 320, serie 65, sello 121893, Luis Forchue, do-
minicano, agricultor, de la sección de los "Algarrobos", cé-
dula 3047, serie 65, sello 2741036, Elena Forchue (a) Tina, 
dominicana, de quehaceres domésticos, agricultora, cédula 
2063, serie 65, sello 3243029, de la sección de Los Algarro-
bos, jurisdicción del Municipio de Samaná, y José Forchue. 
dominicano, agricultor, de La Villa de Sánchez, casa N 9  6 de 
la calle Sánchez, cédula 1346, serie 66, sello 554881, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha diecinueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de am-
pliación de fecha veinticinco de agosto del mismo año, sus-
critos por el Lic. Vetilio A. Matos, abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha dieciocho de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de amplia-
ción de fecha quince de septiembre del mismo año, suscrito 
por el Lic. Milcíades Duluc, abogado de los recurridos arriba 
indicados; 

Vista la resolución dictada por esta Suprema Corte de 
Justicia en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cin- 
cuenta y ocho, por medio de la cual declara el defecto de los 
recurridos Ercilia y Sarah Forchue Wright, y declara la ex- 
clusión de los recurridos Carlota y Rebeca Forhcue Wright; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 13 de la Ley sobre División 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 20 de 
diciembre de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Elías J. Bezi. 
Abogado: Vetilio A. Matos. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 20 de 
diciembre de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Ellas J. Bezi. 
Abogado: Vetilio A. Matos. 

Recurridos: Martina Benjamín de Schephard, Luis Fourchue, Ele-
na Forchue (a) Tina y José Forchue. 

Abogado: Lic. Milcíades Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Moret, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño .Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández y Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día vein-
titrés del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elías J. 
Bezi, dominicano, comerciante, domiciliado y residente en ta 
Ciudad de Santa Bárbara de Samaná, cédula 4, serie 65, sello 
1778, contra la Decisión N° 1 del Tribunal Superior de Tie-
rras dictada en fecha veinte de diciembre de mil novecientos  

cincuenta y siete, en relación con la Parcela 2571 del Distrito 
Catastral N9 7 del Municipio de Samaná; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Vetilio A. Matos, cédula 3972, serie la , sello 

4455, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu- 

siones; 
Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie 19, sello 

59128, abogado de los recurridos, Martina Benjamín de 
SchePhard, dominicana, agricultora, de la sección de Nor-
oeste, cédula 320, serie 65, sello 121893, Luis Forchue, do-
minicano, agricultor, de la sección de los "Algarrobos", cé-
dula 3047, serie 65, sello 2741036, Elena Forchue (a) Tina, 
dominicana, de quehaceres domésticos, agricultora, cédula 
2063, serie 65, sello 3243029, de la sección de Los Algarro-
bos, jurisdicción del Municipio de Samaná, y José Forchue, 
dominicano, agricultor, de La Villa de Sánchez, casa NQ 6 de 
la calle Sánchez, cédula 1346, serie 66, sello 554881, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la Répública; 

Visto el memorial de casación de fecha diecinueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de am-
pliación de fecha veinticinco de agosto del mismo año, sus-
critos por el Lic. Vetilio A. Matos, abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha dieciocho de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de amplia-
ción de fecha quince de septiembre del mismo año, suscrito 
por el Lic. Milcíades Duluc, abogado de los recurridos arriba 
indicados; 

Vista la resolución dictada por esta Suprema Corte de 
Justicia en fecha veintiuno de julio de mil novecientos cin- 
cuenta y ocho, por medio de la cual declara el defecto de los 
recurridos Ercilia y Sarah Forchue Wright, y declara la ex- 
clusión de los recurridos Carlota y Rebeca Forhcue Wright; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 13 de la Ley sobre División 

*1. 
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Territorial de la República de 1939; 711, 1984, 2230 y 2262 
del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo del saneamiento de la Parcela N" 2571 del Dis-
to Catastral N 9  7 del Municipio de Samaná se presentaron 
a reclamar contradictoriamente Elías J. Bezi, de una parte, 
y los Sucesores de Jaime Forchue, de la otra; b) que el Juez 
Jurisdicción Original encargado del saneamiento, dictó sen-
tencia en fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo figura inserto en el de la sentencia 
recurrida, el cual cual se copia más adelante; 

Considerando que sobre recurso de apelación de Elías 
J. Bezi, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha veinte 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, la senten-
cia ahora recurrida en casación, cuyo dispositivo en sus or-
dinales 1 y 3 que son los que se refieren a la Parcela 2571, 
objeto del recurso que se examina, dice así: "FALLA: 1' Se 
Rechaza el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Nelson Abraham Bezí en representación del señor Elías J. 
Bezi, en fecha 19 de julio de 1957, contra la Decisión 1\1 9  7 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
en fecha 12 de junio de 1957, relativa al saneamiento de las 
Parcelas Nos. 2571 y 2596 del Distrito Catastral N^ 7 del 
Municipio de Samaná". . . "3^ Se Confirma en todas sus par-
tes la decisión impugnada, cuyo dispositivo dice así: 10 Que 
debe Rechazar como por la prelente Rechaza en parte, por 
improcedente e infundadas las pretensiones del señor Elías 
Juan Bezi; En la Parcela N" 2571. Area: 5 Has. 45 As. 84 
Cas. 29  Que debe Ordenar, como al efecto Ordena, el registro 
del derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras con-
sistentes en cultivos de cafetos, cocoteros y otros árboles 
frutales, en la siguiente forma y proporción: a) 12 tareas, 
47.37 varas en favor de cada uno de los señores Carlota, 
Elena (a) Tina, Rebeca, Ercilia, José y Sarah Forchue  

wright. b) 12 tareas 47.37 varas en favor de la señora 
Martina Benjamín, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, casada con el señor Nelson Shephard, do-
miciliada y residente en El Noroeste, Samaná, cédula 1\,Í 9  

320, serie 65, sello exonerado; haciéndose constar, que una 
casa de madera techada de yaguas que existe en esta parce-
la fué construida de buena fé por el señor Luis Forchue, do-
minicano, mayor de edad, agricultor, casado con la señora 
Teresa Forchue, domiciliada y residente en Los Algarrobos, 
Samaná, cédula N9  3047, serie 65"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: 1° Violación del Art. 13 de la Ley sobre 
División Territorial de la República Dominicana de 1939; 
2^ Violación de las reglas de la prueba; 3 9  Falta de base le-
gal y falta de motivos. Falsa aplicación del Art. 711 del 
Código Civil; y 49 Desnaturalización de los hechos y de los 
documentos de la causa. Violación de las reglas de la prueba, 
particularmente del Art. 1984 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
recurrente sostiene que la Parcela 2571, objeto de la recla-
mación de ambas partes, está situada en la Sección de "Los 
Algarrobos", tal como consta en la sentencia de adjudica-
ción que pronunció el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Samaná con motivo del embargo practica-
do por él contra su deudor Emilio Forchue, y que no obstan-
te el Tribunal de Tierras rechazó la reclamación del expo-
nente y se la adjudicó a los miembros de la Sucesión de los 
finados Jaime Forchue y Sarah Wright; que, al proceder 
así el Tribunal de Tierras consideró en sus dos jurisdicciones 
que "la indicada parcela no era propiedad exclusiva del em-
bargado. . . sino de éste y de sus siete hermanos", apoyán-
dose en una escritura instrumentada por el notario Marce-
lino Rodríguez el veintiocho de febrero de mil ochocientos 
ochenta y tres en la que consta que "Jaime Forchue compró 
un cuadro de terreno en el paraje de Boyer, sección de Nor-
oeste, Común de Samaná, y que, "es inadmisible y absurdo"; 
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Territorial de la República de 1939; 711, 1984, 2230 y 2262 
del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento d e 

 Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo del saneamiento de la Parcela N^ 2571 del Dis-
to Catastral N° 7 del Municipio de Samaná se presentaron 
a reclamar contradictoriamente Elías J. Bezi, de una parte, 
y los Sucesores de Jaime Forchue, de la otra; b) que el Juez 
Jurisdicción Original encargado del saneamiento, dictó sen-
tencia en fecha doce de junio de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo figura inserto en el de la sentencia 
recurrida, el cual cual se copia más adelante; 

Considerando que sobre recurso de apelación de Elías 
J. Bezi, el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha veinte 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, la senten-
cia ahora recurrida en casación, cuyo dispositivo en sus or-
dinales 1 y 3 que son los que se refieren a la Parcela 2571, 
objeto del recurso que se examina, dice así: "FALLA: 1" Se 
Rechaza el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Nelson Abraham Bezí en representación del señor Elías J. 
Bezi, en fecha 1° de julio de 1957, contra la Decisión N 9  7 
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
en fecha 12 de junio de 1957, relativa al saneamiento de las 
Parcelas Nos. 2571 y 2596 del Distrito Catastral N° 7 del 
Municipio de Samaná". .. "3° Se Confirma en todas sus par-
tes la decisión impugnada, cuyo dispositivo dice así: 10 Que 
debe Rechazar como por la prelente Rechaza en parte, por 
improcedente e infundadas las pretensiones del señor Elías 
Juan Bezi; En la Parcela N9  2571. Area: 5 Has. 45 As. 84 . 
Cas. 29  Que debe Ordenar, como al efecto Ordena, el registro 
del derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras con-
sistentes en cultivos de cafetos, cocoteros y otros árboles 
frutales, en la siguiente forma y proporción: a) 12 tareas, 
47.37 varas en favor de cada uno de los señores Carlota, 
Elena (a) Tina, Rebeca, Ercilia, José y Sarah Forchue  

wright. b) 12 tareas 47.37 varas en favor de la señora 
Martina Benjamín, dominicana, mayor de edad, de queha-
ceres domésticos, casada con el señor Nelson Shephard, do-
miciliada y residente en El Noroeste, Samaná, cédula N9  
320, serie 65, sello exonerado; haciéndose constar, que una 
casa de madera techada de yaguas que existe en esta parce-
la fué construida de buena fé por el señor Luis Forchue, do-
minicano, mayor de edad, agricultor, casado con la señora 
Teresa Forchue, domiciliada y residente en Los Algarrobos, 
Samaná, cédula N° 3047, serie 65"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: 1° Violación del Art. 13 de la Ley sobre 
División Territorial de la República Dominicana de 1939; 
2° Violación de las reglas de la prueba; 3 9  Falta de báse le-
gal y falta de motivos. Falsa aplicación del Art. 711 del 
Código Civil; y 4° Desnaturalización de los hechos y de los 
documentos de la causa. Violación de las reglas de la prueba, 
particularmente del Art. 1984 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
recurrente sostiene que la Parcela 2571, objeto de la recla-
mación de ambas partes, está situada en la Sección de "Los 
Algarrobos", tal como consta en la sentencia de adjudica-
ción que pronunció el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Samaná con motivo del embargo practica-
do por él contra su deudor Emilio Forchue, y que no obstan-
te el Tribunal de Tierras rechazó la reclamación del expo-
nente y se la adjudicó a los miembros de la Sucesión de los 
finados Jaime Forchue y Sarah Wright; que, al proceder 
así el Tribunal de Tierras consideró en sus dos jurisdicciones 
que "la indicada parcela no era propiedad exclusiva del em-
bargado. .. sino de éste y de sus siete hermanos", apoyán-
dose en una escritura instrumentada por el notario Marce-
lino Rodríguez el veintiocho de febrero de mil ochocientos 
ochenta y tres en la que consta que "Jaime Forchue compró 
un cuadro de terreno en el paraje de Boyer, sección de Nor-
oeste, Común de Samaná, y que, "es inadmisible y absurdo"; 
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que se admita como fundamento de la reclamación de la 
Suc. Forchue esa escritura que sitúa la parcela en un lugar 
distinto del que indica la sentencia de adjudicación"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
revela que si bien los Sucesores Forchue sometieron al Tri-
bunal de Tierras la escritura arriba dicha, también alegaron 
que basaban su reclamación "en calidad de herederos del 
finado Jaime Forchue, quien murió hace 40 años, durante 
los cuales la han poseído como propietarios", llegando el 
Tribunal Superior de Tierras en el sexto considerando del 
fallo impugnado a esta conclusión: "que mediante las de-
claraciones de los testigos oídos tanto en jurisdicción original 
como ante este Tribunal Superior de Tierras, se establece 
que la totalidad de la citada parcela N° 2571, más una 
porción de 12 tareas de la Parcela N° 2596, colindante, for-
maban un solo predio rural que pertenecía hace más de 
40 años al señor Jaime Forchue; que este señor era casado 
con la señora Sarah Wright, con quien procreó como 
únicos herederos a sus hijos José, Emilio, Carlota, Elena, 
Ercilia, Sarah, Rebeca y Francisco (a) Jaime Forchue 
Wraight, los cuales continuaron la posesión de sus padres 
desde la época de su fallecimiento hace más de 70 años, has-
ta el año 1955; que dichos herederos se dividieron el men-
cionado inmueble, tomando cada uno una porción de 12 ta-
reas y fracción, quedando como dueños de sus respectivas 
porciones, excepto el coheredero Francisco (a) Jaime For-
chue, quien vendió la suya a la señora Martina Benjamín, 
y el coheredero Emilio Forchue quien vendió su porción al 
señor Elías King, el cual la unió a otra porción que había 
comprado a un señor llamado Jaime King, y por lo cual se 
formó la parcela NQ 2596, mientras que las porciones de 
los demás coherederos forman la parcela N° 2571"; que esas 
consideraciones sirvieron de base al Tribunal a quo para 
adjudicar al embargante únicamente la porción de 12 ta-
reas y 47 varas que le reconoció en la parcela colindante 
(N^ 2586) al embargado, en su calidad de heredero, convic- 

ción formada después de hacer el examen de todos los me-
dios de prueba que le fueron sometidos, inclusive la escri-
tura arriba dicha; declarando acerca del alegato sobre la 
ubicación del terreno que "carece de eficacia ya que todos 
los testigos convienen en que el inmueble en cuestión, es el 
mismo que pertenecía al finado Jaime Forchue"; que, en 
tales condiciones, la alegada violación del Art. 13 de la Ley 
sobre División Territorial de la República, de 1939, carece 
de pertinencia, pues el problema se concretaba a identificar 
el inmueble poseído, punto que quedó en hechos debida-
mente esclarecido por los jueces del fondo; que, por consi-
guiente, el primer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que en el segundo medio se afirma que la 
sentencia impugnada ha violado las reglas de la prueba por-
que "para admitir que lo mismo dá decir que el terreno en 
disputa se encuentra ubicado en Los Algarrobos como en 
Noroeste, el Tribunal Superior se funda en la declaración 
del testigo Simón 'Coplín, según el cual el actual lugar en 
donde está ese terreno se denominó antiguamente Boyer, 
que se denominó más tarde, en una parte Algarrobo y en 
otra Noroeste"; pero 

Considerando que si bien el Tribunal de Tierras se re-
firió a la declaración de ese testigo cuando examinaba el 
alegato relativo a la ubicación de la propiedad, no se fundó 
exclusivamente en su declaración pues dejó establecido de 
manera principal "que todos los testigos convienen en que el 
inmueble en cuestión, es el mismo que perteneció al finado 
Jaime Forchue"; que, por consiguiente el Tribunal a quo, le-
jos de violar las reglas de la prueba, lo que ha hecho es 
ponderar todos los elementos de convicción que le fueron 
sometidos, para hacer las deducciones pertinentes; que, por 
tanto, el segundo medio carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

'Considerando que en el desarrollo del tercer medio 
alega el recurrente que el Tribunal Superior de Tierras es-
tableció el derecho de propiedad de los recurridos "por títu- 
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que se admita como fundamento de la reclamación de l a' 
Suc. Forchue esa escritura que sitúa la parcela en un lugar 
distinto del que indica la sentencia de adjudicación"; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
revela que si bien los Sucesores Forchue sometieron al Ti i-
bunal de Tierras la escritura arriba dicha, también alegaron 
que basaban su reclamación "en calidad de herederos del 
finado Jaime Forchue, quien murió hace 40 años, durante 
los cuales la han poseído como propietarios", llegando el 
Tribunal Superior de Tierras en el sexto considerando del 
fallo impugnado a esta conclusión: "que mediante las de-
claraciones de los testigos oídos tanto en jurisdicción original 
como ante este Tribunal Superior de Tierras, se establece 
que la totalidad de la citada parcela 1\1 9  2571, más una 
porción de 12 tareas de la Parcela N" 2596, colindante, for-
maban un solo predio rural que pertenecía hace más de 
40 años al señor Jaime Forchue; que este señor era casado 
con la señora Sarah Wright, con quien procreó como 
únicos herederos a sus hijos José, Emilio, Carlota, Elena, 
Ercilia, Sarah, Rebeca y Francisco (a) Jaime Forchue 
Wraight, los cuales continuaron la posesión de sus padres 
desde la época de su fallecimiento hace más de 70 años, has-
ta el año 1955; que dichos herederos se dividieron el men-
cionado inmueble, tomando cada uno una porción de 12 ta-
reas y fracción, quedando como dueños de sus respectivas 
porciones, excepto el coheredero Francisco (a) Jaime For-
chue, quien vendió la suya a la señora Martina Benjamín, 
y el coheredero Emilio Forchue quien vendió su porción al 
señor Elías King, el cual la unió a otra porción que había 
comprado a un señor llamado Jaime King, y por lo cual se 
formó la parcela 1\1 9  2596, mientras que las porciones de 
los demás coherederos forman la parcela N" 2571"; que esas 
consideraciones sirvieron de base al Tribunal a quo para 
adjudicar al embargante únicamente la porción de 12 ta-
reas y 47 varas que le reconoció en la parcela colindante 
(N" 2586) al embargado, en su calidad de heredero, convic- 

ción formada después de hacer el examen de todos los me-
dios de prueba que le fueron sometidos, inclusive la escri-
tura arriba dicha; declarando acerca del alegato sobre la 
ubicación del terreno que "carece de eficacia ya que todos 
los testigos convienen en que el inmueble en cuestión, es el 
mismo que pertenecía al finado Jaime Forchue"; que, en 
tales condiciones, la alegada violación del Art. 13 de la Ley 
sobre División Territorial de la República, de 1939, carece 
de pertinencia, pues el problema se concretaba a identificar 
el inmueble poseído, punto que quedó en hechos debida-
mente esclarecido por los jueces del fondo; que, por consi-
guiente, el primer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que en el segundo medio se afirma que la 
sentencia impugnada ha violado las reglas de la prueba por-
que "para admitir que lo mismo dá decir que el terreno en 
disputa se encuentra ubicado en Los Algarrobos como en 
Noroeste, el Tribunal Superior se funda en la declaración 
del testigo Simón 'Coplín, según el cual el actual lugar en 
donde está ese terreno se denominó antiguamente Boyer, 
que se denominó más tarde, en una parte Algarrobo y en 
otra Noroeste"; pero 

Considerando que si bien el Tribunal de Tierras se re-
firió a la declaración de ese testigo cuando examinaba el 
alegato relativo a la ubicación de la propiedad, no se fundó 
exclusivamente en su declaración pues dejó establecido de 
manera principal "que todos los testigos convienen en que el 
inmueble en cuestión, es el mismo que perteneció al finado 
Jaime Forchue"; que, por consiguiente el Tribunal a quo, le-
jos de violar las reglas de la prueba, lo que ha hecho es 
ponderar todos los elementos de convicción que le fueron 
sometidos, para hacer las deducciones pertinentes; que, por 
tanto, el segundo medio carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

'Considerando que en el desarrollo del tercer medio 
alega el recurrente que el Tribunal Superior de Tierras es-
tableció el derecho de propiedad de los recurridos "por tau- 
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lo y por sucesión", y que como el referido título, o sea la 
escritura notarial antes citada "la descripción que hace del 
terreno no corresponde ni por su ubicación ni por su dimen-
sión, ni por sus colindancias al terreno de la propiedad em-
bargada . . . los motivos no justifican legalmente el disposi-
tivo, lo cual deja la sentencia sin base legal", a la vez que 
incurre en falsa aplicación del Art. 711 del Código Civil; 
que además "como ningún motivo idóneo, de otra natura-
leza justifica el fallo, carece también de motivos"; agregan-
do el recurrente: "descartado el título, el derecho de pro-
piedad no podía basarse sino en la prescripción de cada uno 
de ellos, prueba que no solamente no se hizo, sino que se 
probó por testigos que el único que poseía esa parcela era el 1 1 ' 
señor Emilio Forchue"; pero 

Considerando que por las consideraciones que han sido 
precedentemente copiadas, ha quedado establecido que los 
jueces del fondo admitieron que los Sucesores de Jaime 
Forchue y de Carlota Wraight "continuaron la posesión de 
sus padres desde la época de su fallecimiento hace más de 
40 años, hasta el año de 1955"; por lo cual no pudieron in-
currir en una falsa aplicación del artículo 711 del Código 
Civil; que además el examen de la sentencia impugnada re-
vela 

 
 que ella contiene motivos pertinentes y suficientes y , 

una descripción completa de los hechos y circunstancias de 
la causa que han permitido verificar que dicho fallo es el 
resultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos 
que fueron soberanamente comprobados por los jueces del 
fondo, por lo cual no se ha incurrido en los vicios de falta 
de base legal y de falta de motivos, señalados por el recu-
rrente; que, por todo lo precedentemente4expuesto, el tercer 
medio del recurso carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que en el cuarto y último medio se alega 
en primer término desnaturalización de los hechos y testi-
monios porque el Tribunal a quo admitió mediante la decla-
ración de los testigos que el predio objeto de la posesión  

"pertenecía hace más de 40 años al señor Jaime Forchue", 
cuando a juicio del recurrente los testigos lo - que afirmaron 
fué que "Emilio Forchue era la única persona que poseía la 
parcela"; y que hay también desnaturalización cuando en 
la sentencia impugnada se dice que "los herederos continua-
ron la posesión de su padre, quien murió hace más de 40 
años", pues dichos testigos lo que expresaron fué que "la 
parcela fué dividida y si fué dividida comenzó para cada uno 
una posesión individual" y que "Emilio se quedó en pose-
sión de todo y siendo esta posesión ánimo domini prescribió 
contra sus hermanos"; pero 

Considerando que el examen de las declaraciones oídas 
por el Tribunal Superior de Tierras no conduce a la con-
clusión señalada por el recurrente; que en efecto José For-
chue lo que dijo fué "que Elías Bezi no podía reclamar todo 
porque su padre Jaime dejó 8 hijos y no puede dejar todo 
para uno"; Nelson Shephard confirmó esa declaración; el 
testigo Simeón Coplín dijo que la propiedad "pertenecía a 
la Suc. de Jaime Forchue, siendo Emilio Forchue el encarga-
do"; y Martina Benjamín declaró "que esa propiedad era 
de la Sucesión de Jaime Forchue"; que, por otra parte, co-
mo el Tribunal Superior adoptó los motivos de jurisdicción 
original y en aquella sentencia fué aplicado expresamente 
el Art. 2262 del Código Civil, declarando dicho Tribunal que 
la propiedad "pertenecía A Jaime Forchue y a su esposa Sa-
rah", esta Suprema Corte ha procedido a examinar tam-
bién las declaraciones oídas por dicho Tribunal de Jurisdic-
ción Original de donde resulta que fueron interrogados los 
testigos Mateo King, Nataniel Kuz y Elena Coats; que el 
primero expresó que "conoció la parcela como propiedad de 
Jaime Forchue... quien murió hace más de 40 años", con-
tinuando la ocupación la madre y el heredero Emilio For-
chue; el segundo testigo declaró "que la parcela era de Jai-
me Forchue y de su esposa Sarah, quienes vivieron siempre 
ahí"; y el tercero "que conoce la parcela desde hace como 
60 años, que era de Jaime Forchue, quien murió hace mu- 
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lo y por sucesión", y que como el referido título, o sea la 
escritura notarial antes citada "la descripción que hace del 
terreno no corresponde ni por su ubicación ni por su dimen-
sión, ni por sus colindancias al terreno de la propiedad em-
bargada . . . los motivos no justifican legalmente el disposi-
tivo, lo cual deja la sentencia sin base legal", a la vez que 
incurre en falsa aplicación del Art. 711 del Código Civil; 
que además "como ningún motivo idóneo, de otra natura-
leza justifica el fallo, carece también de motivos"; agregan-
do el recurrente: "descartado el título, el derecho de pro-
piedad no podía basarse sino en la prescripción de cada uno 
de ellos, prueba que no solamente no se hizo, sino que se 
probó por testigos que el único que poseía esa parcela era el 
señor Emilio Forchue"; pero 

Considerando que por las consideraciones que han sido 
precedentemente copiadas, ha quedado establecido que los 
jueces del fondo admitieron que los Sucesores de Jaime 
Forchue y de Carlota Wraight "continuaron la posesión de 
sus padres desde la época de su fallecimiento hace más de 
40 años, hasta el año de 1955"; por lo cual no pudieron in- 
currir en una falsa aplicación del artículo 711 del Código 
Civil; que además el examen de la sentencia impugnada re-
vela que ella contiene motivos pertinentes y suficientes y 
una descripción completa de los hechos y circunstancias de 
la causa que han permitido verificar que dicho fallo es el 
resultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos 
que fueron soberanamente comprobados por los jueces del 
fondo, por lo cual no se ha incurrido en los vicios de falta 41 

 de base legal y de falta de motivos, señalados por el recu-
riente; que, por todo lo precedentemente 4expuesto, el tercer ;1 i 

 medio del recurso carece de fundamento y debe ser des- M 
estimado; 

Considerando que en el cuarto y último medio se alega 
en primer término desnaturalización de los hechos y testi-
monios porque el Tribunal a quo admitió mediante la decla-
ración de los testigos que el predio objeto de la posesión  

"pertenecía hace más de 40 años al señor Jaime Forchue", 
cuando a juicio del recurrente los testigos lo - que afirmaron 

fué que "Emilio Forchue era la única persona que poseía la 
parcela"; y que hay también desnaturalización cuando en 
la sentencia impugnada se dice que "los herederos continua-
ron la posesión de su padre, quien murió hace más de 40 
años", pues dichos testigos lo que expresaron fué que "la 
parcela fué dividida y si fué dividida comenzó para cada uno 
una posesión individual" y que "Emilio se quedó en pose-
sión de todo y siendo esta posesión ánimo domini prescribió 

contra sus hermanos"; pero 

Considerando que el examen de las declaraciones oídas 
por el Tribunal Superior de Tierras no conduce a la con-
clusión señalada por el recurrente; que en efecto José For-
chue lo que dijo fué "que Elías Bezi no podía reclamar todo 
porque su padre Jaime dejó 8 hijos y no puede dejar todo 
para uno"; Nelson Shephard confirmó esa declaración; el 
testigo Simeón Coplín dijo que la propiedad "pertenecía a 
la Suc. de Jaime Forchue, siendo Emilio Forchue el encarga-
do"; y Martina Benjamín declaró "que esa propiedad era 
de la Sucesión de Jaime Forchue"; que, por otra parte, co-
mo el Tribunal Superior adoptó los motivos de jurisdicción 
original y en aquella sentencia fué aplicado expresamente 
el Art. 2262 del Código Civil, declarando dicho Tribunal que 
la propiedad "pertenecía a Jaime Forchue y a su esposa Sa-
rah"., esta Suprema Corte ha procedido a examinar tam-
bién las declaraciones oídas por dicho Tribunal de Jurisdic-
ción Original de donde resulta que fueron interrogados los 
testigos Mateo King, Nataniel Kuz y Elena Coats; que el 
primero expresó que "conoció la parcela como propiedad de 
Jaime Forchue ... quien murió hace más de 40 años", con-
tinuando la ocupación la madre y el heredero Emilio For-
chue; el segundo testigo declaró "que la parcela era de Jai-
me Forchue y de su esposa Sarah, quienes vivieron siempre 
ahí"; y el tercero "que conoce la parcela desde hace como 
60 años, que era de Jaime Forchue, quien murió hace mu- 
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cho tiempo; que después del fallecimiento de Jaime Forchue 
se quedaron ocupando Sarah y su hijo Emilio"; que a esa 
base la sentencia de Jurisdicción Original dió por estaba:, 
cido que la propiedad embargada era de la Sucesión y aplicó 
según se dijo arriba, el Art. 2262 del Código Civil; que en 
tales condiciones es evidente que el Tribunal a quo lo que 
ha hecho es interpretar soberanamente el valor probatorio 
de las declaraciones dadas en el proceso de saneamiento, 
sin desnaturalización alguna; que tampoco incurrió en ese 
vicio, como lo pretende el recurrente, cuando afirmó como 
consecuencia de las declaraciones de los testigos, que hubo 
una partición entre los herederos, pues en esa forma hizo 
el Tribunal las adjudicaciones, de tal modo que atribuyó al 
embargante la porción que era del embargado; que, por 
otra no puede haber desnaturalización en ello pues en el fa-
llo impugnado se sostiene que la propiedad la adquirieron 
los adjudicatarios "por herencia", y siendo cada heredero 
el continuador jurídico del de cujus, nada se oponía a que 
se hicieran valer en favor de ellos la misma causa jurídica 
que favorecía a su causante; que, por consiguiente no se ha 
incurrido en el vicio que se alega, como tampoco en la ale-
gada violación de los artículos 2230 y 2262 del Código Civil; 

Considerando que también alega el recurrente en el me-
dio que se analiza, violación del artículo 1984 del Código 
Civil sobre este fundamento: "Todos los testigos dicen que 
Emilio Forchue quedó en posesión de todo como encargado 
de los demás hermanos, pero después de hecha la partición, 
la condición de encargado o mandatario de Emilio tiene que 
ser probada por escrito, si los jueces dieron a la posesión de 
Emilio este carácter, por creer, según algunos testigos que 
él poseía como encargado o mandatario de sus hermanos, 
erraron al admitir la prueba de semejante mandato por tes-
tigos, ya que el artículo 1984 del Código Civil regula como 
debe hacerse tal prueba"; pero 

Considerando que el Tribunal a quo no admitió que 
Emilio Forchue 'fuese un mandatario, en la cual hipótesis  

hubieran sido útiles las previsiones del artículo 1984 del 
Código Civil, sino que dicho Tribunal tuvo en cuenta la 
calificación de "encargado" que dieron algunos testigos al 
heredero Emilio Forchue únicamente como cuestión de he-
cho para apreciar que los verdaderos poseedores eran en 
conjunto los Sucesores de Jaime Forchue y no sólo el here-
dero embargado; que, por consiguiente ese alegato resulta 
también infundado, por lo cual el cuarto y último medio 
del recurso debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Elías J. Bezj, contra la Decisión N" 
1 dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha vein-
te de diciembbre de mil novecientos cincuenta y siete, en 
relación con la Parcela 2571 del Distrito Catastral N° 7 

del Municipio de Samaná, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en favor del Lic. Milcíades Duluc, quien afirma 
haberlas avanzado; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño 
Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.--:- Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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cho tiempo; que después del fallecimiento de Jaime Forchue 
se quedaron ocupando Sarah y su hijo Emilio"; que a e a 
base la sentencia de Jurisdicción Original dió por estab:- 
cido que la propiedad embargada era de la Sucesión y aplicó 
según se dijo arriba, el Art. 2262 del Código Civil; que en 
tales condiciones es evidente que el Tribunal a que lo que 
ha hecho es interpretar soberanamente el valor probatorio 
de las declaraciones dadas en el proceso de saneamiento, 
sin desnaturalización alguna; que tampoco incurrió en ese " 
vicio, como lo pretende el recurrente, cuando afirmó como 
consecuencia de las declaraciones de los testigos, que hubo 
una partición entre los herederos, pues en esa forma hizo 
el Tribunal las adjudicaciones, de tal modo que atribuyó al 
embargante la porción que era del embargado; que, por 
otra no puede haber desnaturalización en ello pues en el fa-
llo impugnado se sostiene que la propiedad la adquirieron 
los adjudicatarios "por herencia", y siendo cada heredero 
el continuador jurídico del de cujus, nada se oponía a que 
se hicieran valer en favor de ellos la misma causa jurídica 
que favorecía a su causante; que, por consiguiente no se ha 
incurrido en el vicio que se alega, como tampoco en la ale-
gada violación de los artículos 2230 y 2262 del Código Civil; 

Considerando que también alega el recurrente eñ el me-
dio que se analiza, violación del artículo 1984 del Código 
Civil sobre este fundamento: "Todos los testigos dicen que 
Emilio Forchue quedó en posesión de todo como encargado 
de los demás hermanos, pero después de hecha la partición, 
la condición de encargado o mandatario de Emilio tiene que 
ser probada por escrito, si los jueces dieren a la posesión de 
Emilio este carácter, por creer, según algunos testigos que 
él poseía como encargado o mandatario de sus hermanos, 
erraron al admitir la prueba de semejante mandato por tes-
tigos, ya que el artículo 1984 del Código Civil regula como 
debe hacerse tal prueba"; pero 

Considerando que el Tribunal a quo no admitió que 
Emilio Forchue fuese un mandatario, en la cual hipótesis 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2285 

hubieran sido útiles las previsiones del artículo 1984 del 
Código Civil, sino que dicho Tribunal tuvo en cuenta la 
calificación de "encargado" que dieron algunos testigos al 
heredero Emilio Forchue únicamente como cuestión de he-

cho para apreciar que los verdaderos poseedores eran en 
conjunto los Sucesores de Jaime Forchue y no sólo el here-
dero embargado; que, por consiguiente ese alegato resulta 
también infundado, por lo cual el cuarto y último medio 
del recurso debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Elías J. Bezj, contra la Decisión N" 
1 dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha vein-
te de diciembbre de mil novecientos cincuenta y siete, en 
relación con la Parcela 2571 del Distrito Catastral N 9  7 

del Municipio de Samaná, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en favor del Lic. Milcíades Duluc, quien afirma 
haberlas avanzado; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño 
Cohén,— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández. 
 Manuel Ramón Ruiz Tejada.-:- Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 20 de mayo de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Barón del Giúdice y Ilarchena. 
Abogado: Lic. Ramón Feliú R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, 
Clodomiro Mateo-Fernández y doctor Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Barón del 
Giúdice y Marchena, dominicano, mayor de edad, casado, 
abogado, domiciliado y residente en San Pedro de Macorís, 
cédula 2700, serie 23, sello 53381, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
SUS atribuciones correccionales, en fecha veinte de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador. General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha nueve de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento de la doc-
tora Isidra Mejía de la Rocha, cédula 11793, serie 23, sello 
38719, a nombre del prevenido Barón del Giúdice Marchena, 
en la cual declaró que dicho recurso lo interpone "por no 
estar conforme con la mencionada sentencia, y cuyos mo-
tivos serán expuestos oportunamente en memorial que se 
depositará"; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha doce 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por el Lic. Ramón Feliú R., cédula 4331, serie 23, sello 18605, 
a nombre del recurrente Barón del Giúdice y Marchena; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 408 del Código Penal; 141 del 
Código de Procedimiento Civil y 1, 23 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
en fecha veintinueve de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y seis, la Antonio Risi, C. por A., mediante acto del minis-
terial Oscar George, Alguacil Ordinario de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, puso en mora al Dr. Pedro 

`Barón del Giúdice para que en el plazo de veinticuatro ho-
ras 'reembolsase a dicha Cía., en valores totalmente en efec-
tivo y en moneda de curso legal, los valores que les 'fueron 
entregados en su calidad de abogado de dicha compañía 
o con mandato de ella, para el cobro según documentos que 
constan en su poder, los cuales les fueron entregados dichos 
valores'; b) que en fecha cinco de noviembre del mil nove-
cientos cincuenta y seis, compareció por ante el Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, Luis A. Risi, en representación de la Antonio Risi 
Y Co., C. por A., en su calidad de Presidente-Tesorero de 
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dicha Compañía, y presentó querellá contra el Dr. Pedro 
Barón del Giúdice y Marchena "por el hecho de haber soli-
citado valores ascendentes a la suma de RD$731.50 de la 
Compañía" que representaba, "en la forma siguiente: RD 
$431.50 que sqlicitó de la Compañía y le fué entregada, para 
fines de procedimientos en embargos, transcripción e ins-
cripción de sentencia y liquidaciones de venta en pública 
subasta de muebles de Fernando Mejía y en favor de éste, y 
RD$300.00 de los valores tomados a Claudio Lluberes por 
orden de Matías Troncoso y del propio Matías Troncos°, 
(cuyo garante era el señor Miguel A. Romero Milán), los 
cuales no fueron reportados por dicho Dr. del Giúdice a la 
Compañía"; c) que apoderado del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís, en fecha veintidós de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, dictó en atribuciones correccionales, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar, como en efecto declara, regular y válida 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil realizada 
por el señor Luis A. Risi en su calidad de Presidente-Teso-
rero de la Antonio Risi y Cía., C. por A.; SEGUNDO: Que 
debe condenar, como en efecto condena, al Dr. Pedro Ba-
rón del Giúdice y Marchena, a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional y a pagar una multa de cincuenta pesos 
oro (RD$50.00), por el delito de abuso de confianza, en 
perjuicio de la Antonio Risi Cía., C. por A., acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Que debe aco-
ger, como en efecto acoge, las conclusiones de la parte civil 
constituida, la Antonio Risi Cía., C. por A., y en consecuen-
cia debe ordenar, como en efecto ordena, que el doctor Pedro 
Barón del Giúdice y Marchena, devuelva a la mencionada 
Cía. la suma de RD$663.50 por él distraída en su provecho 
personal; CUARTO: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, al Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a pagar 
a la Antonio Risi, C. por A., la suma de RD$663.50 a título 
de daños y perjuicios morales y materiales por ella sufridos; 

QuiNTO: Que debe condenar, como en efecto condena, al 
jnculpado al pago de las costas penales y civiles"; d) que 
contra esa sentencia recurrió en apelación el prevenido Pe-
dro Barón del Giúdice y Marchena y en fecha diecisiete de 
enero de mil novecientos cincuenta y siete, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís dictó, en atribuciones co-
rreccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara, en cuanto a la forma, regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
doctor Pedro Barón del Giúdioe y Marchena, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales y en fecha 22 de 
noviembre de 1956, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, cuya parte 
dispositiva figura en otro lugar de la presente sentencia; 
SEGUNDO: Rechaza, por improcedente y mal fundada, la 
excepción propuesta, in limine litis, por el referido inculpado 
Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena; TERCERO: 
Reserva las costas para decidirlas conjuntamente con el fon-
do de esta instancia; y CUARTO: Fija la audiencia del día 1^ 
del mes de febrero del ario en curso, a las nueve horas de 
la mañana, para la continuación del conocimiento de la cau-
sa seguida al dicho inculpado, doctor Pedro Barón del Giú-
dice y Marchena"; e) que contra esa sentencia recurrió en 
casación el prevenido Pedro Barón del Giúdice y Marche-
na; f) que fijada la audiencia del día primero de febrero 
de mil novecientos cincuenta y siete, para conocer del re-
curso de apelación del prevenido, "y mientras ésta se cele-

' braba, el Licenciado Laureano Canto Rodríguez, ocupó la 
tribuna de la defensa y solicitó que la causa seguida al 
inculpado Doctor Barón del Giúdice y Marchena fuera reen-
viada hasta tanto la Suprema Corte de Justicia fallase el 
recurso de casación relativo al incidente in limine Mis pre-
sentado por el referido inculpado Dr. del Giúdice"; g) que, 
"en la misma audiencia, el Magistrado Procurador General 
dictaminó sobre la referida solicitud del Lic. Canto, opo-
niéndose al reenvío y la Corte, en la misma 'fecha del pri- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2289 2288 	 BOLETÍN JUDICIAL 

dicha Compañía, y presentó querella contra el Dr. Pedro 
Barón del Giúdice y Marchena "por el hecho de haber soli-
citado valores ascendentes a la suma de RD$731.50 de la 
Compañía" que representaba, "en la forma siguiente: RD 
$431.50 que solicitó de la Compañía y le fué entregada, para 
fines de procedimientos en embargos, transcripción e ins-
cripción de sentencia y liquidaciones de venta en pública 
subasta de muebles de Fernando Mejía y en favor de éste, y 
RD$300.00 de los valores tomados a Claudio Lluberes por 
orden de Matías Troncoso y del propio Matías Troncoso, 
(cuyo garante era el señor Miguel A. Romero Milán), los 
cuales no fueron reportados por dicho Dr. del Giúdice a la 
Compañía"; c) que apoderado del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís, en fecha veintidós de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, dictó en atribuciones correccionales, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar, como en efecto declara, regular y válida 
en cuanto a la forma la constitución en parte civil realizada 
por el señor Luis A. Risi en su calidad de Presidente-Teso-
rero de la Antonio Risi y Cía., C. por A.; SEGUNDO: Que 
debe condenar, como en efecto condena, al Dr. Pedro Ba-
rón del Giúdice y Marchena, a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional y a pagar una multa de cincuenta pesos 
oro (RD$50.00), por el delito de abuso de confianza, en 
perjuicio de la Antonio Risi Cía., C. por A., acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Que debe aco-
ger, como en efecto acoge, las conclusiones de la parte civil 
constituida, la Antonio Risi Cía., C. por A., y en consecuen-
cia debe ordenar, como en efecto ordena, que el doctor Pedro 
Barón del Giúdice y Marchena, devuelva a la mencionada 
Cía. la suma de RD$663.50 por él distraída en su provecho 
personal; CUARTO: Que debe condenar, como en efecto con-
dena, al Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a pagar 
a la Antonio Risi, C. por A., la suma de RD$663.50 a título 
de daños y perjuicios morales y materiales por ella sufridos; 

QUINTO: Que debe condenar, como en efecto condena, al 
inculpado al pago de las costas penales y civiles"; d) que 
contra esa sentencia recurrió en apelación el prevenido Pe-
dro Barón del Giúdice y Marchena y en fecha diecisiete de 
enero de mil novecientos cincuenta y siete, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís dictó, en atribuciones co-
rreccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara, en cuanto a la forma, regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales y en fecha 22 de 
noviembre de 1956, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, cuya parte 
dispositiva figura en otro lugar de la presente sentencia; 
SEGUNDO: Rechaza, por improcedente y mal fundada, la 
excepción propuesta, in limine Bus, por el referido inculpado 
Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena; TERCERO: 
Reserva las costas para decidirlas conjuntamente con el fon-
do de esta instancia; y CUARTO: Fija la audiencia del día 1" 
del mes de febrero del año en curso, a las nueve horas de 
la mañana, para la continuación del conocimiento de la cau-
sa seguida al dicho inculpado, doctor Pedro Barón del Giú-
dice y Marchena"; e) que contra esa sentencia recurrió en 
casación el prevenido Pedro Barón del Giúdice y Marche-
na; f) que fijada la audiencia del día primero de febrero 
de mil novecientos cincuenta y siete, para conocer del re-
curso de apelación del prevenido, "y mientras ésta se cele-

' braba, el Licenciado Laureano Canto Rodríguez, ocupó la 
tribuna de la defensa y solicitó que la causa seguida al 
inculpado Doctor Barón del Giúdice y Marchena fuera reen-
viada hasta tanto la Suprema Corte de Justicia fallase el 
recurso de casación relativo al incidente in limine litis pre-
sentado por el referido inculpado Dr. del Giúdice"; g) que, 
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mero de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, rin. 
dió sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME. 
RO:  Rechaza, por improcedente y mal fundado, el pedi-
mento hecho, a nombre y representación del inculpado Doc-
tor Pedro Barón del Giúdice y Marchena, por el Lic. Laureano 
Canto Rodríguez, en el sentido de que sea reenviada la pre- 

. sente causa seguida a dicho inculpado, "hasta tanto la Su-
prema Corte. de Justicia falle la casación relativa al inci-
dente", originado en la audiencia de fecha once de enero del 
año actual (1957) y que culminó don la sentencia de esta 
Corte, del día 16 de enero del mismo ario 1957; SEGUNDO: 
Resuelve la continuación de la indicada causa; TERCERO: 
Reserva las costas para decidirlas conjuntamente con el 
tondo"; h) que continuada la causa, el Magistrado Presiden-
te suspendió la audiencia. para dictar sentencia en una pró-
xima audiencia; i) que en fecha cinco de febrero de mil no-
vecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís pronunció una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLÁ: Primero: Pronuncia el defecto contra 
el inculpado Pedro Barón del Giúdice y Marchena, por no 
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido 
debida y legalmente citado; Segundo: Confirma, tanto en 
el aspecto penal como en el civil, la sentencia recurrida; Ter-
cero: Condena al repetido inculpado, doctor Pedro Barón del 
Giúdice y Marchena, al pago de las costas"; j) que contra 
la anterior sentencia recurrió en oposición el prevenido Dr. 
Pedro Barón del Giúdice y Marchena; k) que en fecha vein-
tiséis de marzo del mil novecientos cincuenta y siete, el Dr. 
Pedro Barón del Giúdice y Marchena recusó a los Magis-
trados Jueces de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, según consta en acta levantada por ante la Secre-
taría de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; 
1) que en fecha veintinueve de marzo del mil novecientos 
cincuenta y siete, la mencionada Corte dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Sobresee el 
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conocimiento de la presente causa penal, seguida al nombra-
do y procesado Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena, 
inculpado del delito de abuso de confianza en perjuicio de la 
Antonio Risi y Co. C. por A., hasta que la Honorable Supre-
ma Corte de Justicia decida, lo que considere procedente, 
sobre la recusación que contra todos los jueces que integran 
esta Corte de Apelación ha formulado dicho procesado, me-
diante acta de fecha veintiséis del mes de marzo del ario en 
«curso (1957), levantada en la Secretaría; Segundo: Reserva 
las costas"; 11) que la Suprema Corte de Justicia pronunció, 
en fecha seis de mayo del mil novecientos cincuenta y siete, 
una sentencia, cuya parte dispositiva dice así: "Por tales mo-
tivos, Primero: Rechaza el recurso de casación interpuesto 
por el Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, contra serl-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, en fecha diez y seis de enero del corriente ario, cuyo dis-
positivo se copia en otra parte del prrsente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas"; m) que en la 
misma fecha la Suprema Corte de Justicia dictó una sen-
tencia con el siguiente dispositiVo: "Por tales motivos, Pri-
mero: Rechaza, por improcedente e infundada, la demanda 
de declinatoria que por sospecha legítima, en la cual quedó 
absorbida la recusación colectiva del Presidente y los Jueces 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, intentada 
por el Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena; y Segun-
do: Ordena que la presente decisión sea comunicada por 
Secretaría, al Magistrado Procurador General de la Repú-
blica, para los fines legales correspondientes"; n) que en 
fecha seis de junio del mil novecientos cincuenta y siete, la 
Corte de Apelación de San. Pedro de Macorís pronunció una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Acoge el pedimento incidental que, en audiencia de esta fe-
cha, ha formulado el inculpado Doctor Pedro Barón del 
Giúdice y Marchena, tendente a que la Antonio Risi y Co. 
C. por A., exhiba sus correspondientes libros comerciales 
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trados Jueces de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, según consta en acta levantada por ante la Secre-
taría de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; 
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*curso (1957), levantada en la Secretaría; Segundo: Reserva 
las costas"; 11) que la Suprema Corte de Justicia pronunció, 
en fecha seis de mayo del mil novecientos cincuenta y siete. 
una sentencia, cuya parte dispositiva dice así: "Por tales mo-
tivos, Primero: Rechaza el recurso de casación interpuesto 
por el Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, en fecha diez y seis de enero del corriente ario, cuyo dis-
positivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas"; m) que en la 
misma fecha la Suprema Corte de Justicia dictó una sen-
tencia con el siguiente dispósitivo: "Por tales motivos, Pri-
mero: Rechaza, por improcedente e infundada, la demanda 
de declinatoria que por sospecha legítima, en la cual quedó 
absorbida la_recusación colectiva del Presidente y los Jueces 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, intentada 
por el Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena; y Segun-
do: Ordena que la presenté decisión sea comunicada por 
Secretaría, al Magistrado Procurador General de la Repú-
blica, para los fines legales correspondientes"; n) que en 
fecha seis de junio del mil novecientos cincuenta y siete, la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís pronunció una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Acoge el pedimento incidental que, en audiencia de esta fe-
cha, ha formulado el inculpado Doctor Pedro Barón del 
Giúdice y Marchena, tendente a que la Antonio Risi y Co. 
C. por A., exhiba sus correspondientes libros comerciales 



para establecer si en ellos se ha hecho figurar la particIll 
de mil doscientos pesos oro (RD$1,200.00) que se dice paga_ 
da a dicho inculpado por concepto de servicios profesionale; 
SEGUNDO: Deniega, por improcedente, el pedimento que 
conjuntamente con el anterior, hizo el mismo inculpado, 
Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena, en 
sentido de que sea citado para deponer como testigo, de 
presente causa, el Doctor Lulio Salvador Vásquez Montás; 
TERCERO: Reserva las costas"; ñ) que sobre recurso dé . 
oposición interpuesto por el prevenido Dr. Pedro Barón del 
Giúdice y Marchena la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Por no haber comparecido el Doctor 
Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a la audiencia Cle 
hoy, no obstante haber sido legalmente citado en la audien.- 
cia celebrada anoche por esta Corte, declara nulo y, en con-
secuencia, sin ningún valor ni efecto, el recurso de oposición 
por él interpuesto contra sentencia pronunciada en su perjui-
cio y en defecto, por esta Corte de Apelación, en fecha 5 ("e: 
mes de febrero del ario en curso (1957) ; sentencia cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otra partede la presente deci-
sión; SEGUNDO: Confirma, en tal virtud, la impugnada y re-
ferida sentencia en defecto: TERCERO: Conckna al mismo 
inculpado y defectante, Dr. Pedro Barón del Giúdice y Mar-
chena, al pago de las costas civiles y penales, relativas a su 
indicado recurso de oposición"; o) que recurridas en casa-
ción las sentencias dictadas por la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís en fechas seis y catorce de junio de 
mil novecientos cincuenta y siete, esta Suprema Corte de 
Justicia dictó en fecha dieciséis de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Por tales motivos, Primero: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por Barón del Giúdice y Mar-
chena contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha seis de junio del 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia  

en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
ecen te al pago de las costas; Tercero: Casa la sentencia 
pronunciada por la referida Corte, en fecha cinco de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y Cuarto: 
Declara de oficio las costas"; 

'Considerando que la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo apoderada por el envío ordenado por esta Suprema Cor-
te de Justicia, dictó en fecha veinte de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Confirma la sentencia apelada, que fué dictada en fccha 
veintidós del mes de noviembre del ario mil novecientos cin-
cuenta y seis por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, y cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primero: Que debz.,. declarar, como en efec-
to declara, regular y válida en cuanto a la forma la consti-
tución en parte civil realizada por el señor Luis A. Risi en 
su calidad de Presidente-Tesorero de la Antonio Risi y Co. 
C: por A.; Segundo: Que debe condenar, como en efecto 
condena, al Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a 
sufrir la pena de un mes de prisión correccional y a pagar 
ueia multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) por el delito 
de abuso de confianza, en perjuicio de la Antonio Risi Cía. 
C. por A., acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
Tercero: Que debe acoger, como en efecto acoge, las con-
clusiones de la parte civil constituida, la Antonio Risi Cía. 
C. por y en consecuencia debe ordenar, como en efecto 
ordena, que el doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena 
devuelva a la mencionada Cía. la suma de RD$663.50 por él 
distraídos en su provecho personal; Cuarto: Que debe con-
denar, como en efecto condena, al Dr. Pedro Barón del biú-
dice y Marchena, a pagar a la Antonio Risi C. por A., la 
suma de RD$663.50 a títillo de daños y perjuicios morales y 
materiales por ella sufridos; Quinto: Que debe *condenar, 
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para establecer si en ellos se ha hecho figurar la partida 
de mil doscientos pesos oro (RD$1,200.00) que se dice paga_ 
da a dicho inculpado por concepto de servicios profesionales ; 

 SEGUNDO: Deniega, por improcedente, el pedimento que 
conjuntamente con el anterior, hizo el mismo inculpado, 
Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena, en el 
sentido de que sea citado para deponer como testigo, de la 
presente causa, el Doctor Lulio Salvador Vásquez Montás; 
TERCERO: Reserva las costas"; fi) que sobre recurso de 
oposición interpuesto por el prevenido Dr. Pedro Barón del. 
Giúdice y Marchena la Corte de Apelación de San Pedro de , 

 Macorís, dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Por no haber comparecido el Doctor 
Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a la audiencia de 
hoy, no obstante haber sido legalmente citado en la audien-
cia celebrada anoche por esta Corte, declara nulo y, en con-
secuencia, sin ningún valor ni efecto, el recurso de oposición 
por él interpuesto contra sentencia pronunciada en su perjui-
cio y en defecto, por esta Corte de Apelación, en fecha 5 Cvi 
mes de febrero del año en curso (1957) ; sentencia cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otra parte•e la presente deci-
sión; SEGUNDO: Confirma, en tal virtud, la impugnada y re-
ferida sentencia en defecto: TERCERO: Condena al mismo 
inculpado y defectante, Dr. Pedro Barón del Giúdice y Mar- • 
chena, al pago de las costas civiles y penales, relativas a su 
indicado recurso de oposición"; o) que recurridas en casa-
ción las sentencias dictadas por la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís en fechas seis y catorce de junio de 
mil novecientos cincuenta y siete, esta Suprema Corte de 
Justicia dictó en fecha dieciséis de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Por tales motivos, Primero: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por Barón del Giúdice y Mar-
chena contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha seis de junio del 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia  

en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
,i.enle al pago de las costas; Tercero: Casa la sentencia 
pronunciada por la referida Corte, en fecha cinco de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y Cuarto: 
Declara de oficio las costas"; 

Considerando que la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo apoderada por el envío ordenado por esta Suprema Cor-
te de Justicia, dictó en fecha veinte de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Confirma la sentencia apelada, que fué dictada en fecha 
veintidós del mes de noviembre del año mil novecientos cin-
cuenta y seis por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, y cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primero: Que debe declarar, como en efec-
to declara, regular y válida en cuanto a la forma la consti-
tución en parte civil realizada por el señor Luis A. Risi en 
su calidad de Presidente-Tesorero de la Antonio Risi y Co. 
C: por A.; Segundo: Que debe condenar, como en efecto 
condena, al Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a 
sufrir la pena de un mes de prisión correccional y a pagar 
una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) por el delito 
de abuso de confianza, en perjuicio de la Antonio Risi Cía. 
C. por A., acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
Tercero: Que debe acoger, como en efecto acoge, las con-
clusiones de la parte civil constituida, la Antonio Risi Cía. 
C. por A„ y en consecuencia debe ordenar, como en efecto 
rdena, que el doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena 

devuelva a la mencionada Cía. la suma de RD$663.50 por él 
distraídos en su provecho personal; Cuarto: Que debe con-
denar, como en efecto condena, al Dr. Pedro Barón del 'Giú-
dice y Marchena, a pagar a la Antonio Risi C. por A., la 
suma de RD$663.50 a Mido de daños y perjuicios morales y 

ateriales por ella sufridos; Quinto: Que debe Scondenar, 
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como en efecto condena, al inculpado al pago de las costas 
penales y civiles'; SEGUNDO: Condena a Pedro l3arón de] 
Giúdice y Marchena, al pago de las costas derivadas tanto 
de la acción pública como de la acción civil"; 

Considerando que el recurrente alega en su memorial de 
casación los medios que. a continuación se enuncian: "1° Ex. 
ceso de poder. Violación del principio de la autoridad de la 
cosa juzgada y contrariedad de sentencias; 2^ Falta de base 
legal y de motivos; desnaturalización de los hechos de la 
causa; 39 Violación de las disposiciones del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil y 23, inciso 2", de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 49 Violación del artículo 
408 del Código Penal y del derecho de retención que tienen 
los abogados frente a sus clientes cuando alegan causas 
justificadas de acreencias"; 

Considerando que en apoyo del primer medio el re-
currente alega, en síntesis, lo siguiente: que la Corte a qua 
el diecisiete de mayo de mil novecientos cincumta y ocho 
ordenó el reenvío de la causa a fin de "oír los testigos que de-
pusieron en el caso, en Primera Instancia, procediéndose 
posteriormente a fallar el fondo del asunto sin dar cumpli-
miento a la mencionada sentencia"; por lo cual, a su juicio, 
incurrió en los alegados vicios de exceso de poder, violación 
de la autoridad de la cosa juzgada de su propia sentencia y 
fallos contradictorios; pero 

Considerando que el examen de las actas de audiencias 
celebradas por la Corte a Tul., pone de manifiesto, que en 
fecha diecisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y 
siete a petición del Ministerio Público —a lo cual se opuso el 
prevenido-- la audiencia fué reenviada a fin de "citar" a los 
testigos que habían depuesto en primera instancia; que lue-
go la nueva audiencia se celebró en fecha trece de mayo 
del mismo ario, habiendo sido citados los testigos, aunque 
no comparecieron; que la Corte a qua oyó a la parte civil 
constituida, al prevenido y al Ministerio Público, procedien-
do a edificarse a la vista del expediente, sin que conste en 

acta levantada que el prevenido formulase pedimento al-
guno de reenvío en esa oportunidad porque estimase indis-
pensable la audición de los testigos no comparecientes; que 
al proceder de ese modo la citada Corte hizo una correcta 
aplicación de las disposiciones del artículo 14 de la Ley N9 

1014 de 1935, según el cual "las cortes de apelación pueden 
juzgar en materia correccional sin necesidad de oir testi-
gos"; que, en tales condiciones, en la sentencia impugnada 
no se ha podido incurrir en ninguna de las violaciones seña-
ladas en el primer medio, por lo cual éste carece de funda-

mento y debe ser desestimado; 
Considerando que en el segundo medio sostiene el recu-

rrente que desde el inicio del expediente él hizo alegatos 
acerca de los motivos que "lo constriñeron a prestar servi-
cios profesionales" a los recurridos, mediante un contrato 
que califica de injusto y leonino, citando en apoyo de este 
alegato la prueba resultante de la exhibición de los libros de 
la contraparte; que el contrato que figura entre Luis A. Risi 
y Ro3a América del Giúdice "lb fué realmente entre el ex-
ponente" y tiene la misma fecha del contrato que él suscri-
bió para prestar servicios profesionales; y que la sentencia 
impugnada —continúa alegando-- ni siquiera menciona los 
documentos por él presentados para estable= "el pago ope-
rado por compensación voluntaria de las partes", por lo cual 
incurrió el vicio de falta de base legal y de motivación 
insuficiente, y que, además, Oesnaturaliza los hechos cuan-
do cm el sexto considerando proclama que el prevenido "no 
ha hecho la prueba de la acreencia que alega tener contra 
la parte civil"; pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado revela 
que mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron sometidos al debate contradictorio, la Corte a qua, 
sin desnaturalización alguna, dió por establecido lo siguien-
te: "a) que en fecha 14 de noviembre de 1953, la Antonio 
Risi y Co. C. por A., expidió a nombi.e del doctor Barón 
del Giúdice y Marchena, quien actuaba como abogado de 
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como en efecto condena, al inculpado al pago de las costa s 
 penales y civiles'; SEGUNDO: Condena a Pedro Barón del 

Giúdice y Marchena, al pago de las costas derivadas tanto 
de la acción pública como de la acción civil"; 

Considerando que el recurrente alega en su memorial de 
casación los medios que a continuación se enuncian: "1 9  Ex-
ceso de poder. Violación del principio de la autoridad de la 
cosa juzgada y contrariedad de sentencias; 2° Falta de base 
legal y de motivos; desnaturalización de los hechos de la 
causa; 3" Violación de las disposiciones del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil y 23, inciso 2°, de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 4 9  Violación del artículo 
408 del Código Penal y del derecho de retención que tienen 
los abogados frente a sus clientes cuando alegan causa; 
justificadas de acreencias"; 

Considerando que en apoyo del primer medio el re-
currente alega, en síntesis, lo siguiente: que la Corte a qua 
el diecisiete de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho 
ordenó el reenvío de la causa a fin de "oír los testigos que de-
pusieron en el caso, en Primera Instancia, procediéndose 
posteriormente a fallar el fondo del asunto sin dar cumpli-
miento a la mencionada sentencia"; por lo cual, a su juicio, 
incurrió en los alegados vicios de exceso de poder, violación 
de la autoridad de la cosa juzgada de su propia sentencia y 
fallos contradictorios; pero 

Considerando que el examen de las actas de audiencias 
celebradas por la Corte a qua, pone de manifiesto, que en 
fecha diecisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y 
siete a petición del Ministerio Público —a lo cual se opuso el 
prevenido— la audiencia fué reenviada a fin de "citar" a los 
testigos que habían depuesto en primera instancia; que lue-
go la nueva audiencia se celebró en fecha trece de mayo 
del mismo año, habiendo sido citados los testigos, aunque 
no comparecieron; que la Corte a qua oyó a la parte civil 
constituida, al prevenido y al Ministerio Público, procedien-
do a edificarse a la vista del expediente, sin que conste en  

el acta levantada que el prevenido formulase pedimento al-
guno de reenvío en esa oportunidad porque estimase indis-
pensable la audición de los testigos no comparecientes; que 
al proceder de ese modo la citada Corte hizo una correcta 
aplicación de las disposiciones del artículo 14 de la Ley N° 
1014 de 1935, según el cual "las cortes de apelación pueden 
juzgar en materia correccional sin necesidad de oir testi-

gos"; que, en tales condiciones, en la sentencia impugnada 
no se ha podido incurrir en ninguna de las violaciones seña-

ladas en el primer medio, por lo cual éste carece de funda-

mento y debe ser desestimado; 
Considerando que en el segundo medio sostiene el recu-

rrente que desde el inicio del expediente él hizo alegatos 
acerca de los motivos que "lo constriñeron a prestar servi-
cios profesionales" a los recurridos, mediante un contrato 
que califica de injusto y leonino, citando en apoyo de este 
alegato la prueba resultante de la exhibición de los libros de 
la contraparte; que el contrato que figura entre Luis A. Risi 
y Rosa América del Giúdice "lb fué realmente entre el ex-
ponente" y tiene la misma fecha del contrato que él suscri-
bió para prestar servicios profesionales; y que la sentencia 
impugnada —continúa alegando— ni siquiera menciona los 
documentos por él presentados para establecer "el pago ope-
rado por compensación voluntaria de las partes", por lo cual 
incurrió e. el vicio de falta de base legal y de motivación 
insuficiente, y que, además, lesnaturaliza los hechos cuan-
do en el sexto considerando proclama que el prevenido "no 
ha hecho la prueba de la acreencia que alega tener contra 
la parte civil"; pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado revela 
que mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron sometidos al debate contradictorio, la Corte a qua, 
sin desnaturalización alguna, dió por establecido lo siguien-
te: "a) que en fecha 14 de noviembre de 1953, la Antonio 
Risi y CO. C. por A., expidió a nombie del doctor Barón 
del Giúdice y Marchena, quien actuaba como abogado de 
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dicha Compañía, el cheque NQ 2853, por valor de RD$93.20, 
para "gastos judiciales relacionados con la demanda en co. 
bro de pesos interpuesta contra Abraham José Acta Fadul'; 
b) que en fecha 27 de enero de 1955, la Antonio Risi y Co. 
C. por A., le expidió un segundo cheque N" 62, por valor de 
RD$229.00, para 'gastos transcripción e inscripción de sen-
tencia de adjudicación, según el detalle siguiente: Propiedad 
de RD$7,500.00, dos por ciento sobre el precio: RD$150.00; 
sellos ad-valoren: RD$12 00; certificado de título: RD$3.00; 
propiedad de RD$1,500.00, dos por ciento sobre el precio: 
RD$30.00; sellos ad-valoren: RD$6.00; certificado de título: 
RD$3.00; copias sentencia de adjudicación: RD$25.00; c) que 
en fecha 2 de julio de 1955, la Antonio Risi y Co. C. por A., 
le expidió un tercer cheque N" 572, por valer de RD$41.30, 
para "pago de.1 saldo a favor de Fdo. Mejía de la liquidación 
venta pública subasta de los inmuebles: RD$37.80; y para 
Alguacil: RD$3 50"; d) que el prevenido recibió, en tres par-
tidas, de los señores Matías Troncoso y Claudio Lluberes, la 
suma de RD$300.00 'para ser' abonada a mayor suma adeu-
dada a la Antonio Risi y Co. C. por A.', por Matías Troncoso; 
e) que el prevenido no aplicó los valores de los cheques arri-
ba mencionados a los fines para los cuales les fueron Con-
fiados, en su indicada calidad de abogado de la Antonio Risi 
y Co. C. por A., ni entregó a ésta la suma de RD$300.00 que, 
recibió para abonar a la cuenta de Matías Troncgoo; f) que 
en fecha 29 de octubre de 19564 la Antonio Risi y Co. C. por 
A., notificó un acto de alguacil al prevenido poniéndole en 
mora 'para que en el plazo de veinticuatro horas ree.mbol-
sase a dicha compañía en valores totalmente en efectivo y 
en moneda de curso legal, los valores que les fueron entre-
gados en su calidad de abogado de dicha compañía o con 
mandato de ella, para el cobro según documentos que cons-
tan en su poder, los cuales no fueron aplicados por dicho 
señor, el Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a los 
fines para los cuales les fueron entregados"; que luego, en 
el cuarto considerando del fallo impugnado la Corte expre- 

sa que "los hechos relatados al comienzo de este fallo, pues-
to a cargo del inculpado, no son negados por éste, sino, por 
el contrario, admitidos como ciertos y valederos, y de los 
cuales se desprende: que el doctor. Pedro Barón del Giúdice 

y Marchena era mandatario (abogado) de la Antonio Risi y 
Co. C. por A.; que en esa calidad recibió los valores arriba 
enumerados, pertenecientes. a la mandante; que esos valo-
res tenían una aplicación determinada; y que el mandatario 
los distrajo fraudulentamente en su provecho personal, no 
dándoles la aplicación a que estaban destinados, ni devol-
viéndolos a su propietaria; todo esto confirmado por las 
certificaciones extendidas por el Secretario del Juzgado de 
Primera Instancia de San Pedro de Macorís y, por el Con-
servador de Hipotecas, así como por los recibos, cartas y 

01103 documentos suscritos por el prevenido, que figuran 
como piezas de convicción en el expediente;; 

Considerando que, además, la citada Corte expone en 
la sentencia objeto del presente recurso, que edificó su cri-
terio con respecto a la culpabilidad del prevenido no sólo 
en las declaraciones de los testigos y de las partes, y "en 
los documentos que fueron examinados y discutidos en la 
audiencia", sino en la circunstancia precedentemente ex-
puesta, de que los hechos puestos a cargo del prevenido "no 
son negados por éste, sino por el contrario, admitidos como 
ciertos y valederos", entrando luego en los considerandos 
quinto y siguientes a examinar los distintos alegatos hechos 
por el prevenido en apoyo de su defensa; que, por consi-
guiente, la Corte a qua lejos de incurrir en el vicio señalado 
ha dado motivos suficientes y pertinentes en apoyo del dis-
positivo de la sentencia dictada, los que a su vez responden 
implícitamente a los puntos señalados por el recurrente; que, 
además, la citada sentencia contiene en el aspecto que se 
examina una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permitido 
verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta apli-
cación de la ley a los hechos que fueron soberanamente eom- 
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dicha Compañía, el cheque NQ 2853, por valor de RD$93.20 
para "gastos judiciales relacionados con la demanda en co-
bro de pesos interpuesta contra Abraham José Acta Fadul'• 
b) que en fecha 27 de enero de 1955, la Antonio Risi y Co. 
C. por A., le expidió un segundo cheque N" 62, por valor de 
RD$229.00, para 'gastos transcripción e inscripción de sen-
tencia de adjudicación, según el detalle siguiente: Propiedad 
de RD$7,500.00, dos por ciento sobre el precio: RD$150.00; 
sellos ad-valoren: RD$12 00; certificado de título: RD$3.00; 
propiedad de RD$1,500.00, dos por ciento sobre el precio: 
RD$30.00; sellos ad-valoren: RD$6.00; certificado de título: 
RD$3.00; copias sentencia de adjudicación: RD$25.00; c) que 
en fecha 2 de julio de 1955, la Antonio Risi y Co. C. por A.,' 
le expidió un tercer cheque N' 572, por valer de RD$41.30, 
para "pago del saldo a favor de Fdo. Mejía de la liquidación 
venta pública subasta de los inmuebles: RD$37.80; y para 
Alguacil: RD$3 50"; d) que el prevenido recibió, en tres par-
tidas, de los señores Matías Troncoso y Claudio Lluberes, la 
suma de RD$300.00 'para ser abonada a mayor suma adeu-
dada a la Antonio Risi y Co. C.'. por A.', por Matías Troncoso; 
e) que el prevenido no aplicó los valores de los cheques arri-
ba mencionados a los fines para los cuales les fueron con-
fiados, en su indicada calidad de abogado de la Antonio Risi 
y Co. C. por A., ni entregó a ésta la suma de RD$300.00 que, 
recibió para abonar a la cuenta de Matías Tronceeo; f) que 
en fecha 29 de octubre de 1956,, la Antonio Risi y Co. C. por 
A., notificó un acto de alguacil al prevenido poniéndole en 
mora 'para que en el plazo de veinticuatro horas reembol-
sase a dicha compañía en valores totalmente en efectivo y 
en moneda de curso legal, los valores que les fueron entre-
gados en su calidad de abogado de dicha compañía o con 
mandato de ella, para el cobro según documentos que cons-
tan en su poder, los cuales no fueron aplicados por dicho 
señor, el Doctor Pedro Barón del Giúdice y Marchena, a los 
fines para los cuales les fueron entregados"; que luego, en 
el cuarto considerando del fallo impugnado la Corte expre- 

sa que "los hechos relatados al comienzo de este fallo, pues-
to a cargo del inculpado, no son negados por éste, sino, por 
el contrario, admitidos como ciertos y valederos, y de los 
cuales se desprende: que el doctor Pedro Barón del Giúdice 

y Marchena era mandatario (abogado) de la Antonio Risi y 
Co. C. por A.; que en esa calidad recibió los valores arriba 
enumerados, pertenecientes• a la mandante; que esos valo-
res tenían una aplicación determinada; y que el mandatario 
los distrajo fraudulentamente en su provecho personal, no 
dándoles la aplicación a que estaban destinados, ni devol-
viéndolos a su propietaria; todo esto confirmado por las 
certificaciones extendidas por el Secretario del Juzgado de 
Primera Instancia de San Pedro de Macorís y, por el Con-
servador de Hipotecas, así como por los recibos, cartas y 
otros documentos suscritos por el prevenido, que figuran 
como piezas de convicción en el expediente;; 

Considerando que, además, la citada Corte expone en 
la sentencia objeto del presente recurso, que edificó su cri-
terio con respecto a la culpabilidad del prevenido no sólo 
en las declaraciones de los testigos y de las partes, y "en 
los documentos que fueron examinados y discutidos en la 
audiencia", sino en la circunstancia precedentemente ex-
puesta, de que los hechos puestos a cargo del prevenido "no 
son negados por éste, sino por el contrario, admitidos como 
ciertos y valederos", entrando luego en los considerandos 
quinto y siguientes a examinar los distintos alegatos hechos 
por el prevenido en apoyo de su defensa; que, por consi-
guiente, la Corte a qua lejos de incurrir en el vicio señalado 
ha dado motivos suficientes y pertinentes en apoyo del dis-
positivo de la sentencia dictada, los que a su vez responden 
implícitamente a los puntos señalados por el recurrente; que, 
además, la citada sentencia contiene en el aspecto que se 
examina una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permitido 
verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta apli-
cación de la ley a los hechos que fueron soberanamente eom- 
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probados por los jueces del fondo, por lo cual po se ha incu-
rrido tampoco en el vicio de falta de base legal señalado por 
el recurrente; que por todas esas razones, los alegatos for-
mulados en el segundo medio carecen de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio el 
recurrente sostiene que la sentencia impugnada omite copiar 
las conclusiones por él presentadas "para solicitar su des-
cargo y el rechazamiento de las pretensiones de la parte ci-
vil", por lo cual estima que se ha violado una formalidad 
sustancial; que además, la Corte a qua "omitió rehusar so-
bre los pedimentos formulados por el recurrente en rela-
ción con el derecho de retención que por su calidad de abo-
gado tenía, y al mismo tiempo sobre el alcance de la com-
pensación alegada" per;o, 

Considerando que en cuanto al primer alegato procede-
declarar que en lo que concierne a las conclusiones de las 
partes (prevenido, parte civil y personas civilmente respon-
sables) su reproducción en la sentencia condenatoria no está 
prescrita a pena de nulidad; basta, que la sentencia haga 
mención de que las partes han pnsentado sus conclu.siones. 
pues aún la omisión en un fallo condenatorio de la mención 
de la defensa presentada a nombbre del prevenido no es 
una causa de nulidad si esa mención se encuentra en el acta 
de la audiencia; que en la especie, la sentencia objeto del pre-
sente recurso expresa que fué "Oído el prevenido en sus 
declaraciones", las que figuran en el acta levantada; que, 
por tanto, no se ha incurrido en el vicio señalado; 

Considerando que en cuanto al segundo alegato, la sen-
tencia impugnada hace constar que el prevenido sostuvo que 
él era "acreedor de su mandante y tenía derecho a retener 
!os valores en pago de sus honorarios", y dejó debidamente 
contestado ese punto en el séptimo considerando en esta 
forma: "resulta inexplicable que siendo el prevenido acree-
dor de la parte civil no le opusiera su crédito cuando fué 
puesto en mora para que reembolsara los valores suminis- 

trádole para gastos judiciales y otras atenciones, ni gestio-
nara su cobro en ningún momento frente a una deudora de 
reconocida solvencia económica"; y agrega en el consideran-
do sjguiente: "aún en el caso de que el prevenido tuviera con-
tra su mandante la acreencia que ahora invoca ello no lo 
autorizaba a disponer en su provecho personal de los fondos 
que le habían sido confiados para que los aplicara a deter-
minados fines, y al hacerlo así, según ha sido demostrado y 
él lo admite, incurrió en la violación fraudulenta del man-
dato que le fué otorgado"; que, por consiguiente, en el fallo 
nnpugnado no se ha incurrido en las violaciones que se seña-
lan en el medio que se examina, por lo cual éste carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el cuarto medio el recurrente ex-
pone que se han violado las disposiciones del artículo 408 
del Código Penal, destacando la importancia de los servicios 
del abogado como colaborador de la justicia e insistiendo al 
mismo tiempo en quer "en todos los casos en que seriamente 
se alega o pretenda un pago, una compensación o un dere-
cho de retención, el mandatario no comete un abuso de con-
fianza denti o de la economía de las disposiciones del artículo 
408 del Código Penal, que ha stdo violado por la sentencia 
objeto del presente recurso de ca.sación"; pero, 

Considerando que en cuanto a la violación del invocado 
derecho de retención, así como en lo que concierne a la com-
pensación, ya esos puntos, que son una reiteración de alega-
tos anteriores, han sido examinados precedentemente; que, 
además, el examen de la sentencia dictada por la Corte a qua 
pone de manifiesto que los elementos que caracterizan el 
delito previsto por el artículo 408 del Código Penal, por el 
cual fué condenado el recurrente, quedaion precisados, en 
cuanto a su materialidad, en los considerandos que se han 
copiado antes a propósito del examen de los otros medios 
que sirven de fundamento a este recurso; y, en cuanto al I 
elemento moral de la infracción la Corte a qua en el novezio 
considerando dice lo siguiente: "que caracterizada la mate- 
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ados por los jueces del fondo, por lo cual po se ha incu-
tampoco en el vicio de falta de base legal señalado por 

currente; que por todas esas razones, los alegatos Tor-
dos en el segundo medio carecen de fundamento y debe 
esestimado; 
Considerando que en el desarrollo del tercer medio 
rente sostiene que la sentencia impugnada omite copiar 
onclusiones por él presentadas "para solicitar su des-
o y el rechazamiento de las pretensiones de la parte ci-
por lo cual estima que se ha violado una formalidad 
ncial; que además, la Corte a qua "omitió rehusar so-
os pedimentos formulados por el recurrente en rela-

ción con el derecho de retención que por su calidad de abo-
gado tenía, y al mismo tiempo sobre el alcance de la com-
pensación alegada" per;o, 

Considerando que en cuanto al primer alegato procede-
declarar que en lo que concierne a las conclusiones de las 
partes (prevenido, parte civil y personas civilmente respon-
sables) su reproducción en la sentencia condenatoria no está 
prescrita a pena de nulidad; basta, que la sentencia haga 
mención de que las partes han presentado sus conclusiones, 
pues aún la omisión en un fallo condenatorio de la mención 
de la defensa presentada a nombbre del prevenido no es 
una causa de nulidad si esa mención se encuentra en el acta 
de la audiencia; que en la especie, la sentencia objeto del pre-
sente recurso expresa que fué "Oído el prevenido en sus 
declaraciones", las que figuran en el acta levantada; que, 
por tanto, no se ha incurrido en el vicio señalado; 

Considerando que en cuanto al segundo alegato, la sen-
tencia impugnada hace constar que el prevenido sostuvo que 
él era "acreedor de su mandante y tenía derecho a retener 
los valores en pago de sus honorarios", y dejó debidamente 
contestado ese punto en el séptimo considerando en esta 
Corma: "resulta inexplicable que siendo el prevenido acree-
dor de la parte civil no le opusiera su crédito cuando fué 
puesto en mora para que reembolsara los valores suminis- 

trádole para gastos judiciales y otras atenciones, ni gestio-
nara su cobro en ningún momento frente a una deudora de 
reconocida solvencia económica"; y agrega en el consideran-
do siguiente: "aún en el caso de que el prevenido tuviera con-
tra su mandante la acreencia que ahora invoca ello no lo 
autorizaba a disponer en su provecho personal de los fondos 
que le habían sido confiados para que los aplicara a deter-
minados fines, y al hacerlo así, según ha sido demostrado y 
él lo admite, incurrió en la violación fraudulenta del man-
dato que le fué otorgado"; que, por consiguiente, en el fallo 
impugnado no se ha incurrido en las violaciones que se seña-
lan en el medio que se examina, por lo cual éste carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el cuarto medio el recurrente ex-
pone que se han violado las disposiciones del artículo 408 
del Código Penal, destacando la importancia de los servicios 
del abogado como colaborador de la justicia e insistiendo al 
mismo tiempo en quer "en todos los casos en que seriamente 
se alega o pretenda un pago, una compensación o un dere-
cho de retención, el mandatario no comete un abuso de con-
fianza dentro de la economía de las disposiciones del artículo 
408 del Código Penal, que ha sido violado por la sentencia 
objeto del presente recurso de casación"; pero, 

Considerando que en cuanto a la violación del invocado 
derecho de retención, así como en lo que concierne a la com-
pensación, ya esos puntos, que son una reiteración de alega-
tos anteriores, han sido examinados precedentemente; que, 
además, el examen de la sentencia dictada por la Corte a qua 
pone de manifiesto que los elementos que caracterizan el 
delito previsto por el artículo 408 del Código Penal, por el 
cual fué condenado el recurrente, quedaron precisados, en 
cuanto a su materialidad, en los considerandos que se han 
copiado antes a propósito del examen de los otros medios 
que sirven de fundamento a este recurso; y, en cuanto al 
elemento moral de la infracción la Corte a qua en el novelo 
Considerando dice lo siguiente: "que caracterizada la mate- 
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rialidad de la infracción, el elemento moral constitutivo de,, 
la misma está suficientemente analizado en los motivos an. 
teriormente expuestos, agregando "que la condición dk, 
abogado del prevenido le imponía la más rigurosa probidad 
en el cumplimiento de sus obligaciones como mandatario''; 
que, por todo cuanto acaba de exponerse es obvio que el 
cuarto y último medio del recurso carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el doctor Pedro Barón del Giúdice y 
Marchena, contra sentencia pronunciada por la Corte 
Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccio-
nales y en fecha veinte de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del '' 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Fierren. Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohen.— 
Carlos Manuel Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— 
Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo, 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 20 

E' 	 de junio de 1958. 

3Tateria: Penal. 

Ezeurrente: Susana Díaz de Mejía. 

Dios, Patria y, Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintitrés del mes de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, arios 115' de la Independencia, 96' de la Restau-
ración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Susana 
Díaz de Mejía, dominicana, casada, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, domiciliada en Gurabo, sección del muni-
cipio de Santiago de los Caballeros, cédula 28244, serie 31, 
cuyo sello de renovación no se menciona en el expediente, 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinte 
de junio del presente ario mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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rialidad de la infracción, el elemento moral constitutivo de 
la misma está suficientemente analizado en los motivos an-
teriormente expuestos, agregando "que la condición de 
abogado del prevenido le imponía la más rigurosa probidadT 
en el cumplimiento de sus obligaciones como mandatario"; 
que, por todo cuanto acaba de exponerse es obvio que el 
cuarto y último medio del recurso carece de fundamento 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el doctor Pedro Barón del Giúdice y 
Marchena, contra sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccio-
nales y en fecha veinte de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del** 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohen.— 
Carlos Manuel Lamarehe H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretário 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 20 

de junio de 1958. 

Materia: Penal. 
	 4 

Recurrente: Susana Díaz de Mejía. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintitrés del mes de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restau-
ración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Susana 
Díaz de Mejía, dominicana, casada, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, domiciliada en Gurabo, sección del muni-
cipio de Santiago de los Caballeros, cédula 28244, serie 31, 
cuyo sello de renovación no se menciona en el expediente, 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinte 
de junio del presente año mil novecientos cincuenta Y ocho, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha veinte y tres de junio 
del presente año mil noveciento cincuenta y ocho a requeri-
miento* la recurrente en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berlde, y vistos los artículos 312 del Código Civil; 191 del 
Código de Procedimiento Criminal y 1 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de noviembre del año mil novecientos cincuen-
ta y siete, Susana Díaz de Mejía presentó querella ante el 
Oficial del Día de la Policía Nacional (Destacamento de 
Santiago) contra Daniel Ortiz (a) Cuqui, por el hecho de 
no cumplir éste con sus obligaciones de padre respecto de 
la menor Milagros Ramona de los Angeles Díaz, de diez me-
ses de edad, que según la querellante había procreado con 
Daniel Ortiz; c) que según consta en el acta levantada en fe-
cha trece de diciembre del indicado año (1957), por el Juez de 
Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito Judicial de 
Santiago, la querellante solicitó que Daniel Ortiz (a) Cuqui 
le asignara una pensión mensual de Quince Pesos Oro RD 
$15.00, para el sostenimiento de la mencionada menor, no 
conciliándose las partes acerca de este pedimento porque el 
intimado Daniel Ortiz (a) Cuqui no compareció ante dicho 
funcionario; c) que enviado el expediente al Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Santiago, éste apoderó del hecho 
a la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de dicho Distrito Judicial, la cual dictó en fecha trein-
ta del mes de abril del presente año (1958), la sentencia 
cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia ahora im-
pugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación de la 
querellante, la Corte de Apelación de Santiago pronunció la 

sentencia que ahora se impugna, la cual contiene el dispo-
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma 
el recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
apelada, dictada en atribuciones correccionales, en fecha 
treinta del mes de abril del año en curso (1958), por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins.cia del 
Distrito Judicial de Santiago, de la cual es el dinositivo 

siguiente: 'PRIMERO: Que debe descargar y descarga al nom-
brado Daniel Ortiz (a) Cuqui, de generales que constan, 
del delito de violación a la Ley Número 2402, en .perjuicio 
de la menor Milagros Ramona de los Angeles Díaz, hija de 
la señora Susana Díaz de Mejía, por insuficiencia de pruebas 
respecto de la paternidad que se le atribuye de la referida 
menor; SEGUNDO: Que debe declarar y declara las costas 
de oficio'; TERCERO: Declara las costas de oficio"; 

Considerando que la presunción legal establecida por 
el artículo 312 del Código Civil, según la cual el hijo conce-
bido durante el matrimonio se reputa hijo del marido, es 
una presunción irrefragable que sólo puede ser 'destruida me-
diante la acción en desconocimiento de paternidad regulada 
por el mismo Código; que, si excepcionalmente el principio 
consagrado por ese texto legal deja de tener aplicación cuan-
do se trata de investigar la paternidad del prevenido para 
los fines limitados de la Ley N° 2402, del 1950, ello es a 
condición de que se compruebe en hecho la separación no-
toria de los cónyuges y que la esposa haya vivido en público 
conuibinato con el prevenido, en una época que coincida 
con la de la concepción; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que la Corte a qua, para des-
cargar al prevenido se fundó en que no se había comproba-
do que la querellante Susana Díaz de Mejía y su esposo es-
tuviesen separados, ni que la referida querellante viviera. en 
público concubinato con el prevenido, en una época que 
coincidiera con la de la concepción; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha veinte y tres de junio 
del presente año mil noveciento cincuenta y ocho a requeri-
miento* la recurrente en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berlde, y vistos los artículos 312 del Código Civil; 191 del 
Código de Procedimiento Criminal y 1 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha doce de noviembre del año mil novecientos cincuen-
ta y siete, Susana Díaz de Mejía presentó querella ante el 
Oficial del Día de la Policía Nacional (Destacamento de 
Santiago) contra Daniel Ortiz (a) Cuqui, por el hecho de 
no cumplir éste con sus obligaciones de padre respecto de 
la menor Milagros Ramona de los Angeles Díaz, de diez me-
ses de edad, que según la querellante había procreado con 
Daniel Ortiz; c) que según consta en el acta levantada en fe-
cha trece de diciembre del indicado año (1957), por el Juez de 
Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito Judicial de 
Santiago, la querellante solicitó que Daniel Ortiz (a) Cuqui 
le asignara una pensión mensual de Quince Pesos Qro RD 
$15.00, para el sostenimiento de la mencionada menor, no 
conciliándose las partes acerca de este pedimento porque el 
intimado Daniel Ortiz (a) Cuqui no compareció ante dicho 
funcionario; c) que enviado el expediente al Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de Santiago, éste apoderó del hecho 
a la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de dicho Distrito Judicial, la cual dictó en fecha trein-
ta del mes de abril del presente año (1958), la sentencia 
cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia ahora im-
pugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación de la 
querellante, la Corte de Apelación de Santiago pronunció la 
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sentencia que ahora se impugna, la cual contiene el dispo-
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma 
el recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
apelada, dictada en atribuciones correccionales, en fecha 
treinta del mes de abril del año en curso (1958), por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins*ia del 
Distrito Judicial de Santiago, de la cual es el di sitivo 

siguiente: 'PRIMERO: Que debe descargar y descarga al nom-
brado Daniel Ortiz (a) Cuqui, de generales que constan, 
del delito de violación a la Ley Número 2402, en .perjuicio 
de la menor Milagros Ramona de los Angeles Díaz, hija de 
la señora Susana Díaz de Mejía, por insuficiencia de pruebas 
respecto de la paternidad que se le atribuye de la referida 
menor; SEGUNDO: Que debe declarar y declara las costas 
de oficio'; TERCERO: Declara las costas de oficio"; 

Considerando que la presunción legal establecida por 
el artículo 312 del Código Civil, según la cual el hijo conce-
bido durante el matrimonio se reputa hijo del marido, es 
una presunción irrefragable que sólo puede ser destruida me-
diante la acción en desconocimiento de paternidad regulada 
por el mismo Código; que, si excepcionalmente el principio 
consagrado por ese texto legal deja de tener aplicación cuan-
do se trata de investigar la paternidad del prevenido para 
los fines limitados de la Ley N" 2402, del 1950, ello es a 
condición de que se compruebe en hecho la separación no-
toria de los cónyuges y que la esposa haya vivido en público 
conwbinato con el prevenido, en una época que coincida 
con la de la concepción; 

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que la Corte a qua, para des-
cargar al prevenido se fundó en que no se había comproba-
do que la querellante Susana Díaz de Mejía y su esposo es-
tuviesen separados, ni que la referida querellante viviera en 
público concubinato con el prevenido, en una época que 
coincidiera con la de la concepción; 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa. 
ción inrpuesto por Susana Díaz de Mejía, contra sentencia 

uitpron ada en sus atribuciones correccionales N'ir la Corte 
de Apelación de Santiago en fecha veinte de junio del pre-
sente año mil novecientos cincuenta y ocho, sentencia cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segando: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-2 
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contin 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1938 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 9 

de julio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Elly Nelly Reyes Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño ,Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintitrés dei mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elly Nelly 
Reyes Vásquez, dominicana, mayor de edad, soltera, maes-
tra, cédula 10889, serie 32, cuyo sello de renovación no se 
menciona en el expediente, domiciliada y residente en esta 
ciudad, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación & La Vega, en 
fecha nueve de julio del presente año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

..;.ntencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 9 

de julio de 1958. 

‹,:iteria: Penal. 

;r ecurrente: Elly Nelly Reyes Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana .. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Moret, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiania y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintitrés del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Elly Nelly 
Reyes Vásquez, dominicana, mayor de edad, soltera, maes-
tra, cédula 10889, serie 32, cuyo sello de renovación no se 
menciona en el expediente, domiciliada y residente en esta 
ciudad, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, en 
fecha nueve de julio del presente año mil novecientos cin-
cuenta y zbo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Susana Díaz de Mejía, contra sentencia 
pronuillada en sus atribuciones correccionales N'u' la Corte 
de Apelación de Santiago en fecha veinte de junio del pre-
sente año mil novecientos cincuenta y ocho, sentencia cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Moret.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la RepúbEca; 

Vista el acta del recurso de casacioei levantazJa en la Se. 
cretaría de la Corte a qua, en fecha nueve de julio del pre-
sente año (1958), a requerimiento de la recurrente, en l a 

 cual $o se invoca ningún medio determinado de casación;  
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 2, 4 y su párrafo IV de la 
Ley N° 2402, del año 1950; y 1 de la Ley sobre Proce 
miento de Casación; 

Considerando gue en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha cuatro de enero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Elly Nelly Reyes Vásquez compareció ante el Oficial 
del Día de la Policía Nacional (Destacamento de La Vega) • 
y allí expuso "que se querellaba contra Federico Villanueva 
hijo", a fin de que éste "aumente la pensión de seis pesos 
oro mensuales que me pasa, a veinte y cinco pesos oro 
mensuales", para atender a las necesidades de la menor 
Mildred Guadalupe, de un año y seis meses de edad, pro-
creada con la querellante; b) que enviado el expediente al 
Juez de Paz de la Segunda Circunscripción de La Vega, 
éste levantó un acta de no conciliación, en fecha veinte y 
cuatro de febrero del presente año (1958), en la que consta, 
en síntesis, que Federico Villanueva hijo, único compare-
ciente, no se avino a pagar a la querellante la cantidad de 
RD$25.00 oro mensuales, solicitada en su querella, en favor 
de la menor antes indicada, a la cual venía pasando la suma 
de seis pesos mensuales; c) que apoderada legalmente del 
hecho la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, lo falló mediante la sen-
tencia de fecha veinte y ocho de mayo del cursante año, la 
cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Mantiene la sentencia anterior, dictada por esta Cámara 
Penal de fecha 12 de abril de 1957, que condenó al nombra-
do Federico Villanueva hijo a sufrir Dos años de prisión  

correccional y en cuanto a la pensión le fijo RD$6.00 men-
suales para ayuda de la manutención de su hija menor Mil-
dred Guadalupe de un año de edad procreada con la quere-
llante Elly Nelly Reyes. V., SEGUNDO: Declara las costas 
de oficio"; 

Considerando que disconforme con este fallo, lt quere-
llante Elly Nelly Reyes Vásquez interpuso recurso de ape-
lación, el cual' fué resuelto por la Corte de Apelación de La 
Vega, mediante la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: ."FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, el veintiocho de abril del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, que mantuvo en Seis pesos oro la pensión 
mensual que le fué fijada por sentencia anterior de dicho tri-
bunal al prevenido Federico Villanueva hijo, —de generales 
conocidas—, en virtud de la Ley N" 2402 y en favor de la 
menor Mildred Guadalupe, de un año y medio de edad, pro-
creada con la señora Elly Nelly Reyes Vásquez; TERCERO: 
Declara de oficio las costas de esta instancia"; 

Considerando que para confirmar el fallo apelado, y 
consecuentemente mantener la pensión de seis pesos oro 
mensuales fijada originalmente, la Corte a qua se fundó en 
los siguientes hechos: a) que dada la edad de la menor Mil-
dred Guadalupe, (un año y seis meses de edad) sus nece-
sidades eran bastante limitadas; b) que el prevenido tenía 
tres hijos más procreados con su esposa, a quien tenía que 
atender; c) que dicho prevenido había perdido el empleo 
que tenía en el Departamento de Riego, donde percibía un 
sueldo de RD$85.00 mensuales; y d) que la querellante, per-
cibía In sueldo de diez pesos mensuales y que, además 
vivía con sus padres; • 

Considerando que, en tales condiciones, la Corte a qua 
111 ', 0 en cuenta para mantener la pensión de seis pesos 

usuales, las necesidades de la menor así como las posibi- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener al 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casaciol levantai.da en la S. 
cretaría de la Corte a qua, en fecha nueve de julio del pre . 
sente año (1958), a requerimiento de la recurrente, en la 
cual.° se invoca ningún medio determinado de casación ;  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2, 4 y su párrafo IV de la 
Ley NI. 2402, del año 1950; y 1 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando slue en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha cuatro de enero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Elly Nelly Reyes Vásquez compareció ante el Oficial 
del Día de la Policía Nacional (Destacamento de La Vega) ' 
y allí expuso "que se querellaba contra Federico Villanueva 
hijo", a fin de que éste "aumente la pensión de seis pesos 
oro mensuales que me pasa, a veinte y cinco pesos oro 
mensuales", para atender a las necesidades de la menor 
Mildred Guadalupe, de un año y seis meses de edad, pro-
creada con la querellante; b) que enviado el expediente al 
Juez de Paz de la Segunda Circunscripción de La Vega, 
éste levantó un acta de no conciliación, en fecha veinte y 
cuatro de febrero del presente año (1958), en la que consta, 
en síntesis, que Federico Villanueva hijo, único compare-
ciente, no se avino a pagar a la querellante la cantidad de 
RD$25.00 oro mensuales, solicitada en su querella, en favor 
de la menor antes indicada, a la cual venía pasando la suma 
de seis pesos mensuales; c) que apoderada legalmente del 
hecho la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, lo falló mediante la sen-
tencia de fecha veinte y ocho de mayo del cursante año, la 
cual contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Mantiene la sentencia anterior, dictada por esta Cámara 
Penal de fecha 12 de abril de 1957, que condenó al nombra-
do Federico Villanueva hijo a sufrir Dos años de prisión 

correccional y en cuanto a la pensión le fijo RD$6.00 men-
suales para ayuda de la manutención de su hija menor Mil-
dred Guadalupe de un año de edad procreada con la quere-
llante Elly Nelly Reyes, V., SEGUNDO: Declara las costas 
de oficio"; 

Considerando que disconforme con este fallo, lit quere-
llante Elly Nelly Reyes Vásquez interpuso recurso de ape-
lación, el cual' fué resuelto por la Corte de Apelación de La 
Vega, mediante la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, el veintiocho de abril del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, que mantuvo en Seis pesos oro la pensión 
mensual que le fué fijada por sentencia anterior de dicho tri-
bunal al prevenido Federico Villanueva hijo, —de generales 
conocidas—, en virtud de la Ley N" 2402 y en favor de la 
menor Mildred Guadalupe, de un año y medio de edad, pro-
creada con la señora Elly Nelly Reyes Vásquez; TERCERO: 
Declara de oficio las costas de esta instancia"; 

Considerando que para confirmar el fallo apelado, y 
consecuentemente mantener la pensión de seis pesos oro 
mensuales fijada originalmente, la Corte a qua se fundó en 
los siguientes hechos: a) que dada la edad de la menor Mil-
dred Guadalupe, (un año y seis meses de edad) sus nece-
sidades eran bastante limitadas; b) que el prevenido tenía 
tres hijos más procreados con su esposa, a quien tenía que 
atender; c) que dicho prevenido había perdido el empleo 
que tenía en el Departamento de Riego, donde percibía un 
sueldo de RD$85.00 mensuales; y d) que la querellante, per-
cibía In sueldo de diez pesos mensuales y que, además 
vivía con sus padres; • 

Considerando que, en tales condiciones, la Corte a qua 
tuvo en cuenta para mantener la pensión de seis pesos 
mensuales, las necesidades de la menor así como las posibi- 
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lidades económicas de sus padres, por lo cual, hizo en el caso 
una correcta aplicación del artículo 1 9  de la Ley 2402; 

Considerandll que examinada en sus demás aspectos, 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justir'. 
que su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
sación interpuesto por Elly Nelly Reyes Vásquez, contra la 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de La Vega, en fecha nueve de julio , 
del año en curso mil novecientos cincuenta y ocho, cuy4, 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se:- 
gundo: Declara de oficio las costas. 

Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be. 
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Ce. 
hén.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente. 
—Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.--i 
Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Suzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia de fecha 16 de diciembre de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Hilari Mayol & Co., C. por A. 

Abogado: Lic. Andrés E. Bobadilla B. 

Ilccurridos: Anastacio Santana, Faustino Beltré y compartes. 
Ahogado: Lic. S. Gil Morales. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintitrés de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Hilari 
Maydb& Co., C. por A., compañía comercial domiciliada en 
la casa N9 84 de la calle Dr. Teófilo Ferrer de la ciudad de La 
Romana, Provincia La Altagracia, representada por su Pre-
sidente Tesorero Juan Mayol Servera, español, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado en La Romana, cédu- 
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lidades económicas de sus padres, por lo cual, hizo en el cas 
una correcta aplicación del artículo 1 9  de la Ley 2402; 

Considerand<5 que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea. 
sación interpuesto por Elly Nelly Reyes Vásquez, contra la 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales po 
la Corte de Apelación de La Vega, en fecha nueve de julio 
del año en curso mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se:. 
gundo: Declara de oficio las costas. 

Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Co-
hén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente..  
—Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— 
Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada: Suzgado de Primera Instancia del Distrito 

• 	'Judicial de La Altagracia de fecha 16 de diciembre de 1957. 

materia: Trabajo. 

Recurrente: Hilari Mayol & Co., C. por A. 
Abogado: Lic. Andrés E. Bobadilla B. 

Recurridos: Anastacio Santana, Faustino Beltré y compartes. 
Ahogado: Lic. S. Gil Morales. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintitrés de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 29' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Hilari 
May‘lh& Co., C. por A., compañía comercial domiciliada en 
la casa N9  84 de la calle Dr. Teófilo Ferrer de la ciudad de La 
Romana, Provincia La Altagracia, representada por su Pre-
sidente Tesorero Juan Mayol Servera, español, mayor de 
edad, casado, comerciante, domiciliado en La Romana, cédu- 
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la 1038, serie 26, sello 277, contra sentencia de fecha dieci, 
séis de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, dicta-
da como Tribunal de Trabajo de segundo grado por el Juzga_ 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra. 
cia, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Acosta, cédula 12452, serie 12, sello 

59229, en representación del Lic. S. Gil Morales, cédula 4729, 
serie 18, sello 1165, abogado de los recurridos, Anastacio San 
tana, mayor de edad, dominicano, soltero, empleado, de este 
domicilio y residencia, cédula 7793, serie 28, sello 442746, 
Faustino Beltré, maydr de edad, dominicano, empleado, de 
este domicilio y residencia, soltero, portador de la cédula 
26951, serie 26, sello 2005215, Jacinto de Morla, mayor de 
edad, dominicano, empleado, soltero, domiciliado en la Sec-
ción Santana y residente en esta ciudad, cédula 1940, serie 
25, sello 442741, Roque de la Cruz, mayor de edad, dominica-
no, soltero, empleado, de este domicilio y residencia, cédula 
6950, serie 48, sello 149324, Armando Herrera, mayor de 
edad, dominicano, empleado, soltero, de este domicilio y re-
sidencia, cédula 14082, serie 25, sello 442'743, Arcadio Ruiz 
Rodríguez, mayor de edad, dominicano, empleado, soltero, 
de este domicilio y residencia, cédula 27332, serie 26, sello 
442685, Daniel Guerrero, mayor de edad, dominicano, sol-
tero, empleado, de este domicilio y residencia, cédula 7061, 
serie 28, sello 442604, y Heroino Concepción, mayor de edad, 
dominicano, soltero, empleado, de este domicilio y residen-
cia, cédula 26079, serie 26, sello 293888, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fe&i. vein-
te de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscri-
to por el Lic. Andrés E. Bobadilla B., dominicano, mayor de 

edad, casado, del domicilio y residencia de la ciudad de La 
Romana, cédula 9229, serie 18, sello 3537, abogado de la re- 

carente, en el cual se alegan contra la sentencia impugna-
da los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha once de junio de 
1 novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Lic. S. Gil 
orales, abogado de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 47, 61 y 67 del Código de Tra-
bajo; 47 de la Ley I\19 637, de 1944; 1315 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de un diferendo laboral entre la Hilari Mayol 
& Co., C. por A., de La Romana, y sus ex-trabajadores Anás-
tacio Santana, Faustino Beltré, Jacinto de Morla, Roque de 
la Cruz, Armando Herrera, Arcadio Ruiz Rodríguez, Daniel 
Guerrero y Heroino Concepción, se levantó por la oficina lo-
cal de Trabajo de La Romana en fecha diecinueve de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y cuatro un acta de 
no acuerdo; b) que sobre demanda de dichos ocho trabaja-
dores, el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana dictó 
en fecha quince de abril de mil novecientos cincuenta y cinco 
como tribunal de trabajo de primer grado una sentencia con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar, como en efecto declara injustificado el despido de los 
trabajadores Anastacio Santana, Faustino Beltré, Jacinto de 
Moda, Roque de la Cruz, Armando Herrera, Arcadio Ruiz 
Rodríguez, Daniel Guerrero y Heroino 'Concepción por parte 
de su patrono la Hilari Mayol y Compañía, C. por Á, . SE-
GUNDO: Que debe declarar, como en efecto declara, resuel-
to el cej trato de trabajo; por ctilpa de la Hilari Mayol y Com-- 
Pañía, é. por A.; TERCERO: Que debe condenar; como en 
efecto condena a la citada Hilari Mayol y Compañía, C. por 
A , a pagar a los demandantes las sumas correspondientes 
al auxilio de cesantía, al plazo de desahucio, a las vacacio- 
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la 1038, serie 26, sello 277, contra sentencia de fecha dieci. 
séis de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, dicta-
da como Tribunal de Trabajo de segundo grado por el Juzga. 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagra. 
cia, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael Acosta, cédula 12452, serie 12, sello 

59229, en representación del Lic. S. Gil Morales, cédula 4729, 
serie la, sello 1165, abogado de los recurridos, Anastacio San-
tana, mayor de edad, dominicano, soltero, empleado, de este 
domicilio y residencia, cédula 7793, serie 28, sello 442746, 
Faustino Beltré, maydr de edad, dominicano, empleado, de 
este domicilio y residencia, soltero, portador de la cédula 
26951, serie 26, sello 2005215, Jacinto de Morla, mayor de 
edad, dominicano, empleado, soltero, domiciliado en la Sec-
ción Santana y residente en esta ciudad, cédula 1940, serie m 

 25, sello 442741, Roque de la Cruz, mayor de edad, dominica-
no, soltero, empleado, de este domicilio y residencia, cédula 
6950, serie 48, sello 149324, Armando Herrera, mayor de 
edad, dominicano, empleado, soltero, de este domicilio y re-
sidencia, cédula 14082, serie 25, sello 442743, Arcadio Ruiz 
Rodríguez, mayor de edad, dominicano, empleado, soltero, 
de este domicilio y residencia, cédula 27332, serie 26, sello 
442685, Daniel Guerrero, mayor de edad, dominicano, sol-
tero, empleado, de este domicilio y residencia, cédula 7061, 
serie 28, sello 442604, y Heroino Concepción, mayor de edad, 
dominicano, soltero, empleado, de este domicilio y residen-
cia, cédula 26079, serie 26, sello 293888, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fec? - 1 vein-
te de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscri-
to por el Lic. Andrés E. Bobadilla B., dominicano, mayor de 
edad, casado, del domicilio y residencia de la ciudad de La 
Romana, cédula 9229, serie la, sello 3537, abogado de la re- 

currente, en el cual se alegan contra la sentencia impugna-
da los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha once de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Lic. S. Gil 
Morales, abogado de los recurridos; 

La Suprema 'Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 47, 61 y 67 del Código de Tra-
bajo; 47 de la Ley I\19  637, de 1944; 1315 del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de un diferendo laboral entre la Hilari Mayol 
& Co., C. por A., de La Romana, y sus ex-trabajadores Anás-
tacio Santana, Faustino Beltré, Jacinto de Molla, Roque de 
la Cruz, Armando Herrera, Arcadio Ruiz Rodríguez, Daniel 
Guerrero y Heroino Concepción, se levantó por la oficina lo-
cal de Trabajo de La Romana en fecha diecinueve de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y cuatro un acta de 
no acuerdo; b) que sobre demanda de dichos ocho trabaja-
dores, el Juzgado de Paz del Municipio de La Romana dictó 
en fecha quince de abril de mil novecientos cincuenta y cinco 
como tribunal de trabajo de primer grado una sentencia con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar, como en efecto declara injustificado el despido de los 
trabajadores Anastacio Santana, Faustino Beltré, Jacinto de 
Morla, Roque de la Cruz, Armando Herrera, Arcadio Ruiz 
Rodriguez, Daniel Guerrero y Heroino Concepción por parte 
de su patrono la Hilari Mayol y Compañía, C. por A, . SE-
GUNDO: Que debe declarar, como en efecto declara, resuel-
to el ce;" trato de trabajo; por cd1pa de la Hilari Mayol y Com-- 
Pañia, C. por A.; TERCERO: Que debe condenar,* como en 
efecto condena a la citada Hilad Mayol y Compañía, C. por 
A , a pagar a los demandantes las sumas correspondientes 
al auxilio de cesantía, al plazo de desahucio, a las vacado- 
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nes y los salarios correspondientes al tiempo que transcurra 
desde el día de la demanda hasta la fecha de la sentenda de-
finitiva dictada en última instancia, sin que dicha suma 
exceda al valor de los salarios correspondientes a tres me-
ses; CUARTO: Que de condenar, como en efecto condena, a 
la Hilari Mayol y Compañía, C. por A., al pago de las costas"; 
e) que sobre apelación de la Hilari, Mayol & Co. C. por A., 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia dictó en fecha dieciséis de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y siete, como tribunal de trabajo de 
segundo grado, una sentencia que es la ahora recurrida en 
casación con, el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara, regular y válido en cuanto a la forma, el preSente 
recurso de apelación, por haber sido interpuesto mediante 
las formas y plazos legalmente estipulados; SEGUNDO: Re-
chaza, en cuanto al fondo se refiere, el recurso de apelación 
interpuesto por la Hilari, Mayol & Co., C. por A., contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio de 
La Romana, como Tribunal de Trabajo de primer grado, en 
fecha 15 de abril de 1955, por improcedente y mal fundado, 
y en consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia 
recurrida; TERCERO: Condena, a la Hilari, Mayol & Co., C. 
por A., al pago de las costas"; 

Considerando que, contra la .sentencia impugnada se 
alegan los siguientes medios de casación: 1"—Violación por 
inaplicación de los artículos 61 y 67 del Código de Trabajo; 
2°—Violación de los artículos 61 y 67 del Código de Trabajo 
en otro aspecto, del artículo 1315 del Código Civil y de los 
principios y reglas generales de la prueba.— Falta de base 
legal en último extremo; 3"--Desnaturalización de los hechos 
y documentos de la causa. Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil. Mótivos insuficientes o cawncia 
de motivos; 49—Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil en otro aspecto en estrecha vinculación 
con el artículo 47 de la Ley N" 637 sobre Contratos de Tra-
bajos; 
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Considerando que en los medios primero y segundo, los 
cuales se examinan en conjunto por su igualdad de significa-
ción, la recurrente alega, en esencia, que la sentencia impug-
nada ha violado, por inaplicación, los artículos 61, ordinal 3°, 

y 67, ordinal 4", del Código de Trabajo, según los cuales el 
contrato de trabajo termina sin responsabilidad para nin-
guna de las partes "por la imposibilidad de ejecución" y "por 
caso fortuito o de fuerza mayor", por cuanto, en la especie, 
la recurrente aportó la prueba de que había recibido una or-
den de la autoridad sanitaria para que trasladara en el tér-
mino de 180 días el aserradero donde, dentro de su fábrica de 
pastas, prestaban servicio los trabajadores cesantes, orden 
cuyo efecto constituía para la recurrente una causa de 
fuerza mayor para terminar su contrato con esos trabaja-
dores; y aportó también la prueba de que había hecho todo 
lo que estaba a su alcance para hacer el traslado que se le 
ordenó, lo que no pudo conseguir dentro del plazo que se le 
dió; que, al no reconocer esto, la sentencia recurrida desco-
noció también el cumplimiento, por la recurrente, de lo pres-
crito sobre la prueba en el artículo 1315 del Código Civil; 
pero, 

Considerando que la finalidad esencial de la legislación 
laboral, resultante en todas sus disposiciones, tanto de los 
que integran el Código de Trabajo como de las no codifica-
das, es la permanencia de los trabajadores en sus empleos y 
tarear3, con la mayor estabilidad humanamente posible; que 
ni la fuerza mayor, ni el caso fortuito, ni otras imposibili-
dades de ejecución de los trabajos son, en todos los casos, 
una justificación de la terminación de los contratos; que, en 
efecto, conforme a los artículos 47, 61 y 67 del Código de 
Trabajo, aquellas situaciones pueden conducir unas veces 
a la simple suspensión de los trabajos, que es un estado más 
favorable para los trabajadores que la terminación de los 
c,Natratos; que, en tales circunstancias, es preciso admitir que 
ei Código de Trabajo deja a los jueces bajo el control de la 
casación la calificación de los hechos y circunstancias de ca- 
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nes y los salarios correspondientes al tiempo que transcurra 
desde el día de la demanda hasta la fecha de la sentencia de-
finitiva dictada en última instancia, sin que dicha suma 
exceda al valor de los salarios correspondientes a tres me-
ses; CUARTO: Que de condenar, como en efecto condena, a 
la Hilari Mayol y Compañía, C. por A., al pago de las costas"; 
c) que sobre apelación de la Hilari, Mayol & Co. C. por A., 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia dictó en fecha dieciséis de diciembre de mil no-
vecientos cincuenta y siete, como tribunal de trabajo de 
segundo grado, una sentencia que es la ahora recurrida en 
casación con .el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara, regular y válido en cuanto a la forma, el prelente 
recurso de apelación, por haber sido interpuesto mediante 
las formas y plazos legalmente estipulados; SEGUNDO: Re-
chaza, en cuanto al fondo se refiere, el recurso de apelación 
interpuesto por la Hilari, Mayol & Co., C. por A., contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio de. 
La Romana, como Tribunal de Trabajo de primer grado, en 
fecha 15 de abril de 1955, por improcedente y mal fundado, 
y en consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia 
recurrida; TERCERO: Condena, a la Hilari, Mayol & Co., C. 
por A., al pago de las costas"; 

Considerando que, contra la .sentencia impugnada se 
alegan los siguientes medios de casación: 1"—Violación por - 
inaplicación de los artículos 61 y 67 del Código de Trabajo; 
2"—Violación de los artículos 61 y 67 del Código de Trabajo 
en otro aspecto, del artículo 1315 del Código Civil y de los 
principios y reglas generales de la prueba.— Falta de base 
legal en último extremo; 39—Desnaturalización de los hechos 
y documentos de la causa. Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil. Mátivos insuficientes o carncia 
de motivos; 49—Violación del artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil en otro aspecto en estrecha vinculación 
con el artículo 47 de la Ley N" 637 sobre Contratos de Tra-
bajos; 

Considerando que en los medios primero y segundo, los 
cuales se examinan en conjunto por su igualdad de significa-
ción, la recurrente alega, en esencia, que la sentencia impug-
nada ha violado, por inaplicación, los artículos 61, ordinal 3", 
y 67, ordinal 4', del Código de Trabajo, según los cuales el 
contrato de trabajo termina sin responsabilidad para nin-
guna de las partes "por la imposibilidad de ejecución" y "por 
caso fortuito o de fuerza mayor", por cuanto, en la especie, 
la recurrente aportó la prueba de que había recibido una or-
den de la autoridad sanitaria para que trasladara en el tér-
mino de 180 días el aserradero donde, dentro de su fábrica de 
pastas, prestaban servicio los trabajadores cesantes, orden 
cuyo efecto constituía para la recurrente una causa de 
fuerza mayor para terminar su contrato con esos trabaja-
dores; y aportó también la prueba de que había hecho todo 
lo que estaba a su alcance para hacer el traslado que se le 
ordenó, lo que no pudo conseguir dentro del plazo que se le 
dió; que, al no reconocer esto, la sentencia recurrida desco-
noció también el cumplimiento, por la recurrente, de lo pres-
crito sobre la prueba en el artículo 1315 del Código Civil; 
pero, 

Considerando que la finalidad esencial de la legislación 
laboral, resultante en todas sus disposiciones, tanto de los 
que integran el Código de Trabajo como de las no codifica-
das, es la permanencia de los trabajadores en sus empleos y 
tarea‘3, con la mayor estabilidad humanamente posible; que 
ni la fuerza mayor, ni el caso fortuito, ni otras imposibili-
dades de ejecución de los trabajos son, en todos los casos, 
una justificación de la terminación de.los contratos; que, en 
efecto, conforme a los artículos 47, 61 y 67 del Código de 
Trabajo, aquellas situaciones pueden conducir unas veces 
a la simple suspensión de los trabajos, que es un estado más 
favorable para los trabajadores que la terminación de los 
coatratos; que, en tales circunstancias, es preciso admitir que 
ei Código de Trabajo deja a los jueces bajo el control de la 
casación la calificación de los hechos y circunstancias de ca- 
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da caso, la facultad de decidir cuando aquellas causas pue-
den justificar la terminación de los contratos, y cuando sólo 
justifican la suspensión; que, en la especie, el Juzgado a quo 
ha hecho una apreciación correcta al decidir que la orden 
dada por la autoridad sanitaria a la recurrente no justificaba 
la terminación de los contratos de los trabajadores del ase-
rradero, puesto que no era una orden de cierre inmediato, 
sino una simple orden de traslado; que, si como sostiene la 
recurrente, el traslado no le fué posible, no obstante las dili-
gencias que realizó, ello no era motivo para la terminación 
de los contratos, puesto que podía haber apelado a la simple 
suspensión, para continuar esas diligencias; en fin, que, si 
la recurrente estimaba que el traslado del aserradero a un 
sitio muy lejano del centro urbano de La Romana haría in-
costeable la explotación, la recurrente, como remedio último, 
podía haber dispuesto el cierre de la empresa pero ésto con 
la aprobación formal del Departamento de Trabajo, como lo 
prescribe el artículo 67 del Código de Trabajo; que, por to-
das esas razones, los medios primero y segundo del recurso 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el tercer medio del recurso, la Com-
pañía recurrente alega la desnaturalización, por la sentencia 
impugnada, de los hechos y documentos de la causa, "al no 
atribuir su significación propia, natural y lógica en el caso, 
en los hechos fundamentales. . . cual era . . . la de que ellos 
implicaban la positiva y real existencia del caso de fuerza 
mayor y de la imposibilidad consiguiente o concomitante de 
ejecución de los contratos de trabajo"; pero, 

Considerando que, no habiendo deformado o presen-
tado en forma inexacta los hechos y circunstancias de la cap-
sa, según ha comprobado esta Corte mediante la compara-
ción de la sentencia con las piezas documentales que la acom-
pañan, incluso las aportadas por la recurrente, no puede ha-
ber habido la desnaturalización denunciada por la recurrenn 
te; que el hecho de que el Juzgado a quo haya decidido el 
caso ocurrente mediante una apreciación distinta a la sus- 

tentada por la recurrente en lo concerniente a las consecuen-
Cias razonables que debía haber tenido, en la conducta de la 

recurrente, la orden de traslado dada por la autoridad sani-
taria, no constituye una desnaturalización, sino el legítimo 
ejercicio del poder de ponderación de los hechos que tienen 
los jueces en los casos controvertidos; que, por tanto, el ter-
cer medio del recurso, que por lo demás no es sino una nue-
va forma dada a los anteriores, carece también de 'funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que, en el último medio, la recurrente ale-
ga la violación, por el Juzgado a quo, del artículo 47 de la 

Ley N9  637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo, por haber 
admitido y juzgado un caso no sometido previamente al pre-
liminar de conciliación; pero, 

Considerando que en el expediente consta, en el primer 
Resulta de la sentencia del Juzgado de Paz, que ese prelimi-
nar de conciliación se efectuó ante la Oficina Local de La 
Romana, levantándose el acta de desacuerdo con fecha die-
cinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
y que por tanto el cuarto medio del recurso carece también 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que, en los medios segundo, tercero y 
cuarto, la recurrente alega que la sentencia impugnada ca-
rece de base legal, que carece de motivos o que éstos son in-
suficientes; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia muestra que 
ésta contiene una exposición de los hechos y circunstancias 
del caso que ha permitido a esta Suprema Corte controlar la 
aplicación de la ley, por lo cual no carece de base legal; que, 
por otra parte, los motivos jurídicos dados por la sentencia, 
justifican la solución dada al presente caso por el Juzgado 
a quo, razones por las cuales los agravios antes dichos care-
cen también de fundamento y deben ser desestimados 

0110 Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Hilari Mayol & Co., C. por A., con- 

sentencia de fecha dieciséis de diciembre de mil nove- 

111 

11: 
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da caso, la facultad de decidir cuando aquellas causas pue-
den justificar la terminación de los contratos, y cuando sólo 
justifican la suspensión; que, en la especie, el Juzgado a quo 
ha hec,ho una apreciación correcta al decidir que la orden 
dada por la autoridad sanitaria a la recurrente no justificaba 
la terminación de los contratos de los trabajadores del ase-
rradero, puesto que no era una orden de cierre inmediato, 
sino una simple orden de traslado; que, si como sostiene la 
recurrente, el traslado no le fué posible, no obstante las dili-
gencias que realizó, ello no era motivo para la terminación 
de los contratos, puesto que podía haber apelado a la simple 
suspensión, para continuar esas diligencias; en fin, que, si 
la recurrente estimaba que el traslado del aserradero a un 
sitio muy lejano del centro urbano de La Romana haría in-
costeable la explotación, la recurrente, como remedio último, 
podía haber dispuesto el cierre de la empresa pero ésto con 
la aprobación formal del Departamento de Trabajo, como lo 
prescribe el artículo 67 del Código de Trabajo; que, por to-
das esas razones, los medios primero y segundo del recurso 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el tercer medio del recurso, la Com-
pañía recurrente alega la desnaturalización, por la sentencia 
impugnada. de los hechos y documentos de la causa, "al no 
atribuir su significación propia, natural y lógica en el ca,o 
en los hechos fundamentales . . cual era . . la de que ellos 
implicaban la positiva y real existencia del caso de fuerza 
mayor y de la imposibilidad consiguiente o concomitante de 
ejecución de los contratos de trabajo"; pero, 

Considerando que, no habiendo deformado o presen-
tado en forma inexacta los hechos y circunstancias de la cap-
sa, según ha comprobado esta Corte mediante la compara-
tión de la sentencia con las piezas documentales que la acom-
pañan, incluso las aportadas por la recurrente, no puede ha-
ber habido la desnaturalización denunciada por la recurrenn . 
te; que el hecho de que el Jn7gado a quo haya decidido el 
caso ocurrente mediante una apreciación distinta a la sus- 

tentada por la recurrente en lo concerniente a las consecuen-
ias razonables que debía haber tenido, en la conducta de la 

recurrente, la orden de traslado dada por la autoridad sani-
taria, no consiituye una desnaturalización, sino el legítimo 
ejercicio del poder de ponderación de los hechos que tienen 
los jueces en los casos controvertidos; que, por tanto, el ter-
cer medio del recurso, que por lo demás no es sino una nue-
va forma dada a los anteriores, carece también de 'funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que, en el último medio, la rectuTente ale-
ga la violación, por el Juzgado a quo, del artículo 47 de la 
Ley 1\19 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo, por haber 
admitido y juzgado un caso no sometido previamente al pre-
liminar de conciliación; pero, 

Considerando que en el expediente consta, en el primer 
Resulta de la sentencia del Juzgado de Paz, que ese prelimi-
nar de conciliación se efectuó ante la Oficina Local de La 
Romana, levantándose el acta de desacuerdo con fecha die-
cinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
y que por tanto el cuarto medio del recurso carece también 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que, en los medios segundo, tercero y 
cuarto, la recurrente alega que la sentencia impugnada ca-
rece de base legal, que carece de motivos o que éstos son in-
suficientes; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia :nuestra que 
ésta contiene una exposición de los hechos y circunstancias 
del caso que ha permitido a esta Suprema Corte controlar la 
aplicación de la ley, por lo cual no carece de base legal; que, 
por otra parte, los motivos jurídicos dados por la sentencia, 
justifican la solución dada al presente caso por el Juzgado 
a quo, raz'ones por las cuales los agravios antes dichos care-
CeP también de fundamento y deben ser desestimados 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
eión interpuesto por la Hilari Mayol & Co., C. por A., con- 

sentencia de fecha dieciséis de diciembre de mil nove- 
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cientos cincuenta y siete dictada como tribunal de trabajo de 
segundo grado por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, cuyo dispositivo se ha trans-
crito en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la recurrente al pago de las costas y ordena su distracción 
en provecho del Lic. S. Gil Morales, abogado de los recu-
rridos, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.—Carlos Ml. Lamarche H.—F.E. Ravelo de la 
Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernán-
dez.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audien-
cia pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi-
co.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencias impugnadas: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 8 de julio de 1957 y 23 de abril de 1958 

materia: Penal. 

Ilecurrente; Ingeniero Rafael A. Ginebra C. 
Abogados: Dres. Salvador Cornielle Segura y José Dolores Galván 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dieta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Inge-
niero Rafael A. Ginebra ,C., dominicano, mayor de edad, ca-
sado, de este domicilio y residencia, cédula 41161, serie 11 , 
sello 7942, contra las sentencias pronunciadas por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en materia correccional, 
en fechas ocho de julio del mil novecientos cincuentisiete 
y :veintitrés de abril del mil novecientos cincuentiocho, cu-
yos dispositivos se copian en otros lugares del presente fa-
llo; y las cuales fueron notificadas al prevenido recurrente, 
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cientos cincuenta y siete dictada como tribunal de trabajo dé 
segundo grado por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, cuyo dispositivo se ha trans-
crito en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la recurrente al pago de las costas y ordena su distracción 
en provecho del Lic. S. Gil Morales, abogado de los recu-
rridos, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 41ii 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.—Carlos Ml. Lamarche H.—F.E. Ravelo de la 
Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernán-
dez.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.-- 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audien-
cia pública del día, mes y año en él expresados, y fué firma-
da, leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi-
co.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1958 

...ilLtuclas impugnadas: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 8 de julio de 1957 y 23 de abril de 1958 

Materia: Penal. 

itecurrente; Ingeniero Rafael A. Ginebra C. 
Abogados: Dres. Salvador Cornielle Segura y José Dolores Galván 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrero, Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia; 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dieta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Inge-
niero Rafael A. Ginebra C., dominicano, mayor de edad, ca-
sado, de este domicilio y residencia, cédula 41161, serie 13 , 
sello 7942, contra las sentencias pronunciadas por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en materia correccional, 
en fechas ocho de julio del mil novecientos cincuentisiete 
y:.veintitrés de abril del mil novecientos cincuentiocho, cu-
yos dispositivos se copian en otros lugares del presente fa-
llo; y las cuales fueron notificadas al prevenido recurrente, 
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respeétivamente en fechas veinte de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y ocho y veintidós de mayo del mil nove. 
cientos cincuenta y ocho; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de la declaración de los recursos levantada 

en la Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de 
mayo del mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha die-
cinueve de septiembre del mil novecientos cincuentiocho, 
suscrito por los Dres. Salvador Cornielle Segura, cédula 
1739, serie 18, sello 9701, José Dolores Galván, cédula 33207, 
serie 11, sello 80182, abogados del recurrente, y por este 
mismo, en el cual se invocan los siguientes medios: "Omisión 
de estatuir; falta de base legal; insuficiencia, carencia •o 
contradicción de motivos y violación al Art. 188 del Código 
de Procedimiento Criminal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 186 y 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

En cuanto al recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia del veintitrés de abril del mil novecientos cin-
cuentiocho: 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
en fecha ocho del mes de julio del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, esta Corte de Apelación dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo: 'FALLA: PRIMERO: Pronuncie. 
el defecto contra el -prevenido Rafael Ginebra, por no haber 
comparecido a esta audiencia para la cual fué legalmente 
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citado: SEGUNDO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación; TERCERO: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional en fecha veintisiete del mes 
de julio del año mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice así: Falla: Primero: De-
clara bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de 
oposición interpuesto por el Ing. Rafael Ginebra, contra la 
sentencia en defecto dictada por este Tribunal en fecha 8 de 
febrero del 1956, que lo condenó a Dos meses de prisión co-
rreccional y al pago de las costas procesales, por violación 
a la Ley NQ 3143, en perjuicio de Andrés Carrasco; Segundo: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Ing. Rafael Gine-
bra, por no haber comparecido a esta audiencia a pesar de 
haber sido citado legalmente; Tercero: que debe confirmar y 
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida en oposi-
ción cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia•co-
mo al efecto pronuncia el defecto contra el nombrado Ing. 
Rafael Ginebra, por no haber comparecido a esta audiencia 
a pesar de haber sido citado legalmente; Segundo: Declara al 
mismo Ing.. Rafael Ginebra, culpable del delito de violación a 
la Ley NQ 3143, en perjuicio de Andrés Carrasco, y en conse-
cuencia, lo condena a Dos Meses de prisión correccional y 
al pago dé las costas procesales'; Cuarto: que debe condenar 
y condena además al prevenido Ing. Rafael Ginebra, al pago 
de la suma de RD$61.00 Moneda de curso legal, adeudada 
al querellante Andrés Carrasco, por concepto de trabajo de 
carpintería realizado por el señor Andrés Carrasco, en pro-
vecho del Ing. Rafael Ginebra, en la construcción de un gara-
je de Obras Públicas; y Quinto: Que debe condenar y con-
dena al mismo Ing. Rafael Ginebra, al pago de las costas 
procesales'; CUARTO: Condena al prevenido Rafael Gine-
:15ra al pago de las costas'; b) que la antes mencionada sen-
tencia fué notificada al prevenido Rafael Ginebra el día 
veinte de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, por 
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respeétivamente en fechas veinte de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y ocho y veintidós de mayo del mil nove-
cientos cincuenta y ocho; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de la declaración de los recursos levantada 

en la Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintinueve de 
mayo del mil novecientos cincuentiocho, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha die-
cinueve de septiembre del mil novecientos cincuentiocho, 
suscrito por los Dres. Salvador Cornielle Segura, cédula 
1739, serie 18, sello 9701, José Dolores Galván, cédula 33207, 
serie 13, sello 80182, abogados del recurrente, y por este 
mismo, en el cual se invocan los siguientes medios: "Omisión 
de estatuir; falta de base legal; insuficiencia, carencia •o 
contradicción de motivos y violación al Art. 188 del Código 
de Procedimiento Criminal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 186 y 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal; y 1, 29 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

En cuanto al recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia del Veintitrés de abril del mil novecientos cin-
cuentiocho: 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
en fecha ocho del mes de julio del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, esta Corte de Apelación dictó una sentencia 
con el siguiente dispositivo: 'FALLA: PRIMERO: Pronuncie 
el defecto contra el prevenido Rafael Ginebra, por no haber 
comparecido a esta audiencia para la cual fué legalmente  

citado: SEGUNDO: Declara regular y válido, en la forma, 
el presente recurso de apelación; TERCERO: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional en fecha veintisiete del mes 
de julio del año mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dis-
positivo copiado textualmente dice así: Falla: Primero: De-
clara bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso de 
oposición interpuesto por el Ing. Rafael Ginebra, contra la 
sentencia en defecto dictada por este Tribunal en fecha 8 de 
febrero del 1956, que lo condenó a Dos meses de prisión co-
rreccional y al pago de las costas procesales, por violación 
a la Ley N^ 3143, en perjuicio de Andrés Carrasco; Segundo: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido Ing. Rafael Gine-
bra, por no haber comparecido a esta audiencia a pesar de 
haber sido citado legalmente; Tercero: que debe confirmar y 
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida en oposi-
ción cuyo dispositivo dice así: `Falla: Primero: Pronuncia'co-
mo al efecto pronuncia el defecto contra el nombrado Ing. 
Rafael Ginebra, por no haber comparecido a esta audiencia 
a pesar de haber sido citado legalmente; Segundo: Declara al 
mismo Ing.. Rafael Ginebra, culpable del delito de violación a 
la Ley Nn 3143, en perjuicio de Andrés Carrasco, y en conse-
cuencia, lo condena a Dos Meses de prisión correccional y 
al pago dé las costas procesales'; Cuarto: que debe condenar 
y condena además al prevenido Ing. Rafael Ginebra, al pago 
e la suma de RD$61.00 Moneda de curso legal, adeudada 

al querellante Andrés Carrasco, por concepto de trabajo de 
arpintería realizado por el señor Andrés Carrasco, en pro-

vecho del Ing. Rafael Ginebra, en la construcción de un gara-
e de Obras Públicas; y Quinto: Que debe condenar y con-

dena al mismo Ing. Rafael Ginebra, al pago de las costas 
procesales'; CUARTO: Condena al prevenido Rafael Gine-

ra al pago de las costas'; b) que la antes mencionada sen-
tencia fué notificada al prevenido Rafael Ginebra el día 
veinte de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, por 
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acto del ministerial Eduardo Bernal, Alguacil de Estrado, 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y c) que en 
fecha tres de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho;* 
dicho prevenido compareció por ante el Secretario de esta 
Corte, Pedro Amiama Pérez, y le declaró que interponía 
formal recurso de oposición contra la preindicada senten-
cia en defecto de esta Corte de Apelación"; 

Considerando que sobre el indicado recurso de oposi-
ción la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declar a 
inadmisible por haber sido 'interpuesto tardíamente el re-
curso de oposición incoado por el nombrado Rafael Ginebra 
en fecha tres del mes de marzo de mil novecientos cincuenta, 
y ocho, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-, 
nales por esta Corte de Apelación en fecha ocho del mes de 
julio del año mil novecientos cincuenta y siete, qúe lo juzgó 
y condenó por el delito de violación a la Ley N 9  3143, en , 
perjuicio de Andrés Carrasco, cuyo dispositivo aparece co-
piado en otro lugar del presente fallo; y notificada dicha 
sentencia al prevenido en fecha veinte del mes de febrero 
del año mil novecientos cincuenta y ocho; SEGUNDO: Con-
dena al oponente Rafael Ginebra al pago de las costas"; 

Considerando que ninguno de los medios invocados por 
el recurrente se refiere a la sentencia del veintitrés de abril' 
del mil novecientos cincuentiocho, por lo cual se procederá 
al examen general, de la misma; 

Considerando que al tenor de lo dispuesto por los ar-
tículos 186 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
combinados, las sentencias dictadas en defecto en grado , 

 de apelación pueden ser impugnadas por la vía de la oposi-
ción dentro de los cinco días de la notificación que de ellas se 
haya hecho al inculpado o en su domicilio; 

Considerando que, en la especie, es constante por el ex-
pediente que los jueces del fondo comprobaron correcta:- 
mente que la sentencia pronunciada en defecto contra el 
prevenido por la Corte de Apelación de Ciudad :Trujillo, eri,  

fecha ocho de julio del mil novecientos cincuenta y siete, 
le fué notificada personalmente a dicho prevenido en fecha 
veinte de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, y 
que el recurso de oposición contra la misma fué declarado en 
la Secretaría de la Corte a qua el tres de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, según consta en el acta levantada 
al efecto; que consecuentemente según se comprueba por las 
fechas indicadas precedentemente, dicho recurso fué inter-
puesto fuera del plazo establecido por la ley; que, por tanto, 
al declararlo inadmisible la Corte a qua, por la sentencia 
impugnada, hizo una correcta aplicación de la ley, por lo 
cual el recurso de casación interpuesto contra ella debe ser 
desestimado por improcedente; 

En cuanto al recurso de casación interpuesto contra, la 
sentencia del ocho de julio del mil novecientos cincuenta y 
siete: 

Considerando que, contra las sentencias digitadas en 
defecto en última instancia las partes tienen a su disposición 
dos vías de recurso: la oposición y la casación y que los 
plazos para interponerlos no empiezan a correr de manera 
simultánea sino que ellos son sucesivos; que, por consiguien-
te la parte que interpone un recurso de casación ha de ha-
cerlo dentro del plazo establecido para el mismo, el cual 
empieza a contarse en estos casos, una vez vencido el de la 
oposición; 

Considerando que, por otra parte, al tenor de los ar-
tículOs 186 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
combknados, el plazo para interponer el recurso de oposición 
contra )1,as sentencias en defecto en grado de apelación, es de 
cinco (lías a partir de la notificación que de ellas se haya 
hecho ¿II inculpado o en -su domicilio; y, que de acuerdo con 
el artichilo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el 
Plazo palia interponer este último recurso es de diez días; 

Consp,pderando que, en la especie, la sentencia impugna-
da fué dic,  tada en defecto contra el prevenido recurrente 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2321 2320 	 BOLETÍN JUDICIAL 

acto del ministerial Eduardo Bernal, Alguacil de Estrado, 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y c) que en 
fecha tres de marzo de mil novecientos cincuenta y oeho;* 
dicho prevenido compareció por ante el Secretario de esta 
Corte, Pedro Amiama Pérez, y le declaró que interponía 
formal recurso de oposición contra la preindicada senten-
cia en defecto de esta Corte de Apelación"; 

Considerando que sobre el indicado recurso de oposi-
ción la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara 
inadmisible por haber sido 'interpuesto tardíamente el re-
curso de oposición incoado por el nombrado Rafael Ginebra 
en fecha tres del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por esta Corte de Apelación en fecha ocho del mes de 
julio del año mil novecientos cincuenta y siete, qúe lo juzgó 
y condenó por el delito de violación a la Ley N 9  3143, en 
perjuicio de Andrés Carrasco, cuyo dispositivo aparece co-
piado en otro lugar del presente fallo; y notificada dicha 
sentencia al prevenido en fecha veinte del mes de febrero 
del año mil novecientos cincuenta y ocho; SEGUNDO: Con-
dena al oponente Rafael Ginebra al pago de las costas"; 

Considerando que ninguno de los medios invocados por 
el recurrente se refiere a la sentencia del veintitrés de abril' 
del mil novecientos cincuentiocho, por lo cual se procederá 
al examen general, de la misma; 

Considerando que al tenor de lo dispuesto por los ar-
tículos 186 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
combinados, las sentencias dictadas en defecto en grado 
de apelación pueden ser impugnadas por la vía de la oposi-
ción dentro de los cinco días de la notificación que de ellas se 
haya hecho al inculpado o en su domicilio; 

Considerando que, en la especie, es constante por el ex-
pediente que los jueces del fondo comprobaron correct 1-  
mente que la sentencia pronunciada en defecto contra el 
prevenido por la Corte de Apelación de Ciudad .Trujillo, en  

fecha ocho de julio del mil novecientos cincuenta y siete, 
le fué notificada personalmente a dicho prevenido en fecha 
veinte de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, y 
que el recurso de oposición contra la misma fué declarado en 
la Secretaría de la Corte a qua el tres de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, según consta en el acta levantada 
al efecto; que consecuentemente según se comprueba por las 
fechas indicadas precedentemente, dicho recurso fué inter-
puesto fuera del plazo establecido por la ley; que, por tanto, 
al declararlo inadmisible la Corte a qua, por la sentencia 
impugnada, hizo una correcta aplicación de la ley, por lo 
cual el recurso de casación interpuesto contra ella debe ser 
desestimado por improcedente; 

En cuanto al recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia del ocho de julio del mil novecientos cincuenta y 
siete: 

Considerando que, contra las sentencias dictadas en 
defecto en última instancia las partes tienen a su disposición 
dos vías de recurso: la oposición y la casación y que los 
plazos para interponerlos no empiezan a correr de manera 
simultánea sino que ellos son sucesivos; que, por consiguien-
te la parte que interpone un recurso de casación ha de ha-
cerlo dentro del plazo establecido para el mismo, el cual 
empieza a contarse en estos casos, una vez vencido el de la 
oposición; 

Considerando que, por otra parte, al tenor de los ar-
tículcIs 186 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
combados, el plazo para interponer el recurso de oposición 
contra `,/,as sentencias en defecto en grado de apelación, es de 
cinco pías a partir de la notificación que de ellas se haya 
hecho l inculpado o en -su domicilio; y, que de acuerdo con 
el artichilo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el 
Plazo palia interponer este último recurso es de diez días; 

ConsMerando que, en la especie, la sentencia impugna-
da fué die; tada en defecto contra el prevenido recurrente 
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en fecha ocho de julio del mil novecientos cincuentisiete y l e  fué notificada, a persona, el veinte de febrero del mil nove-
cientos cincuentiocho; que el recurso de casación contra la 
misma fué declarado en la Secretaría de la Corte a qua, en 
fecha veintinueve de mayo del mil novecientos cincuenti-
ocho, según consta en el acta levantada al efecto; que, corno 
el plazo de la oposición había expirado el día veinticinco de 
febrero, el de la casación empezó a correr al día siguiente, 
por lo cual es obvio que en la fecha en que fué interpuesto, 
veintinueve de mayo del mil novecientos cincuentiocho, esta-
ba ventajosamente vencido el plazo de diez días establecido 
por la ley para interponerlo; que, por tanto, dicho recurso 
debe skr declarado inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Ingeniero Rafael A. Ginebra C., 
contra la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en materia correccional, en fecha vein-
titrés de abril del mil novecientos cincuentiocho, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; Se. gundo: 

Declara inadmisible el recurso de casación inter-
puesto por el mismo Ingeniero Rafael A. Ginebra C., contra 
la sentencia de la misma Corte de Apelación, 'de, fecha ocho 
de julio del mil novecientos cincuentisiete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo;_ o y 
Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpid lo Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Lc olgrorio 
Cohén.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de. la 
Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mat! eo-Fer-
nández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón;I :Ruiz Te-jada.— Ernesto .Curiel hijo, Secretario General. , 

La presente sentencia ha sido dada y firmadr 
 señores 	 por los 

Jireces que figuran en su encabezamiento, 1x- en la au- diencia pública del día, mes y año en él expresai  ,dos, y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Co  ,enerai, que certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugnada.-Juzgackp de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujilllo, de fecha 19 de julio de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Compañía Constructora Elmhurst, C. por A. 

Abogado: Dr. Vicente Martínez Escardini. 

Recurrido: Ramón Batlle o Boyer. 
Abogado: Dr. Francisco José Díaz Peralta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Nés-
tor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel A. 
Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve 
del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 
29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre .  el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., sociedad comer-
cial organizada de acuerdo con las leyes de la República 
Dominicana, con su domicilio en Ciudad Trujillo y sus ofi-
cinas principales en el kilómetro ocho de la carretera Duar-
te, Distrito Nacional, contra sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru- 
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en fecha ocho de julio del mil novecientos cincuentisiete y le 
fué notificada, a persona, el veinte de febrero del mil nove. 
cientos cincuentiocho; que el recurso de casación contra la 
misma fué declarado en la Secretaría de la Corte a qua, en 
fecha veintinueve de mayo del mil novecientos cincuenti-
ocho, según consta en el acta levantada al efecto; que, como 
el plazo de la oposición había expirado el día veinticinco de 
febrero, el de la casación empezó a correr al día siguiente, 
por lo cual es obvio que en la fecha en que fué interpuesto, 
veintinueve de mayo del mil novecientos cincuentiocho, esta-
ba ventajosamente vencido el plazo de diez días establecido 
por la ley para interponerlo; que, por tanto, dicho recurso 
debe str declarado inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Ingeniero Rafael A. Ginebra C., 
contra la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en materia correccional, en fecha vein-
titrés de abril del mil novecientos cincuentiocho, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; Se-gundo: Declara inadmisible el recurso de casación inter-
puesto por el mismo Ingeniero Rafael A. Ginebra C., contra 
la sentencia de la misma Corte de Apelación, de

, fecha ocho 
de julio del mil novecientos cincuentisiete, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas. ; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpid lo Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Lcygroño 
Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo r  de, la 
Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Matr. o_Fer-
nández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón,'FRuiz Te -
jada.— Ernesto .Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, de en la au -
diencia pública del día, mes y año en él expresa (dos, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario CD general,  que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. $7 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DE 1958 

sentencia impugruulaj..Juzga4p de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo, de fecha 19 de julio de 1957. 

gatería: Trabajo. 

Recurrente: Compañía Constructora Elmhurst, C. por A. 

Abogado: Dr. Vicente Martínez Escardini. 

Recurrido: Ramón Batlle o Boyer. 
Abogado: Dr. Francisco José Díaz Peralta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Nés-
tor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel A. 
Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintinueve 
del mes de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 96' de la Restauración y 
29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de cesación, la siguiente sentencia: 

Sobre .  el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., sociedad comer-
cial organizada de acuerdo con las leyes de la República 
Dominicana, con su domicilio en Ciudad Trujillo y sus ofi-
cinas principales en el kilómetro ocho de la carretera Duar-
te, Distrito Nacional, contra sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Tru- 



IP, 

2324 	 BOLETiN JUDICIAL 

jillo, corno Tribunal de Trabajo de segundo grado, en f 
diecinueve de julio del año de mil novecientos cincuenta 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Vicente Martínez Escardini, cédula 109 

serie 56, sello 842, abogado del recurrente, en la lect 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ver 
ticinco de febrero del año de mil novecientos cincuentiocho, 
depositado por el abogado de la recurrente, y en el cual se 
invocan los medios de casación que más adelante se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Fran-
cisco José Díaz Peralta, cédula 21753, serie 2', sello 3200691, 
abogado del recurrido, notificado al abogado de la recu-
rrente en fecha veintiséis de marzo del año mil novecientos 
cincuenta y ocho; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 12, 77, 84, párrafo 2" del Códi-
go de Trabajo, 47 y siguientes, 51 y 56 de la Ley sobre 
Contratos de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que con motivo de 
la demanda intentada por Ramón Batlle o Boy - Q,r, contra la 
Compañía Constructora Elmhurst, C. por A., después de 
agotado el preliminar de conciliación, en pago de las pres-
taciones que el Código de Trabajo acuerda a los despedidos 
sin causa justificada, el Juzgado de Paz del Municipio de 
San Cristóbal, dictó una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza 
por improcedente y mal fundada la presente demanda; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara el defecto por no 
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concluir de la parte demandante; , TERCERO: Que debe 
condenar y condena a la parte que sucumbe al pago de las 
co"; 

Considerando que sobre recurso de apelación intenta- 
;r Ramón Batlle o Boyer, el Tribunal a quo dictó la 

sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el señor Ramón Batlle o Boyer, con-
tra sentencia dictada en fecha 24 de abril de 1957, por el 
Juzgado de Paz de este Municipio de San Cristóbal, en 
funciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, cuyo 
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe rechazar y 
rechaza por improcedente y mal fundada la presente de-
manda; Segundo: Que debe declarar y declara el defecto 
por no concluir de la parte demandante; Tercero: Que debe 
condenar y condena a la parte que sucumbe al pago de las 

' costas'; SEGUNDO: Revoca la referida sentencia y decla-
ra injustificado el despido del obrero Ramón Batlle o Boyer, 
y resuelto el contrato de trabajo intervenido entre las par-
tes en causa, por culpa del patrono y en consecuencia con-
dena a éste último a pagar al mencionado trabajador los 
salarios correspondientes a diez días por concepto a auxilio 
de cesantía, más una suma igual al importe de los salarios 
que habría recibido dicho trabajador, desde el día de su 
demanda, hasta la fecha de la sentencia definitiva, dictada 
en última instancia, la cual no podrá exceder de los sala-
rios correspondientes a tres rrfeses, tomándose como base 
para determinar las prestaciones e indemnizaciones, espe-
cificadas precedentemente, el salario promedio de RD$28.80 
semanales; TERCERO: Condena a la Compañía Construc-
tora Elmhurst, C. por A., al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: Primer Medio: "Violación de los artículos 12, 61, 
62, 65 y 84-2 del Código de Trabajo; desnaturalización de 
los hechos y documentos de la causa y falta de base legal"; 
—Segundo Medio: "Violación del artículo 691 del Código de 
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jillo, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, en f 
diecinueve de julio del año de mil novecientos cincuenta 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Vicente Martínez Escardini, cédula 1092, 

serie 56, sello 842, abogado del recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein_ 
ticinco de febrero del año de mil novecientos cincuentiocho, 
depositado por el abogado de la recurrente, y en el cual Ne 

invocan los medios de casación que más adelante se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Fra 
cisco José Díaz Peralta, cédula 21753, serie 2 1 , sello 3200691, 
abogado del recurrido, notificado al abogado de la recu-
rrente en fecha veintiséis de marzo del año Mil novecientos 
cincuenta y ocho; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 12, 77, 84, párrafo 2' del Códi-
go de Trabajo, 47 y siguientes, 51 y 56 de la Ley sobre 
Contratos de Trabajo, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que con motivo de 
la demanda intentada por Ramón Batlle o Boytr, contra la 
Compañía Constructora Elmhurst, C. por A., 'lespués de 
agotado el preliminar de conciliación, en pago de las pres-
taciones que el Código de Trabajo acuerda a los despedidos 
sin causa justificada, el Juzgado de Paz del Municipio de 
San Cristóbal, dictó una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza 
por improcedente y mal fundada la presente demanda; 
SEGUNDO: Que debe declarar y declara el defecto por no 

1 

concluir de la parte demandante; TERCERO: Que debe 
condenar y condena a la parte que sucumbe al pago de las 
costas"; 

Considerando que sobre recurso de apelación intenta-
lado por Ramón Batlle o Boyer, el Tribunal a quo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el señor Ramón Batlle o Boyer, con-
tra sentencia dictada en fecha 24 de abril de 1957, por el 
Juzgado de Paz de este Municipio de San Cristóbal, en 
funciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, cuyo 
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que debe rechazar y 
rechaza por improcedente y mal fundada la presente de-
manda; Segundo: Que debe declarar y declara el defecto 
por no concluir de la parte demandante; Tercero: Que debe 
condenar y condena a la parte que sucumbe al pago de las 
costas'; SEGUNDO: Revoca la referida sentencia y decla-
ra injustificado el despido del obrero Ramón Batlle o Boyer, 
y resuelto el contrato de trabajo intervenido entre las par-
tes en causa, por culpa del patrono y en consecuencia con-
dena a éste último a pagar al mencionado trabajador los 
salarios correspondientes a diez días por concepto a auxilio 
de cesantía, más una suma igual al importe de los salarios 
que habría recibido dicho trabajador, desde el día de su 
demanda, hasta la fecha de la sentencia definitiva, dictada 
en última instancia, la cual no podrá exceder de los sala-
rios correspondientes a tres meses, tomándose como base 
para determinar las prestaciones e indemnizaciones, espe-
cificadas precedentemente, el salario promedio de RD$28.80 
semanales; TERCERO: Condena a la Compañía Construc-
tora Elmhurst, C. por A., al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: Primer Medio: "Violación de los artículos 12, 61, 
62, 65 y 84-2 del Código de Trabajo; desnaturalización de 
los hechos y documentos de la causa y falta de base legal"; 

' .,—Segundo Medio: "Violación del artículo 691 del Código de 
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Trabajo, del artículo 57 de la Ley 637 del 1944; de los ar-
tículos 253, 254, 256, 324 y 325 del Código de Procedimiento 
Civil y del principio de contradicción de la prueba"; 

Considerando, en cuanto al primer medio del recurso, 
que la recurrente alega que no obstante que el contrato de 
trabajo para una obra o servicio determinado termina sin 
responsabilidad para ninguna de las partes, con la conclu-
sión de la obra o servicio de que se trate, se le ha condenado 
por la sentencia impugnada "a pagar en favor de Ramón 
Batlle indemnizaciones por despido injustificado, violándose 
así, de manera manifiesta, las disposiciones de los artículos 
mencionados"; y que por otra parte, en uno de los conside-
randos que sirven de apoyo a la sentencia recurrida, el juez 
a quo expresa "que por cartas de fechas 19 de diciembre de 
1956 y de fecha 3 y 7 de enero de 1957 la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., solicitó a la 
Dirección del Departamento de Trabajo que se declarara la 
terminación de los contratos que ligaban a dicha Compañía 
con varios trabajadores, entre los cuales figuraba Ramón 
Batlle, debido a "estar tocando a su fin los trabajos de 
construcción del establo", de donde concluyó "que habiendo 
sido despedido el trabajador Ramón Batlle o Boyer, en fe-
cha 4 de diciembre de 1956, la comunicación dirigida por 
dicha Compañía, al Departamento de Trabajo, es de fecha 
posterior a la fecha en que ocurrió el despido, y en conse-
cuencia dicho despido carece de justa causa"; que contra-
riamente a lo expresado en dicho considerando, "la carta de 
fecha 19 de diciembre de 1956 y la que se señala en forma 
expresa en el texto de la misma, demuestran con absoluta 
claridad y precisión que la Compañía Constructora Elm-
hurst, C. por A., comunicó al Inspector Encargado del Dis-
trito de Trabajo de San Cristóbal. la  terminación de los 
contratos de trabajo de Ramón Batlle" y de dos plomeros 
más, "el 3 de diciembre de 1956, (carta que no relata la sen-
tencia fuera comunicada al Tribunal a quo) es decir, un 
día antes de que dichos trabajadores concluyeran los ser- 

vicios para los cuales fueron contratados"; que además "no 
hay ninguna disposición legal o reglamentaria en el sentido 
de que la extinción de los contratos de trabajo para obra 
o servicio determinado tenga que ser comunicada al De-
partamento de Trabajo, ni mucho menos que el retraso o 
la falta de tal comunicación sea suficiente para considerar 
que el trabajador ha sido objeto de un despido que "carece 
de justa causa", como erróneamente sostiene el juez a quo"; 
y, también que la recurrente "dirigió las mencionadas car-
tas a las autoridades competentes de trabajo para solicitar 
que se comprobara la existencia de la causa legal que sir-
vió de fundamento a la extinción de los contratos de tra-
bajo en ellas mencionadas y se dictara la resolución de 
lugar, con el fin evidente de constituir una prueba idónea 
de estos hechos y evitar controversias futuras improceden-
tes"; pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado revela 
que el Tribunal a quo dió por establecido mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente sometidos al debate, que el obrero Ramón Batlle o 
Boyer, fué despedido por la recurrente del trabajo que para 
ella realizaba como plomero, en la construcción de un esta-
blo en el municipio de San Cristóbal, antes de que ter minara 
la obra para la cual fué contratado; que además dicho exa-
men revela que el despido fué considerado por los jueces del 
fondo como carente de justa causa, calificación que está al 
abrigo de toda crítica, ya que la recurrente ni alegó ni hizo 
la prueba por ante el Tribunal a quo de ninguno de los he-
chos y circunstancias constitutivos, al tenor de lo que dispo-
ne al respecto el Código de Trabajo, de una justa causa de 
despido y se limitó a alegar la extinción del contrato por 
haber terminado la obra para la cual había sido contratado 
Ramón Baile o Boyer; que, en consecuencia, es preciso ad-
mitir que el motivo dado por el Tribunal a quo relativo a la 
falta de justificación de dicho despido, fundándose en la ex-
temporaneidad de las cartas dirigidas por la recurrente al De- 
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Trabajo, del artículo 57 de la Ley 637 del 1944; de los ar-
tículos 253, 254, 256, 324 y 325 del Código de Procedimiento 
Civil y del principio de contradicción de la prueba"; 

Considerando, en cuanto al primer medio del recurso, 
que la recurrente alega que no obstante que el contrato de 
trabajo para una obra o servicio determinado termina sin 
responsabilidad para ninguna de las partes, con la conclu-
sión de la obra o servicio de que se trate, se le ha condenado 
por la sentencia impugnada "a pagar en favor de Ramón 
Baffle indemnizaciones por despido injustificado, violándose 
así, de manera manifiesta, las disposiciones de los artículos 
mencionados"; y que por otra parte, en uno de los conside-
randos que sirven de apoyo a la sentencia recurrida, el juez 
a quo expresa "que por cartas de fechas 19 de diciembre de 
1956 y de fecha 3 y 7 de enero de 1957 la Com-
pañía Constructora Elmhurst, C. por A., solicitó a la 
Dirección del Departamento de Trabajo que se declarara la 
terminación de los contratos que ligaban a dicha Compañía 
con varios trabajadores, entre los cuales figuraba Ramón 
Batlle, debido a "estar tocando a su fin los trabajos de 
construcción del establo", de donde concluyó "que habiendo 
sido despedido el trabajador Ramón Batlle o Boyer, en fe-
cha .4 de diciembre de 1956, la comunicación dirigida por 
dicha Compañía, al Departamento de Trabajo, es de fecha 
posterior a la fecha en que ocurrió el despido, y en conse-
cuencia dicho despido carece de justa causa"; que contra-
riamente a lo expresado en dicho considerando, "la carta de 
fecha 19 de diciembre de 1956 y la que se señala en forma 
expresa en el texto de la misma, demuestran con absoluta 
claridad y precisión que la Compañía Constructora Elm-
hurst, C. por A., comunicó al Inspector Encargado del Dis-
trito de Trabajo de San Cristóbal. la  terminación de los 
contratos de trabajo de Ramón Batlle" y de dos plomero: , 

 más, "el 3 de diciembre de 1956, (carta que no relata la sen-
tencia fuera comunicada al Tribunal a quo) es decir, un 
día antes de que dichos trabajadores concluyeran los ser- 

vicios para los cuales fueron contratados"; que además "no 
hay ninguna disposición legal o reglamentaria en el sentido 
de que la extinción de los contratos de trabajo para obra 
o servicio determinado tenga que ser comunicada al De-
partamento de Trabajo, ni mucho menos que el retraso o 
la falta de tal comunicación sea suficiente para considerar 
que el trabajador ha sido objeto de un despido que "carece 
de justa causa", como erróneamente sostiene el juez a quo"; 
y, también que la recurrente "dirigió las mencionadas car-
tas a las autoridades competentes de trabajo para solicitar 
que se comprobara la existencia de la causa legal que sir-
vió de fundamento a la extinción de los contratos de tra-
bajo en ellas mencionadas y se dictara la resolución de 
lugar, con el fin evidente de constituir una prueba idónea 
de estos hechos y evitar controversias futuras improceden-
tes"; pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado revela 
que el Tribunal a quo dió por establecido mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente sometidos al debate, que el obrero Ramón Batlle o 
Boyer, fué despedido por la recurrente del trabajo que para 
ella realizaba como plomero, en la construcción de un esta-
blo en el municipio de San Cristóbal, antes de que terminara 
la obra para la cual fué contratado; que además dicho exa-
men revela que el despido fué considerado por los jueces del 
fondo como carente de justa causa, calificación que está al 
abrigo de toda crítica, ya que la recurrente ni alegó ni hizo 
la prueba por ante el Tribunal a quo de ninguno de los he-
chos y circunstancias constitutivos, al tenor de lo que dispo-
ne al respecto el Código de Trabajo, de una justa causa de 
despido y se limitó a alegar la extinción del contrato por 
haber terminado la obra para la cual había sido contratado 
Ramón Batlle o Boyer; que, en consecuencia, es preciso ad-
mitir que el motivo dado por el Tribunal a quo relativo a la 
falta de justificación de dicho despido, fundándose en la ex-
temporaneidad de las cartas dirigidas por la recurrente al De- 
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partamento de Trabajo, es superabundante; que en estas 
conliciopes es evidente que al dictar su decisión los jueces 
del fondo no han desnaturalizado los documentos y hechos 
de la pausa, ni incurrido en los demás vicios y violaciones de 
la ley invocados en apoyo del presente medio, por lo que 
éste debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio del recurso se 
invoca la violación del artículo 691 del Código de Trabajo; 
del artículo 57 de la Ley 637 del 16 de junio de 1944, y de 
los artículos 253, 254, 256, 327 y 325 del Código de Pro-
cedimiento Civil; que en apoyo de este medio la recurrente 
alega en síntesis, que la única prueba de que "el servicio 
que prestaba el obrero Ramón Batlle o Boyer, fué continua-
do por Juan Ramírez", es la misma declaración de aquél, la 
que sólo reviste el carácter de un simple alegato, carente 
de todo valor probatorio por no haber sido demostrado, y 
en que el juez a quo recibió las declaraciones del demandante 
originario y sus testigos Elio Gómez y Enrique Araujo, en 
la misma audiencia . . . en que conoció del recurso de ape-
lación" sin haber ordenado previamente, ni una compa-
recencia personal de las partes ni una información y contra-
niformación testimonial, y sin que, por lo tanto, se le diere 
a la actual recurrente la oportunidad de hacer la prueba 
contraria, que es de derecho"; pero 

Considerando que contrariamente a lo alegado, el Tri-
bunal a quo no pudo realizar las medidas de instrucción cri-
ticadas por la recurrente, sin una decisión previa de dicho 
tribunal autorizándolas, aún para realizarse en la misma 
audiencia del conocimiento de la apelación, como se efectuó, 
estando presentes en la audiencia tanto el demandante en 
persona y los testigos oídos, y cuya lista fué notificada en 
el acto de apelación y de emplazamiento, proceder que está 
al abrigo de toda crítica por no ser incompatible con el pro-
cedimiento instituido por los artículos 47 y siguientes de la 
Ley N° 637 sobre Contratos de Trabajo, que se caracteriza 
por la simplificación de formalidades y trámites; que ade- 

  

iTIPP;inia 

ás  los jueces que ordenan una información testimonial, no 

edtrp o 

 están 
 Ya 

 rte reecurrente no puede hacer un motivo de agravio 

o obligados a disponer una contrainformación si no se les 
que ésta es de derecho, y la parte interesada puede 

promovería siempre, antes del fallo del fondo del asunto, 
que habiendo omitido toda diligencia a este respecto, 

de su propia negligencia; que, en cuanto al interrogatorio 
y deposición del intimarte en apelación, Ramón Baile o Bo-
yer, dentro del régimen de libertad de pruebas propio del 
procedimiento de la materia, nada se oponía que los jueces 
del fondo lo oyeran, y que haciendo uso de su soberano poder 
de apreciación de la prueba en justicia, le atribuyeran a su 
declaración plena sinceridad, en especial cuando el aspecto 
de su declaración que es objeto de censura no fué contro-
vertido en ningún momento; y, relativamente a la alegada 
violación del artículo 691 del Código de Trabajo, por ha-
berse depositado en Secretaría, con anterioridad á la audien-
cia la lista de los testigos que fueron oídos, formalidad pres-
crita por el artículo 516 del mismo Código, no vigente toda-
vía, para;  las informaciones testimoniales, que es evidente 
que el cumplimiento de tal•formalidad, más bien que causar 
perjuicio al recurrente, ha aprovechado a su defensa, care-
ciendo por lo tanto de interés el invocarla; y por último en 
cuanto a la violación del artículo 57 de la ley sobre Contra-
tos de Trabajo, que no habiendo hecho el Tribunal a quo 
aplicación específica de dicho texto, no ha podido incurrir 
en su violación; que, en consecuencia de todo el anterior 
examen es evidente que en la sentencia impugnada no se 
ha incurrido en la violación de los textos invocados en apoyo 
del medio, ni de las reglas de la contradicción de la prueba; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Constructora Elmhurst, 
C. Por A., contra sentencia dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, en atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de segundo grado, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde- 

  

  

atik 
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partamento de Trabajo, es superabundante; que en estas 
conliciopes es evidente que al dictar su decisión los jueces 
del fondo no han desnaturalizado los documentos y hechos 
de le pausa, ni incurrido en los demás vicios y violaciones de 
la ley invocados en apoyo del presente medio, por lo que 
éste debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio del recurso se 
invoca la violación del artículo 691 del Código de Trabajo; 
del artículo 57 de la Ley 637 del 16 de junio de 1944, y de 
los artículos 253, 254, 256, 327 y 325 del Código de Pro-
cedimiento Civil; que en apoyo de este medio la recurrente 
alega en síntesis, que la única prueba de que "el servicio 
que prestaba el obrero Ramón Batlle o Boyer, fué continua-
do por Juan Ramírez", es la misma declaración de aquél, la 
que sólo reviste el carácter de un simple alegato, carente 
de todo valor probatorio por no haber sido demostrado, y 
en que el juez a quo recibió las declaraciones del demandante 
originario y sus testigos Elio Gómez y Enrique Araujo, en 
la misma audiencia . . . en que conoció del recurso de ape-
lación" sin haber ordenado previamente, ni una compa-
recencia personal de las partes ni una información y contra-
niformación testimonial, y sin que, por lo tanto, se le diera 
a la actual recurrente la oportunidad de hacer la prueba 
contraria, que es de derecho"; pero 

Considerando que contrariamente a lo alegado, el Tri-
bunal a quo no pudo realizar las medidas de instrucción cri-
ticadas por la recurrente, sin una decisión previa de dicho 
tribunal autorizándolas, aún para realizarse en la misma 
audiencia del conocimiento de la apelación, como se efectuó, 
estando presentes en la audiencia tanto el demandante en 
persona y los testigos oídos, y cuya lista fué notificada en 
el acto de apelación y de emplazamiento, proceder que está 
al abrigo de toda crítica por no ser incompatible con el pro-
cedimiento instituido por los artículos 47 y siguientes de la 
Ley hIQ 637 sobre Contratos de Trabajo, que se caracteriza 
por la simplificación de formalidades y trámites; que ade- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2329 

más los jueces que ordenan una información testimonial, no 

están obligados a disponer una contrainformación si no se les 

pide, ya que ésta es de derecho, y la parte interesada puede 

promovería siempre, antes del fallo del fondo del asunto, 
por lo que habiendo omitido toda diligencia a este respecto, 
la parte reecurrente no puede hacer un motivo de agravio 
de su propia negligencia; que, en cuanto al interrogatorio 
y deposición del intimante en apelación, Ramón Baule o Bo-
yer, dentro del régimen de libertad de pruebas propio del 
procedimiento de la materia, nada se oponía que los jueces 
del fondo lo oyeran, y que haciendo uso de su soberano poder 
de apreciación de la prueba en justicia, le atribuyeran a su 
declaración plena sinceridad, en especial cuando el aspecto 
de su declaración que es objeto de censura no fué contro-
vertido en ningún momento; y, relativamente a la alegada 
violación del artículo 691 del Código de Trabajo, por ha-
berse depositado en Secretaría, con anterioridad á la audien-
cia la lista de los testigos que fueron oídos, formalidad pres-
crita por el artículo 516 del mismo Código, no vigente toda-
vía, paró las informaciones testimoniales, que es evidente 
que el cumplimiento de tal•formalidad, más bien que causar 
perjuicio al recurrente, ha aprovechado a su defensa, care-
ciendo por lo tanto de interés el invocarla; y por último en 
cuanto a la violación del artículo 57 de la ley sobre Contra-
tos de Trabajo, que no habiendo hecho el Tribunal a quo 
aplicación específica de dicho texto, no ha podido incurrir 
en su violación; que, en consecuencia de todo el anterior 
examen es evidente que en la sentencia impugnada no se 
ha incurrido en la violación de los textos invocados en apoyo 
del medio, ni de las reglas de la contradicción de la prueba; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Compañía Constructora Elmhurst, 
C. por A., contra sentencia dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, en atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de segundo grado, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde- 
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na a dicha recurrente al pago de las costas, cuya distracció n  1 	SENTENCIA DE' FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 
se ordena en provecho del Dr. Francisco José Díaz Peralta, 
abogado de la parte recurrida, quien afirma haberlas 
nado en su totalidad. 	

,entencia inwugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 11 de septiembre de 1957. 

(Firmados) Francisco Elpidio Beras.— Juan A. Morel 
—Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Mi: 
velo de la Fuente.— Néstor Contin Aybar.— Clodomiro 
Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Recurrido: Compañia Nacional de Seguros San Rafael, C. por A. 

Abogado: Lic. Francisco Augusto Lora y Dr. Ramón Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin 
Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y 
doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treintiuno del mes de 
octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis E. 
Mieses, dominicano, comerciante, domiciliado y residente en 
esta ciudad, cédula 21300, serie 18, sello 603192, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha 
once de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Materia: Comercial. 

Recurrente: Luis E. Mieses. 
abogado: Dr. Pericles A. Andújar Pimentel. 
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na a dicha recurrente al pago de las costas, cuya distrae 
se ordena en provecho del Dr. Francisco José Díaz Pera 
abogado de la parte recurrida, quien afirma haberlas ay 
zado en su totalidad. 

(Firmados) Francisco Elpidio Beras.— Juan A. Mo 
—Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. 
velo de la Fuente.— Néstor Contin Aybar.— Clodomiro 
Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE' FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 11 de septiembre de 1957. 

31ateria: Comercial. 

Recurrente: Luis E. Mieses. 
Abogado: Dr. Pericles A. Andújar Pimentel. 

Recurrido: Compañía NaCional de Seguros San Rafael, C. por A. 

Abogado: Lic. Francisco Augusto Lora y Dr. Ramón Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

1 1 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Damián Báez B., doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin 
Aybar, Clodomiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y 
doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treintiuno del mes de 
octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la 
Independencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de 
Trujillo, dieta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis E. 
Mieses, dominicano, comerciante, domiciliado y residente en 
esta ciudad, cédula 21300, serie 18, sello 603192, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha 
once de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Pericles A. Andújar Pimentel, cédula 516r7, 

serie la , sello 593555, abogado de la parte recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Francisco Augusto Lora, cédula 4242, serie 
31, sello 372, por sí y por el Dr. Ramón Tapia, cédula 23550, 
serie 47, sello 25879, abogados de la parte recurrida, la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., sociedad 
comercial, con su domicilio social en esta ciudad, represen-
tada por su administrador J. Tobías Aguilar, dominicano, 
mayor de edad, casado, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, cédula 724, serie 37, sello 228, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
de enero del cwriente año (1958), suscrito por el abogado 
de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios que 
luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado al abogado de 
la recurrente, por acto de fecha cinco de marzo de este mis-
mo año (1958) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1134, 1156, 1157, 1158, 1161 
del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
diez de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, inter-
vino entre la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. 
por A., y Luis E. Mieses un contrato de seguro para cubrir 
entre otros, el riesgo de incendio, sobre el camión marca 
Ford, modelo 1952, motor N9 F7J2HM-37517, hasta la suma 
de RD$2240.00, habiendo sido expedido para el efecto la pó-
liza N° A-9013„ a favor del asegurado Luis E. Mieses; b) 
citie' esta póliza füé renovada en fecha nueve de noviembre  

de  mil novecientos cincuenta y tres, por el término de un 
año;  c) que en fecha seis de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro dicho camión se incendió en el tramo del 
kilómetro 28 de la Carretera de Santiago a Puerto Plata, 
mientras trasladaba mercancías en el mismo el chófer Félix 
Antonio Pérez; d) que por una carta del veinticinco de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y cuatro, la compañía ase-
guradora se negó a pagar el importe del seguro, reclamado 
por el asegurado, fundándose en que en el presente caso se 
trataba de un fuego criminal, excluido de los riesgos del se-
guro, "provocado por su empleado el chófer Félix Antonio 
Pérez, con el propósito de simular la destrucción de las mer-
cancías transportadas y sustraerlas fradulentamente en per-
juicio de sus dueños"; e) que en fecha veinte de enero de mil 
novecientos cincuenta y cinco el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en sus atribuciones 
criminales, con motivo de la causa seguida al chófer Félix 
Antonio Pérez, por el (*rimen de incendio voluntario de un 
camión y del delito de robo de mercancías y contra Enrique 
Tolentino (a) Martín, por complicidad en los mismos hechos, 
dictó una sentencia por medio de la cual varió la calificación 
de robo e incendio por la de tentativa de abuso de confianza 
que causó un perjuicio inferior a mil pesos, e incendio de un 
camión, condenando al primero a la pena de un año de pri-
sión correccional, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y al segundo, como cómplice de los mismos hechos, 
a cuatro meses de prisión correccional; f) que en 'fecha cinco 
de octubre de mil novecientos cincuenta y seis, el asegurado 
Luis E. Mieses demandó a la compañía aseguradora en pago 
del importe de la referida póliza, por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en 
sus atribuciones comerciales, el cual dictó en fecha catorce 
de mayo de mil novecientos cincuenta y seis una sentencia 
con el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
Primero: Ratifica el defecto pronunciado contra la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en la demanda 



• 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Pericles A. Andújar Pimentel, cédula 5161 

serie la, sello 593555, abogado de la parte recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Francisco Augusto Lora, cédula 4242, serie 
31, sello 372, por sí y por el Dr. Ramón Tapia, cédula 23550, 
serie 47, sello 25879, abogados de la parte recurrida, la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., sociedad 
comercial, con su domicilio social en esta ciudad, represen-
tada por su administrador J. Tobías Aguilar, dominicano, 
mayor de edad, casado, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, cédula 724, serie 37, sello 228, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
de enero del corriente año (1958), suscrito por el abogado 
de la parte recurrente, en el cual se invocan los medios que 
luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado al abogado de 
la recurrente, por acto de fecha cinco de marzo de este mis-
mo año (1958) ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1134, 1156, 1157, 1158, 1161 
del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
diez de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, inter-
vino entre la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. 
por A., y Luis E. Mieses un contrato de seguro para cubrir, 
entre otros, el riesgo de incendio, sobre el camión marca 
Ford, modelo 1952, motor No F7J2HM-37517, hasta la suma 
de RD$2240.00, habiendo sido expedido para el efecto la pó-
liza N° A-9013„ a favor del asegurado Luis E. Mieses; b) 
que esta póliza füé renovada en fecha nueve de noviembre 
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de mil novecientos cincuenta y tres, por el término de un 
año; c ) que en fecha seis de octubre de mil novecientos cin-

cuenta y cuatro dicho camión se incendió en el tramo del 
kilómetro 28 de la Carretera de Santiago a Puerto Plata, 
mientras trasladaba mercancías en el mismo el chófer Félix 
Antonio Pérez; d) que por una carta del veinticinco de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y cuatro, la compañía ase-
guradora se negó a pagar el importe del seguro, reclamado 
por el asegurado, fundándose en que en el presente caso se 
trataba de un fuego criminal, excluido de los riesgos del se-
guro, "provocado por su empleado el chófer Félix Antonio 
Pérez, con el propósito de simular la destrucción de las mer-
cancías transportadas y sustraerlas fradulentamente en per-
juicio de sus dueños"; e) que en fecha veinte de enero de mil 
novecientos cincuenta y cinco el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en sus atribuciones 
criminales, con motivo de la causa seguida al chófer Félix 
Antonio Pérez, por el (*rimen de incendio voluntario de un 
camión y del delito de robo de mercancías y contra Enrique 
Tolentino (a) Martín, por complicidad en los mismos hechos, 
dictó una sentencia por medio de la cual varió la calificación 
de robo e incendio por la de tentativa de abuso de confianza 
que causó un perjuicio inferior a mil pesos, e incendio de un 
camión, condenando al primero a la pena de un año de pri-
sión correccional, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y al segundo, como cómplice de los mismos hechos, 
a cuatro meses de prisión correccional; f) que en 'fecha cinco 
de octubre de mil novecientos cincuenta y seis, el asegurado 
Luis E. Mieses demandó a la compañía aseguradora en pago 
del importe de la referida póliza, por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en 
sus atribuciones comerciales, el cual dictó en fecha catorce ¡II  
de mayo de mil novecientos cincuenta y seis una sentencia 
con el dispositivo que se copia a continuación: "FALLA: 
Primero: Ratifica el defecto pronunciado contra la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en la demanda 
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comercial en cobro de importe de seguro interpuesta cont 
ella por Luis E. Mieses por falta de concluir su abogad o; 

 Segundo: Acoge por ser justa y reposar sobre prueba legal 
las conclusiones presentadas por el demandante, y en conse. 
cuencia y por los motivos precedentemente expuestos Con-
dena a la demandada a pagarle la suma de Dos mil doscientos 
cuarenta pesos oro dominicanos (RD$2,240.00) importe de la 
póliza ya mencionada, así como los intereses legales de esta 
suma; Tercero: Condena a dicha parte intimada que sucum-
be al pago de las costas distraídas en favor del Dr. Pericles 
Andújar Pimentel quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; g) que sobre el recurso de oposición interpuesto 
por la compañía aseguradora, dicho Juzgado dictó en fecha 
veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis una 
sentencia por medio de la cual revocó en todas sus partes 
la sentencia objeto de oposición, rechazó la demanda del 
asegurado y lo condenó al pago de las costas; h) que contra 
esta sentencia interpuso el asegurado recurso de apelación, 
en la forma y el plazo indicados por la ley; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el señor Luis E. Mieses, de generales anota-
das, contra sentencia de la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 20 de diciembre de 1956; SEGUNDO: Que debe Confir-
mar y Confirma, en todas sus partes, la predicha sentencia, 
del 20 de diciembre, de 1956, del dispositivo siguiente: 'FA-
LLA: Primero: Acoge, por ser justo y fundado en derecho 
el recurso de oposición interpuesto por la San Rafael, C. 
por A., contra la sentencia en defecto de este Tribunal dicta-
da en fecha 14 de mayo del año en curso en favor de Luis 
E. Mieses; cuyas conclusiones rechaza por infundadas, en 
consecuencia, según los motivos precedentemente expuestos, 
Revoca la sentencia recurrida y Rechaza, por tanto, la de-
manda de que se trata; Segundo: Condena a la parte intima- 
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que sucumbe al pago de las costas'; TERCERO: Condena 
1 intimarte, señor Luis E. Mieses, al pago de las costas, 

con distracción en provecho del Lic. Francisco Augusto Lora 
y el Dr. Ramón Tapia, quienes declararon que las han 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primero: Violación de los 
artículos 1134, 1158 y 1161 del Código Civil y desnaturali-
zación de los hechos de la causa, Segundo: Desnaturalización 
de los hechos de la causa, en otro aspecto y, violación de los 
artículos 1156 y 1157 del Código Civil"; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
de casación el recurrente invoca que cuando en la póliza se 
hace exclusión de los riesgos, mientras el automóvil está al-
quilado o arrendado, se refiere a los automóviles y no a los 
camiones, que son vehículos de una clase distinta; que el ca-
mión asegurado es un vehículo que estaba destinado a trans-
portar mercancías, operación para la cual debía ser mane-
jado por algún chófer; que, por consiguiente, el hecho de 
que este chófer conviniera en pagarle al asegurado el 405 
del precio de cada viaje, no lo priva de los beneficios de la re-
ferida póliza; que, finalmente, en la sentencia impugnada se 
desconoció el artículo 1158 del Código Civil, relativo a la in-
terpretación de los contratos en caso de frases de doble sen-
tido; 

Considerando que ante los jueces del fondo la cuestión 
litigiosa se concretaba a dirimir si, de acuerdo con la póliza 
suscrita por las partes, la compañía aseguradora, la San 
Rafael, por A., estaba obligada a no responder del incen-
dio sufrido por el camión asegurado, estando éste alquilado 
o arrendado en el momento del accidente; 

Considerando que la Corte a qua para confirmar el fallo 
apelado y rechazar en consecuencia la demanda intentada 
por el asegurado Luis E. Mieses da los siguientes motivos: 
"que, ciertamente, la póliza N0  A-9013, suscrita el 10 de no-
viembre, de 1952, con vencimiento el 10 de noviembre, de 

41: 
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comercial en cobro de importe de seguro interpuesta contra 
ella por Luis E. Mieses por falta de concluir su abogado ; 

 Segundo: Acoge por ser justa y reposar sobre prueba legal 
las conclusiones presentadas por el demandante, y en conse-
cuencia y por los motivos precedentemente expuestos Con-
dena a la demandada a pagarle la suma de Dos mil doscientos 
cuarenta pesos oro dominicanos (RD$2,240.00) importe de la 
póliza ya mencionada, así como los intereses legales de esta 
suma; Tercero: Condena a dicha parte intimada que sucum-
be al pago de las costas distraídas en favor del Dr. Pericles 
Andújar Pimentel quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; g) que sobre el recurso de oposición interpuesto 
por la compañía aseguradora, dicho Juzgado dictó en fecha 
veinte de diciembre de mil novecientos cincuenta y seis una 
sentencia por medio de la cual revocó en todas sus partes 
la sentencia objeto de oposición, rechazó la demanda del 
asegur-ádo y lo condenó a! pago de las costas; h) que contra 
esta sentencia interpuso el asegurado recurso de apelación, 
en la forma y el plazo indicados por la ley; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el señor Luis E. Mieses, de generales anota-
das, contra sentencia de la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 20 de diciembre de 1956; SEGUNDO: Que debe Confir-
mar y Confirma, en todas sus partes, la predicha sentencia, 
del 20 de diciembre, de 1936, del dispositivo siguiente: 'FA-
LLA: Primero: Acoge, por ser justo y fundado en derecho, 
el recurso de oposición interpuesto por la San Rafael, C. 
por A., contra la sentencia en defecto de este Tribunal dicta-
da en fecha 14 de mayo del año en curso en favor de Luis 
E. Mieses; cuyas conclusiones rechaza por infundadas, en 
consecuencia, según los motivos precedentemente expuestos, 
Revoca la sentencia recurrida y Rechaza, por tanto, la de-
manda de que se trata; Segundo: Condena a la parte intima- 

da que sucumbe al pago de las costas'; TERCERO: Condena 

al intimante, señor Luis E. Mieses, al pago de las costas, 
con distracción en provecho del Lic. Francisco Augusto Lora 
y el Dr. Ramón Tapia, quienes declararon que las han 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 

de casación los siguientes medios: Primero: Violación de los 
artículos 1134, 1158 y 1161 del Código Civil y desnaturali-
zación de los hechos de la misa, Segundo: Desnaturalización 
de los hechos de la causa, en otro aspecto y, violación de los 
artículos 1156 y 1157 del Código Civil"; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
de casación el recurrente invoca que cuando en la póliza se 
hace exclusión de los riesgos, mientras el automóvil está al-
quilado o arrendado, se refiere a los automóviles y no a los 
camiones, que son vehículos de una clase distinta; que el ca-
mión asegurado es un vehículo que estaba destinado a trans-
portar mercancías, operación para la cual debía ser mane-
jado por algún chófer; que, por consiguiente, el hecho de 
que este chófer conviniera en pagarle al asegurado el 40 
del precio de cada viaje, no lo priva de los beneficios de la re-
ferida póliza; que, finalmente, en la sentencia impugnada se 
desconoció el artículo 1158 del Código Civil, relativo a la in-
terpretación de los contratos en caso de frases de doble sen-
tido; 

Considerando que ante los jueces del fondo la cuestión 
litigiosa se concretaba a dirimir si, de acuerdo con la póliza 
suscrita por las partes, la compañía aseguradora, la San 
Rafael, C. por A., estaba obligada a no responder del incen-
dio sufrido por el camión asegurado, estando éste alquilado 
o arrendado en el momento del accidente; 

Considerando que la Corte a qua para confirmar el fallo 
apelado y rechazar en consecuencia la demanda intentada 
por el asegurado Luis E. Mieses da los siguientes motivos: 
"que, ciertamente, la póliza N^ A-9013, suscrita el 10 de no-
viembre, de 1952, con vencimiento el 10 de noviembre, de 
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1953, que rige a las partes, expresa en su Sección D, de las  
Condiciones Generales, con respecto a los riesgos, letra e), 
que éstos están excluidos frente a la aseguradora, cuando 
se trata de "accidentes ocurridos mientras el automóvil está 
alquilado o arrendado; que esta circunstancia fué aceptada 
por el intimante; que el señor Luis E. Mieses alega, además, 
que él asegura un camión y la póliza, que relaciona a las par-
tes en sus respectivas obligaciones, se refiere a automóvil, pe_ 
ro que es evidente, y así lo estii tna esta Corte, que el término 
automóvil está usado en su significado genérico, que abarca 
el vehículo llamado camión, sin que haya razón alguna apa-
rentq para excluirlo del seguro; y que, finalmente, al aceptar 
la póliza, adhiriéndose a ella, con el seguro del camión de su 
propiedad, de referencia en esta litis, el intimado admitía, 
tácitamente, el concepto genérico de la palabra automóvil en 
dicha póliza"; 

Considerando que en el presente caso los jueces del fon•. 
do han aplicado correctamente la cláusula relativa a la ex-
clusión de los riesgos, al decidir que en dicha cláusula se in-
cluyen los camiones y, por consiguiente, el camión objeto 
del seguro; 

Considerando que la Corte a qua no ha violado pues, 
como se pretende, el artículo 1134 del Código Civil, al re-
chazar la demanda del asegurado, ni ha podido violar tam-
poco el artículo 1158 del mismo Código, ya que este texto, 
como todos los demás relativos a la interpretación de las con-
venciones, contiene una disposición que es un simple consejo 
a los jueces y no un prsicepto cuya violación entraña la ca-
sación del fallo; que, por todo ello, el medio que se acaba de 
examinar debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo y último medio se de-
nuncia que la Corte a qua ha desnaturalizado los hechos de 
la causa al "estimar que el término automóvil está usado en 
un significado genérico que abarca el otro vehículo camión, 
cuando precisamente de los términos empleados en el capítu-
lo de las exclusiones se infieren condiciones precisas inhe- 
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rentes a automóvil imposibles de aplicar al camión", y agre-

ga "que de aceptarse la exclusión como lo ha hecho la Corte 

a qua se estaría haciendo prácticamente imposible el seguro 
ni hubiera podido producir ningún efecto útil, no obstante 
el contrato y pago de la prima del seguro"; pero, 

Considerando que los jueces del fondo lejos de desnatu-
ralizar la cláusula litigiosa, al aplicarla en el sentido ya 
expresado, le han hecho producir a la misma los efectos ju-
rídicos pertinentes; que, por otra parte, tal decisión no des-
virtúa o hace ineficaz el contrato de seguro, puesto que la • 
exclusión del riesgo a causa de estar el camión "alquilado 
o arrendado" en el momento del accidente, no implica que el 
seguro no produzca sus efectos en los otros casos no excluí-
dos en la póliza; que, por tanto, este otro medio carece de 
fundamento y debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis E. Mieses, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha once de septiembre de mil novecientos cincuenta y sie-
te, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho de los abogados Licenciados Francisco Augusto Lora y 
Doctor Ramón Tapia, quienes afirman la están avanzando 
en su mayor parte. 

(Firmados) Francisco Elpidio Beras.— Juan A. Morel. 
—Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-
Fernández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en sti encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Sq.cretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



2336 	 BOLETÍN JUDICIAL 

1953, que rige a las partes, expresa en su Sección D, de la s 
 Condiciones Generales, con respecto a los riesgos, letra e), 

 que éstos están excluidos frente a la aseguradora, cuando 
se trata de "accidentes ocurridos mientras el automóvil está 
alquilado o arrendado; que esta circunstancia fué aceptada 
por el intimante; que el señor Luis E. Mieses alega, además, 
que él aseguró, un camión y la póliza, que relaciona a las par. 
tes en sus respectivas obligaciones, se refiere a automóvil, pe_ 
ro que es evidente, y así lo estirna esta Corte, que el término 
automóvil está usado en su significado genérico, que abarca 
el vehículo llamado camión, sin que haya razón alguna apa-
rentq para excluirlo del seguro; y que, finalmente, al aceptar 
la póliza, adhiriéndose a ella, con el seguro del camión de su 
propiedad, de referencia en esta litis, el intimado admitía, 
tácitamente, el concepto genérico de la palabra automóvil en 
dicha póliza"; 

Considerando que en el presente caso los jueces del fon. 
do han aplicado correctamente la cláusula relativa a la ex-
clusión de los riesgos, al decidir que en dicha cláusula se in-
cluyen los camiones y, por consiguiente, el camión objeto 
del seguro; 

Considerando que la Corte a qua no ha violado pues, 
como se pretende, el artículo 1134 del Código Civil, al re-
chazar la demanda del asegurado, ni ha podido violar tam-
poco el artículo 1158 del mismo Código, ya que este texto, 
como todos los demás relativos a la interpretación de las con-
venciones, contiene una disposición que es un simple consejo 
a los jueces y no un precepto cuya violación entraña la ca-
sación del fallo; que, por todo ello, el medio que se acaba de 
examinar debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo y último medio se de-
nuncia que la Corte a qua ha desnaturalizado los hechos de 
la causa al "estimar que el término automóvil está usado en 
un significado genérico que abarca el otro vehículo camión, 
cuando precisamente de los términos empleados en el capítu-
lo de las exclusiones se infieren condiciones precisas inhe- 

BOLETÍN JUDICIAL 	 2337 

rentes a automóvil imposibles de aplicar al camión", y agre-

ga "que de aceptarse la exclusión como lo ha hecho la Corte 
a  qua, se estaría haciendo prácticamente imposible el seguro 
ni hubiera podido producir ningún efecto útil, no obstante 
el contrato y pago de la prima del seguro"; pero, 

Considetando que los jueces del fondo lejos de desnatu-
ralizar la cláusula litigiosa, al aplicarla en el sentido ya 
expresado, le han hecho producir a la misma los efectos ju-
rídicos pertinentes; que, por otra parte, tal decisión no des-
virtúa o hace ineficaz el contrato de seguro, puesto que la • 
exclusión del riesgo a causa de estar el camión "alquilado 
o arrendado" en el momento del accidente, no implica que el 
seguro no produzca sus efectos en los otros casos no excluí-
dos en la póliza; que, por tanto, este otro medio carece de 
fundamento y debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis E. Mieses, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
fecha once de septiembre de mil novecientos cincuenta y sie-
te, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho de los abogados Licenciados Francisco Augusto Lora y 
Doctor Ramón Tapia, quienes afirman la están avanzando 
en su mayor parte. 

(Firmados) Francisco Elpidio Beras.— Juan A. Morel. 
—Damián Báez B.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-
Fernández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en sti encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Se,cretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo d 
fecha 3 de julio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rosalla Garriga de Revollo. 
Abogado: Dr. José María Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fer-
nández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día treinta y uno del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosalía 
Garriga de Revollo, española, mayor de edad, casada, mo-

dista, domiciliada y residente en el N9  43 de la Avenida In-
dependencia de Ciudad Trujillo, contra sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales, en fecha tres de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. José María Acosta Torres. cédula 32511, 
serie 31, sello 57560, abogado de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha ocho de julio de mil 
.novecientos cincuenta y ocho, en la cual se alegan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de casación de fecha cinco de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Dr. José María Acosta Torres, en el cual se alegan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante se 
indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, inciso 2, apartado II de la 
Constitución de la República; 6 y 13, inciso 7, de la Ley 
de Inmigración, N° 95, de 1939; 1 y 2 de la Ley N 9  4658, 
de 1957; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de mayo de mil novecientos cincuenta y 
ocho el Procurador Fiscal del Distrito Nacional hizo citar 
a la actual recurrente para ser juzgado por violación a la 
Ley N9  4658 del 24 de mayo de 1957; b) que conocido el 
caso en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuenta 
y ocho la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, dictó en lesa misma fecha 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Que debe Declarar, como en efecto Declara, a la nombrada 
Rosalía Garriga de Revollo, de generales anotadas, culpable 
de violación a la ley N 9  4658 de fecha 24 de marzo del 1957, 
por haber violado el artículo 401, reformado del Código 
Penal y de la ley de Inmigración, por tanto, ordena su de- 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Truji!!() 

fecha 3 de julio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rosalía Garriga de Revollo. 

Abogado: Dr. José María Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Herníquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro Mateo-Fer-
nández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día treinta y uno del mes de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 96' 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosalía 
Garriga de Revollo, española, mayor de edad, casada, mo-
dista, domiciliada y residente en el N' 43 de la Avenida In•• 
dependencia de Ciudad Trujillo, contra sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales, en fecha tres de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil-  de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. José María Acosta Torres, cédula 32511, 
serje 31, sello 57560, abogado de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua cn fecha ocho de julio de mil 
'novecientos cincuenta y ocho, en la cual se alegan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de casación d.? fecha cinco de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Dr. José María Acosta Torres, en el cual se alegan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante se 
indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, inciso 2, apartado II de la 
Constitución de Ja República; 6 y 13, inciso 7, de la Ley 
de Inmigración, N" 95, de 1939; 1 y 2 de la Ley 1\7 9  4658, 
de 1957; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 'Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de mayo de mil novecientos cincuenta y 
ocho el Procurador Fiscal del Distrito Nacional hizo citar 
a la actual recurrente para ser juzgado por violación a la 
Ley N' 4658 del 24 de mayo de 1957; b) que conocido el 
caso en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuenta 
y ocho la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, dictó en iesa misma fecha 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Que debe Declarar, como en efecto Declara, a la nombrada 
Rosalía Garriga de Revollo, de generales anotadas, culpable 
de violación a la ley N9  4658 de fecha 24 de marzo del 1957, 
por haber violado el artículo 401, reformado del Código 
Penal y de la ley de Inmigración, por tanto, ordena su de- 
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portación como pena principal, y si no pueden obtener docu-
mentos para ejecutar su deportación deberá permanecer 
en prisión por un período de Un (1) Año; Segundo: Que 
debe Condenar, como en efecto Condena, a la mencionada 
prevenida, al pago de las costas penales causadas"; c) que 
sobre recurso de Rosalía Garriga de Revollo, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó en fecha tres de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, en sus atribuciones co-
rreccionales, una sentencia, que es la ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válida en la forma la presente apelación; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y obrando por 
propia autoridad declara a Rosalía Garriga de Revollo cul-
pable de haber violado el artículo 6 de la Ley Núm. 95, re-
formada, sobre Inmigración; TERCERO: Ordena la deporta-
ción de la prevenida, como pena principal, disponiendo que 
si la deportación no pudiere ejecutarse por falta de pasa-
porte o visa de documento de viaje, dicha prevenida perma-
necerá en prisión por un período de un año; y CUARTO: 
Condena a Rosalía Garriga de Revollo al pago de las cos-
tas"; 

Considerando que en el acta del recurso de casación y 
en el memorial se alegan contra la sentencia impugnada los 
siguientes medios: I"— Violación de los artículos 1 9  y 2" 
de la Ley N° 4658, de 1957, 6" de la Ley de Inmigración N" 
95, y todos los artículos relativos a la prueba; 2 9— Viola-
ción del derecho de defensa de la recurrente en la Corte 
a qua; 3"— Violación del artículo 8 de la Constitución; 

Considerando que, en síntesis, lo que alega la recu-
rrente en todos esos medios es lo siguiente: que ella fué so-
metida a la justicia por violación del inciso 7 del artículo 
13, de la Ley 1\19 95 de Inmigración, y la Corte de Apelación 
le impuso una sanción por violación al artículo 6 de la mis-
ma ley, o sea por una infracción distinta a aquella por la 
cual fué sometida ante la justicia represiva; que esta dis-
cordancia entre la prevención y la sanción constituye una  

violación al artículo 8, inciso 2, letra H, de la Constitución, 
según el cual "nadie podrá ser juzgado sin haber sido oído 
o  debidamente citado, ni sin observancia de los procedimien-
tos que establezca la ley para asegurar un juicio imparcial y 
el ejercit ko del derecho de defensa"; y que la Corte no pon-
deró debidamente los elementos de prueba que le sometió 
la recurrente para demostrar que ella puede sufragar todas 
sus necesidades y no constituirse en una carga pública; pero, 

Considerando que toda prevención de violación a la Ley 
N^ 4658 implica prevención de violación al artículo 17 de la 
Ley de Inmigración; que, por otra parte, en la audiencia 
de este caso en la P, instancia como en la de apelación, se-
gún consta en las sentencias que siguieron a esas instancias, 
la prevenida conoció con precisión la prevención de que era 
objeto, no , opuso ninguna excepción al respecto, y se defendió 
a fondo de la prevención, que .no era otra que la de haber lle-
gado al país como no inmigrante y de haberse quedado en el 
territorio nacional sin haber obtenido el permiso de residen-
cia correspondiente; que el hecho de que la Corte a qua haya 
citado sólo en el dispositivo de su sentencia el artículo 6 
de la Ley de Inmigración como el precepto violado por la 

'recurrente no justifica su anulación, puesto que la pena de 
deportación que ha sido la pronunciada queda justificada 
por los hechos, puestos a cargo de la recurrente, que dicha 
Corte ha dado por establecido sobre la propia confesión 
de la recurrente; que en el expediente consta que la recu-
rrente fué citada para la causa que se le seguía, y que asistió 
a la audiencia correspondiente, por lo cual no ha sido viola-
do el texto constitucional por ella invocado; que, para pro-
nunciar las penas por las violaciones de la Ley de Inmigra-
ción los jueces no pueden tomar en cuenta las condiciones 
económicas de los prevenidos para decidir si están o no en 
aptitud de ser provistos de permisos de inmigración de cual-
quier clase, ya que esta decisión compete a autoridades ad-
ministrativas; que, por tales razones, los medios alegados 
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portación como pena principal, y si no pueden obtener docu-
mentos para ejecutar su deportación deberá permanecer 
en prisión por un período de Un (1) Año; Segundo: Que 
debe Condenar, como en efecto Condena, a la mencionada 
prevenida, al pago de las costas penales causadas"; c) que 
sobre recurso de Rosalía Garriga de Revollo, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó en fecha tres de julio de 
mil novecientos cincuenta y ocho, en sus atribuciones co-
rreccionales, una sentencia, que es la ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válida en la forma la presente apelación; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, y obrando por 
propia autoridad declara a Rosalía Garriga de Revollo cul-
pable de haber violado el artículo 6 de la Ley Núm. 95, re-
formada, sobre Inmigración; TERCERO: Ordena la deporta-
ción de la prevenida, como pena principal, disponiendo que 
si la deportación no pudiere ejecutarse por falta de pasa-
porte o visa de documento de viaje, dicha prevenida perma-
necerá en prisión por un período de un año; y CUARTO: 
Condena a Rosalía Garriga de Revollo al pago de las cos-
tas"; 

Considerando que en el acta del recurso de casación y 
en el memorial se alegan contra la sentencia impugnada los 
siguientes medios: r— Violación de los artículos 1 9  y 2° 
de la Ley N° 4658, de 1957, 6° de la Ley de Inmigración N" 
95, y todos los artículos relativos a la prueba; 29— Viola-
ción del derecho de defensa de la recurrente en la Corte 
a qua; 3°— Violación del artículo 8 de la Constitución; 

Considerando que, en síntesis, lo que alega la recu-
rrente en todos esos medios es lo siguiente: que ella fué so-
metida a la justicia por violación del inciso 7 del artículo 
13, de la Ley N° 95 de Inmigración, y la Corte de Apelación 
le impuso una sanción por violación al artículo 6 de la mis-
ma ley, o sea por una infracción distinta a aquella por la 
cual fué sometida ante la justicia represiva; que esta dis-
cordancia entre la prevención y la sanción constituye una  

violación al artículo 8, inciso 2, letra H, de la Constitución, 
según el cual "nadie podrá ser juzgado sin haber sido oído 
o debidamente citado, ni sin observancia de los procedimien-
tos que establezca la ley para asegurar un juicio imparcial y 
el ejercic ko del derecho de defensa"; y que la Corte no pon-
deró debidamente los elementos de prueba que le sometió 
la recurrente para demostrar que ella puede sufragar todas 
sus necesidades y no constituirse en una carga pública; pero, 

Considerando que toda prevención de violación a la Ley 
N° 4658 implica prevención de violación al artículo 17 de la 
Ley de Inmigración; que, por otra parte, en la audiencia 
de este caso en la 1 3, instancia como en la de apelación, se-
gún consta en las sentencias que siguieron a esas instancias, 
la prevenida conoció con precisión la prevención de que era 
objeto, no , opuso ninguna excepción al respecto, y se defendió 
a fondo de la prevención, que no era otra que la de haber lle-
gado al país como no inmigrante y de haberse quedado en el 
territorio nacional sin haber obtenido el permiso de residen-
cia correspondiente; que el hecho de que la Corte a qua haya 
citado sólo en el dispositivo de su sentencia el artículo 6 
de la Ley de Inmigración como el precepto violado por la 

'recurrente no justifica su anulación, puesto que la pena de 
deportación que ha sido la pronunciada queda justificada 
por los hechos, puestos a cargo de la recurrente, que dicha 
Corte ha dado por establecido sobre la propia confesión 
de la recurrente; que en el expediente consta que la recu-
rrente fué citada para la causa que se le seguía, y que asistió 
a la audiencia correspondiente, por lo cual no ha sido viola-
do el texto constitucional por ella invocado; que, para pro-
nunciar las penas por las violaciones de la Ley de Inmigra-
ción los jueces no pueden tomar en cuenta las condiciones 
económicas de los prevenidos para decidir si están o no en 
aptitud de ser provistos de permisos de inmigración de cual-
quier clase, ya que esta decisión compete a autoridades ad-
ministrativas; que, por tales razones, los medios alegados 
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por la recurrente contra la sentencia impugnada carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, conforme al artículo 13, párrafo 7 
de la Ley de Inmigración, cualquier extranjero que perma-
neciere en el país en violación de cualquier limitación o con-
dición bajo las cuales hubiere sido admitido como no in-
migrante, será arrestado y deportado; que la Ley N^ 4658 
confiere igualmente a los tribunales la potestad de ordenar 
esa deportación por las mismas violaciones, con la alterna-
tiva de disponer la prisión del prevenido, por seis meses a dos 
años, si la deportación no puede ejecutarse; 

Considerando que en la sentencia impugnada se dá por 
establecido, por la propia confesión de la prevenida, que ella 
vino al país como turista, provista de un permiso de la auto-
ridad inmigratoria de una duración de dos meses y que, ago-
tado ese período de tiempo, la prevenida no ha obtenido 
permiso ulterior para continuar o residir en el país; que, 
en tales circunstancias, la prevenida ha cometido la infrac-
ción prevista y sancionada por los artículos 6 y 13, párrafo 
7, de la Ley de Inmigración, y por la Ley NQ 4658, de 1957; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
los demás aspectos de interés para la recurrente, no presen-
ta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rosalía Garriga de Revollo contra 
la sentencia dictada en fecha tres de julio de mil novecien-
tos cincuenta y ocho en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se 
ha transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia- 

ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada — Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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por la recurrente contra la sentencia impugnada carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, conforme al artículo 13, párrafo 7 
de la Ley de Inmigración, cualquier extranjero que perma-
neciere en el país en violación de cualquier limitación o con-
dición bajo las cuales hubiere sido admitido como no in-
migrante, será arrestado y deportado; que la Ley N^ 4658 
confiere igualmente a los tribunales la potestad de ordenar 
esa deportación por las mismas violaciones, con la alterna-
tiva de disponer la prisión del prevenido, por seis meses a dos 
años, si la deportación no puede ejecutarse; 

Considerando que en la sentencia impugnada se dá por 
establecido, por la propia confesión de la prevenida, que ella 
vino al país como turista, provista de un permiso de la auto-
ridad inmigratoria de una duración de dos meses y que, ago-
tado ese período de tiempo, la prevenida no ha obtenido 
permiso ulterior para continuar o residir en el país; que, 
en tales circunstancias, la prevenida ha cometido la infrac-
ción prevista y sancionada por los artículos 6 y 13, párrafo 
7, de la Ley de Inmigración, y por la Ley N 9  4658, de 1957; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
los demás aspectos de interés para la recurrente, no presen-
ta vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rosalía Garriga de Revollo contra 
la sentencia dictada en fecha tres de julio de mil novecien-
tos cincuenta y ocho en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se 
ha transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrero. Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos MI. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia- 

ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada — Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 I 
sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito ' 

Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 4 de junio, 1958. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, marino, del do-
micilio y residencia de San Pedro de Macorís, cédula 21240, 
serie 23, cuyo sello de renovación no consta en el expedien-
te, contra sentencia pronunciada en grado de apelación en 
sus atribuciones correccionales por el Juzgado de Pimera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en 
fecha cuatro de junio del presente ario, mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha cuatro de junio del 
presente ario, (1958) a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley Nv 392, del 
ario 1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Armas, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado y en los docu-
mentos a que él se refiere, consta lo siguiente: a) que por 
actuaciones de la Policía Nacional fué sometido a la justicia 
Carlos Pérez, prevenido de los hechos de "porte ilegal de 
arma blanca" (un cuchillo), y proferir palabras obscenas, 
estando embriagado"; y b) que apoderado de esos hechos 
el Juzgado de Paz del municipio de San Pedro de Macorís, 
en fecha veinte y uno de mayo del presente ario mil nove-
cientos cincuenta y ocho pronunció la sentencia que contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: Que debe condenar como 
en efecto condena al prevenido Carlos Pérez, a sufrir seis 
meses de prisión correccional, y al pago de los costos"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, el,Juzgado de Primera Instancia el21 Distrito Judi-
cial de San Pedro de Macorís pronunció la sentencia ahora 
impugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: que debe declarar y declara, regular y 
válido en cuanto a la forma el recurso d3 apelación inter-
puesto por el inculpado Carlos Pérez contra la sentencia 
Nn 667 de fecha 21 de mayo de 1958, dictada por el Juzgado 
de Páz de este Municipio, que lo condenó a seis meses de 
prisión correccional, por los delitos de 'porte ilegal de arma 
blanca y palabras obscenas'; SEGUNDO: Que debe confir-
mar y confirma, en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Que debe condenar y condena al inculpado al 
pago de las costas"; 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Pérez. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 4 de junio, 195a 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, marino, del do-
micilio y residencia de San Pedro de Macorís, cédula 21240, 
serie 23, cuyo sello de renovación no consta en el expedien-
te, contra sentencia pronunciada en grado de apelación en 
sus atribuciones correccionales por el Juzgado de Pimera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en 
fecha cuatro de junio del presente año, mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha cuatro de junio del 
presente año, (1958) a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley Nv 392, del 
año 1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Armas, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado y en los docu-
mentos a que él se refiere, consta lo siguiente: a) que por 
actuaciones de la Policía Nacional fué sometido a la justicia 
Carlos Pérez, prevenido de los hechos de "porte ilegal de 
arma blanca" (un cuchillo), y proferir palabras obscenas, 
estando embriagado"; y b) que apoderado de esos hechos 
el Juzgado de Paz del municipio de San Pedro de Macorís, 
en fecha veinte y uno de mayo del presente año mil nove-
cientos cincuenta y ocho pronunció la sentencia que contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: Que debe condenar como 
en efecto condena al prevenido Carlos Pérez, a sufrir seis 
meses de prisión correccional, y al pago de los costos"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, el Juzgado de Primera Instancia d21 Distrito Judi-
cial de San Pedro de Macorís pronunció la sentencia ahora 
impugnada, la cual contiene el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: que debe declarar y declara, regular y 
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el inculpado Carlos Pérez contra la sentencia 
N^ 667 de fecha 21 de mayo de 1958, dictada por el Juzgado 
de Paz de este Municipio, que lo condenó a seis meses de 
prisión correccional, por los delitos de 'porte ilegal de arma 
blanca y palabras obscenas'; SEGUNDO: Que debe confir-
mar y confirma, en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Que debe condenar y condena al inculpado al 
pago de las costas"; 
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Considerando que el Juzgado a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, que Carlos Pérez, sin estar aultorizado a ello, portaba 
un cuchillo de más de tres pulgadas de largo por más de me-
dia pulgada de ancho; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Juzgado a quo se encuentran reunidos lás 
elementos que caracterizan el delito de porte ilegal de arma 
blanca, —en la especie, el mencionado cuchillo-- previsto 
por el artículo 50 de la Ley N° 392 del ario 1943, que el ar-
tículo 56 de la misma ley sanciona con las penas de multa 
de veinte y cinco a trescientos pesos o prisión de uno a seis 
meses; que, en consecuencia, al declarar la F,entencia 
pugnada la culpabilidad del prevenido y confirmar la del 
primer grado que lo condenó a seis meses de prisión el tri-
bunal a quo atribuyó al hecho la calificación que le corres-
ponde y aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que al confirmar el Tribunal a quo el 
fallo apelado, que condena al prevenido Carlos Pérez a la 
pena de seis meses de prisión por el delito de porte ilegal de 
arma blanca, en el dispositivo de la sentencia impugnada 
se expresa, Sclemás, que dicho prevenido fué condenado 
también en primera instancia por "palabras obtcenas", lo 
cual constituye un error material, que no vicia el fallo 
impugnado; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos. 
el fallo impugnado no contiene ningún vicio que justifiqu2 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Pérez contra sentencia pro-
nunciada en grado de apelación por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en 
fecha cuatro de junio del presente ario mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en parte anterior  

del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente 
al pago las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén.— 
Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
filmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente 
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Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
filmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de  
fecha 19 de mayo de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco de la Cruz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrero. Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Présidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
treintiuno del mes de octubre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 96' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
de la Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, cé-
dula 9027, serie 48, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo del diecinueve de mayo de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua el diecinueve dé mayo de mil  

novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del preveni. 
do Francisco de la Cruz, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafos I, IV y VI de la Ley 
N' 2022, de 1949, sobre accidentes causados con el manejo 
de un vehículo de motor, modificado por la Ley 3749, del 
año 1954; 1382 del Código Civil; 40 del Código Penal; 1 del 
Decreto N° 2435, del 7 de mayo de 1886, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1°) que 
Francisco de la Cruz fué sometido. a la acción de la Justicia, 
por el hecho de haber dado muerte involuntariamente, con 
el manejo de un vehículo de motor, al menor Luis José Gar-
cía; 29) que apoderada del hecho la Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
diecisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
Primero: que debe declarar, como en efecto declara, al nom-
brado Francisco de la Cruz, de generales anotadas, culpa-
ble del delito de homicidio involuntario, en la persona del 
menor de edad del que en vida se llamó Luis José García, 
y, en consecuencia, se le condena, a sufrir la pena de cuatro 
(4) años de prisión correccional, y al pago de una multa de 
mil pesos oro dominicanos (RD$1,000.00) multa que en caso 
de insolvencia compensará con un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar; Segundo: que debe declarar, como en 
efecto declara, al mencionado prevenido culpable del delito 
de abandono a la víctima, y, en consecuencia, se le condena, 
a sufrir un (1) año de prisión correccional, en adición a la 
pena; Tercero: que debe ordenar, como en efecto ordena, 
la cancelación de su licencia, para manejar vehículo de 
motor por un período de cinco (5) años a partir de la ex-
tinción de la pena impuesta; Cuarto: que debe declarar, 
como en efecto declara, regular y válida la constitución en 
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el expediente, contra sentencia de la Corte de Apelación 
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 cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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de la República; 
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do Francisco de la Cruz, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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de un vehículo de motor, modificado por la Ley 3749, del 
año 1954; 1382 del Código Civil; 40 del Código Penal; 1 del 
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sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1") que 
Francisco de la Cruz fué sometido. a la acción de la Justicia, 
por el hecho de haber dado muerte involuntariamente, con 
el manejo de un vehículo de motor, al menor Luis José Gar-
cía; 29) que apoderada del hecho la Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
diecisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
Primero: que debe declarar, como en efecto declara, al nom-
brado Francisco de la Cruz, de generales anotadas, culpa-
ble del delito de homicidio involuntario, en la persona del 
menor de edad del que en vida se llamó Luis José García, 
y, en consecuencia, se le condena, a sufrir la pena de cuatro 
(4) años de prisión correccional, y al pago de una multa de 
mil pesos oro dominicanos (RD$1,000.00) multa que en caso 
de insolvencia compensará con un día de prisión por cada 
peso dejado de pagar; Segundo: que debe declarar, como en 
efecto declara, al mencionado prevenido culpable del delito 
de abandono a la víctima, y, en consecuencia, se le condena, 
a sufrir un (1) año de prisión correccional, en adición a la 
pena; Tercero: que debe ordenar, como en efecto ordena, 
la cancelación de su licencia, para manejar vehículo de 
motor por un período de cinco (5) años a partir de la ex-
tinción de la pena impuesta; Cuarto: que debe declarar, 
como en efecto declara, regular y válida la constitución en 
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parte civil hecha por María Altagracia Quiroz de García, 
madre del menor, en contra del prevenido, y, en consecuen-
cia, condena a éste al pago de una suma de cinco mil pesos 
oro dominicanos (RD$5,000.00) a título de indemnización, 
como justa reparación por los daños morales y materiales 
sufridos por ella, compensable con apremio corporal a razón 
de un día de prisión por cada peso dejado de pagar; Quinto: 
que debe condenar, como en efecto condena, al susodicho 
prevenido al pago de las costas penales y civiles con distrac-
ción de estas últimas en favor del Dr. José María Acosta 
Torres, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que sobre el recurso interpuesto por el 
prevenido Francisco de la Cruz, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en atribuciones correccionales, el diecinue-
ve de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el 
presente recurso de apelación interpuesto por el prevenido 
Francisco de la Cruz; SEGUNDO: Modifica el ordinal pri-
mero de la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta, 
y, en consecuencia, condena al prevenido Francisco de la 
Cruz, culpable del delito de homicidio involuntario en per-
juicio del menor Luis José García, producido con el manejo 
de vehículos de motor (Ley N° 2022), a sufrir tres años de 
prisión correccional y a pagar una multa de quinientos 
pesos oro dominicanos (RD$500.00), que en caso de insol-
vencia compensará con un día de prisión por cada peso de-
jado de pagar; TERCERO: Confirma el ordinal segundo que 
dice así: "Que debe declarar, como en efecto declara, al 
mencionado prevenido culpable del delito de abandono a la 
víctima, y, en consecuencia, se le condena, a sufrir un (1) 
ario de prisión correccional, en adición a la pena'; CUARTO: 
Revoca los ordinales tercero, cuarto y quinto de dicha sen-
tencia, y obrando por propia autoridad: a) ordena la can-
celación de la licencia expedida en favor del prevenido, por 
un período de diez años, a partir de la extinción de la pena  

impuesta; b) Condena al prevenido a pagar a la parte civil 
Marina Altagracia Quiroz de García a una indemnización 
de cinco mil pesos oro dominicanos (RD$5,000.00), como 
justa reparación de los daños morales y materiales sufridos 
por ella, perseguible con apremio corporal por el término 
de un año; y c) Condena al prevenido al pago de las costas, 
sin distraer las derivadas de la acción civil en provecho del 
abogado que lo solicitó, por no haber afirmado que las avan-
zara en su mayor parte; y QUINTO: Condena al prevenido 
al pago de las costas derivadas de la acción pública"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
lo siguiente: a) "que en la noche del 28 de diciembre de 
1957, el chófer Francisco de la Cruz, manejando el auto-
móvil placa pública N^ 4289, en dirección de sur a norte de 
la calle 'Tomás de la Concha', de esta ciudad, arrolló al 
menor Luis José García Quiroz, de dos años de edad, mien-
tras éste se encontraba jugando en la acera de la casa N° 
15 de dicha calle, donde vivía con sus padres, produciéndole 
la muerte instantáneamente"; b) "que el accidente tuvo por 
causa eficiente la imprudencia del chófer al pasar muy 
cerca de la acera, sobre el 'contén' cuando el menor trata-
ba de recoger una `capita' que se le había caído al suelo"; 
e) que el prevenido no se detuvo a prestar auxilios a su 
víctima, sino que la dejó abandonada; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la mencionada Corte, se encuentran reunidos 
los elementos constitutivos del delito de homicidio por im-
prudencia causado con el manejo de un vehículo de motor 
en la persona del menor Luis José García, puesto a cargo 
del recurrente; hecho previsto por el artículo 3, párrafo I, 
de la Ley 2022, de 1949, modificado por la N9  3749, de 
1954, y sancionado por dicho texto legal con prisión de dos 
a cinco años y multa de quinientos a dos mil pesos; que, en 
consecuencia, la Corte a qua atribuyó a los hechos la califi- 
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Torres, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que sobre el recurso interpuesto por el 
prevenido Francisco de la Cruz, la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en atribuciones correccionales, el diecinue-
ve de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el 
presente recurso de apelación interpuesto por el prevenido 
Francisco de la Cruz; SEGUNDO: Modifica el ordinal pri-
mero de la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta, 
y, en consecuencia, condena al prevenido Francisco de la 
Cruz, culpable del delito de homicidio involuntario en per-
juicio del menor Luis José García, producido con el manejo 
de vehículos de motor (Ley N0 2022), a sufrir tres años de 
prisión correccional y a pagar una multa de quinientos 
pesos oro dominicanos (RD$500.00), que en caso de insol-
vencia compensará con un día de prisión por cada peso de-
jado de pagar; TERCERO: Confirma el ordinal segundo que 
-Ice así: "Que debe declarar, como en efecto declara, al 
mencionado prevenido culpable del delito de abandono a la 
víctima, y, en consecuencia, se le condena, a sufrir un (1) 
año de prisión correccional, en adición a la pena'; CUARTO: 
Revoca los ordinales tercero, cuarto y quinto de dicha sen-
tencia, y obrando por propia autoridad: a) ordena la can-
celación de la licencia expedida en favor del prevenido, por 
un período de diez años, a partir de la extinción de la pena  

impuesta; b) Condena al prevenido a pagar a la parte civil 
Marina Altagracia Quiroz de García a una indemnización 

de  cinco mil pesos oro dominicanos (RD$5,000.00), como 
justa reparación de los daños morales y materiales sufridos 

por ella, perseguible con apremio corporal por el término 

de un año; y c) Condena al prevenido al pago de las costas, 
sin distraer las derivadas de la acción civil en provecho del 
abogado que lo solicitó, por no haber afirmado que las avan-
zara en su mayor parte; y QUINTO: Condena al prevenido 
al pago de las costas derivadas de la acción pública"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 

lo siguiente: a) "que en la noche del 28 de diciembre de 
1957, el chófer Francisco de la Cruz, manejando el auto-
móvjl placa pública N^ 4289, en dirección de sur a norte de 
la calle 'Tomás de la Concha', de esta ciudad, arrolló al 
menor Luis José García Quiroz, de dos años de edad, mien-
tras éste se encontraba jugando en la acera de la casa NQ 
15 de dicha calle, donde vivía con sus padres, produciéndole 
la muerte instantáneamente"; b) "que el accidente tuvo por 
causa eficiente la imprudencia del chófer al pasar muy 
cerca de la acera, sobre el 'contén' cuando el menor trata-
ba de recoger una `tapita' que se le había caído al suelo"; 
e) que el prevenido no se detuvo a prestar auxilios a su 
víctima, sino que la dejó abandonada; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la mencionada Corte, se encuentran reunidos 
los elementos constitutivos del delito de homicidio por im-
prudencia causado con el manejo de un vehículo de motor 
en la persona del menor Luis José García, puesto a cargo 
del recurrente; hecho previsto por el artículo 3, párrafo I, 
de la Ley 2022, de 1949, modificado por la NQ 3749, de 
1954, y sancionado por dicho texto legal con prisión de dos 
a cinco años y multa de quinientos a dos mil pesos; que, en 
consecuencia, la Corte a qua atribuyó a los hechos la califi- 
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cación que legalmente le corresponde, y al condenar al pre-
venido, después de declarar su culpabilidad, a tres años de 
prisión y quinientos pesos de multa ha hecho en la sentencia 
impugnada una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que la Corte a qua, fundada en los mis-
mos elementos de prueba, dió por establecido que el preve-
nido Francisco de la Cruz, no obstante ser advertido del 
suceso, continuó su marcha sin prestar auxilio al niño ac-
cidentado lo que caracteriza el delito de abandono de la 
víctima, hecho previsto y castigado por el párrafo VI de la 
citada ley; que, por tanto, al condenar, además, al prevenido 
por este delito a la pena de un año de prisión coreccional, el 
fallo impugnado también ha hecho en este aspecto una co-
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando que, por otra parte, la cancelación de la 
licencia para manejar vehículos de motor, de acuerdo con 
la economía de la Ley 2022, tiene el carácter de pena acceso-
ria, en la que se incurre de pleno derecho tan pronto sean es-
tablecidas las circunstancias que autorizan su aplicación; que, 
consecuentemente, el hecho de que el prevenido sea el único 
apelante no impide a la jurisdicción de segundo grado pro-
nunciar la cancelación de la licencia, cuando el prime: juez 
la haya omitido o, como en la especie, aplicado mal, sin 
que ésto pueda interpretarse como una agravación de la 
situación jurídica del apelante; que, por tanto, al aumentar 
de 5 a 10 años la suspensión de la preindicada licencia, la 
Corte a qua no ha violado ninguna disposición legal; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a qua, después de haber comprobado que el 
delito de homicidio involuntario cometido por el prevenido 
Francisco de la Cruz en la persona del menor Luis José 
García, causó daños morales y materiales a la madre de éste 
Marina Altagracia Quiroz de García, constituída en parte 
civik condenó a dicho prevenido a pagar a la mencionada 
parte civil, una indemnización de cinco mil pesos, . cuya 
cuantía apreció soberanamente, como justa reparación de 
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esos daños, perseguible con apremio corporal por el término 
de un año; que, en tales circunstancias, hizo una correcta 
aplicación de los textos legales que rigen la materia; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-
tifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco de la Cruz contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, pronunciada 
en atribuciones correccionales, en fecha diecinueve de mayo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de laS costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén. 
—Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Confin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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catión que legalmente le corresponde, y al condenar al pre..: 
venido, después de declarar su culpabilidad, a tres años de 
prisión y quinientos pesos de multa ha hecho en la senten, 
impugnada una correcta aplicación de la ley; 

ah ,  
Considerando que la Corte a qua, fundada en los mis- 

mos elementos de prueba, dió por establecido que el preve-
nido Francisco de la Cruz, no obstante ser advertido del - 

 suceso, continuó su marcha sin prestar auxilio al niño ac-
cidentado lo que caracteriza el delito de abandono de la 
víctima, hecho previsto y castigado por el párrafo VI de la 
citada ley; que, por tanto, al condenar, además, al prevenido 
por este delito a la pena de un año de prisión coreccional, el 
fallo impugnado también ha hecho en este aspecto una co-• 
rrecta aplicación de la ley; 

Considerando que, por otra parte, la cancelación de la 
licencia para manejar vehículos de motor, de acuerdo con 
la economía de la Ley 2022, tiene el carácter de pena acceso-
ria, en la que se incurre de pleno derecho tan pronto sean es-
tablecidas las circunstancias que autorizan su aplicación; que, 
consecuentemente, el hecho de que el prevenido sea el único . 

 apelante no impide a la jurisdicción de segundo grado pro-
nunciar la cancelación de la licencia, cuando el primer juez 
la haya omitido o, como en la especie, aplicado mal, sin 
que ésto pueda interpretarse como una agravación de la 
situación jurídica del apelante; que, por tanto, al aumentar 
de 5 a 10 años la suspensión de la preindicada licencia, la 
Corte a qua no ha violado ninguna disposición legal; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a qua, después de haber comprobado que el 
delito de homicidio involuntario cometido por el prevenido 
Francisco de la Cruz en la persona del menor Luis José 
García, causó daños morales y materiales a la madre de éste 
Marina Altagracia Quiroz de García, constituida en parte 
civik condenó a dicho prevenido a pagar a la mencionada 
parte civil, una indemnización de cinco mil pesos, . cuya 
cuantía apreció soberanamente, como justa reparación de  

esos daños, perseguible con apremio corporal por el término 

de  un año; que, en tales circunstancias, hizo una correcta 
aplicación de los textos legales que rigen la materia; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-

tifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco de la Cruz contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, pronunciada 
en atribuciones correccionales, en fecha diecinueve de mayo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 

al recurrente al pago de lú costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén. 
—Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fech 
7 de julio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Trino Ovalles Salcedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treinta y uno de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Trino 
Ovalles Salcedo, dominicano, mayor de edad, casado, jorna-
lero, domiciliado y residente en la ciudad de Moca, cédula 
13194, serie 54, cuyo sello de renovación no se expresa en 
el expediente, contra sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega en atribuciones criminales en fecha siete 
de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositi-
vo se copiará más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de lavRisetapúebl acta 

a del recurso de casación levantada en la 
1 secretaría de la Corte a qua el mismo día de dictada la 
'sentencia ahora impugnada, acta en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 332, 333 apartado 3 9  y 463 
apartado 3 6  del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha once de febrero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Juan Antonio Pérez Arroyo, presentó querella por 
ante el Primer Teniente Rafael A. Salazar Santana, de la 
Policía Nacional en la ciudad de Moca, en contra del nom-
brado Trino Ovalles Salcedo. por el hecho de éste haber 
estuprado a una hija del querellante de nombre Juana Mar-
garita Pérez, de ocho años de edad; 2) que en fecha dieci-
siete de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Es-
paillat, regularmente apoderado del caso, dictó una pro-
videncia calificativa mediante la cual envió al nombrado 
Trino Ovalles Salcedo por ante el Tribunal Criminal, por 
considerar que existen cargos e indicios suficientes para 
inculparlo del crimen de estupro de la menor de ocho años 
de edad Juana Margarita Pérez sobre quien ejercía autori-
dad; 3) que apoderado del caso el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat conoció y falló en 
fecha veintiuno de marzo de mil novecientos cincuenta y 
ocho mediante sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al procesado Trino Ovalles 
Salcedo culpable del crimen de estupro agravado de la me- 
nor Juana Margarita Pérez, de ocho años de edad, y lo con- 
dena a sufrir once años de trabajos públicos; SEGUNDO: 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treinta y uno de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Trino 
Ovalles Salcedo, dominicano, mayor de edad, casado, jorna-
lero, domiciliado y residente en la ciudad de Moca, cédula 
13194, serie 54, cuyo sello de renovación no se expresa en 
el expediente, contra sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega en atribuciones criminales en fecha siete 
de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositi-
vo se copiará más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
( 1, ,  la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
taría de la Corte a qua el mismo día de dictada la 

tencia ahora impugnada, acta en la cual no se invoca 
gún medio determinado de casación; 

r .  
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berado, y vistos los artículos 332, 333 apartado 3 9  y 463 
:7) apartado 3(' del Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-

cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha once de febrero de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Juan Antonio Pérez Arroyo, presentó querella por 
ante el Primer Teniente Rafael A. Salazar Santana, de la 
Policía Nacional en la ciudad de Moca, en contra del nom-
brado Trino Ovalles Salcedo. por el hecho de éste haber 
estuprado a una hija del querellante de nombre Juana Mar-
garita Pérez, de ocho años de edad; 2) que en fecha dieci-
siete de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial de Es-
paillat, regularmente apoderado del caso, dictó una pro-
videncia calificativa mediante la cual envió al nombrado 
Trino Ovalles Salcedo por ante el Tribunal Criminal, por 
considerar que existen cargos e indicios suficientes para 
inculparlo del crimen de estupro de la menor de ocho años 
de edad Juana Margarita Pérez sobre quien ejercía autori-
dad; 3) que apoderado del caso el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat conoció y falló en 
fecha veintiuno de marzo de mil novecientos cincuenta y 
ocho mediante sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara al procesado Trino Ovalles 
Salcedo culpable del crimen de estupro agravado de la me- 
nor Juana Margarita Pérez, de ocho años de edad, y lo con- 
dena a sufrir once años de trabajos públicos; SEGUNDO: 

1 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fech 
7 de julio de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Trino Ovalles Salcedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 	

T 
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Condena al procesado al pago de las costas penales del pro. 
ceso, además"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Trino Ovalles Salcedo, la Corte de 
Apelación de La Vega dictó la sentencia contra la cual se 
recurre, cuyo dispositivo es del tenor siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a 14 forma, 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la. 
sentencia rendida por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat el veintiuno de marzo del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, que condenó al acusado 
y apelante Trino Ovalles Salcedo, —de generales conocidas 
— a sufrir la pena de once años de trabajos públicos y al 
pago de las costas, como autor del crimen de estupro en 
agravio de la menor Juana Margarita Pérez, de ocho años 
de edad: en el sentido de condenar a dicho inculpado Trino 
Ovalles Salcedo a sufrir la pena de cinco años de reclusión, 
por el crimen antes citado, del cual se le reconoce como 
autor responsable, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; y TERCERO: Condena además a Trino Ovalles 
Salcedo al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la causa, 
lo siguiente: "que el acusado Trino Ovalles Salcedo está ca-
sado con Ana Dolores Fernández, madre de la menor Juana 
Margarita Pérez, de siete años de edad, en el momento del 
hecho, por lo cual ejercía sobre la menor autoridad moral; 
que en los meses finales del año mil novecientos cincuenta 
y siete, Trino Ovalles Salcedo, aprovechaba la ausencia del 
hogar de Ana Dolores Fernández, para, simulando juegos 
que no podían ser confesados a nadie, so pena de muerte, 
para la menor y su madre, si la menor lo decía, mantenía 
con dicha menor en contra del consentimiento de ésta, la 
cual por su edad no podía otorgarlo, relaciones carnales 
ilícitas; que examinada por el Médico I egista, la menor pre- 

venta desfloración del himen como consecuencia de dichas 
relaciones"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del crimen de estupro cometido en una 
menor de once años de edad, agravado por la calidad del acu-
sado frente a dicha menor, hecho previsto por el artículo 
332 del Código Penal, y sancionado con la pena de once a 
quince años de trabajos públicos por el artículo 333 inciso 3" 
del mismo Código; que en consecuencia, al declarar la Corte 
a qua al acusado Trino Ovalles Salcedo culpable del crimen 
de estupro puesto a su cargo, le atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde según 
su propia naturaleza, y al condenarlo a la pena de cinco 
años de reclusión y no a la de cinco años de trabajos públicos 
como por error material se expresa en la copia de la senten-
cia impugnada, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, le impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Trino Ovalles Salcedo, contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega en 
fecha siete de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo consta transcrito en otro lugar del presen-
te fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar. — Clodomiro Mateo-Fernández.-
Manuel A. Amianfa.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 
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Condena al procesado al pago de las costas penales del pro-
ceso, además"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Trino Ovalles Salcedo, la Corte de 
Apelación de La Vega dictó la sentencia contra la cual se 
recurre, cuyo dispositivo es del tenor siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a lq. forma, 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la 
sentencia rendida por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat el veintiuno de marzo del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, que condenó al acusado 
y apelante Trino Ovalles Salcedo, —de generales conocidas 
— a sufrir la pena de once años de trabajos públicas y al 
pago de las costas, como autor del crimen de estupro en 
agravio de la menor Juana Margarita Pérez, de ocho años 
de edad: en el sentido de condenar a dicho inculpado Trino 
Ovalles Salcedo a sufrir la pena de cinco años de reclusión, 
por el crimen antes citado, del cual se le reconoce como 
autor responsable, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes; y TERCERO: Condena además a Trino Ovalles 
Salcedo al pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la pondéración de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la causa, 
lo siguiente: "que el acusado Trino Ovalles Salcedo está ca-
sado con Ana Dolores Fernández, madre de la menor Juana 
Margarita Pérez, de siete años de edad, en el momento del 
hecho, por lo cual ejercía sobre la menor autoridad moral; 
que en los meses finales del año mil novecientos cincuenta /14 
y siete, Trino Ovalles Salcedo, aprovechaba la ausencia del 
hogar de Ana Dolores Fernández, para, simulando juegos 
que no podían ser confesados a nadie, so pena de muerte, 
para la menor y su madre, si la menor lo decía, mantenía 
con dicha menor en contra del consentimiento de ésta, la 
cual por su edad no podía otorgarlo, relaciones carnales 
ilícitas; que examinada por el Médico I egista, la menor pre- 
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ta desfloración del himen como consecuencia de dichas 
aciones"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del crimen de estupro cometido en una 
menor de once años de edad, agravado por la calidad del acu-
sado frente a dicha menor, hecho previsto por el artículo 
332 del Código Penal, y sancionado con la pena de once a 
quince años de trabajos públicos por el artículo 333 inciso 3" 
del mismo Código; que en consecuencia, al declarar la Corte 
a qua al acusado Trino Ovalles Salcedo culpable del crimen 
de estupro puesto a su cargo, le atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde según 
su propia naturaleza, y al condenarlo a la pena de cinco 
años de reclusión y no a la de cinco arios de trabajos públicos 
como por error material se expresa en la copia de la senten-
cia impugnada, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, le impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
ntencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su ra-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Trino Ovalles Salcedo, contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega en 
fecha siete de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo consta transcrito en otro lugar del presen-
te fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño Cohén.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar. — Clodomiro Mateo-Fernández.-
Manuel A. Amiarrfa.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DE 1958 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que si 
certifico.— .(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

411 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, de fecha 23 de enero de 1958. 

materia: Penal. 

nveurrente: Luis José Carballo Malagón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, doctor 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confin Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día treintiuno del mes de octubre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 96' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis , José 
Carballo Malagón, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado de comercio, domiciliado y residente en la ciudad de 
Santiago de los Caballeros, cédula 23769, serie 31, sello 7494, 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Espaillat, de fecha veintitrés de enero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo el veintitrés de enero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del preveni_ 
do Luis José Carballo Malagón, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, inciso a) y párrafo IV, de la 
Ley 2022 de 1949, sobre accidentes causados con el manejo 
de vehículos de motor, modificado por la Ley 3749 de 1954, 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un choque de automóviles ocurrido el dieci-
séis de noviembbre de mil novecientos cincuenta y siete, en 
que resultaron con golpes leves la pasajera Antonia Ramona 
Santana y el conductor del carro privado Carballo Malagón 
fueron sometidos a la justicia los nombrados Fabio Antonio 
Mata Ureña y Luis José Carballo Malagón; b) que el Juz-
gado de Paz del municipio de Moca, regularmente apodera-
do del hecho, el veinticinco de noviembre' de mil novecien-
tos cincuenta y siete dictó una sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado en el del fallo ahora impugnado en casación; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por Luis José Carballo Malagón y Fabio Antonio 
Mata Ureña, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, como tribunal de segundo grado y en 
atribuciones correccionales, dictó en fecha veintitrés de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora 
recurrida en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos 
de apelación de los procesados Luis José Carballo Malagón 
y Fabio Antonio Mata Ureña, interpuestos en fechas 25 de 
noviembre y 4 de diciembre, 1957, respectivamente, contra 
la sentencia N" 2115 del 25 de noviembre del año citado, 
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dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Moca, cuyo 
dispositivo es siguiente: 'Prime:ro: Que debe declarar co-
mo en efecto declara a los nombrados Fabio Antonio Ma-
ta Ureña y José Carballo Malagón, acusados de violación 
a la Ley N9 2022, a sufrir seis días de prisión en la cárcel 
pública de esta ciudad, y al pago de una multa de diez pesos 
oro; Segundo: Se le cancela a ambos conductores la licen-
cia los ampara para manejar vehículos de motor, por un pe-
ríodo de dos meses a partir de la extinción de la pena; Terce-
ro: Que condena a los señores Fabio Antonio Mata Ureña 
y José Carballo Malagón, al pago de las costas' por haber 
sido dichos recursos intentados en tiempo hábil y forma 
legal; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la referida 
sentencia y condena a los procesados al pago de las costas 
del recurso"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderabión de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportadas en la instrucción de. la cau-
sa: a) que el diecisiéis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, a las dos horas y cuarenta y cinco minutos 
de la tarde, el carro público placa N9 5167, manejado por 
el chófer Fabio Antonio Mata Ureña, transitaba de Este a 
Oeste por la calle Presidente Trujillo de la ciudad de Moca, 
y de Sur a Norte transitaba el carro privado placa N" 9952, 
conducido por su dueño Luis José Carballo Malagón por la 
calle Ramfis, y al cruzar éste la esquina Presidente Trujillo 
se produjo un choque entre ambbos vehículos, resultando 
considerablemente averiados; b) que el carro privado reci-
bió el impacto en la puerta de atrás de su lado derecho, con 
tal violencia que fué lanzado sobre la calzada derecha de 
la calle Presidente Trujillo, cuando el carro público, tratan-
do de evitar el choque, 'frenó dejando una huella de seis 

.0. siete metros sobre el pavimento; c) que Antonia Ramona 
Santana, única pasajera del carro público, sufrió "Contusio-

.nes en la pierna izquierda y el cuello" y el prevenido Carba-
illo Malagón resultó con "una contusión en la cara", produ- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo el veintitrés de enero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del preveni-
do Luis José Carballo Malagón, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, despuds de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, inciso a) y párrafo IV, de la 
Ley 2022 de 1949, sobre accidentes causados con el manejo 
de vehículos de motor, modificado por la Ley 3749 de 1954, 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un choque de automóviles ocurrido el dieci-
séis de noviembbre de mil novecientos cincuenta y siete, en 
que resultaron con golpes leves la pasajera Antonia Ramona 
Santana y el conductor del carro privado Carballo Malagón 
fueron sometidos a la justicia los nombrados Fabio Antonio 
Mata Ureña y Luis José Carballo Malagón; b) que el Juz-
gado de Paz del municipio de Moca, regularmente apodera-
do del hecho, el veinticinco de noviembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete dictó una sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado en el del fallo ahora impugnado en casación; 

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por Luis José Carballo Malagón y Fabio Antonio 
Mata Ureña, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, como tribunal de segundo grado y en 
atribuciones correccionales, dictó en fecha veintitrés de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora 
recurrida en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos 
de apelación de los procesados Luis José Carballo Malagón 
y Fabio Antonio Mata Ureña, interpuestos en fechas 25 de 
noviembre y 4 de diciembre, 1957, respectivamente, contra 
la sentencia N^ 2115 del 25 de noviembre del año citado, 
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dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Moca, cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'Primero: Que debe declarar co-
mo en efecto declara a los nombrados Fabio Antonio Ma-
ta Ureña y José Carballo Malagón, acusados de violación 
a la Ley N^ 2022, a sufrir seis días de prisión en la cárcel 
pública de esta ciudad, y al pago de una multa de diez pesos 
oro; Segundo: Se le cancela a ambos conductores la licen-
cia los ampara para manejar vehículos de motor, por un pe-
ríodo de dos meses a partir de la extinción de la pena; Terce-
ro: Que condena a los señores Fabio Antonio Mata Ureña 
y José Carballo Malagón, al pago de las costas' por haber 
sido dichos recursos intentados en tiempo hábil y forma 
legal; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la referida 
sentencia y condena a los procesados al pago de las costas 
del recurso"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderatión de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportadas en la instrucción de la cau-
sa: a) que el diecisiéis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, a las dos horas y cuarenta y cinco minutos 
de la tarde, el carro público placa N9 5167, manejado por 
el chófer Fabio Antonio Mata Ureña, transitaba de Este a 
Oeste por la calle Presidente Trujillo de la ciudad de Moca, 
y de Sur a Norte transitaba el carro privado placa N^ 9952, 
conducido por su dueño Luis José Carballo Malagón por la 
calle Ramfis, y al cruzar éste la esquina Presidente Trujillo 
se produjo un choque entre ambbos vehículos, resultando 
considerablemente averiados; b) que el carro privado reci-
bió el impacto en la puerta de atrás de su lado derecho, con 
tal violencia que fué lanzado sobre la calzada derecha de 
la calle Presidente Trujillo, cuando el carro público, tratan-
. do de evitar el choque, frenó dejando una huella de seis 
,a siete metros sobre el pavimento; e) que Antonia Ramona 
Santana, única pasajera del carro público, sufrió "Contusio-
nes en la pierna izquierda y el cuello" y el prevenido Carba-
llo Malagón resultó con "una contusión en la cara", produ- 
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cidas con un cuerpo duro, "curables ambas en menos de 
diez días", según certificado médico legal expedido el mis-
mo día del hecho; d) que el chófer Mata Ureña corría a ex-
cesi-va velocidad y no redujo la marcha al acercarse a la 
intersección de las dos calles; y e) que el conductor Carballo 
Malagón fué imprudente, cuando "a pesar de haber visto 
venir el carro d2 Mata Ureña y advertir la velocidad con-
siderable a que marchaba", se dispuso a "seguir cruzando 
y no parar", porque entendía que quien debía parar era el 
otro; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes por imprudencia 
causados con el manejo de un vehículo de motor, puesto a 
cargo del recurrente, que curaron antes de diez días, en 
perjuicio de Antonia Ramona Santana, hecho previsto por 
el Art. 3, inciso a), de la Ley 2022 del año 1949, sobre ac-
cidentes causados con el manejo de un vehículo de motor, 
modificado por la Ley 3748 del 1954, y sancionado por di-
cho texto legal con las penas de seis días a seis meses de 
prisión y multa de seis a ciento ochenta pesos; que, en con-
secuencia, al declarar la sentencia impugnada la culpabili-
dad del prevenido y al condenarlo a las penas de seis días 
de prisión y diez pesos de multa, se ha dado una correcta 
calificación a los hechos de la causa e impuesto al prevenido 
una pena ajustada al mencionado texto legal; 

Considerando que, asimismo, al cancelar la licencia que 
le fué otorgada al prevenido para manejar vehículos de mo-
tor, por un período de dos meses, a partir de la extinción de 
la pena que le fué impuesta, dicha Corte hizo también, en 
este aspecto, una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ning,ún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis José Carballo Malagón, contra  
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sentencia pronunciada en grado de apelación y en atribu-
ciones correccionales por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha veintitrés de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Seegundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño 
Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Néstor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández. 
—Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Se- 
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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cidas con un cuerpo duro, "curables ambas en menos de 
diez días", según certificado médico legal expedido el mis-
Mó día del hecho; d) que el chófer Mata Ureña corría a ex-
Cesi-va velocidad y no redujo la marcha al acercarse a fa 
intersección de las dos calles; y e) que el conductor Carbállo 
1VIalagón fué hnprudente, cuando "a pesar de haber visto 
venir el carro de Mata Ureña y advertir la velocidad con-
siderable a que marchaba", Se dispuso a "seguir cruzando 
y no parar", porque entendía que quien debía parar era el 
Otro; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidol los 
elementos constitutivos del delito de golpes por imprudencia 
causados con el manejo de un vehículo de motor, puesto a 
cargo del recurrente, que curaron antes de dieZ días, en 
perjuicio de Antonia Rarnona Santana, hecho previsto por 
el Art. 3, inciso a), de la Ley 2022 del ario 1949, sobre ac-
cidentes causados con el manejo de un vehículo de motor, y 

modificado por la Ley 3748 del 1954, y sancionado por di- T 
cho texto legal con las penas de seis días a seis meses de 
prisión y mülta de seis a ciento ochenta pesos; que, en con-
secuencia, al declarar la sentencia impugnada la culpabili-
dad del prevenido y al condenarlo a las penas de seis días 
de prisión y diez pesos de multa, se ha dado una correcta 
calificación a los hechos de la causa e impuesto al prevenido 
una pena ajustada al mencionado texto legal; 

Considerando que, asimismo, al cancelar la licencia que 
fué otorgada al prevenido para rnanejar vehículos de mo-

tor, pór un período de dos meses, a partir de la extinción de 
la pena que le fué irripuesta, dicha Corte hizo también, en 
este aspecto, una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio gire justifique 
au casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea- , 
sación interpuesto por Luis José Carballo Malagón, conti;a 
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sentencia pronunciada en grado de apelación y en atribu-ciones correccionales por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha veintitrés de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Seegundo: Condena 
al rectuTente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.-- Francisco Elpidio l3e-
ras.— Juan A. Morel.-- Damián Báez B.— Luis Logroño 
Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Néstor Confin Aybar.-- Clodomiro Mateo-Fernández. 
--Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Se- 
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de octubre de 1958 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	8 
Recursos de casación civiles fallados 	11 
Recursos de casación penales conocidos 	27 
Recursos de casación penales fallados 	22 
Recursos de revisión penal conocidos 	1 
Recursos de revisión penal fallados.  	1 
Recursos de apelación en materia de hábeas cor-

pus conocidos 	  
Recursos de apelación en materia de hábeas cor- 

pus fallados 	2 
Defectos  	2 
Recursos declarados perimidos 	 
Recursos declarados caducos 	  
Suspensiones de ejecución de sentencias 
Declinatorias 	  
Designación de Jueces 	1 
Desistimientos 	 3 
Resoluciones ordenando la libertad provisional 

por haberse prestado la fianza 	1 
Juramentación de Abogados 	2 
Nombramientos de Notarios 	2 
Resoluciones administrativas 	38 
Autos autorizando emplazamientos 	15 
Autos pasando expedientes para dictamen 	75 
Autos fijando causas 	35 

2 

1 
.) 

ERRATA: 

Errata advertida en Boletín Judicial N" 578: 

Página II, última línea, dice "B.J. 578, pág. 1984", debe decir: 
3.J. 578, pág. 1972. 

Ciudad Trujillo, 
octubre 31, 1958. 

Total: 256 

 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 



Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de octubre de 1958 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 8 
Recursos de casación civiles fallados 	 11 
Recursos de casación penales conocidos 	 27 
Recursos de casación penales fallados 	 22 
Recursos de revisión penal conocidos 	 1 
Recursos de revisión penal fallados 	 1 
Recursos de apelación en materia de hábeas cor-

pus conocidos 	  2 
Recursos de apelación en materia de hábeas cor-

pus fallados 	  2 
Defectos 2 
Recursos declarados perimidos 	  1 
Recursos declarados caducos 	  1 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 5 
Declinatorias 	 1 
Designación de Jueces 	  1 
Desistimientos   	 3 
Resoluciones ordenando la libertad provisional 

por haberse prestado la fianza 	  1 
Juramentación de Abogados 	  2 
Nombramientos de Notarios 	  2 
Resoluciones administrativas 	  38 
Autos autorizando emplazamientos 	  15 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 75 
Autos fijando causas 	  35 

Total 	 256 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

1 
ERRATA: 

Errata advertida en Boletín Judicial N g  578: 

Página II, última linea, dice "B.J. 578, pág. 1984", debe decir: 
Z.J. 578, pág. 1972. 

Ciudad Trujillo, 
octubre 31, 1958. 
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